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PARTE I: PARTE GENERAL

Tema 1

La Constitución Española de 1978. Título Primero, capítulo primero: 
De los derechos y deberes fundamentales.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 10 a 13 — 4 incluidos

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. ¿En qué parte de la CE se regula la nacionalidad española?

A) En el Título Preliminar.

B) En el Preámbulo.

C) En el Título Primero.

D) En el Título Segundo.

2. De acuerdo con lo establecido en el artículo 10.2 de la Constitución Española, las normas relativas a los 
derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretarán:

A) De conformidad con las normas generales del Derecho internacional.

B) De conformidad con los principios generales del Derecho.

C) De conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

D) De conformidad con las sentencias del Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo.

3. ¿Qué quedará excluido de extradición?

A) Los delitos criminales.

B) Los delitos políticos.

C) Los actos de terrorismo.

D) Ninguno.

4. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se 
interpretarán de conformidad con:

A) La Declaración Universal de Derechos Humanos.

B) Los Tratados sobre las mismas materias ratificados por España.

C) Los Acuerdos sobre las mismas materias ratificados por España.

D) Todas las respuestas son correctas.

5. Según el artículo 11 de la CE, la nacionalidad española se adquiere, conserva y pierde conforme a lo 
establecido en:

A) La ley.

B) Real Decreto del Ministerio de Interior.

C) La normativa de la Unión Europea.

D) Los tratados internacionales.

6. Los derechos y deberes fundamentales vienen recogidos en la Constitución Española:

A) En el Título Preliminar

B) En el Título I

C) En el Título III

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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7. Según la Constitución, se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales:

A) La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España.

B) Las normas relativas a los derechos fundamentales y las libertades que reconoce la Constitución.

C) El pluralismo político.

D) Todas son ciertas.

8. El derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de 
representante, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal:

A) Se regula en el artículo 12 de la Constitución Española.

B) Supone que, además de los españoles, los extranjeros podrán ser titulares de tal derecho, atendiendo a 
criterios de reciprocidad, si está establecido por tratado o ley para el derecho de sufragio activo y pasivo en las 
elecciones municipales.

C) Tiene como consecuencia que la extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad.

D) Supone que, además de los españoles, los extranjeros podrán ser titulares de tal derecho, atendiendo a 
criterios de reciprocidad, si está establecido por ley o reglamento para el derecho de sufragio activo y pasivo en 
las elecciones municipales nacionales.

9. Conforme a la estructura de la Constitución Española, los derechos y deberes fundamentales lo constituye 
el:

A) Título III

B) Título I

C) Título Preliminar

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

10. Los españoles son mayores de edad:

A) A los 15 años

B) A los 21 años

C) A los 18 años

D) A los 16 años

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 B · 4 D · 5 A · 6 B · 7 B · 8 B · 9 B · 10 C

Te quedan 66 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

El Estatuto de Autonomía del País Vasco. Las competencias del País 
Vasco: exclusivas, de desarrollo legislativo y ejecución y de ejecución.

LO 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco

EA-PV · BOE-A-1979-30177 · arts. 1 a 47 — 47 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
El Pueblo Vasco o Euskal-Herria, como expresión de su nacionalidad, y para acceder a su autogobierno, se
constituye en Comunidad Autónoma dentro del Estado Español bajo la denominación de Euskadi o País Vasco,
de acuerdo con la Constitución y con el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

Artículo 2.
1. Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como Navarra, tienen derecho a formar parte de la Comunidad Autónoma
del País Vasco.
2. El territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco quedará integrado por los Territorios Históricos que
coinciden con las provincias, en sus actuales límites, de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como la de Navarra,
en el supuesto de que esta última decida su incorporación de acuerdo con el procedimiento establecido en la
disposición transitoria cuarta de la Constitución.

Artículo 3.
Cada uno de los Territorios Históricos que integran el País Vasco podrá, en el seno del mismo, conservar o, en
su caso, restablecer y actualizar su organización e instituciones privativas de autogobierno.

Artículo 4.
La designación de la sede de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma del País Vasco se hará
mediante Ley del Parlamento Vasco y dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.

Artículo 5.
1. La bandera del País Vasco es la bicrucífera, compuesta de aspa verde, cruz blanca superpuesta y fondo rojo.
2. Asimismo, se reconocen las banderas y enseñas propias de los Territorios Históricos que integran la
Comunidad Autónoma.

Artículo 6.
1. El euskera, lengua propia del Pueblo Vasco, tendrá, como el castellano, carácter de lengua oficial en
Euskadi, y todos sus habitantes tienen el derecho a conocer y usar ambas lenguas.
2. Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta la diversidad socio-lingüística
del País Vasco, garantizarán el uso de ambas lenguas, regulando su carácter oficial, y arbitrarán y regularán las
medidas y medios necesarios para asegurar su conocimiento.
3. Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua.
4. La Real Academia de la Lengua Vasca-Euskaltzaindia es institución consultiva oficial en lo referente al
euskera.
5. Por ser el euskera patrimonio de otros territorios vascos y comunidades, además de los vínculos y
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correspondencia que mantengan las instituciones académicas y culturales, la Comunidad Autónoma del País
Vasco podrá solicitar del Gobierno español que celebre y presente, en su caso, a las Cortes Generales, para su
autorización, los tratados o convenios que permitan el establecimiento de relaciones culturales con los
Estados donde se integran o residan aquellos territorios y comunidades, a fin de salvaguardar y fomentar el
euskera.

Artículo 7.
1. A los efectos del presente Estatuto tendrán la condición política de vascos quienes tengan la vecindad
administrativa de acuerdo con las Leyes Generales del Estado, en cualquiera de los municipios integrados en el
territorio de la Comunidad Autónoma.
2. Los residentes en el extranjero, así como sus descendientes, si así lo solicitaren, gozarán de idénticos
derechos políticos que los residentes en el País Vasco, si hubieran tenido su última vecindad administrativa en
Euskadi, siempre que conserven la nacionalidad española.

Artículo 8.
Podrán agregarse a la Comunidad Autónoma del País Vasco otros territorios o municipios que estuvieran
enclavados en su totalidad dentro del territorio de la misma, mediante el cumplimiento de los requisitos
siguientes:
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos interesados, y que se oiga
a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los Territorios o Municipios a agregar.
b) Que lo acuerden los habitantes de dicho Municipio o Territorio mediante referéndum expresamente
convocado, previa la autorización competente al efecto y aprobado por mayoría de los votos válidos emitidos.
c) Que los aprueben el Parlamento del País Vasco y, posteriormente, las Cortes Generales del Estado, mediante
Ley Orgánica.

Artículo 9.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos del País Vasco son los establecidos en la
Constitución.
2. Los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia:

a) Velarán y garantizarán el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos.
b) Impulsarán particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo.
c) Adoptarán aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la estabilidad
económica.
d) Adoptarán aquellas medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los obstáculos para que la
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean efectivas y reales.
e) Facilitarán la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social del
País Vasco.

TÍTULO I De las competencias del País Vasco

Artículo 10.
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:
1. Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios
Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto.
2. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro de las normas del
presente Estatuto.
3. Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y Diputaciones Forales, en
los términos previstos por el presente Estatuto y sin perjuicio de las facultades correspondientes a los
Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 del mismo.
4. Régimen Local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración Local, sin perjuicio de
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lo establecido en el artículo 149.1.18. a de la Constitución.
5. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o consuetudinario propio
de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fijación del ámbito territorial de su vigencia.
6. Normas procesales y de procedimientos administrativo y económico-administrativo que se deriven de las
especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia del País Vasco.
7. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, así
como las servidumbres públicas en materias de sus competencias.
8. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.23. a de la Constitución.
9. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
10. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
11. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente dentro del País
Vasco; instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este transporte no salga de
su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales,
termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.25. a de la Constitución.
12. Asistencia social.
13. Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y similares, en
tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco.
14. Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de protección y tutela de
menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación general en materia civil, penal y
penitenciaria.
15. Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16. a de la Constitución, e
higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Estatuto.
16. Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado.
17. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.
18. Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Artesanía.
19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la Comunidad
Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el Estado para la defensa de dicho
patrimonio contra la exportación y la expoliación.
20. Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal.
21. Cámara Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de Comercio, Industria y Navegación,
sin perjuicio de la competencia del Estado en materia de comercio exterior.
22. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes del Estado.
23. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos, conforme a la legislación
general en materia mercantil.
24. Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas de este Estatuto.
25. Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País Vasco de acuerdo con
la ordenación general de la economía.
26. Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro en el marco de las bases que
sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la política monetaria general.
27. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes en el
territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados interiores.
Denominaciones de origen y publicidad en colaboración con el Estado.
28. Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior.
29. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contratación de mercancías y de
valores conforme a la legislación mercantil.
30. Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas a normas especiales
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por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que precisen de legislación específica para
estas funciones, y las que requieran de contratos previos de transferencia de tecnología extranjera. En la
reestructuración de sectores industriales, corresponde al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes
establecidos por el Estado.
31. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
32. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, aeropuertos y
Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.20. a de la Constitución.
Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
33. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya realización no afecte a otros
territorios.
34. En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el apartado 5, número 1,
del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos conservarán
íntegramente el régimen jurídico y competencias que ostentan o que, en su caso, hayan de recobrar a tenor del
artículo 3.º de este Estatuto.
35. Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas.
36. Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento.
37. Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias.
38. Espectáculos.
39. Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política Infantil, juvenil y de la tercera edad.

Artículo 11.
1. Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución dentro
de su territorio de la legislación básica del Estado en las siguientes materias:

a) Medio ambiente y ecología.
b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus competencias y
sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco.
c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco.

2. Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la
ejecución dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las mismas señalen, en las siguientes
materias:

a) Ordenación del crédito, banca y seguros.
b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio, e
intervención de Empresas cuando lo exija el interés general.
c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos.

Artículo 12.
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del Estado en las materias
siguientes:
1. Legislación penitenciaria.
2. Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno ostenta actualmente el
Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad de organizar, dirigir y tutelar, con la alta
inspección del Estado, los servicios de éste para la ejecución de la legislación laboral, procurando que las
condiciones de trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y progreso social, promoviendo la cualificación de los
trabajadores y su formación integral.
3. Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio.
Intervención en la fijación de las demarcaciones correspondientes en su caso.
4. Propiedad intelectual e industrial.
5. Pesas y medidas; contraste de metales.
6. Ferias internacionales celebradas en el País Vasco.
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7. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que tendrá participación en los
casos y actividades que proceda.
8. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa.
9. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino dentro del territorio de la
Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraestructuras de titularidad estatal a que hace referencia
el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se
reserve el Estado.
10. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado
correspondientes al litoral vasco.

Artículo 13.
1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la Comunidad Autónoma
del País Vasco ejercerá, en su territorio, las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el derecho de gracia y la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación y de revisión en las
materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de casación y de
revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se trate de actos dictados
por la Administración del País Vasco en las materias cuya legislación exclusiva corresponde a la
Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados por la Administración del
Estado.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo vasco que deban tener
acceso a los Registros de la Propiedad.

2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos que, según las leyes,
procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y de jurisdicción entre los
órganos judiciales del País Vasco y los demás del Estado.

Artículo 15.
Correspondo al País Vasco la creación y organización, mediante Ley, de su Parlamento, y con respeto a la
institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un órgano similar que en coordinación con
aquélla ejerza las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y cualesquiera otras que el Parlamento
Vasco pueda encomendarle.

Artículo 16.
En aplicación de lo dispuesta en la Disposición adicional primera de la Constitución, es de la competencia de
la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y
especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las
facultades que atribuye al Estado el artículo 149 1.30ª de la misma y de la alta inspección necesaria para su
cumplimiento y garantía.

Artículo 17.
1. Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición adicional primera de la
Constitución, corresponderá a las Instituciones del País Vasco, en la forma que se determina en este Estatuto,
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el régimen de la Policía Autónoma para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden
público dentro del territorio autónomo, quedando reservados en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter extracomunitario y supracomunitario, como la
vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida en territorio
nacional de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e
inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado,
contrabando y fraude fiscal al Estado.
2. El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País Vasco, sin perjuicio de
las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y Corporaciones Locales.
3. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio y bajo la vigilancia de
la Administración de Justicia en los términos que dispongan las Leyes procesales.
4. Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado existirá una
Junta de Seguridad formada en número igual por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma.
5. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad.
b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa que se
restablecen mediante este precepto. Posteriormente, las Instituciones del País Vasco podrán acordar
refundir en un solo Cuerpo los mencionados en los apartados anteriores, o proceder a la reorganización
precisa para el cumplimiento de las competencias asumidas. Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los
efectos de representación y tradicionales, de los Cuerpos de Miñones y Miqueletes.

6. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán
intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comunidad Autónoma en los siguientes casos:

a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias del mismo.
b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado esté gravemente comprometido;
siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace referencia el número 4 de este artículo.
En supuestos de especial urgencia y para cumplir las funciones que directamente les encomienda la
Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la responsabilidad
exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los
procedimientos constitucionales, podrán ejercitar las competencias que les corresponda.

7. En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las fuerzas policiales del País
Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o militar que en su caso corresponda, de acuerdo
con la legislación que regule estas materias.

Artículo 18.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en
materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco:

a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que
configuran el régimen económico de la misma.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.

3. Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre productos
farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, y dentro de su territorio, todos los
servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y
fundaciones en materia de Sanidad y de Seguridad Social, reservándose el Estado la alta inspección
conducente: al cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asuman en materia de Sanidad y
de Seguridad Social a criterios de participación democrática de todos los interesados, así como de los
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Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones empresariales en los términos que la Ley establezca.

Artículo 19.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en materia de medios de
comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 de la Constitución.
2. La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Estado, con respeto
a la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal.
3. De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco podrá regular, crear y
mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos los medios de comunicación social para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 20.
1. El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias que por Ley Orgánica le
transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición del Parlamento Vasco.
2. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación en los términos del
artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales aprueben las Leyes marco a que se refiere dicho
precepto.
3. El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas a su
competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y competencias del
País Vasco si no es mediante el procedimiento del artículo 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el
artículo 93 de la misma.
4. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del País Vasco en aquellas
materias que no sean de su competencia exclusiva, comprende la potestad de administración, así como, en su
caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios correspondientes.
5. El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios, así como de los proyectos
de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de específico interés para el País Vasco.
6. Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y
otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial del País Vasco

Artículo 21.
El Derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el aplicable con
preferencia a cualquier otro y sólo en su defecto será de aplicación supletoria el Derecho del Estado.

Artículo 22.
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración de los citados
convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales,
o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la
comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo tercero de este artículo. Si
transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la gestión y
prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, siendo necesaria su
comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios
entrarán en vigor.
3. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras Comunidades
Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en el territorio Vasco se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad
Autónoma.
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2. De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un Delegado nombrado por el Gobierno la dirigirá y
la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad Autónoma.

TÍTULO II De los poderes del País Vasco

CAPÍTULO PRELIMINAR

Artículo 24.
1. Los poderes del País Vasco se ejercerán a través del Parlamento, del Gobierno y de su Presidente o
Lendakari.
2. Los Territorios Históricos conservarán y organizarán sus Instituciones forales de conformidad a lo dispuesto
en el artículo 3.º del presente Estatuto.

CAPÍTULO I Del Parlamento Vasco

Artículo 25.
1. El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa, aprueba sus presupuestos e impulsa y controla la acción
del Gobierno Vasco, todo ello sin perjuicio de las competencias de las Instituciones a que se refiere el artículo
37 del presente Estatuto.
2. El Parlamento Vasco es inviolable.

Artículo 26.
1. El Parlamento Vasco estará integrado por un número igual de representantes de cada Territorio Histórico
elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto.
2. La circunscripción electoral es el Territorio Histórico.
3. La elección se verificará en cada Territorio Histórico atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Parlamento Vasco será elegido por un período de cuatro años.
5. Una Ley Electoral del Parlamento Vasco regulará la elección de sus miembros y fijará las causas de
inelegibilidad e incompatibilidad que afecten a los puestos o cargos que se desempeñen dentro de su ámbito
territorial.
6. Los miembros del Parlamento Vasco serán Inviolables por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio
de su cargo. Durante su mandato, por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en
todo caso, sobre su Inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.
Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 27.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente, una Mesa y una Diputación Permanente;
funcionará en Pleno y Comisiones. El Parlamento fijará su Reglamento interno, que deberá ser aprobado por
la mayoría absoluta de sus miembros. El Parlamento aprobará su presupuesto y el Estatuto de su personal.
2. Los períodos ordinarios de sesiones durarán como mínimo ocho meses al año.
3. La Cámara podrá reunirse en sesión extraordinaria a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o
de la tercera parte de sus miembros. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse con un orden del día
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.
4. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a las Instituciones
representativas a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, en los términos establecidos por la Ley. Los
miembros del Parlamento podrán, tanto en Pleno como en Comisiones, formular ruegos, preguntas,
interpelaciones y mociones en los términos que reglamentariamente se establezcan. La iniciativa popular para
la presentación de proposiciones de Ley, que hayan de ser tramitadas por el Parlamento Vasco, se regulará por
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éste mediante Ley, de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 83 de la
Constitución.
5. Las Leyes del Parlamento serán promulgadas por el Presidente del Gobierno Vasco, el cual ordenará la
publicación de las mismas en el «Boletín Oficial del País Vasco» en el plazo de quince días de su aprobación y
en el «Boletín Oficial del Estado». A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial
del País Vasco».

Artículo 28.
Corresponde, además, al Parlamento Vasco:
a) Designar los Senadores que han de representar al País Vasco, según lo previsto en el artículo 69.5 de la
Constitución, mediante el procedimiento que al efecto se señale en una Ley del propio Parlamento Vasco que
asegurará la adecuada representación proporcional.
b) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de Ley o remitir a la Mesa del Congreso una
proposición de Ley, delegando ante dicha Cámara a los miembros del Parlamento Vasco encargados de su
defensa.
c) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

CAPÍTULO II Del Gobierno Vasco y del Presidente o Lendakari

Artículo 29.
El Gobierno Vasco es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y administrativas del País Vasco.

Artículo 30.
Las atribuciones del Gobierno y su organización, basada en un Presidente y Consejeros, así como el Estatuto
de sus miembros, serán regulados por el Parlamento.

Artículo 31.
1. El Gobierno Vasco cesa tras la celebración de elecciones del Parlamento, en el caso de pérdida de la
confianza parlamentaria o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 32.
1. El Gobierno responde políticamente de sus actos, de forma solidaria, ante el Parlamento Vasco, sin perjuicio
de la responsabilidad directa de cada miembro por su gestión respectiva.
2. El Presidente del Gobierno y sus miembros, durante su mandato y por los actos delictivos cometidos en el
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en caso de flagrante
delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad
penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 33.
1. El Presidente del Gobierno será designado de entre sus miembros por el Parlamento Vasco y nombrado por
el Rey.
2. El Presidente designa y separa los Consejeros del Gobierno, dirige su acción, ostentando a la vez la más alta
representación del País Vasco y la ordinaria del Estado en este territorio.
3. El Parlamento Vasco determinará por Ley la forma de elección del Presidente y sus atribuciones, así como
las relaciones del Gobierno con el Parlamento.

CAPÍTULO III De la Administración de Justicia en el País Vasco

Artículo 34.
1. La organización de la Administración de Justicia en el País Vasco, que culminará en un Tribunal Superior
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con competencia en todo el territorio de la Comunidad Autónoma y ante el que se agotarán las sucesivas
instancias procesales, se estructurará de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial. La
Comunidad Autónoma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 de la Constitución, participará en la
organización de las demarcaciones judiciales de ámbito inferior a la provincia y en la localización de su
capitalidad, fijando, en todo caso, su delimitación.
2. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco será nombrado por el Rey.
3. En la Comunidad Autónoma se facilitará el ejercicio de la acción popular y la participación en la
Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y con respecto a aquellos procesos
penales que la Ley procesal determine.

Artículo 35.
1. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios se efectuará en la forma prevista en las Leyes
Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial, siendo mérito preferente el
conocimiento del Derecho Foral Vasco y el del euskera, sin que pueda establecerse excepción alguna por razón
de naturaleza o de vecindad.
2. A instancias de la Comunidad Autónoma, el órgano competente deberá convocar los concursos y
oposiciones para cubrir las plazas vacantes de Magistrados, Jueces y Secretarios en el País Vasco, de acuerdo
con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial. Las plazas que quedasen vacantes en tales concursos y
oposiciones serán cubiertas por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, aplicando las normas que para
este supuesto se contengan en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. Corresponderá a la Comunidad Autónoma, dentro de su territorio, la provisión del personal al servicio de la
Administración de Justicia y de los medios materiales y económicos necesarios para su funcionamiento, en los
mismos términos en que se reserve tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial, valorándose
preferentemente, en los sistemas de provisión del personal, el conocimiento del Derecho Foral Vasco y del
euskera.
4. La Comunidad Autónoma y el Ministerio de Justicia mantendrán la colaboración precisa para la ordenada
gestión de la competencia asumida por el País Vasco.

Artículo 36.
La Policía Autónoma Vasca, en cuanto actúe como Policía Judicial, estará al servicio y bajo la dependencia de
la Administración de Justicia, en los términos que dispongan las Leyes procesales.

CAPÍTULO IV De las Instituciones de los Territorios Históricos

Artículo 37.
1. Los órganos forales de los Territorios Históricos se regirán por el régimen jurídico privativo de cada uno de
ellos.
2. Lo dispuesto en el presente Estatuto no supondrá alteración de la naturaleza del régimen foral específico o
de las competencias de los regímenes privativos de cada Territorio Histórico.
3. En todo caso tendrán competencias exclusivas dentro de sus respectivos territorios en las siguientes
materias:

a) Organización, régimen y funcionamiento de sus propias instituciones.
b) Elaboración y aprobación de sus presupuestos.
c) Demarcaciones territoriales de ámbito supramunicipal que no excedan los límites provinciales.
d) Régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de dominio público como patrimoniales o de
propios y comunales.
e) Régimen electoral municipal.
f) Todas aquellas que se especifiquen en el presente Estatuto o que les sean transferidas.

4. Les corresponderá, asimismo, el desarrollo normativo y la ejecución, dentro de su territorio, en las materias
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que el Parlamento Vasco señale.
5. Para la elección de los órganos representativos de los Territorios Históricos se atenderá a criterios de
sufragio universal, libre, directo, secreto y de representación proporcional, con circunscripciones electorales
que procuren una representación adecuada de todas las zonas de cada territorio.

CAPÍTULO V Del control de los poderes del País Vasco

Artículo 38.
1. Las Leyes del Parlamento Vasco solamente se someterán al control de constitucionalidad por el Tribunal
Constitucional.
2. Para los supuestos previstos en el artículo 150.1, de la Constitución se estará a lo que en el mismo se dispone.
3. Los actos y acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos ejecutivos y administrativos del
País Vasco serán recurribles ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 39.
Los conflictos de competencia que se puedan suscitar entre las Instituciones de la Comunidad Autónoma y las
de cada uno de sus Territorios Históricos se someterán a la decisión de una comisión arbitral, formada por un
número igual de representantes designados libremente por el Gobierno Vasco y por la Diputación Foral del
Territorio interesado, y presidida por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, conforme
al procedimiento que una Ley del Parlamento Vasco determine.

TÍTULO III Hacienda y Patrimonio

Artículo 40.
Para el adecuado ejercicio y financiación de sus competencias, el País Vasco dispondrá de su propia Hacienda
Autónoma.

Artículo 41.
1. Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán reguladas mediante el sistema
foral tradicional de Concierto Económico o Convenios.
2. El contenido del régimen de Concierto respetará y se acomodará a los siguientes principios y bases:

a) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener, establecer y regular,
dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del Estado, a las
normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el
propio Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad
Autónoma. El Concierto se aprobará por Ley.
b) La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los impuestos, salvo los que se
integran en la Renta de Aduanas y los que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se
efectuará, dentro de cada Territorio Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la
colaboración con el Estado y su alta inspección.
c) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos adoptarán los acuerdos pertinentes, con
objeto de aplicar en sus respectivos territorios las normas fiscales de carácter excepcional y coyuntural que
el Estado decida aplicar al territorio común, estableciéndose igual periodo de vigencia que el señalado para
éstas.
d) La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, integrado por los correspondientes a
cada uno de sus Territorios, como contribución a todas las cargas del Estado que no asuma la Comunidad
Autónoma.
e) Para el señalamiento de los cupos correspondientes a cada Territorio Histórico que integran el cupo
global antes señalado se constituirá una Comisión Mixta integrada, de una parte, por un representante de
cada Diputación Foral y otros tantos del Gobierno Vasco, y de otra por un número igual de representantes
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de la Administración del Estado. El cupo así acordado se aprobará por Ley, con la periodicidad que se fije
en el Concierto, sin perjuicio de su actualización anual por el procedimiento que se establezca igualmente
en el Concierto.
f) El régimen de Conciertos se aplicará de acuerdo con el principio de solidaridad a que se refieren los
artículos 138 y 156 de la Constitución.

Artículo 42.
Los ingresos de la Hacienda General del País Vasco estarán constituidos por:
a) Las aportaciones que efectúen las Diputaciones Forales, como expresión de la contribución de los
Territorios Históricos a los gastos presupuestarios del País Vasco. Una Ley del Parlamento Vasco establecerá
los criterios de distribución equitativa y el procedimiento por el que, a tenor de aquéllos, se convendrá y harán
efectivas las aportaciones de cada Territorio Histórico.
b) Los rendimientos de los impuestos propios de la Comunidad Autónoma que establezca el Parlamento Vasco
de acuerdo con lo establecido en el artículo 157 de la Constitución y en la Ley Orgánica sobre financiación de
las Comunidades Autónomas.
c) Transferencias del Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de Derecho Privado.
e) El producto de las operaciones de crédito y emisiones de deuda.
f) Por cualesquiera otros ingresos que puedan establecerse en virtud de lo dispuesto en la Constitución y en el
presente Estatuto.

Artículo 43.
1. Se integrarán en el patrimonio de la Comunidad Autónoma vasca los derechos y bienes del Estado u otros
organismos públicos afectos a servicios y competencias asumidas por dicha Comunidad.
2. El Parlamento Vasco resolverá sobre los órganos del País Vasco, a quienes se transferirá la propiedad o uso
de dichos bienes y derechos.
3. Una Ley del Parlamento Vasco regulará la administración, defensa y conservación del Patrimonio del País
Vasco.

Artículo 44.
Los Presupuestos Generales del País Vasco contendrán los ingresos y gastos de la actividad pública general, y
serán elaborados por el Gobierno Vasco y aprobados por el Parlamento Vasco de acuerdo con las normas que
éste establezca.

Artículo 45.
1. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá emitir deuda pública para financiar gastos de inversión.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la ordenación general de la
política crediticia, y en coordinación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

TÍTULO IV De la reforma del Estatuto

Artículo 46.
1. La reforma del Estatuto se ajustará, al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa corresponderá al Parlamento Vasco, a propuesta de una quinta parte de sus componentes, al
Gobierno Vasco o a las. Cortes Generales del Estado Español.
b) La propuesta habrá de ser aprobada por el Parlamento Vasco por mayoría absoluta.
c) Requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes Generales del Estado mediante Ley Orgánica.
d) Finalmente precisará la aprobación de los electores mediante referéndum.
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2. El Gobierno Vasco podrá ser facultado, por delegación expresa del Estado, para convocar los referéndums a
que se refiere el presente artículo.

Artículo 47.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto una mera alteración de
la organización de los poderes del País Vasco y no afectara a las relaciones de la Comunidad Autónoma con el
Estado o a los regímenes forales privativos de los Territorios Históricos, se podrá proceder de la siguiente
manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento Vasco.
b) Consulta a las Cortes Generales y a las Juntas Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta ningún órgano consultado se
declarase afectado por la reforma, se convocará, debidamente autorizado, un referéndum sobre el texto
propuesto.
d) Finalmente se requerirá la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.
e) Si en el plazo señalado en la letra c) alguno de los órganos consultados se declarase afectado por la
reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo 46, dándose por cumplidos los
trámites de los apartados a) y b) del número 1 del mencionado artículo.

2. En el caso de que se produjera la hipótesis prevista en la disposición transitoria cuarta de la Constitución, el
Congreso y el Senado, en sesión conjunta y siguiendo el procedimiento reglamentario que, de común acuerdo
determinen, establecerán, por mayoría absoluta, qué requisitos de los establecidos en el artículo 46 se
aplicarán para la reforma del Estatuto, que deberán en todo caso incluir la aprobación del órgano foral
competente, la aprobación mediante Ley Orgánica, por las Cortes Generales, y el referéndum del conjunto de
los territorios afectados.
3. El segundo inciso de la letra b) del número 6 del artículo 17 del Estatuto podrá ser suprimido por mayoría de
tres quintos del Congreso y el Senado, y aprobación del Parlamento Vasco con posterior referéndum
convocado al efecto, debidamente autorizado.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La Comunidad Autónoma constituida por el Pueblo Vasco o Euskal-Herria recibe la denominación de:

A) Euskadi o País Vasco

B) Euskal-Herria o Comunidad Foral Vasca

C) País Vasco o Nación Vasca

D) Euskadi o Comunidad Autónoma Vasca

2. El territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco está integrado por:

A) Las provincias de Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra, con independencia de cualquier decisión de esta 
última.

B) Los Territorios Históricos de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, junto con los territorios limítrofes que soliciten su 
incorporación.

C) Las provincias de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, junto con Navarra, siempre que lo acuerden las Cortes 
Generales.

D) Los Territorios Históricos coincidentes con las provincias de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, en sus actuales 
límites, y Navarra si decide incorporarse conforme a la disposición transitoria cuarta de la Constitución.
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3. El Gobierno Vasco cesa en sus funciones:

A) Únicamente tras la celebración de elecciones del Parlamento.

B) Por pérdida de la confianza parlamentaria o por dimisión de su Presidente, sin que produzca efectos el 
fallecimiento.

C) En el momento en que se produzca cualquiera de las causas de cese, sin que pueda continuar en funciones.

D) Tras la celebración de elecciones del Parlamento, por pérdida de la confianza parlamentaria o por dimisión o 
fallecimiento de su Presidente, continuando en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

4. Los Presupuestos Generales del País Vasco contendrán:

A) Los ingresos y gastos de la actividad pública autonómica y local, elaborados por el Parlamento Vasco y 
aprobados por el Gobierno Vasco.

B) Los ingresos y gastos de la actividad pública económica, elaborados y aprobados por el Gobierno Vasco.

C) Los ingresos y gastos de la actividad pública general, elaborados por el Gobierno Vasco y aprobados por el 
Parlamento Vasco.

D) Los ingresos y gastos de la actividad pública general, elaborados por el Parlamento Vasco y aprobados por el 
Gobierno Vasco.

5. ¿Cuál de las siguientes materias corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco en cuanto al 
desarrollo legislativo y la ejecución, dentro de su territorio, de la legislación básica del Estado?

A) Medio ambiente y ecología

B) Ordenación del crédito, banca y seguros

C) Régimen minero y energético

D) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales

6. En relación con las competencias del País Vasco, señale la afirmación correcta:

A) El País Vasco ejecutará todos los tratados y convenios celebrados por el Estado, aunque no afecten a materias 
de su competencia.

B) El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas a su 
competencia.

C) El País Vasco solo ejecutará los tratados y convenios cuando afecten a materias de su competencia exclusiva.

D) Las competencias atribuidas al País Vasco se entenderán referidas al ámbito territorial estatal, salvo 
disposición expresa en contrario.

7. El Presidente del Gobierno del País Vasco será:

A) Designado de entre sus miembros por el Parlamento Vasco y nombrado por el Rey.

B) Designado por el Rey de entre los miembros del Parlamento Vasco y nombrado por este.

C) Elegido directamente por los ciudadanos vascos y nombrado por el Parlamento Vasco.

D) Designado por los Consejeros del Gobierno y nombrado por el Parlamento Vasco.

8. La bandera del País Vasco se caracteriza por estar compuesta por:

A) Una cruz verde, un aspa blanca superpuesta y un fondo rojo.

B) Un aspa verde, una cruz blanca superpuesta y un fondo rojo.

C) Un aspa roja, una cruz verde superpuesta y un fondo blanco.

D) Una cruz blanca, un aspa roja superpuesta y un fondo verde.
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9. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, ¿qué materias 
corresponden íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales?

A) La organización y el funcionamiento de todos los órganos jurisdiccionales, incluida la jurisdicción militar.

B) El derecho de gracia y la administración ordinaria de los órganos judiciales de su territorio.

C) El derecho de gracia y la organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

D) Las facultades atribuidas al Gobierno por las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del 
Poder Judicial.

10. Cuando la Comunidad Autónoma celebre un convenio con otra Comunidad Autónoma para la gestión y 
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de esta, ¿qué requisito debe cumplirse antes de 
su entrada en vigor?

A) Obtener la autorización previa de las Cortes Generales, sin necesidad de efectuar comunicación alguna.

B) Comunicarlo a las Cortes Generales, antes de su entrada en vigor.

C) Comunicarlo exclusivamente al Gobierno, con una antelación mínima de veinte días.

D) Someterlo siempre al trámite de los acuerdos de cooperación, aunque no se formulen reparos.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 D · 4 C · 5 A · 6 B · 7 A · 8 B · 9 C · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

El municipio, Capítulo II: organización. Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 19 a 24 — 7 incluidos

TÍTULO II El municipio

CAPÍTULO II Organización

Artículo 19.
1. El Gobierno y la administración municipal, salvo en aquellos municipios que legalmente funcionen en
régimen de Concejo Abierto, corresponde al ayuntamiento, integrado por el Alcalde y los Concejales.
2. Los Concejales son elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, y el Alcalde es
elegido por los Concejales o por los vecinos; todo ello en los términos que establezca la legislación electoral
general.
3. El régimen de organización de los municipios señalados en el título X de esta ley se ajustará a lo dispuesto
en el mismo. En lo no previsto por dicho título, será de aplicación el régimen común regulado en los artículos
siguientes.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 20.
1. La organización municipal responde a las siguientes reglas:

a) El Alcalde, los Tenientes de Alcalde y el Pleno existen en todos los ayuntamientos.
b) La Junta de Gobierno Local existe en todos los municipios con población superior a 5.000 habitantes y en
los de menos, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o así lo acuerde el Pleno de su ayuntamiento.
c) En los municipios de más de 5.000 habitantes, y en los de menos en que así lo disponga su reglamento
orgánico o lo acuerde el Pleno, existirán, si su legislación autonómica no prevé en este ámbito otra forma
organizativa, órganos que tengan por objeto el estudio, informe o consulta de los asuntos que han de ser
sometidos a la decisión del Pleno, así como el seguimiento de la gestión del Alcalde, la Junta de Gobierno
Local y los concejales que ostenten delegaciones, sin perjuicio de las competencias de control que
corresponden al Pleno. Todos los grupos políticos integrantes de la corporación tendrán derecho a
participar en dichos órganos, mediante la presencia de concejales pertenecientes a los mismos en
proporción al número de Concejales que tengan en el Pleno.
d) La Comisión Especial de Sugerencias y Reclamaciones existe en los municipios señalados en el título X, y
en aquellos otros en que el Pleno así lo acuerde, por el voto favorable de la mayoría absoluta del número
legal de sus miembros, o así lo disponga su Reglamento orgánico.
e) La Comisión Especial de Cuentas existe en todos los municipios, de acuerdo con la estructura prevista en
el artículo 116.

2. Las leyes de las comunidades autónomas sobre el régimen local podrán establecer una organización
municipal complementaria a la prevista en el número anterior.
3. Los propios municipios, en los reglamentos orgánicos, podrán establecer y regular otros órganos
complementarios, de conformidad con lo previsto en este artículo y en las leyes de las comunidades
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autónomas a las que se refiere el número anterior.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.2 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.b) conforme a la corrección de errores
publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad de los incisos destacados del apartado 1.c), si se interpreta en el sentido del fundamento jurídico 6, y
del apartado 2, por Sentencia del TC 214/1989, de 21 de diciembre. Ref. BOE-T-1990-624

Artículo 21.
1. El Alcalde es el Presidente de la Corporación y ostenta las siguientes atribuciones:

a) Dirigir el gobierno y la administración municipal.
b) Representar al ayuntamiento.
c) Convocar y presidir las sesiones del Pleno, salvo los supuestos previstos en esta ley y en la legislación
electoral general, de la Junta de Gobierno Local, y de cualesquiera otros órganos municipales cuando así se
establezca en disposición legal o reglamentaria, y decidir los empates con voto de calidad.
d) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios y obras municipales.
e) Dictar bandos.
f) El desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos dentro de
los límites de su competencia, concertar operaciones de crédito, con exclusión de las contempladas en el
artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, siempre que
aquéllas estén previstas en el Presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no
supere el 10 por ciento de sus recursos ordinarios, salvo las de tesorería que le corresponderán cuando el
importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento no supere el 15 por ciento de los ingresos
corrientes liquidados en el ejercicio anterior, ordenar pagos y rendir cuentas ; todo ello de conformidad
con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
g) Aprobar la oferta de empleo público de acuerdo con el Presupuesto y la plantilla aprobados por el Pleno,
aprobar las bases de las pruebas para la selección del personal y para los concursos de provisión de puestos
de trabajo y distribuir las retribuciones complementarias que no sean fijas y periódicas.
h) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal, y acordar su nombramiento y sanciones, incluida la
separación del servicio de los funcionarios de la Corporación y el despido del personal laboral, dando
cuenta al Pleno, en estos dos últimos casos, en la primera sesión que celebre. Esta atribución se entenderá
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 99.1 y 3 de esta ley.
i) Ejercer la jefatura de la Policía Municipal.
j) Las aprobaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo del planeamiento general no
expresamente atribuidas al Pleno, así como la de los instrumentos de gestión urbanística y de los proyectos
de urbanización.
k) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas y la defensa del ayuntamiento en las materias de
su competencia, incluso cuando las hubiere delegado en otro órgano, y, en caso de urgencia, en materias
de la competencia del Pleno, en este supuesto dando cuenta al mismo en la primera sesión que celebre
para su ratificación.
l) La iniciativa para proponer al Pleno la declaración de lesividad en materias de la competencia de la
Alcaldía.
m) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad, en caso de catástrofe o de infortunios públicos o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias y adecuadas dando cuenta inmediata al Pleno.
n) Sancionar las faltas de desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas municipales,
salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos. ñ) (Derogada)
o) La aprobación de los proyectos de obras y de servicios cuando sea competente para su contratación o
concesión y estén previstos en el presupuesto.
p) (Derogada)
q) El otorgamiento de las licencias, salvo que las leyes sectoriales lo atribuyan expresamente al Pleno o a la
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Junta de Gobierno Local.
r) Ordenar la publicación, ejecución y hacer cumplir los acuerdos del Ayuntamiento.
s) Las demás que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legislación del Estado o de las
comunidades autónomas asignen al municipio y no atribuyan a otros órganos municipales.

2. Corresponde asimismo al Alcalde el nombramiento de los Tenientes de Alcalde.
3. El Alcalde puede delegar el ejercicio de sus atribuciones, salvo las de convocar y presidir las sesiones del
Pleno y de la Junta de Gobierno Local, decidir los empates con el voto de calidad, la concertación de
operaciones de crédito, la jefatura superior de todo el personal, la separación del servicio de los funcionarios y
el despido del personal laboral, y las enunciadas en los párrafos a), e), j), k), l) y m) del apartado 1 de este
artículo. No obstante, podrá delegar en la Junta de Gobierno Local el ejercicio de las atribuciones
contempladas en el párrafo j).
Se deroga el apartado 1.ñ) y .p) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 1.f) por el art. 46.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Se modifica por el art. 1.3 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932 Redactado el apartado 1.f) y .m) conforme a la corrección de
errores publicada en BOE núm. 184, de 3 de agosto de 1999. Ref. BOE-A-1999-16744

Se añade la letra m) y se reordena la anterior letra m) como n) por el art. 4.1 y .2 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se añade el párrafo n) al apartado 1 por el art. 4.1, 4.2 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 22.
1. El Pleno, integrado por todos los Concejales, es presidido por el Alcalde.
2. Corresponden, en todo caso, al Pleno municipal en los Ayuntamientos, y a la Asamblea vecinal en el
régimen de Concejo Abierto, las siguientes atribuciones:

a) El control y la fiscalización de los órganos de gobierno.
b) Los acuerdos relativos a la participación en organizaciones supramunicipales; alteración del término
municipal; creación o supresión de municipios y de las entidades a que se refiere el artículo 45; creación de
órganos desconcentrados; alteración de la capitalidad del municipio y el cambio de nombre de éste o de
aquellas entidades y la adopción o modificación de su bandera, enseña o escudo.
c) La aprobación inicial del planeamiento general y la aprobación que ponga fin a la tramitación municipal
de los planes y demás instrumentos de ordenación previstos en la legislación urbanística, así como los
convenios que tengan por objeto la alteración de cualesquiera de dichos instrumentos.
d) La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas.
e) La determinación de los recursos propios de carácter tributario; la aprobación y modificación de los
presupuestos, y la disposición de gastos en materia de su competencia y la aprobación de las cuentas; todo
ello de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
f) La aprobación de las formas de gestión de los servicios y de los expedientes de municipalización.
g) La aceptación de la delegación de competencias hecha por otras Administraciones públicas.
h) El planteamiento de conflictos de competencias a otras entidades locales y demás Administraciones
públicas.
i) La aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de trabajo, la fijación de la cuantía de
las retribuciones complementarias fijas y periódicas de los funcionarios y el número y régimen del
personal eventual.
j) El ejercicio de acciones judiciales y administrativas y la defensa de la corporación en materias de
competencia plenaria.
k) La declaración de lesividad de los actos del Ayuntamiento.
l) La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público.
m) La concertación de las operaciones de crédito cuya cuantía acumulada, dentro de cada ejercicio
económico, exceda del 10 por ciento de los recursos ordinarios del Presupuesto -salvo las de tesorería, que
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le corresponderán cuando el importe acumulado de las operaciones vivas en cada momento supere el 15
por ciento de los ingresos corrientes liquidados en el ejercicio anterior- todo ello de conformidad con lo
dispuesto en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
n) (Derogada) ñ) La aprobación de los proyectos de obras y servicios cuando sea competente para su
contratación o concesión, y cuando aún no estén previstos en los presupuestos.
o) (Derogada)
p) Aquellas otras que deban corresponder al Pleno por exigir su aprobación una mayoría especial.
q) Las demás que expresamente le confieran las leyes.

3. Corresponde, igualmente, al Pleno la votación sobre la moción de censura al Alcalde y sobre la cuestión de
confianza planteada por el mismo, que serán públicas y se realizarán mediante llamamiento nominal en todo
caso, y se rigen por lo dispuesto en la legislación electoral general.
4. El Pleno puede delegar el ejercicio de sus atribuciones en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local, salvo
las enunciadas en el apartado 2, párrafos a), b), c), d), e), f), g), h), i), l) y p), y en el apartado 3 de este artículo.
Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido aprobado por Real Decreto
Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena .

Se modifica el apartado 2 por la disposición adicional 9.1 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792

Se deroga el apartado 1.n) y .o) por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 30/2007, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2007-18874

Se modifica el párrafo primero y las letras c) y o) del apartado 2 por la disposición adicional 9.1 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-
A-2007-10701

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica por el art. 1.4 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 de la Ley 7/1997, de 14 de abril. Ref. BOE-A-1997-7879

Se modifica el apartado 2.c) por el art. 4.3 del Real Decreto-Ley 5/1996, de 7 de junio. Ref. BOE-A-1996-13000

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 147, de 18 de junio de 1996. Ref. BOE-A-1996-13887

Artículo 23.
1. La Junta de Gobierno Local se integra por el Alcalde y un número de Concejales no superior al tercio del
número legal de los mismos, nombrados y separados libremente por aquél, dando cuenta al Pleno.
2. Corresponde a la Junta de Gobierno Local:

a) La asistencia al Alcalde en el ejercicio de sus atribuciones.
b) Las atribuciones que el Alcalde u otro órgano municipal le delegue o le atribuyan las leyes.

3. Los Tenientes de Alcalde sustituyen, por el orden de su nombramiento y en los casos de vacante, ausencia o
enfermedad, al Alcalde, siendo libremente designados y removidos por éste de entre los miembros de la Junta
de Gobierno Local y, donde ésta no exista, de entre los Concejales.
4. El Alcalde puede delegar el ejercicio de determinadas atribuciones en los miembros de la Junta de Gobierno
Local y, donde ésta no exista, en los Tenientes de Alcalde, sin perjuicio de las delegaciones especiales que,
para cometidos específicos, pueda realizar en favor de cualesquiera Concejales, aunque no pertenecieran a
aquélla.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2.b) por el art. 1.5 de la Ley 11/1999, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1999-8932

Artículo 24.
1. Para facilitar la participación ciudadana en la gestión de los asuntos locales y mejorar ésta, los municipios
podrán establecer órganos territoriales de gestión desconcentrada, con la organización, funciones y
competencias que cada ayuntamiento les confiera, atendiendo a las características del asentamiento de la
población en el término municipal, sin perjuicio de la unidad de gobierno y gestión del municipio.
2. En los municipios señalados en el artículo 121 será de aplicación el régimen de gestión desconcentrada
establecido en el artículo 128.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103
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Artículo 24 bis.
1. Las leyes de las Comunidades Autónomas sobre régimen local regularán los entes de ámbito territorial
inferior al Municipio, que carecerán de personalidad jurídica, como forma de organización desconcentrada
del mismo para la administración de núcleos de población separados, bajo su denominación tradicional de
caseríos, parroquias, aldeas, barrios, anteiglesias, concejos, pedanías, lugares anejos y otros análogos, o
aquella que establezcan las leyes.
2. La iniciativa corresponderá indistintamente a la población interesada o al Ayuntamiento correspondiente.
Este último debe ser oído en todo caso.
3. Solo podrán crearse este tipo de entes si resulta una opción más eficiente para la administración
desconcentrada de núcleos de población separados de acuerdo con los principios previstos en la Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Se añade por el art. 1.7 de la
Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta lo previsto en las disposiciones
transitorias 4 y 5 de la citada Ley, sobre disolución de entidades de ámbito territorial inferior al Municipio y las
que estén en constitución.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. En un Ayuntamiento cuyo número legal de miembros es de 21, indique cuantos miembros integrarán la 
Junta de Gobierno Local.

A) Un máximo de 10, más el Alcalde-Presidente.

B) Un máximo de 7, más el Alcalde-Presidente.

C) Obligatoriamente 7.

D) No hay límite para el número de miembros.

2. La competencia para la aprobación de las ordenanzas y reglamentos municipales corresponde

A) Al alcalde/alcaldesa

B) A la Junta de Gobierno Local

C) Al Pleno

D) A la Junta de Portavoces

3. Son órganos obligatorios en todos los municipios:

A) El Alcalde, el/los teniente/s de alcalde, el Pleno y la Comisión Especial de Cuentas.

B) El Alcalde, el/los teniente/s de alcalde, el Pleno, la Comisión Especial de Cuentas y la Junta de Gobierno Local.

C) El Alcalde, el/los teniente/s de alcalde, el Pleno, la Comisión Especial de Cuentas, la Junta de Gobierno Local 
y las Comisiones Informativas.

D) El Alcalde, el/los teniente/s de alcalde, el Pleno, la Comisión Especial de Cuentas, la Junta de Gobierno Local, 
las Comisiones Informativas y la Comisión especial de sugerencias y reclamaciones.

4. La aprobación del reglamento orgánico y de las ordenanzas:

A) Es una atribución que corresponde a la Junta de Gobierno Local.

B) Es una atribución del Pleno municipal que puede delegar en el Alcalde y en la Junta de Gobierno Local.

C) Es una atribución de la alcaldía, previo conocimiento de la comisión informativa de régimen interior.

D) Es una atribución del Pleno municipal que no puede delegar.
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5. La alteración de la calificación jurídica de los bienes de dominio público es una competencia que 
corresponde

A) Al Pleno

B) A la Junta de Gobierno si el Pleno se la delegó en municipios de gran población

C) Al Presidente/a si el Pleno se la delegó

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. ¿Puede el Alcalde delegar la jefatura del personal del Ayuntamiento?

A) No, nunca

B) No, salvo aprobación del pleno

C) Sí, siempre

D) Sí, salvo delegación del Pleno

7. La Junta de Gobierno Local de un Municipio es obligatoria:

A) En todos los Municipios.

B) En todos cuya población sea superior a 5.000 habitantes.

C) En los de menos de 5.000 habitantes, cuando así lo disponga su reglamento orgánico o lo acuerde el Pleno.

D) La b y la c son correctas

8. De quién es la competencia de la aprobación de la plantilla de personal y de la relación de puestos de 
trabajo

A) Del Pleno

B) De la Junta de Gobierno

C) Del Pleno a propuesta del Alcalde

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. Son competencias del Alcalde, entre otras

A) Ejercer la Jefatura de la Policía Municipal

B) Aprobación de la plantilla de personal.

C) Aprobación de las ordenanzas fiscales.

D) Aprobar el presupuesto

10. Según el artículo 21.f de la Ley de Bases de Régimen Local, Ley 7/1985, de 2 de abril, es atribución del 
Alcalde, el desarrollo de la gestión económica de acuerdo con el Presupuesto aprobado, disponer gastos 
dentro de los límites de sus competencias, concertar operaciones de créditos, con exclusión de las 
contempladas en:

A) El artículo 158.1 de la Ley 39/1998, de 28 de diciembre.

B) El artículo 158.5 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre.

C) El artículo 158.4 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre.

D) El artículo 158.2, de la Ley 39/1998, de 28 de diciembre.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 A · 4 D · 5 A · 6 A · 7 D · 8 A · 9 A · 10 B

Te quedan 335 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

El procedimiento administrativo (I): Principios generales. Interesados. 
Abstención recusación. Los derechos de los ciudadanos.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 1 a 2 · arts. 3 a 12 · arts. 13 a 14 · art. 53 — 15 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto regular los requisitos de validez y eficacia de los actos administrativos, el
procedimiento administrativo común a todas las Administraciones Públicas, incluyendo el sancionador y el de
reclamación de responsabilidad de las Administraciones Públicas, así como los principios a los que se ha de
ajustar el ejercicio de la iniciativa legislativa y la potestad reglamentaria.
2. Solo mediante ley, cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los fines propios
del procedimiento, y de manera motivada, podrán incluirse trámites adicionales o distintos a los
contemplados en esta Ley. Reglamentariamente podrán establecerse especialidades del procedimiento
referidas a los órganos competentes, plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia,
formas de iniciación y terminación, publicación e informes a recabar.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. La presente Ley se aplica al sector público, que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas, que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, y
en todo caso, cuando ejerzan potestades administrativas.
c) Las Universidades públicas, que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de esta Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2 anterior.
4. Las Corporaciones de Derecho Público se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las
funciones públicas que les hayan sido atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y
supletoriamente por la presente Ley.

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado
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Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
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interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:

a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
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dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
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de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
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disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
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el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través
de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento

Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
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Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de
naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público

LRJSP · BOE-A-2015-10566 · art. 3 · arts. 23 a 24 — 3 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.
b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.
e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.
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f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
políticas públicas.
h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de
los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.
4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

CAPÍTULO II De los órganos de las Administraciones Públicas

Sección 4.ª Abstención y recusación

Artículo 23. Abstención.
1. Las autoridades y el personal al servicio de las Administraciones en quienes se den algunas de las
circunstancias señaladas en el apartado siguiente se abstendrán de intervenir en el procedimiento y lo
comunicarán a su superior inmediato, quien resolverá lo procedente.
2. Son motivos de abstención los siguientes:

a) Tener interés personal en el asunto de que se trate o en otro en cuya resolución pudiera influir la de
aquél; ser administrador de sociedad o entidad interesada, o tener cuestión litigiosa pendiente con algún
interesado.
b) Tener un vínculo matrimonial o situación de hecho asimilable y el parentesco de consanguinidad dentro
del cuarto grado o de afinidad dentro del segundo, con cualquiera de los interesados, con los
administradores de entidades o sociedades interesadas y también con los asesores, representantes legales o
mandatarios que intervengan en el procedimiento, así como compartir despacho profesional o estar
asociado con éstos para el asesoramiento, la representación o el mandato.
c) Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas mencionadas en el apartado
anterior.
d) Haber intervenido como perito o como testigo en el procedimiento de que se trate.
e) Tener relación de servicio con persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle
prestado en los dos últimos años servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o
lugar.

3. Los órganos jerárquicamente superiores a quien se encuentre en alguna de las circunstancias señaladas en
el punto anterior podrán ordenarle que se abstengan de toda intervención en el expediente.
4. La actuación de autoridades y personal al servicio de las Administraciones Públicas en los que concurran
motivos de abstención no implicará, necesariamente, y en todo caso, la invalidez de los actos en que hayan
intervenido.
5. La no abstención en los casos en que concurra alguna de esas circunstancias dará lugar a la responsabilidad
que proceda.

Artículo 24. Recusación.
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1. En los casos previstos en el artículo anterior, podrá promoverse recusación por los interesados en cualquier
momento de la tramitación del procedimiento.
2. La recusación se planteará por escrito en el que se expresará la causa o causas en que se funda.
3. En el día siguiente el recusado manifestará a su inmediato superior si se da o no en él la causa alegada. En el
primer caso, si el superior aprecia la concurrencia de la causa de recusación, acordará su sustitución acto
seguido.
4. Si el recusado niega la causa de recusación, el superior resolverá en el plazo de tres días, previos los
informes y comprobaciones que considere oportunos.
5. Contra las resoluciones adoptadas en esta materia no cabrá recurso, sin perjuicio de la posibilidad de alegar
la recusación al interponer el recurso que proceda contra el acto que ponga fin al procedimiento.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. En relación con el deber de abstención regulado en el artículo 23 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, no es causa legal de abstención para un funcionario:

A) Tener amistad íntima con el administrador de la empresa licitadora.

B) Haber prestado servicios profesionales en los últimos dos años con una persona jurídica interesada 
directamente en el asunto.

C) Tener parentesco de afinidad dentro del cuarto grado con el interesado.

D) Tener interés personal en un asunto cuya resolución pudiera afectar a su cónyuge.

2. Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den 
lugar se efectuarán:

A) Con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en 
primer término.

B) Únicamente con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado.

C) A cada uno de ellos.

D) Con el que figure en primer término, y, en su defecto, con el representante o el interesado que expresamente 
hayan señalado.

3. Conforme establece el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, ¿Quiénes están obligados, en todo caso, a relacionarse a través de 
medios electrónicos con las Administraciones Públicas?

A) Las personas jurídicas

B) Los empleados públicos

C) Las personas físicas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. De conformidad con el artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
las Administraciones Públicas deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes principios:

A) Control de la gestión y evaluación de los resultados de las políticas públicas

B) Eficiencia en el cumplimiento de los objetivos fijados, servicio efectivo a los ciudadanos, simplicidad, claridad 
y proximidad a los ciudadanos.

C) Programación de sus actividades

D) Responsabilidad por el ejercicio de potestades privadas.
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5. En base al artículo 53 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común a las 
Administraciones Públicas, los interesados en un procedimiento administrativo no tienen obligación de 
presentar documentos

A) No exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trata.

B) Que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas.

C) Que hayan sido elaborados por las Administraciones Públicas.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

6. La capacidad de obrar de las personas físicas ante las administraciones públicas:

A) Es una aptitud jurídica que ostentan las personas con capacidad jurídica, mayores de edad y/o emancipadas, 
y que no se encuentren sujetas a una curatela representativa por discapacidad invalidante, sin perjuicio de las 
especialidades de los menores.

B) Es una aptitud jurídica general que ostenta cualquier persona desde el momento de su nacimiento, que no se 
puede ver limitada por ninguna situación personal específica y que atribuye a la persona la capacidad de ser 
titular de derechos y obligaciones ante la administración pública.

C) Es un derecho inherente a cualquier persona, protegido constitucionalmente y susceptible de recurso de 
amparo ante el Tribunal Constitucional ante su vulneración, que le concede a su titular la condición de 
interesado en un procedimiento administrativo.

D) Es un derecho inherente a cualquier persona, protegido legalmente y susceptible de recurso contencioso-
administrativo ante los Tribunales de instancia de este orden ante su vulneración, que le concede a su titular la 
condición de interesado en un procedimiento administrativo.

7. La delegación de firma:

A) Alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria su publicación.

B) No alterará la competencia del órgano delegante y para su validez no será necesaria su publicación.

C) Alterará la competencia del órgano delegante y para su validez será necesaria su publicación.

D) No alterará la competencia del órgano delegante y para su validez será necesaria su publicación.

8. Señale la respuesta incorrecta. Respecto al objeto de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, reglamentariamente podrán establecerse 
especialidades del procedimiento referidas

A) Los órganos competentes.

B) Plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia.

C) Formas de iniciación y terminación.

D) Notificación, publicación y documentación a recabar.

9. Según el artículo 13.g) de la LPACAP, quienes tienen capacidad de obrar ante las Administraciones 
Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, del derecho a la obtención y utilización de:

A) Cualquier medio de identificación y firma electrónica.

B) Los medios de identificación y firma electrónica que tengan a su alcance.

C) Los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta ley.

D) Los medios de identificación y firma electrónica, cuando así corresponda legalmente.

10. Los derechos del interesado en el procedimiento administrativo se encuentran en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, dentro del:

A) Artículo 13.

B) Artículo 50.

C) Artículo 15.

D) Artículo 53.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 37

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 A · 4 A · 5 D · 6 A · 7 B · 8 D · 9 C · 10 D

Te quedan 382 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

El procedimiento administrativo (II): Fases del procedimiento 
administrativo. Iniciación, ordenación, instrucción y terminación del 

procedimiento. Silencio administrativo.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 21 a 25 · arts. 54 a 95 — 47 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 21. Obligación de resolver.
1. La Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos
cualquiera que sea su forma de iniciación. En los casos de prescripción, renuncia del derecho, caducidad del
procedimiento o desistimiento de la solicitud, así como de desaparición sobrevenida del objeto del
procedimiento, la resolución consistirá en la declaración de la circunstancia que concurra en cada caso, con
indicación de los hechos producidos y las normas aplicables. Se exceptúan de la obligación a que se refiere el
párrafo primero, los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración responsable o
comunicación a la Administración.
2. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del
correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con rango de
Ley establezca uno mayor o así venga previsto en el Derecho de la Unión Europea.
3. Cuando las normas reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, éste será de tres meses.
Este plazo y los previstos en el apartado anterior se contarán:

a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.
b) En los iniciados a solicitud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido entrada en el
registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su tramitación.

4. Las Administraciones Públicas deben publicar y mantener actualizadas en el portal web, a efectos
informativos, las relaciones de procedimientos de su competencia, con indicación de los plazos máximos de
duración de los mismos, así como de los efectos que produzca el silencio administrativo. En todo caso, las
Administraciones Públicas informarán a los interesados del plazo máximo establecido para la resolución de
los procedimientos y para la notificación de los actos que les pongan término, así como de los efectos que
pueda producir el silencio administrativo. Dicha mención se incluirá en la notificación o publicación del
acuerdo de iniciación de oficio, o en la comunicación que se dirigirá al efecto al interesado dentro de los diez
días siguientes a la recepción de la solicitud iniciadora del procedimiento en el registro electrónico de la
Administración u Organismo competente para su tramitación. En este último caso, la comunicación indicará
además la fecha en que la solicitud ha sido recibida por el órgano competente.
5. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran suponer un
incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resolver, a propuesta razonada
del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, a propuesta de éste,
podrán habilitar los medios personales y materiales para cumplir con el despacho adecuado y en plazo.
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6. El personal al servicio de las Administraciones Públicas que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así
como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir y resolver son directamente
responsables, en el ámbito de sus competencias, del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución
expresa en plazo. El incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable.

Artículo 22. Suspensión del plazo máximo para resolver.
1. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá
suspender en los siguientes casos:

a) Cuando deba requerirse a cualquier interesado para la subsanación de deficiencias o la aportación de
documentos y otros elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie entre la notificación del
requerimiento y su efectivo cumplimiento por el destinatario, o, en su defecto, por el del plazo concedido,
todo ello sin perjuicio de lo previsto en el artículo 68 de la presente Ley.
b) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea, por
el tiempo que medie entre la petición, que habrá de comunicarse a los interesados, y la notificación del
pronunciamiento a la Administración instructora, que también deberá serles comunicada.
c) Cuando exista un procedimiento no finalizado en el ámbito de la Unión Europea que condicione
directamente el contenido de la resolución de que se trate, desde que se tenga constancia de su existencia,
lo que deberá ser comunicado a los interesados, hasta que se resuelva, lo que también habrá de ser
notificado.
d) Cuando se soliciten informes preceptivos a un órgano de la misma o distinta Administración, por el
tiempo que medie entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe,
que igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en
ningún caso de tres meses. En caso de no recibirse el informe en el plazo indicado, proseguirá el
procedimiento.
e) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente.
f) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los términos
previstos en el artículo 86 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y hasta la conclusión sin
efecto, en su caso, de las referidas negociaciones, que se constatará mediante declaración formulada por la
Administración o los interesados.
g) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo
pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional, desde el momento en que se solicita, lo que habrá
de comunicarse a los interesados, hasta que la Administración tenga constancia del mismo, lo que también
deberá serles comunicado.

2. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se suspenderá
en los siguientes casos:

a) Cuando una Administración Pública requiera a otra para que anule o revise un acto que entienda que es
ilegal y que constituya la base para el que la primera haya de dictar en el ámbito de sus competencias, en el
supuesto al que se refiere el apartado 5 del artículo 39 de esta Ley, desde que se realiza el requerimiento
hasta que se atienda o, en su caso, se resuelva el recurso interpuesto ante la jurisdicción contencioso
administrativa. Deberá ser comunicado a los interesados tanto la realización del requerimiento, como su
cumplimiento o, en su caso, la resolución del correspondiente recurso contencioso-administrativo.
b) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las
previstas en el artículo 87, desde el momento en que se notifique a los interesados el acuerdo motivado del
inicio de las actuaciones hasta que se produzca su terminación.
c) Cuando los interesados promuevan la recusación en cualquier momento de la tramitación de un
procedimiento, desde que ésta se plantee hasta que sea resuelta por el superior jerárquico del recusado.
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Artículo 23. Ampliación del plazo máximo para resolver y notificar.
1. Excepcionalmente, cuando se hayan agotado los medios personales y materiales disponibles a los que se
refiere el apartado 5 del artículo 21, el órgano competente para resolver, a propuesta, en su caso, del órgano
instructor o el superior jerárquico del órgano competente para resolver, podrá acordar de manera motivada la
ampliación del plazo máximo de resolución y notificación, no pudiendo ser éste superior al establecido para la
tramitación del procedimiento.
2. Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados, no
cabrá recurso alguno.

Artículo 24. Silencio administrativo en procedimientos iniciados a solicitud del interesado.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, sin perjuicio de la resolución que la
Administración debe dictar en la forma prevista en el apartado 3 de este artículo, el vencimiento del plazo
máximo sin haberse notificado resolución expresa, legitima al interesado o interesados para entenderla
estimada por silencio administrativo, excepto en los supuestos en los que una norma con rango de ley o una
norma de Derecho de la Unión Europea o de Derecho internacional aplicable en España establezcan lo
contrario. Cuando el procedimiento tenga por objeto el acceso a actividades o su ejercicio, la ley que disponga
el carácter desestimatorio del silencio deberá fundarse en la concurrencia de razones imperiosas de interés
general. El silencio tendrá efecto desestimatorio en los procedimientos relativos al ejercicio del derecho de
petición, a que se refiere el artículo 29 de la Constitución, aquellos cuya estimación tuviera como consecuencia
que se transfirieran al solicitante o a terceros facultades relativas al dominio público o al servicio público,
impliquen el ejercicio de actividades que puedan dañar el medio ambiente y en los procedimientos de
responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas. El sentido del silencio también será
desestimatorio en los procedimientos de impugnación de actos y disposiciones y en los de revisión de oficio
iniciados a solicitud de los interesados. No obstante, cuando el recurso de alzada se haya interpuesto contra la
desestimación por silencio administrativo de una solicitud por el transcurso del plazo, se entenderá estimado
el mismo si, llegado el plazo de resolución, el órgano administrativo competente no dictase y notificase
resolución expresa, siempre que no se refiera a las materias enumeradas en el párrafo anterior de este
apartado.
2. La estimación por silencio administrativo tiene a todos los efectos la consideración de acto administrativo
finalizador del procedimiento. La desestimación por silencio administrativo tiene los solos efectos de permitir
a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso-administrativo que resulte
procedente.
3. La obligación de dictar resolución expresa a que se refiere el apartado primero del artículo 21 se sujetará al
siguiente régimen:

a) En los casos de estimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior a la producción
del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria del mismo.
b) En los casos de desestimación por silencio administrativo, la resolución expresa posterior al
vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin vinculación alguna al sentido del silencio.

4. Los actos administrativos producidos por silencio administrativo se podrán hacer valer tanto ante la
Administración como ante cualquier persona física o jurídica, pública o privada. Los mismos producen efectos
desde el vencimiento del plazo máximo en el que debe dictarse y notificarse la resolución expresa sin que la
misma se haya expedido, y su existencia puede ser acreditada por cualquier medio de prueba admitido en
Derecho, incluido el certificado acreditativo del silencio producido. Este certificado se expedirá de oficio por el
órgano competente para resolver en el plazo de quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el
procedimiento. Sin perjuicio de lo anterior, el interesado podrá pedirlo en cualquier momento, computándose
el plazo indicado anteriormente desde el día siguiente a aquél en que la petición tuviese entrada en el registro
electrónico de la Administración u Organismo competente para resolver.

Artículo 25. Falta de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio.
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1. En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo máximo establecido sin que se haya
dictado y notificado resolución expresa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación legal
de resolver, produciendo los siguientes efectos:

a) En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la
constitución de derechos u otras situaciones jurídicas favorables, los interesados que hubieren
comparecido podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio administrativo.
b) En los procedimientos en que la Administración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de
intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En
estos casos, la resolución que declare la caducidad ordenará el archivo de las actuaciones, con los efectos
previstos en el artículo 95.

2. En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al interesado, se
interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO II Iniciación del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 54. Clases de iniciación.
Los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado.

Artículo 55. Información y actuaciones previas.
1. Con anterioridad al inicio del procedimiento, el órgano competente podrá abrir un período de información
o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y la conveniencia o no de
iniciar el procedimiento.
2. En el caso de procedimientos de naturaleza sancionadora las actuaciones previas se orientarán a
determinar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de motivar la incoación del
procedimiento, la identificación de la persona o personas que pudieran resultar responsables y las
circunstancias relevantes que concurran en unos y otros. Las actuaciones previas serán realizadas por los
órganos que tengan atribuidas funciones de investigación, averiguación e inspección en la materia y, en
defecto de éstos, por la persona u órgano administrativo que se determine por el órgano competente para la
iniciación o resolución del procedimiento.

Artículo 56. Medidas provisionales.
1. Iniciado el procedimiento, el órgano administrativo competente para resolver, podrá adoptar, de oficio o a
instancia de parte y de forma motivada, las medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la
eficacia de la resolución que pudiera recaer, si existiesen elementos de juicio suficientes para ello, de acuerdo
con los principios de proporcionalidad, efectividad y menor onerosidad.
2. Antes de la iniciación del procedimiento administrativo, el órgano competente para iniciar o instruir el
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, en los casos de urgencia inaplazable y para la protección
provisional de los intereses implicados, podrá adoptar de forma motivada las medidas provisionales que
resulten necesarias y proporcionadas. Las medidas provisionales deberán ser confirmadas, modificadas o
levantadas en el acuerdo de iniciación del procedimiento, que deberá efectuarse dentro de los quince días
siguientes a su adopción, el cual podrá ser objeto del recurso que proceda. En todo caso, dichas medidas
quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo o cuando el acuerdo de iniciación no
contenga un pronunciamiento expreso acerca de las mismas.
3. De acuerdo con lo previsto en los dos apartados anteriores, podrán acordarse las siguientes medidas
provisionales, en los términos previstos en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensión temporal de actividades.
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b) Prestación de fianzas.
c) Retirada o intervención de bienes productivos o suspensión temporal de servicios por razones de
sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del establecimiento por estas u otras causas previstas en la
normativa reguladora aplicable.
d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas fungibles computables en metálico por aplicación de
precios ciertos.
e) El depósito, retención o inmovilización de cosa mueble.
f) La intervención y depósito de ingresos obtenidos mediante una actividad que se considere ilícita y cuya
prohibición o cesación se pretenda.
g) Consignación o constitución de depósito de las cantidades que se reclamen.
h) La retención de ingresos a cuenta que deban abonar las Administraciones Públicas.
i) Aquellas otras medidas que, para la protección de los derechos de los interesados, prevean expresamente
las leyes, o que se estimen necesarias para asegurar la efectividad de la resolución.

4. No se podrán adoptar medidas provisionales que puedan causar perjuicio de difícil o imposible reparación a
los interesados o que impliquen violación de derechos amparados por las leyes.
5. Las medidas provisionales podrán ser alzadas o modificadas durante la tramitación del procedimiento, de
oficio o a instancia de parte, en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en cuenta
en el momento de su adopción. En todo caso, se extinguirán cuando surta efectos la resolución administrativa
que ponga fin al procedimiento correspondiente.

Artículo 57. Acumulación.
El órgano administrativo que inicie o tramite un procedimiento, cualquiera que haya sido la forma de su
iniciación, podrá disponer, de oficio o a instancia de parte, su acumulación a otros con los que guarde
identidad sustancial o íntima conexión, siempre que sea el mismo órgano quien deba tramitar y resolver el
procedimiento. Contra el acuerdo de acumulación no procederá recurso alguno.

Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración

Artículo 58. Iniciación de oficio.
Los procedimientos se iniciarán de oficio por acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o
como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia.

Artículo 59. Inicio del procedimiento a propia iniciativa.
Se entiende por propia iniciativa, la actuación derivada del conocimiento directo o indirecto de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento por el órgano que tiene atribuida la competencia
de iniciación.

Artículo 60. Inicio del procedimiento como consecuencia de orden superior.
1. Se entiende por orden superior, la emitida por un órgano administrativo superior jerárquico del competente
para la iniciación del procedimiento.
2. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, la orden expresará, en la medida de lo posible, la
persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir infracción
administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado en que los
hechos se produjeron.

Artículo 61. Inicio del procedimiento por petición razonada de otros órganos.
1. Se entiende por petición razonada, la propuesta de iniciación del procedimiento formulada por cualquier
órgano administrativo que no tiene competencia para iniciar el mismo y que ha tenido conocimiento de las
circunstancias, conductas o hechos objeto del procedimiento, bien ocasionalmente o bien por tener atribuidas
funciones de inspección, averiguación o investigación.
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2. La petición no vincula al órgano competente para iniciar el procedimiento, si bien deberá comunicar al
órgano que la hubiera formulado los motivos por los que, en su caso, no procede la iniciación.
3. En los procedimientos de naturaleza sancionadora, las peticiones deberán especificar, en la medida de lo
posible, la persona o personas presuntamente responsables; las conductas o hechos que pudieran constituir
infracción administrativa y su tipificación; así como el lugar, la fecha, fechas o período de tiempo continuado
en que los hechos se produjeron.
4. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial, la petición deberá individualizar la lesión producida
en una persona o grupo de personas, su relación de causalidad con el funcionamiento del servicio público, su
evaluación económica si fuera posible, y el momento en que la lesión efectivamente se produjo.

Artículo 62. Inicio del procedimiento por denuncia.
1. Se entiende por denuncia, el acto por el que cualquier persona, en cumplimiento o no de una obligación
legal, pone en conocimiento de un órgano administrativo la existencia de un determinado hecho que pudiera
justificar la iniciación de oficio de un procedimiento administrativo.
2. Las denuncias deberán expresar la identidad de la persona o personas que las presentan y el relato de los
hechos que se ponen en conocimiento de la Administración. Cuando dichos hechos pudieran constituir una
infracción administrativa, recogerán la fecha de su comisión y, cuando sea posible, la identificación de los
presuntos responsables.
3. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en el patrimonio de las Administraciones Públicas la no iniciación
del procedimiento deberá ser motivada y se notificará a los denunciantes la decisión de si se ha iniciado o no el
procedimiento.
4. Cuando el denunciante haya participado en la comisión de una infracción de esta naturaleza y existan otros
infractores, el órgano competente para resolver el procedimiento deberá eximir al denunciante del pago de la
multa que le correspondería u otro tipo de sanción de carácter no pecuniario, cuando sea el primero en
aportar elementos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o comprobar la infracción, siempre y
cuando en el momento de aportarse aquellos no se disponga de elementos suficientes para ordenar la misma y
se repare el perjuicio causado. Asimismo, el órgano competente para resolver deberá reducir el importe del
pago de la multa que le correspondería o, en su caso, la sanción de carácter no pecuniario, cuando no
cumpliéndose alguna de las condiciones anteriores, el denunciante facilite elementos de prueba que aporten
un valor añadido significativo respecto de aquellos de los que se disponga. En ambos casos será necesario que
el denunciante cese en la participación de la infracción y no haya destruido elementos de prueba relacionados
con el objeto de la denuncia.
5. La presentación de una denuncia no confiere, por sí sola, la condición de interesado en el procedimiento.

Artículo 63. Especialidades en el inicio de los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. Los procedimientos de naturaleza sancionadora se iniciarán siempre de oficio por acuerdo del órgano
competente y establecerán la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, que se
encomendará a órganos distintos. Se considerará que un órgano es competente para iniciar el procedimiento
cuando así lo determinen las normas reguladoras del mismo.
2. En ningún caso se podrá imponer una sanción sin que se haya tramitado el oportuno procedimiento.
3. No se podrán iniciar nuevos procedimientos de carácter sancionador por hechos o conductas tipificadas
como infracciones en cuya comisión el infractor persista de forma continuada, en tanto no haya recaído una
primera resolución sancionadora, con carácter ejecutivo.

Artículo 64. Acuerdo de iniciación en los procedimientos de naturaleza sancionadora.
1. El acuerdo de iniciación se comunicará al instructor del procedimiento, con traslado de cuantas actuaciones
existan al respecto, y se notificará a los interesados, entendiendo en todo caso por tal al inculpado. Asimismo,
la incoación se comunicará al denunciante cuando las normas reguladoras del procedimiento así lo prevean.
2. El acuerdo de iniciación deberá contener al menos:
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a) Identificación de la persona o personas presuntamente responsables.
b) Los hechos que motivan la incoación del procedimiento, su posible calificación y las sanciones que
pudieran corresponder, sin perjuicio de lo que resulte de la instrucción.
c) Identificación del instructor y, en su caso, Secretario del procedimiento, con expresa indicación del
régimen de recusación de los mismos.
d) Órgano competente para la resolución del procedimiento y norma que le atribuya tal competencia,
indicando la posibilidad de que el presunto responsable pueda reconocer voluntariamente su
responsabilidad, con los efectos previstos en el artículo 85.
e) Medidas de carácter provisional que se hayan acordado por el órgano competente para iniciar el
procedimiento sancionador, sin perjuicio de las que se puedan adoptar durante el mismo de conformidad
con el artículo 56.
f) Indicación del derecho a formular alegaciones y a la audiencia en el procedimiento y de los plazos para
su ejercicio, así como indicación de que, en caso de no efectuar alegaciones en el plazo previsto sobre el
contenido del acuerdo de iniciación, éste podrá ser considerado propuesta de resolución cuando contenga
un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad imputada.

3. Excepcionalmente, cuando en el momento de dictar el acuerdo de iniciación no existan elementos
suficientes para la calificación inicial de los hechos que motivan la incoación del procedimiento, la citada
calificación podrá realizarse en una fase posterior mediante la elaboración de un Pliego de cargos, que deberá
ser notificado a los interesados.

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el
artículo 67.
2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se
personen en el plazo establecido.

Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado

Artículo 66. Solicitudes de iniciación.
1. Las solicitudes que se formulen deberán contener:

a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente.
b) Identificación del medio electrónico, o en su defecto, lugar físico en que desea que se practique la
notificación. Adicionalmente, los interesados podrán aportar su dirección de correo electrónico y/o
dispositivo electrónico con el fin de que las Administraciones Públicas les avisen del envío o puesta a
disposición de la notificación.
c) Hechos, razones y petición en que se concrete, con toda claridad, la solicitud.
d) Lugar y fecha.
e) Firma del solicitante o acreditación de la autenticidad de su voluntad expresada por cualquier medio.
f) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código de identificación.
Las oficinas de asistencia en materia de registros estarán obligadas a facilitar a los interesados el código de
identificación si el interesado lo desconoce. Asimismo, las Administraciones Públicas deberán mantener y
actualizar en la sede electrónica correspondiente un listado con los códigos de identificación vigentes.

2. Cuando las pretensiones correspondientes a una pluralidad de personas tengan un contenido y fundamento
idéntico o sustancialmente similar, podrán ser formuladas en una única solicitud, salvo que las normas
reguladoras de los procedimientos específicos dispongan otra cosa.
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3. De las solicitudes, comunicaciones y escritos que presenten los interesados electrónicamente o en las
oficinas de asistencia en materia de registros de la Administración, podrán éstos exigir el correspondiente
recibo que acredite la fecha y hora de presentación.
4. Las Administraciones Públicas deberán establecer modelos y sistemas de presentación masiva que permitan
a los interesados presentar simultáneamente varias solicitudes. Estos modelos, de uso voluntario, estarán a
disposición de los interesados en las correspondientes sedes electrónicas y en las oficinas de asistencia en
materia de registros de las Administraciones Públicas. Los solicitantes podrán acompañar los elementos que
estimen convenientes para precisar o completar los datos del modelo, los cuales deberán ser admitidos y
tenidos en cuenta por el órgano al que se dirijan.
5. Los sistemas normalizados de solicitud podrán incluir comprobaciones automáticas de la información
aportada respecto de datos almacenados en sistemas propios o pertenecientes a otras Administraciones u
ofrecer el formulario cumplimentado, en todo o en parte, con objeto de que el interesado verifique la
información y, en su caso, la modifique y complete.
6. Cuando la Administración en un procedimiento concreto establezca expresamente modelos específicos de
presentación de solicitudes, éstos serán de uso obligatorio por los interesados.

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen
Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.
2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar las
lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión
efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

Artículo 68. Subsanación y mejora de la solicitud.
1. Si la solicitud de iniciación no reúne los requisitos que señala el artículo 66, y, en su caso, los que señala el
artículo 67 u otros exigidos por la legislación específica aplicable, se requerirá al interesado para que, en un
plazo de diez días, subsane la falta o acompañe los documentos preceptivos, con indicación de que, si así no lo
hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser dictada en los términos
previstos en el artículo 21.
2. Siempre que no se trate de procedimientos selectivos o de concurrencia competitiva, este plazo podrá ser
ampliado prudencialmente, hasta cinco días, a petición del interesado o a iniciativa del órgano, cuando la
aportación de los documentos requeridos presente dificultades especiales.
3. En los procedimientos iniciados a solicitud de los interesados, el órgano competente podrá recabar del
solicitante la modificación o mejora voluntarias de los términos de aquélla. De ello se levantará acta sucinta,
que se incorporará al procedimiento.
4. Si alguno de los sujetos a los que hace referencia el artículo 14.2 y 14.3 presenta su solicitud
presencialmente, las Administraciones Públicas requerirán al interesado para que la subsane a través de su
presentación electrónica. A estos efectos, se considerará como fecha de presentación de la solicitud aquella en
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la que haya sido realizada la subsanación.

Artículo 69. Declaración responsable y comunicación.
1. A los efectos de esta Ley, se entenderá por declaración responsable el documento suscrito por un interesado
en el que éste manifiesta, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en la normativa
vigente para obtener el reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de la
documentación que así lo acredita, que la pondrá a disposición de la Administración cuando le sea requerida,
y que se compromete a mantener el cumplimiento de las anteriores obligaciones durante el período de tiempo
inherente a dicho reconocimiento o ejercicio. Los requisitos a los que se refiere el párrafo anterior deberán
estar recogidos de manera expresa, clara y precisa en la correspondiente declaración responsable. Las
Administraciones podrán requerir en cualquier momento que se aporte la documentación que acredite el
cumplimiento de los mencionados requisitos y el interesado deberá aportarla.
2. A los efectos de esta Ley, se entenderá por comunicación aquel documento mediante el que los interesados
ponen en conocimiento de la Administración Pública competente sus datos identificativos o cualquier otro
dato relevante para el inicio de una actividad o el ejercicio de un derecho.
3. Las declaraciones responsables y las comunicaciones permitirán, el reconocimiento o ejercicio de un
derecho o bien el inicio de una actividad, desde el día de su presentación, sin perjuicio de las facultades de
comprobación, control e inspección que tengan atribuidas las Administraciones Públicas. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, la comunicación podrá presentarse dentro de un plazo posterior al inicio de la
actividad cuando la legislación correspondiente lo prevea expresamente.
4. La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, de cualquier dato o información que se incorpore a
una declaración responsable o a una comunicación, o la no presentación ante la Administración competente
de la declaración responsable, la documentación que sea en su caso requerida para acreditar el cumplimiento
de lo declarado, o la comunicación, determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio del derecho o
actividad afectada desde el momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las
responsabilidades penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar. Asimismo, la resolución de la
Administración Pública que declare tales circunstancias podrá determinar la obligación del interesado de
restituir la situación jurídica al momento previo al reconocimiento o al ejercicio del derecho o al inicio de la
actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto
durante un período de tiempo determinado por la ley, todo ello conforme a los términos establecidos en las
normas sectoriales de aplicación.
5. Las Administraciones Públicas tendrán permanentemente publicados y actualizados modelos de
declaración responsable y de comunicación, fácilmente accesibles a los interesados.
6. Únicamente será exigible, bien una declaración responsable, bien una comunicación para iniciar una
misma actividad u obtener el reconocimiento de un mismo derecho o facultad para su ejercicio, sin que sea
posible la exigencia de ambas acumulativamente.

CAPÍTULO III Ordenación del procedimiento

Artículo 70. Expediente Administrativo.
1. Se entiende por expediente administrativo el conjunto ordenado de documentos y actuaciones que sirven de
antecedente y fundamento a la resolución administrativa, así como las diligencias encaminadas a ejecutarla.
2. Los expedientes tendrán formato electrónico y se formarán mediante la agregación ordenada de cuantos
documentos, pruebas, dictámenes, informes, acuerdos, notificaciones y demás diligencias deban integrarlos,
así como un índice numerado de todos los documentos que contenga cuando se remita. Asimismo, deberá
constar en el expediente copia electrónica certificada de la resolución adoptada.
3. Cuando en virtud de una norma sea preciso remitir el expediente electrónico, se hará de acuerdo con lo
previsto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad y en las correspondientes Normas Técnicas de
Interoperabilidad, y se enviará completo, foliado, autentificado y acompañado de un índice, asimismo
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autentificado, de los documentos que contenga. La autenticación del citado índice garantizará la integridad e
inmutabilidad del expediente electrónico generado desde el momento de su firma y permitirá su recuperación
siempre que sea preciso, siendo admisible que un mismo documento forme parte de distintos expedientes
electrónicos.
4. No formará parte del expediente administrativo la información que tenga carácter auxiliar o de apoyo, como
la contenida en aplicaciones, ficheros y bases de datos informáticas, notas, borradores, opiniones, resúmenes,
comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas, así como los juicios de valor
emitidos por las Administraciones Públicas, salvo que se trate de informes, preceptivos y facultativos,
solicitados antes de la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento.

Artículo 71. Impulso.
1. El procedimiento, sometido al principio de celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites y a través
de medios electrónicos, respetando los principios de transparencia y publicidad.
2. En el despacho de los expedientes se guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que
quede constancia. El incumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior dará lugar a la exigencia de
responsabilidad disciplinaria del infractor y, en su caso, será causa de remoción del puesto de trabajo.
3. Las personas designadas como órgano instructor o, en su caso, los titulares de las unidades administrativas
que tengan atribuida tal función serán responsables directos de la tramitación del procedimiento y, en
especial, del cumplimiento de los plazos establecidos.

Artículo 72. Concentración de trámites.
1. De acuerdo con el principio de simplificación administrativa, se acordarán en un solo acto todos los trámites
que, por su naturaleza, admitan un impulso simultáneo y no sea obligado su cumplimiento sucesivo.
2. Al solicitar los trámites que deban ser cumplidos por otros órganos, deberá consignarse en la comunicación
cursada el plazo legal establecido al efecto.

Artículo 73. Cumplimiento de trámites.
1. Los trámites que deban ser cumplimentados por los interesados deberán realizarse en el plazo de diez días a
partir del siguiente al de la notificación del correspondiente acto, salvo en el caso de que en la norma
correspondiente se fije plazo distinto.
2. En cualquier momento del procedimiento, cuando la Administración considere que alguno de los actos de
los interesados no reúne los requisitos necesarios, lo pondrá en conocimiento de su autor, concediéndole un
plazo de diez días para cumplimentarlo.
3. A los interesados que no cumplan lo dispuesto en los apartados anteriores, se les podrá declarar decaídos en
su derecho al trámite correspondiente. No obstante, se admitirá la actuación del interesado y producirá sus
efectos legales, si se produjera antes o dentro del día que se notifique la resolución en la que se tenga por
transcurrido el plazo.

Artículo 74. Cuestiones incidentales.
Las cuestiones incidentales que se susciten en el procedimiento, incluso las que se refieran a la nulidad de
actuaciones, no suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación.

CAPÍTULO IV Instrucción del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 75. Actos de instrucción.
1. Los actos de instrucción necesarios para la determinación, conocimiento y comprobación de los hechos en
virtud de los cuales deba pronunciarse la resolución, se realizarán de oficio y a través de medios electrónicos,
por el órgano que tramite el procedimiento, sin perjuicio del derecho de los interesados a proponer aquellas
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actuaciones que requieran su intervención o constituyan trámites legal o reglamentariamente establecidos.
2. Las aplicaciones y sistemas de información utilizados para la instrucción de los procedimientos deberán
garantizar el control de los tiempos y plazos, la identificación de los órganos responsables y la tramitación
ordenada de los expedientes, así como facilitar la simplificación y la publicidad de los procedimientos.
3. Los actos de instrucción que requieran la intervención de los interesados habrán de practicarse en la forma
que resulte más conveniente para ellos y sea compatible, en la medida de lo posible, con sus obligaciones
laborales o profesionales.
4. En cualquier caso, el órgano instructor adoptará las medidas necesarias para lograr el pleno respeto a los
principios de contradicción y de igualdad de los interesados en el procedimiento.

Artículo 76. Alegaciones.
1. Los interesados podrán, en cualquier momento del procedimiento anterior al trámite de audiencia, aducir
alegaciones y aportar documentos u otros elementos de juicio. Unos y otros serán tenidos en cuenta por el
órgano competente al redactar la correspondiente propuesta de resolución.
2. En todo momento podrán los interesados alegar los defectos de tramitación y, en especial, los que supongan
paralización, infracción de los plazos preceptivamente señalados o la omisión de trámites que pueden ser
subsanados antes de la resolución definitiva del asunto. Dichas alegaciones podrán dar lugar, si hubiere
razones para ello, a la exigencia de la correspondiente responsabilidad disciplinaria.

Sección 2.ª Prueba

Artículo 77. Medios y período de prueba.
1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán acreditarse por cualquier medio de
prueba admisible en Derecho, cuya valoración se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los interesados o la naturaleza del
procedimiento lo exija, el instructor del mismo acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no
superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes.
Asimismo, cuando lo considere necesario, el instructor, a petición de los interesados, podrá decidir la apertura
de un período extraordinario de prueba por un plazo no superior a diez días.
3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas por los interesados cuando sean
manifiestamente improcedentes o innecesarias, mediante resolución motivada. 3 bis. Cuando el interesado
alegue discriminación y aporte indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la persona a quien se
impute la situación discriminatoria la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente
probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo
anterior, el órgano administrativo podrá recabar informe de los organismos públicos competentes en materia
de igualdad.
4. En los procedimientos de carácter sancionador, los hechos declarados probados por resoluciones judiciales
penales firmes vincularán a las Administraciones Públicas respecto de los procedimientos sancionadores que
substancien.
5. Los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad y en los
que, observándose los requisitos legales correspondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos
harán prueba de éstos salvo que se acredite lo contrario.
6. Cuando la prueba consista en la emisión de un informe de un órgano administrativo, organismo público o
Entidad de derecho público, se entenderá que éste tiene carácter preceptivo.
7. Cuando la valoración de las pruebas practicadas pueda constituir el fundamento básico de la decisión que se
adopte en el procedimiento, por ser pieza imprescindible para la correcta evaluación de los hechos, deberá
incluirse en la propuesta de resolución.
Se añade el apartado 3 bis por la disposición final 4 de la Ley 15/2022, de 12 de julio. Ref. BOE-A-2022-11589#df-4
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Artículo 78. Práctica de prueba.
1. La Administración comunicará a los interesados, con antelación suficiente, el inicio de las actuaciones
necesarias para la realización de las pruebas que hayan sido admitidas.
2. En la notificación se consignará el lugar, fecha y hora en que se practicará la prueba, con la advertencia, en
su caso, de que el interesado puede nombrar técnicos para que le asistan.
3. En los casos en que, a petición del interesado, deban efectuarse pruebas cuya realización implique gastos
que no deba soportar la Administración, ésta podrá exigir el anticipo de los mismos, a reserva de la liquidación
definitiva, una vez practicada la prueba. La liquidación de los gastos se practicará uniendo los comprobantes
que acrediten la realidad y cuantía de los mismos.

Sección 3.ª Informes

Artículo 79. Petición.
1. A efectos de la resolución del procedimiento, se solicitarán aquellos informes que sean preceptivos por las
disposiciones legales, y los que se juzguen necesarios para resolver, citándose el precepto que los exija o
fundamentando, en su caso, la conveniencia de reclamarlos.
2. En la petición de informe se concretará el extremo o extremos acerca de los que se solicita.

Artículo 80. Emisión de informes.
1. Salvo disposición expresa en contrario, los informes serán facultativos y no vinculantes.
2. Los informes serán emitidos a través de medios electrónicos y de acuerdo con los requisitos que señala el
artículo 26 en el plazo de diez días, salvo que una disposición o el cumplimiento del resto de los plazos del
procedimiento permita o exija otro plazo mayor o menor.
3. De no emitirse el informe en el plazo señalado, y sin perjuicio de la responsabilidad en que incurra el
responsable de la demora, se podrán proseguir las actuaciones salvo cuando se trate de un informe preceptivo,
en cuyo caso se podrá suspender el transcurso del plazo máximo legal para resolver el procedimiento en los
términos establecidos en la letra d) del apartado 1 del artículo 22.
4. Si el informe debiera ser emitido por una Administración Pública distinta de la que tramita el procedimiento
en orden a expresar el punto de vista correspondiente a sus competencias respectivas, y transcurriera el plazo
sin que aquél se hubiera emitido, se podrán proseguir las actuaciones. El informe emitido fuera de plazo podrá
no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución.

Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será preceptivo solicitar informe al
servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez
días el plazo de su emisión.
2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se
establezca en la correspondiente legislación autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del Consejo de
Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. A estos efectos, el órgano instructor,
en el plazo de diez días a contar desde la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano competente
para solicitar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el artículo 91, o, en su
caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento. El dictamen
se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre la existencia o no de relación de causalidad
entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño
causado y la cuantía y modo de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en esta Ley.
3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento
anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial
que será evacuado en el plazo máximo de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará suspendido por el

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 50

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



tiempo que medie entre la solicitud del informe y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de los
citados dos meses.

Sección 4.ª Participación de los interesados

Artículo 82. Trámite de audiencia.
1. Instruidos los procedimientos, e inmediatamente antes de redactar la propuesta de resolución, se pondrán
de manifiesto a los interesados o, en su caso, a sus representantes, para lo que se tendrán en cuenta las
limitaciones previstas en su caso en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre. La audiencia a los interesados será
anterior a la solicitud del informe del órgano competente para el asesoramiento jurídico o a la solicitud del
Dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad Autónoma, en el caso que
éstos formaran parte del procedimiento.
2. Los interesados, en un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, podrán alegar y presentar los
documentos y justificaciones que estimen pertinentes.
3. Si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión de no efectuar alegaciones ni
aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por realizado el trámite.
4. Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en
cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por el interesado.
5. En los procedimientos de responsabilidad patrimonial a los que se refiere el artículo 32.9 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público, será necesario en todo caso dar audiencia al contratista, notificándole
cuantas actuaciones se realicen en el procedimiento, al efecto de que se persone en el mismo, exponga lo que
a su derecho convenga y proponga cuantos medios de prueba estime necesarios.

Artículo 83. Información pública.
1. El órgano al que corresponda la resolución del procedimiento, cuando la naturaleza de éste lo requiera,
podrá acordar un período de información pública.
2. A tal efecto, se publicará un anuncio en el Diario oficial correspondiente a fin de que cualquier persona
física o jurídica pueda examinar el expediente, o la parte del mismo que se acuerde. El anuncio señalará el
lugar de exhibición, debiendo estar en todo caso a disposición de las personas que lo soliciten a través de
medios electrónicos en la sede electrónica correspondiente, y determinará el plazo para formular alegaciones,
que en ningún caso podrá ser inferior a veinte días.
3. La incomparecencia en este trámite no impedirá a los interesados interponer los recursos procedentes
contra la resolución definitiva del procedimiento. La comparecencia en el trámite de información pública no
otorga, por sí misma, la condición de interesado. No obstante, quienes presenten alegaciones u observaciones
en este trámite tienen derecho a obtener de la Administración una respuesta razonada, que podrá ser común
para todas aquellas alegaciones que planteen cuestiones sustancialmente iguales.
4. Conforme a lo dispuesto en las leyes, las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas, medios
y cauces de participación de las personas, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones
reconocidas por la ley en el procedimiento en el que se dictan los actos administrativos.

CAPÍTULO V Finalización del procedimiento

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 84. Terminación.
1. Pondrán fin al procedimiento la resolución, el desistimiento, la renuncia al derecho en que se funde la
solicitud, cuando tal renuncia no esté prohibida por el ordenamiento jurídico, y la declaración de caducidad.
2. También producirá la terminación del procedimiento la imposibilidad material de continuarlo por causas
sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo caso.

Artículo 85. Terminación en los procedimientos sancionadores.
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1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el infractor reconoce su responsabilidad, se podrá resolver el
procedimiento con la imposición de la sanción que proceda.
2. Cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario o bien quepa imponer una sanción pecuniaria y
otra de carácter no pecuniario pero se ha justificado la improcedencia de la segunda, el pago voluntario por el
presunto responsable, en cualquier momento anterior a la resolución, implicará la terminación del
procedimiento, salvo en lo relativo a la reposición de la situación alterada o a la determinación de la
indemnización por los daños y perjuicios causados por la comisión de la infracción.
3. En ambos casos, cuando la sanción tenga únicamente carácter pecuniario, el órgano competente para
resolver el procedimiento aplicará reducciones de, al menos, el 20 % sobre el importe de la sanción propuesta,
siendo éstos acumulables entre sí. Las citadas reducciones, deberán estar determinadas en la notificación de
iniciación del procedimiento y su efectividad estará condicionada al desistimiento o renuncia de cualquier
acción o recurso en vía administrativa contra la sanción. El porcentaje de reducción previsto en este apartado
podrá ser incrementado reglamentariamente.

Artículo 86. Terminación convencional.
1. Las Administraciones Públicas podrán celebrar acuerdos, pactos, convenios o contratos con personas tanto
de Derecho público como privado, siempre que no sean contrarios al ordenamiento jurídico ni versen sobre
materias no susceptibles de transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público que tienen
encomendado, con el alcance, efectos y régimen jurídico específico que, en su caso, prevea la disposición que
lo regule, pudiendo tales actos tener la consideración de finalizadores de los procedimientos administrativos o
insertarse en los mismos con carácter previo, vinculante o no, a la resolución que les ponga fin.
2. Los citados instrumentos deberán establecer como contenido mínimo la identificación de las partes
intervinientes, el ámbito personal, funcional y territorial, y el plazo de vigencia, debiendo publicarse o no
según su naturaleza y las personas a las que estuvieran destinados.
3. Requerirán en todo caso la aprobación expresa del Consejo de Ministros u órgano equivalente de las
Comunidades Autónomas, los acuerdos que versen sobre materias de la competencia directa de dicho órgano.
4. Los acuerdos que se suscriban no supondrán alteración de las competencias atribuidas a los órganos
administrativos, ni de las responsabilidades que correspondan a las autoridades y funcionarios, relativas al
funcionamiento de los servicios públicos.
5. En los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, el acuerdo alcanzado entre las partes
deberá fijar la cuantía y modo de indemnización de acuerdo con los criterios que para calcularla y abonarla
establece el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

Sección 2.ª Resolución

Artículo 87. Actuaciones complementarias.
Antes de dictar resolución, el órgano competente para resolver podrá decidir, mediante acuerdo motivado, la
realización de las actuaciones complementarias indispensables para resolver el procedimiento. No tendrán la
consideración de actuaciones complementarias los informes que preceden inmediatamente a la resolución
final del procedimiento. El acuerdo de realización de actuaciones complementarias se notificará a los
interesados, concediéndoseles un plazo de siete días para formular las alegaciones que tengan por pertinentes
tras la finalización de las mismas. Las actuaciones complementarias deberán practicarse en un plazo no
superior a quince días. El plazo para resolver el procedimiento quedará suspendido hasta la terminación de las
actuaciones complementarias.

Artículo 88. Contenido.
1. La resolución que ponga fin al procedimiento decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y
aquellas otras derivadas del mismo. Cuando se trate de cuestiones conexas que no hubieran sido planteadas
por los interesados, el órgano competente podrá pronunciarse sobre las mismas, poniéndolo antes de
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manifiesto a aquéllos por un plazo no superior a quince días, para que formulen las alegaciones que estimen
pertinentes y aporten, en su caso, los medios de prueba.
2. En los procedimientos tramitados a solicitud del interesado, la resolución será congruente con las peticiones
formuladas por éste, sin que en ningún caso pueda agravar su situación inicial y sin perjuicio de la potestad de
la Administración de incoar de oficio un nuevo procedimiento, si procede.
3. Las resoluciones contendrán la decisión, que será motivada en los casos a que se refiere el artículo 35.
Expresarán, además, los recursos que contra la misma procedan, órgano administrativo o judicial ante el que
hubieran de presentarse y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar
cualquier otro que estimen oportuno.
4. Sin perjuicio de la forma y lugar señalados por el interesado para la práctica de las notificaciones, la
resolución del procedimiento se dictará electrónicamente y garantizará la identidad del órgano competente,
así como la autenticidad e integridad del documento que se formalice mediante el empleo de alguno de los
instrumentos previstos en esta Ley.
5. En ningún caso podrá la Administración abstenerse de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o
insuficiencia de los preceptos legales aplicables al caso, aunque podrá acordarse la inadmisión de las
solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el ordenamiento jurídico o manifiestamente
carentes de fundamento, sin perjuicio del derecho de petición previsto por el artículo 29 de la Constitución.
6. La aceptación de informes o dictámenes servirá de motivación a la resolución cuando se incorporen al texto
de la misma.
7. Cuando la competencia para instruir y resolver un procedimiento no recaiga en un mismo órgano, será
necesario que el instructor eleve al órgano competente para resolver una propuesta de resolución. En los
procedimientos de carácter sancionador, la propuesta de resolución deberá ser notificada a los interesados en
los términos previstos en el artículo siguiente.

Artículo 89. Propuesta de resolución en los procedimientos de carácter sancionador.
1. El órgano instructor resolverá la finalización del procedimiento, con archivo de las actuaciones, sin que sea
necesaria la formulación de la propuesta de resolución, cuando en la instrucción procedimiento se ponga de
manifiesto que concurre alguna de las siguientes circunstancias:

a) La inexistencia de los hechos que pudieran constituir la infracción.
b) Cuando los hechos no resulten acreditados.
c) Cuando los hechos probados no constituyan, de modo manifiesto, infracción administrativa.
d) Cuando no exista o no se haya podido identificar a la persona o personas responsables o bien aparezcan
exentos de responsabilidad.
e) Cuando se concluyera, en cualquier momento, que ha prescrito la infracción.

2. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, una vez concluida la instrucción del procedimiento,
el órgano instructor formulará una propuesta de resolución que deberá ser notificada a los interesados. La
propuesta de resolución deberá indicar la puesta de manifiesto del procedimiento y el plazo para formular
alegaciones y presentar los documentos e informaciones que se estimen pertinentes.
3. En la propuesta de resolución se fijarán de forma motivada los hechos que se consideren probados y su
exacta calificación jurídica, se determinará la infracción que, en su caso, aquéllos constituyan, la persona o
personas responsables y la sanción que se proponga, la valoración de las pruebas practicadas, en especial
aquellas que constituyan los fundamentos básicos de la decisión, así como las medidas provisionales que, en
su caso, se hubieran adoptado. Cuando la instrucción concluya la inexistencia de infracción o responsabilidad
y no se haga uso de la facultad prevista en el apartado primero, la propuesta declarará esa circunstancia.

Artículo 90. Especialidades de la resolución en los procedimientos sancionadores.
1. En el caso de procedimientos de carácter sancionador, además del contenido previsto en los dos artículos
anteriores, la resolución incluirá la valoración de las pruebas practicadas, en especial aquellas que constituyan
los fundamentos básicos de la decisión, fijarán los hechos y, en su caso, la persona o personas responsables, la
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infracción o infracciones cometidas y la sanción o sanciones que se imponen, o bien la declaración de no
existencia de infracción o responsabilidad.
2. En la resolución no se podrán aceptar hechos distintos de los determinados en el curso del procedimiento,
con independencia de su diferente valoración jurídica. No obstante, cuando el órgano competente para
resolver considere que la infracción o la sanción revisten mayor gravedad que la determinada en la propuesta
de resolución, se notificará al inculpado para que aporte cuantas alegaciones estime convenientes en el plazo
de quince días.
3. La resolución que ponga fin al procedimiento será ejecutiva cuando no quepa contra ella ningún recurso
ordinario en vía administrativa, pudiendo adoptarse en la misma las disposiciones cautelares precisas para
garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva y que podrán consistir en el mantenimiento de las medidas
provisionales que en su caso se hubieran adoptado. Cuando la resolución sea ejecutiva, se podrá suspender
cautelarmente, si el interesado manifiesta a la Administración su intención de interponer recurso contencioso-
administrativo contra la resolución firme en vía administrativa. Dicha suspensión cautelar finalizará cuando:

a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto sin que el interesado haya interpuesto recurso
contencioso-administrativo.
b) Habiendo el interesado interpuesto recurso contencioso-administrativo:

1.º No se haya solicitado en el mismo trámite la suspensión cautelar de la resolución impugnada.
2.º El órgano judicial se pronuncie sobre la suspensión cautelar solicitada, en los términos previstos en
ella.

4. Cuando las conductas sancionadas hubieran causado daños o perjuicios a las Administraciones y la cuantía
destinada a indemnizar estos daños no hubiera quedado determinada en el expediente, se fijará mediante un
procedimiento complementario, cuya resolución será inmediatamente ejecutiva. Este procedimiento será
susceptible de terminación convencional, pero ni ésta ni la aceptación por el infractor de la resolución que
pudiera recaer implicarán el reconocimiento voluntario de su responsabilidad. La resolución del
procedimiento pondrá fin a la vía administrativa.

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial.
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo,
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo
para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no
se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el órgano competente resolverá
en los términos previstos en el apartado siguiente.
2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, será
necesario que la resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado,
la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y
abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.
3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique resolución
expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la
indemnización del particular.

Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se
resolverán por el Ministro respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga. En el ámbito autonómico y local, los
procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por los órganos correspondientes de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. En el caso de las Entidades
de Derecho Público, las normas que determinen su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien
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corresponde la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se aplicarán
las normas previstas en este artículo.

Sección 3.ª Desistimiento y renuncia

Artículo 93. Desistimiento por la Administración.
En los procedimientos iniciados de oficio, la Administración podrá desistir, motivadamente, en los supuestos y
con los requisitos previstos en las Leyes.

Artículo 94. Desistimiento y renuncia por los interesados.
1. Todo interesado podrá desistir de su solicitud o, cuando ello no esté prohibido por el ordenamiento jurídico,
renunciar a sus derechos.
2. Si el escrito de iniciación se hubiera formulado por dos o más interesados, el desistimiento o la renuncia
sólo afectará a aquellos que la hubiesen formulado.
3. Tanto el desistimiento como la renuncia podrán hacerse por cualquier medio que permita su constancia,
siempre que incorpore las firmas que correspondan de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.
4. La Administración aceptará de plano el desistimiento o la renuncia, y declarará concluso el procedimiento
salvo que, habiéndose personado en el mismo terceros interesados, instasen éstos su continuación en el plazo
de diez días desde que fueron notificados del desistimiento o renuncia.
5. Si la cuestión suscitada por la incoación del procedimiento entrañase interés general o fuera conveniente
sustanciarla para su definición y esclarecimiento, la Administración podrá limitar los efectos del desistimiento
o la renuncia al interesado y seguirá el procedimiento.

Sección 4.ª Caducidad

Artículo 95. Requisitos y efectos.
1. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa
imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad
del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias
para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al
interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.
2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del interesado en la cumplimentación de
trámites, siempre que no sean indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efecto
que la pérdida de su derecho al referido trámite.
3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Administración,
pero los procedimientos caducados no interrumpirán el plazo de prescripción. En los casos en los que sea
posible la iniciación de un nuevo procedimiento por no haberse producido la prescripción, podrán
incorporarse a éste los actos y trámites cuyo contenido se hubiera mantenido igual de no haberse producido la
caducidad. En todo caso, en el nuevo procedimiento deberán cumplimentarse los trámites de alegaciones,
proposición de prueba y audiencia al interesado.
4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la cuestión suscitada afecte al interés general, o
fuera conveniente sustanciarla para su definición y esclarecimiento.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. En la ordenación de los procedimientos administrativos

A) El despacho de los expedientes guardará el orden riguroso de incoación en asuntos de homogénea 
naturaleza, salvo que por el titular de la unidad administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que 
quede constancia

B) El despacho de los expedientes guardará el orden riguroso de incoación, salvo que por el titular de la unidad 
administrativa se dé orden motivada en contrario, de la que quede constancia

C) En todo caso, el despacho de los expedientes guardará el orden riguroso de incoación

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. La Administración podrá desistir del procedimiento:

A) En los procedimientos iniciados de oficio, motivadamente, en los supuestos y con los requisitos en la ley.

B) En los procedimientos no iniciados de oficio, motivadamente, en los supuestos y con los requisitos en la ley.

C) En los procedimientos cualquiera que haya sido la forma de iniciación, motivadamente, en los supuestos y 
con los requisitos en la ley.

D) En los procedimientos iniciados de oficio, sin necesidad de motivación, en los supuestos y con los requisitos 
previstos en la ley.

3. En virtud de lo establecido en el artículo 88.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas:

A) Las resoluciones contendrán la decisión, motivada en los casos del art. 36. Expresarán recursos procedentes, 
órgano ante el que presentarlos y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar 
cualquier otro que estimen oportuno.

B) Las resoluciones contendrán la decisión (motivada según art. 35). Expresarán los recursos procedentes, 
órgano ante el que presentarlos y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados puedan ejercitar 
cualquier otro que estimen oportuno.

C) Las resoluciones contendrán la decisión, motivada en los casos del artículo 38. Expresarán recursos 
procedentes, órgano y plazo de interposición, sin perjuicio de otros que los interesados estimen oportunos.

D) Las resoluciones contendrán la decisión, motivada en los casos del artículo 37. Expresarán los recursos 
procedentes, órgano ante el que presentarlos y plazo para interponerlos, sin perjuicio de que los interesados 
puedan ejercitar cualquier otro que estimen oportuno.

4. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, el procedimiento está sometido al principio de celeridad y se impulsará de oficio en todos sus 
trámites y a través de medios electrónicos. ¿Qué principios deberán respetarse?

A) Los de eficacia y transparencia.

B) Los de eficiencia y publicidad.

C) Los de transparencia y publicidad.

D) Los de eficacia y publicidad.
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5. En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa 
imputable al mismo, la Administración le advertirá que se producirá la caducidad del procedimiento 
transcurrido:

A) 1 mes.

B) 2 meses.

C) 3 meses.

D) 6 meses.

6. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, ¿qué plazo mínimo se otorga a los interesados para formular alegaciones en el trámite de audiencia?

A) 3 días.

B) 10 días.

C) 15 días.

D) 1 mes.

7. LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. LA INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO MEDIANTE 
DENUNCIA:

A) Es un supuesto de inicio del procedimiento a solicitud de los interesados, en este caso a solicitud de los 
denunciantes.

B) Es un supuesto de inicio del procedimiento administrativo de oficio, dado que la administración, tras la 
presentación de la denuncia, ha de iniciar el procedimiento administrativo correspondiente para depurar las 
responsabilidades que procedan.

C) Es un supuesto de inicio del procedimiento administrativo de oficio, por ser la administración la que debe 
decidir, tras la denuncia, si inicia o no inicia el procedimiento.

D) Es un supuesto especial de inicio del procedimiento administrativo, además del inicio de oficio y del inicio a 
instancia de parte o solicitud de los interesados.

8. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se podrá 
suspender

A) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los 
interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resultados al expediente

B) Cuando se inicien negociaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio

C) Todas son correctas

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

9. Los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, 
observándose los requisitos legales correspondientes:

A) Nunca harán prueba de los hechos recogidos en ellos.

B) Harán prueba de los hechos recogidos en ellos, siempre que no esté el Secretario General.

C) Harán prueba de los hechos recogidos en ellos, hayan sido o no constatados por los funcionarios.

D) Harán prueba de los hechos recogidos en ellos que hayan sido constatados por los funcionarios, salvo que se 
acredite lo contrario.
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10. Según el artículo 56.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las 
administraciones públicas, ¿cuándo se extinguen las medidas provisionales?

A) Una vez transcurridos treinta días desde que fueron adoptadas.

B) Cuando tengan efectos la resolución administrativa que ponga fin al procedimiento correspondiente.

C) Cuando el interesado presente un recurso contra las medidas provisionales.

D) Cuando puedan causar un perjuicio de difícil o imposible reparación a los interesados.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 B · 4 C · 5 C · 6 B · 7 C · 8 C · 9 D · 10 B

Te quedan 707 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

La Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. Sistema 
retributivo en el empleo público vasco. Derechos, deberes, código de 

conducta, incompatibilidades y responsabilidades del personal 
empleado público vasco. Régimen disciplinario.

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco

LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 1 a 7 · arts. 119 a 135 · arts. 161 a 186 — 50 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. Es objeto de esta ley la ordenación, la definición del régimen jurídico y la regulación de los instrumentos de
gestión del empleo público vasco.
2. El empleo público vasco se define como el conjunto de puestos de trabajo desde los que se prestan servicios
profesionales retribuidos en cualquiera de las administraciones públicas, instituciones y órganos recogidos en
el ámbito de aplicación de esta ley.
3. La regulación del empleo público vasco y la determinación del régimen jurídico del personal que lo integra
quedan definidos por las disposiciones contenidas en esta ley y por las disposiciones reglamentarias que la
desarrollen.

Artículo 2. Principios informadores.
1. El empleo público vasco se configura como un instrumento de gestión de las administraciones públicas y de
sus entes instrumentales, cuya finalidad es servir a la ciudadanía y a los intereses generales.
2. El empleo público vasco se rige por los siguientes principios:

a) La igualdad, el mérito y la capacidad para acceder al empleo y para la promoción profesional.
b) La objetividad, la profesionalidad y la imparcialidad en el servicio. Estos principios se garantizarán a
través de la inamovilidad del personal funcionario de carrera, en los términos previstos en esta ley.
c) El sometimiento pleno a la ley y al derecho.
d) El servicio a la ciudadanía y a los intereses generales.
e) El compromiso con la normalización lingüística del uso del euskera.
f) La igualdad de trato entre los hombres y las mujeres, así como la no discriminación en todas sus facetas.
g) La eficacia en la planificación y en la gestión integrada de los recursos humanos. En particular, la
ordenación y la racionalización de los sistemas de acceso, la provisión de los puestos de trabajo, la carrera
profesional y el sistema retributivo.
h) El desarrollo y la cualificación permanente del personal empleado público mediante la adecuación de la
formación a las competencias requeridas para el desempeño del puesto de trabajo y su proyección sobre la
progresión profesional.
i) La eficiencia y la transparencia en la gestión.
j) La evaluación del desempeño y la responsabilidad en la gestión.
k) La jerarquía en la atribución, la ordenación y el desempeño de las funciones y de las tareas, sin perjuicio
de los procesos de racionalización organizativa.
l) La adecuación de los sistemas retributivos a los puestos de trabajo y a las funciones y tareas
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desempeñadas, bajo el principio de igual retribución al trabajo de igual valor, como compromiso con la
eliminación de la brecha salarial entre mujeres y hombres.
m) La igualdad de oportunidades, la no discriminación y la accesibilidad universal en el empleo público de
las personas con discapacidad.
n) La negociación colectiva para la determinación de las condiciones de empleo, la representación y la
participación institucional a través de las organizaciones sindicales. ñ) La cooperación entre las
administraciones públicas, en general, y entre las vascas en particular, para regular y gestionar el empleo
público.

Artículo 3. Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de esta ley se aplicarán al personal funcionario y, en lo que proceda, al personal laboral al
servicio del sector público vasco.
2. A los efectos de esta ley, componen el sector público vasco:

a) La Administración general de la Comunidad Autónoma de Euskadi, su administración institucional y los
demás entes instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de aquella.
b) Las administraciones forales de los territorios históricos, su respectiva administración institucional y los
demás entes instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de cualquiera de las
administraciones públicas antes citadas.
c) Las administraciones locales, su respectiva administración institucional y los demás entes
instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de cualquiera de las administraciones
públicas antes citadas.
d) La Universidad del País Vasco y sus entes instrumentales, en relación exclusivamente con su personal de
administración y servicios.
e) La Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, el Consejo Económico y Social Vasco, el Consejo de Relaciones
Laborales, el Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, la Agencia Vasca de Protección de Datos y el
Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi, así como
cualquier otro órgano de naturaleza participativa, consultiva, de asesoramiento o de control dependiente
de las anteriores administraciones y dotado de independencia en el desarrollo de sus funciones por su ley
de creación.

3. Las referencias de esta ley al sector público vasco se entenderán siempre hechas a las administraciones,
instituciones y órganos comprendidos en el apartado anterior.
4. El personal docente no universitario y el personal estatutario de Osakidetza-Servicio Vasco de Salud se
regirá por lo dispuesto en esta ley, aplicándose con carácter preferente a dicho personal su normativa
específica en relación con la carrera profesional, la promoción interna, la selección de personal y la provisión
de puestos de trabajo, la cuantía y estructura de las retribuciones complementarias, la movilidad voluntaria
entre administraciones públicas y la regulación del personal directivo público profesional. Cada vez que esta
ley haga mención al personal funcionario de carrera se entenderá comprendido el personal estatutario de
Osakidetza-Servicio Vasco de Salud.
5. Esta ley tendrá carácter supletorio para todo el personal de las administraciones públicas vascas,
instituciones públicas u organismos públicos no incluidos en su ámbito de aplicación.

Artículo 4. Personal de las administraciones foral y local.
1. Al personal al servicio de las administraciones forales, de las administraciones locales vascas y de las
entidades de ellas dependientes se le aplicarán las previsiones recogidas en la normativa básica
correspondiente y en esta ley, sin perjuicio del respeto a la autonomía foral y local y a las potestades de
autoorganización inherentes a la misma.
2. Siempre que así lo disponga la legislación en materia de policía de la Comunidad Autónoma de Euskadi, al
personal de las policías locales se le aplicarán las previsiones de esta ley, sin perjuicio de su carácter supletorio
cuando así proceda.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 60

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



3. Al personal funcionario con habilitación nacional se le aplicará su normativa específica, sin perjuicio de la
aplicación supletoria de esta ley cuando así proceda.
4. Al personal de los servicios de prevención y de extinción de incendios y de salvamento se le aplicará esta
ley, sin perjuicio de las peculiaridades que se establecen en su legislación específica.

Artículo 5. Otro personal con normativa específica.
Sin perjuicio de su carácter supletorio, a los colectivos de personal siguientes se les aplicarán las disposiciones
de esta ley cuando así lo disponga su legislación o normativa específica:
a) Personal funcionario al servicio del Parlamento Vasco y de la institución del Ararteko.
b) Personal funcionario al servicio del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
c) Personal funcionario al servicio de las juntas generales de los territorios históricos.
d) Personal funcionario de la Ertzaintza.
e) Personal funcionario perteneciente a cuerpos al servicio de la Administración de Justicia cuya gestión
corresponda a la Comunidad Autónoma.

Artículo 6. Normativa aplicable al personal laboral.
El personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas se regirá por los preceptos de la
presente ley que les resulten de aplicación, por la legislación laboral y por las demás normas
convencionalmente aplicables.

Artículo 7. Ámbito de aplicación específico.
Al personal que preste servicios en entidades del sector público vasco, en las que las administraciones
públicas vascas en su conjunto, directa o indirectamente, aporten más del cincuenta por ciento de su capital,
se le aplicarán los principios de acceso recogidos en el artículo 70, los deberes y el código de conducta, el
régimen jurídico relativo al personal laboral de alta dirección, los instrumentos de ordenación del empleo
público vasco previstos en los artículos 45, 46, 47, 52 y 54, y el título XIII, sobre normalización lingüística, de
esta ley.

TÍTULO IX Sistema retributivo en el empleo público vasco

Artículo 119. Principios y requisitos generales del sistema retributivo.
1. El sistema retributivo de las administraciones públicas vascas atenderá a los siguientes principios:

a) Suficiencia de las retribuciones del personal empleado público vasco, con el fin de que el servicio público
sea la función exclusiva de dicho personal. Asimismo, las retribuciones se adecuarán a las
responsabilidades y a las funciones, al cumplimiento de las tareas y al desempeño realizado en cada puesto
de trabajo.
b) Sostenibilidad de las retribuciones en el marco de los recursos públicos disponibles.
c) Igualdad retributiva entre mujeres y hombres, basada en el principio de a tareas de igual valor, igual
retribución.
d) Vinculación a la actividad desempeñada, mediante la inclusión de un componente de retribuciones
variables, en relación al cumplimiento de objetivos evaluables.
e) Transparencia y publicidad de todas las retribuciones, incluidas las retribuciones variables y las
establecidas por productividad y objetivos, de todo el personal empleado público vasco, al objeto de que la
ciudadanía pueda conocer en todo momento la cuantía y el desglose de tales percepciones.
f) Reconocimiento de su carácter de materia de negociación colectiva, en los términos previstos en esta ley.

2. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones
complementarias del personal funcionario, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral,
deberán establecerse en la norma presupuestaria de las respectivas administraciones públicas vascas.
3. El personal funcionario sólo podrá ser remunerado por los conceptos retributivos que se establecen en esta
ley. El personal laboral percibirá las retribuciones conforme a los conceptos retributivos vigentes en el
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convenio que le resulte de aplicación, que se adecuarán, con las modulaciones que sean precisas en función de
las exigencias de la legislación laboral, a los principios y reglas previstos en este título.
4. La cantidad total correspondiente al conjunto de conceptos retributivos para un determinado puesto de
trabajo constituye la percepción económica que remunera el cumplimiento efectivo de la jornada anual de
trabajo. La diferencia entre la jornada reglamentaria de trabajo y la efectivamente realizada por el personal
empleado público dará lugar, salvo justificación, a la correspondiente deducción proporcional de haberes, sin
perjuicio, en su caso, de la responsabilidad disciplinaria que pudiera derivarse de dicha circunstancia.
5. El personal empleado público podrá percibir las ayudas previstas en los correspondientes programas de
acción social promovidos por sus respectivas administraciones públicas, siempre que cumplan los requisitos y
las condiciones previstos en estos.
6. No podrá percibirse participación en los tributos o en cualquier otro ingreso de las administraciones
públicas vascas como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio, aun cuando estuviesen
normativamente atribuidas a los servicios.

Artículo 120. Sistema retributivo del personal funcionario.
Las administraciones públicas vascas retribuirán a su personal funcionario de acuerdo con los siguientes
conceptos:
a) Retribuciones básicas.
b) Retribuciones complementarias.
c) Pagas extraordinarias.
d) Retribuciones diferidas.

Artículo 121. Retribuciones básicas.
1. Tienen la consideración de retribuciones básicas los siguientes conceptos retributivos:

a) El sueldo asignado en la ley de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi para cada
subgrupo, grupo de clasificación, en el supuesto de que no tenga subgrupo, y para la agrupación
profesional sin requisito de titulación.
b) Los trienios, que consistirán en una cantidad igual por cada tres años de servicio para cada uno de los
subgrupos, grupos de clasificación, en su caso, o agrupación profesional sin requisito de titulación. En el
caso de que la persona funcionaria preste sus servicios sucesivamente en diferentes grupos y subgrupos,
tendrá el derecho a seguir percibiendo los trienios devengados en los subgrupos o grupos anteriores.
c) Los componentes de sueldo y trienios de las pagas extraordinarias.

2. A los efectos de perfeccionamiento de trienios, son computables los servicios prestados:
a) En el sector público de cualquier administración pública, en órganos constitucionales del Estado, en
órganos estatutarios de las comunidades autónomas o en la Administración de Justicia, sea cual sea el
régimen jurídico o de jornada en los que se haya prestado, excepto aquellos que tuvieran el carácter de
prestaciones personales obligatorias.
b) En las administraciones públicas de los estados miembros de la Unión Europea o de aquellos estados a
los que, en virtud de tratados internacionales celebrados por la Unión Europea y ratificados por España,
sea de aplicación la libre circulación de trabajadores.

3. Cuando, antes de completar un trienio, el personal funcionario cambie de adscripción a un grupo o
subgrupo de clasificación profesional, la fracción de tiempo transcurrido se considerará como tiempo de
servicios prestados en el nuevo grupo o subgrupo.
4. Ningún período de tiempo podrá ser computado más de una vez aun cuando durante este se hayan prestado
servicios simultáneos en uno o más sectores de la misma Administración o en administraciones públicas
diferentes.

Artículo 122. Retribuciones complementarias.
1. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características del puesto de trabajo que
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ocupa, la progresión en la carrera profesional o el desempeño, el rendimiento o los resultados alcanzados por
la persona funcionaria en el cumplimiento de sus funciones, responsabilidades y tareas que hayan sido
asignadas al puesto de trabajo. Asimismo, tendrán la consideración de retribuciones complementarias las
gratificaciones por servicios extraordinarios, de acuerdo con lo previsto en este artículo.
2. Las administraciones públicas vascas, de acuerdo con el modelo de empleo público que adopten, y
conforme a las previsiones de esta ley, podrán establecer la estructura de sus retribuciones complementarias
incorporando todos o algunos de los siguientes complementos:

a) Complemento de puesto de trabajo, que retribuye las condiciones de cada puesto de trabajo y que se
podrá subdividir en complemento de destino y complemento específico. 1. El complemento de destino,
cuya cuantía se fijará anualmente en los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma, será el
correspondiente al puesto de trabajo que se desempeñe, de acuerdo con la estructura de niveles jerárquicos
de responsabilidad que cada administración pública determine en función de sus potestades de
organización. A los efectos de la asignación del correspondiente nivel de complemento de destino, se
tendrán en cuenta los siguientes aspectos: el nivel de titulación exigida; el grado de coordinación exigido
por la relación jerárquica o funcional del puesto; la responsabilidad, iniciativa y autonomía tanto en la
toma de decisiones como en la adopción de medidas, y el grado de complejidad de la información que
resulta necesario procesar para el adecuado desarrollo de las tareas propias del puesto. 2. El complemento
específico, que, a salvo de norma o pacto en contrario, será único por cada puesto de trabajo que lo tenga
asignado. Este complemento retribuye las condiciones particulares de cada puesto en razón de la especial
dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, penosidad o peligrosidad, así como cualquier otra
condición que concurra en el puesto de trabajo. Podrá establecerse una cuantía específica por el factor de
incompatibilidad cuando el desempeño de determinados puestos exija una dedicación absoluta al servicio
público. El complemento específico, en ningún caso, podrá tener la consideración de retribución
consolidada, y su percepción estará condicionada al efectivo desempeño del correspondiente puesto de
trabajo en las condiciones en las que fue valorado. Las administraciones públicas vascas podrán asignar, en
su caso, un complemento específico a todos los puestos de trabajo de su respectiva organización. Las
cuantías del complemento de puesto de trabajo se establecerán en la norma presupuestaria de cada
administración pública vasca, conforme a los criterios que para su determinación se establezcan
reglamentariamente por los respectivos órganos de gobierno de cada administración pública, con respeto a
las singularidades que cada entidad administrativa pueda presentar en el ámbito de la asignación de dichos
complementos. En los instrumentos complementarios de ordenación del empleo público previstos en el
artículo 47 de esta ley podrá determinarse qué factores entre los anteriormente mencionados han de
tenerse en cuenta al objeto de fijar las cuantías del complemento de puesto de trabajo.
b) Complemento de carrera profesional, que retribuirá la progresión profesional del personal funcionario a
través de los diferentes grados de desarrollo profesional en los que se articula el sistema de carrera
profesional de las administraciones públicas vascas. La cuantía concreta de las retribuciones
correspondientes a cada grado de desarrollo profesional según el grupo o subgrupo de clasificación vendrá
determinada en las respectivas normas presupuestarias de las administraciones públicas vascas.
Únicamente podrá percibirse el complemento de carrera correspondiente al último nivel de desarrollo
profesional que se tenga reconocido.
c) Complemento por resultados en la gestión o productividad, destinado a retribuir el especial rendimiento,
la actividad extraordinaria y el interés o iniciativa con el que el personal empleado público desempeña su
puesto de trabajo. Tendrá carácter variable en función del cumplimiento de los objetivos definidos para
cada período. Su percepción no será fija ni periódica en el tiempo y exigirá la previa determinación de
objetivos en la unidad de gestión correspondiente, así como la posterior evaluación objetiva, previa
definición de los indicadores de medición, de los resultados obtenidos. Las cuantías globales máximas que
se abonarán por dicho concepto deberán estar previstas para cada anualidad de la respectiva norma
presupuestaria. El sistema de asignación de este complemento y su cuantía concreta se determinará por
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cada administración pública.
d) Las gratificaciones por servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo en
ningún caso podrán ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo. No procederá su percepción en
aquellos puestos de trabajo en los que para la determinación del complemento específico hubiera sido
ponderada una especial dedicación. La cuantía de las gratificaciones extraordinarias ha de aparecer
determinada globalmente en la correspondiente norma presupuestaria, y deberán tener su
individualización una vez se haya acreditado la realización de los servicios extraordinarios. Las cuantías
individuales de las gratificaciones extraordinarias concedidas serán públicas.

3. El Gobierno establecerá reglamentariamente, los criterios básicos para la determinación de las
retribuciones complementarias.
4. La percepción de las retribuciones complementarias no creará derechos adquiridos a su mantenimiento a
favor del personal funcionario, salvo la percepción del complemento de carrera profesional correspondiente
al grado de desarrollo profesional reconocido, en los términos previstos en esta ley.
5. Para determinar la cuantía correspondiente al factor de incompatibilidad, se tendrá en cuenta la cuantía
total de los complementos de puestos de trabajo.

Artículo 123. Pagas extraordinarias.
1. Las pagas extraordinarias del personal funcionario de las administraciones públicas vascas serán dos al año.
El importe de cada una de las pagas extraordinarias comprenderá una mensualidad de retribuciones básicas y
de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo las previstas en los apartados c) y d) del artículo
122.2.
2. Cada administración pública incluida en el ámbito de aplicación de esta ley determinará en qué meses se
perciben las pagas extraordinarias.

Artículo 124. Indemnizaciones por razón de servicio.
1. El personal empleado público de las administraciones públicas vascas tiene derecho a percibir
indemnizaciones por razón del servicio, en los términos que reglamentariamente se determinen, en los
siguientes supuestos:

a) Las modificaciones del centro de trabajo que conlleven cambio de localidad, siempre que de dicha
circunstancia se derive un perjuicio económico. No procederá la indemnización si la modificación del
centro de trabajo tiene su origen en la aplicación de una sanción disciplinaria.
b) Los desplazamientos por razón de servicio.
c) La asistencia a cursos de formación o perfeccionamiento, cuando así se autorice por parte del órgano
competente.
d) La concurrencia a reuniones de órganos colegiados de la Administración y de consejos de
administración de sociedades públicas y entes públicos de derecho privado, la participación en tribunales
encargados de juzgar procesos selectivos o de provisión de personal o pruebas cuya superación sea
necesaria para el ejercicio de profesiones o la realización de actividades, y la colaboración, con carácter no
permanente ni habitual, en actividades formativas de la Administración.
e) Las tareas de asesoramiento a los tribunales encargados de juzgar procesos selectivos o de provisión de
personal, o las tareas de colaboración con dichos tribunales en tareas de vigilancia o auxilio material.
f) El destino en el extranjero.

2. El derecho a las indemnizaciones se entenderá siempre a reserva de la efectiva realización del gasto, sin que
pueda percibirse por el personal funcionario que ya se encuentre resarcido por los supuestos descritos en el
apartado anterior por medio de cualquier otro concepto retributivo. Cuando el gasto estuviera resarcido por
un importe inferior al que resulte de la disposición reglamentaria que se dicte en desarrollo de este artículo, se
satisfará la diferencia correspondiente.
3. Las indemnizaciones derivadas de la participación en órganos colegiados de selección o provisión serán
abonadas en toda circunstancia por la administración convocante del correspondiente proceso.
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4. En ningún caso se devengará indemnización alguna cuando la pertenencia o participación en un órgano
colegiado, consejo de administración o tribunal de pruebas selectivas o de provisión esté determinada en
razón directa del puesto de trabajo ocupado.

Artículo 125. Retribuciones del personal laboral.
1. Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación laboral y el convenio
colectivo que sea aplicable, con respeto en todo caso de lo previsto en la normativa básica de empleo público
sobre límites y cuantías de las retribuciones básicas y complementarias.
2. En ausencia de una estructura retributiva que permita determinar el porcentaje correspondiente al factor de
incompatibilidad, se aplicará el porcentaje correspondiente al personal funcionario de igual o similar nivel o
categoría retributiva.
3. La cuantía del complemento de carrera profesional del personal laboral, según el grado de desarrollo
profesional reconocido en cada caso, será idéntica a la prevista para el personal funcionario en cada norma
presupuestaria aprobada por la administración competente.

Artículo 126. Retribuciones del personal que desempeñe puestos de dirección pública profesional.
1. Al personal funcionario que desempeñe puestos de directivo profesional de las administraciones públicas
vascas se le retribuirá de acuerdo con la estructura retributiva prevista en el artículo 120 de esta ley. En el caso
de que sea personal funcionario de carrera de otra administración pública, percibirá el complemento de
carrera correspondiente al grado de desarrollo profesional reconocido en su administración de origen, en la
cuantía establecida en la administración de destino para el mismo nivel de desarrollo profesional.
2. El personal contratado a través de una relación laboral de carácter especial de alta dirección, percibirá las
retribuciones que se prevean en su contrato de trabajo, que se equipararán a las previstas para el personal
funcionario, sin que puedan pactarse cláusulas indemnizatorias superiores a las previstas, en su caso, para el
personal directivo público profesional designado mediante nombramiento administrativo.
3. Un porcentaje de las retribuciones del personal que ocupe puestos de directivo público profesional, que no
será en ningún caso inferior al cinco ni superior al quince por ciento del total de retribuciones del puesto de
trabajo, excluido, en su caso, el complemento de carrera profesional del personal funcionario y la antigüedad,
podrá tener la condición de retribución variable en función de los resultados obtenidos por la gestión.

Artículo 127. Retribuciones del personal funcionario en prácticas.
1. Las administraciones públicas vascas determinarán las retribuciones del personal funcionario en prácticas.
En todo caso, el personal funcionario en prácticas tiene derecho a percibir, como mínimo, las retribuciones
básicas correspondientes al subgrupo, grupo de clasificación profesional o agrupación profesional sin
requisito de titulación, en el que esté clasificado el cuerpo o escala en el que aspira a ingresar. No obstante, si
las prácticas se realizan desempeñando un puesto de trabajo, el importe anterior se incrementará en las
retribuciones complementarias correspondientes a dicho puesto.
2. El pago de las retribuciones al personal funcionario en prácticas corresponde a la administración que haya
convocado el proceso selectivo. De manera excepcional, si las prácticas se realizan desempeñando un puesto
de trabajo en una administración diferente de la convocante, el pago corresponderá a la administración en la
que se encuentre el puesto de trabajo, salvo acuerdo en sentido contrario adoptado por ambas
administraciones públicas.
3. El personal funcionario en prácticas que sea, a su vez, personal funcionario de carrera, interino o laboral de
la misma administración pública podrá optar entre las retribuciones correspondientes a la condición de
personal funcionario en prácticas o las que viniera percibiendo como personal funcionario, interino o laboral,
siempre que continúe vinculado al mismo puesto de trabajo durante el permiso para la realización de las
prácticas.

Artículo 128. Retribuciones del personal funcionario que presta servicios en destinos ubicados fuera de 
la Comunidad Autónoma de Euskadi.
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1. El personal funcionario destinado fuera de la Comunidad Autónoma de Euskadi será retribuido por los
mismos conceptos establecidos para el personal funcionario que preste servicios en el territorio de la
Comunidad Autónoma.
2. La retribución integra, resultante de la suma del sueldo correspondiente al grupo, subgrupo o agrupación
profesional sin requisito de titulación al que pertenezca y de su importe incluido en las pagas extraordinarias,
así como las retribuciones complementarias de carácter fijo y periódico, se multiplicará por un módulo que
habrá de ser determinado para cada ejercicio por el Consejo de Gobierno en función de los factores
diferenciales que concurren en el lugar de destino.

Artículo 129. Retribuciones del personal funcionario interino.
1. El personal funcionario interino percibirá las retribuciones básicas y las pagas extraordinarias
correspondientes al grupo, subgrupo o agrupación profesional sin requisito de titulación de adscripción.
Asimismo, percibirá las retribuciones complementarias y diferidas que le confiera su modalidad de
nombramiento.
2. Al personal funcionario interino le son de aplicación las normas sobre perfeccionamiento y devengo de
trienios aplicables al personal funcionario de carrera.

Artículo 130. Retribuciones del personal eventual.
1. El personal eventual percibirá las retribuciones correspondientes al puesto desempeñado, conforme se
determine en las respectivas relaciones de puestos de trabajo, y las retribuciones diferidas que le
correspondan.
2. Al personal eventual le son de aplicación las normas sobre perfeccionamiento y devengo de trienios
aplicables al personal funcionario de carrera.
3. En ningún caso el personal eventual podrá percibir gratificaciones extraordinarias ni incentivos por
resultados de la gestión.

Artículo 131. Retribuciones diferidas.
Son retribuciones diferidas las cantidades aportadas por las administraciones públicas vascas a entidades de
previsión social voluntaria, destinadas a financiar planes de pensiones o de empleo o contratos de seguros
colectivos, que incluyan la cobertura de la contingencia de jubilación para el personal incluido en su ámbito,
de acuerdo con las previsiones y límites establecidos en las correspondientes normas presupuestarias.

Artículo 132. Complementos personales transitorios.
1. El personal funcionario podrá percibir complementos personales transitorios cuando se produjera una
disminución en el cómputo anual de sus retribuciones fijas y periódicas en los supuestos siguientes:

a) Cuando se le adscriba provisionalmente a un puesto de trabajo a causa del cese por supresión o
remoción por alteración sobrevenida del contenido del puesto anteriormente ocupado. El personal
funcionario percibirá un complemento transitorio por la diferencia retributiva hasta la resolución del
primer concurso en el que pueda participar o hasta que provea otro puesto de trabajo.
b) Cuando la Administración modifique la valoración del puesto de trabajo, su titular recibirá un
complemento transitorio por la diferencia hasta que no provea otro puesto de trabajo.
c) Como consecuencia de procesos de transferencias, de integración en regímenes estatutarios distintos o
en los demás casos previstos en una norma con rango de ley.

2. El reconocimiento de estos complementos requerirá, en todo caso, resolución individualizada, no pudiendo
ser incrementados ni revalorizados, salvo que exista norma o pacto que de manera expresa determine su
incremento o revalorización.
3. En ningún caso podrán generarse complementos personales transitorios derivados de la aplicación de
medidas presupuestarias adoptadas por las administraciones públicas en el ámbito de sus competencias que,
afectando a la totalidad o a determinados colectivos de empleados públicos, supongan una merma de las
retribuciones totales percibidas hasta entonces por estos.
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Artículo 133. Deducción de retribuciones.
1. La parte de jornada no realizada por el personal empleado público sin causa justificada dará lugar a la
deducción proporcional de haberes. Esta deducción de haberes no tendrá carácter sancionador, sin perjuicio,
en su caso, de las responsabilidades disciplinarias a que pudiera haber lugar.
2. El personal empleado público vasco que ejercite el derecho de huelga no devengará ni percibirá las
retribuciones correspondientes al tiempo en que haya permanecido en esa situación, sin que la deducción de
haberes que se efectúe tenga, en ningún caso, carácter de sanción disciplinaria ni afecte al régimen respectivo
de sus prestaciones sociales.

Artículo 134. Pagos indebidos.
1. Quien perciba un pago indebido, total o parcial, queda obligado a su restitución conforme a los
procedimientos legalmente establecidos. A los efectos de esta ley, se entiende por pago indebido el que se
realiza por error material, aritmético o de hecho, a favor de persona en quien no concurra derecho de cobro
frente a la Administración con respecto a dicho pago o en cuantía que excede de la consignada en el acto o
documento que reconoció el derecho de la persona acreedora.
2. La revisión de los actos de los que se deriven reintegros distintos a los correspondientes a los pagos
indebidos a que se refiere el anterior apartado 1, se realizará de acuerdo con los procedimientos de revisión de
oficio de actos nulos o anulables previstos en la legislación sobre procedimiento administrativo común o de
conformidad con los procedimientos específicos de reintegro, según la causa que determine su invalidez.

Artículo 135. Devengo de las retribuciones.
1. La retribución se calculará y se liquidará de manera proporcional al tiempo de servicios efectivamente
desempeñado.
2. Las retribuciones se devengarán y harán efectivas por mensualidades completas y vencidas y de acuerdo
con la situación y derechos de la persona empleada referidos al primer día hábil del mes a que correspondan,
salvo en los siguientes casos, en que se liquidarán por días:

a) En el mes en que se produzca el ingreso o reingreso al servicio activo, en el de incorporación por
conclusión de permisos sin derecho a retribución, y en aquel en que se hubiera hecho efectiva la
adscripción a un nuevo puesto de trabajo, siempre que existan diferencias retributivas entre este y el
anterior.
b) En el mes en el que se inicie el disfrute de permisos sin derecho a retribución y en el que sea efectivo el
pase a una situación administrativa distinta de la de servicio activo.
c) En el mes en el que cese en el servicio activo, salvo los supuestos de jubilación o fallecimiento de
funcionarios sujetos a regímenes de pensiones públicas que se devenguen por mensualidades completas
desde el primer día del mes siguiente al del nacimiento del derecho.

3. El importe de cada trienio comenzará a devengarse a partir del día primero del mes siguiente a su
perfeccionamiento. Dichos trienios se devengarán y harán efectivos con el valor correspondiente al subgrupo,
grupo de clasificación, en su caso, o agrupación profesional sin requisito de titulación al que el personal
funcionario pertenezca en el momento del perfeccionamiento.
4. Las pagas extraordinarias se devengarán en los seis meses inmediatos anteriores a su cobro.
5. Cuando el tiempo de servicios prestados hasta el día en que se devengue la paga extraordinaria no
comprenda la totalidad de los seis meses inmediatos anteriores a los del respectivo período de devengo, el
importe de aquella se reducirá proporcionalmente. A estos efectos, no se computará como tiempo de servicios
prestados el de duración de las licencias sin derecho a retribución.
6. Las retribuciones del personal eventual se devengarán desde la fecha de efectos de su nombramiento hasta
el día de su cese efectivo.

TÍTULO XI Derechos, deberes, código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
per
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CAPÍTULO I Derechos del personal empleado público vasco. Permisos, vacaciones y régimen de jorn

Artículo 161. Derechos individuales del personal empleado público vasco.
El personal empleado público vasco tiene los siguientes derechos de carácter individual:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) A ser informado por sus jefes inmediatos de los fines, organización y funcionamiento de la unidad
administrativa correspondiente y, en especial, de su dependencia jerárquica y de las atribuciones, deberes y
responsabilidades que le incumben.
c) Al desempeño efectivo de las funciones y de las tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.
d) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna en los términos establecidos en esta ley.
e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
f) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, identidad de género, propia imagen y dignidad en el trabajo.
i) A la atención y protección frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.
j) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual,
religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o
social.
k) A acogerse a medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
l) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
m) A la protección y privacidad de los datos de carácter personal de los empleados públicos.
n) A las vacaciones, descansos y permisos. ñ) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en
las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que le sea de aplicación.
p) A las prestaciones de asistencia sanitaria y de acción social que correspondan.
q) A la libre asociación profesional.
r) A la defensa jurídica y protección por parte de la Administración pública en los procedimientos que se sigan
ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.
s) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
t) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
u) A la adaptación de los puestos de trabajo en condiciones de accesibilidad universal, incorporando las
adaptaciones necesarias para que las personas empleadas públicas con discapacidad puedan desarrollar sus
funciones.

Artículo 162. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
El personal empleado público vasco tendrá los siguientes derechos individuales ejercidos colectivamente:
a) Derecho de libertad sindical.
b) Derecho a la negociación colectiva.
c) Derecho a la participación institucional en la determinación de las condiciones de trabajo.
d) Derecho de huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
e) Derecho de reunión.
f) Derecho al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada
caso.

Artículo 163. Permisos del personal empleado público vasco.
1. El personal empleado público dispondrá de los permisos regulados en la legislación básica de empleo
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público, en las leyes y reglamentos aplicables, así como los que se prevean, en su caso, en los instrumentos de
negociación colectiva.
2. Al personal funcionario de carrera o interino de las administraciones públicas vascas que sea nombrado
personal funcionario en prácticas en cualquier otra administración pública, incluida o no en el ámbito de
aplicación de esta ley, se le concederá un permiso sin retribución durante el tiempo que dure el curso selectivo
o el período de prácticas, sin perjuicio de las retribuciones que tenga derecho a percibir con cargo a la
administración en la que aspire ingresar, de acuerdo con la normativa aplicable en dicha administración.
3. Al personal laboral le serán de aplicación los permisos que se prevén en la legislación laboral, en los
convenios colectivos y, en su caso, los previstos en la legislación básica de empleo público.
4. Las condiciones y períodos de disfrute de los permisos deberán garantizar las necesidades de prestación del
servicio público.

Artículo 164. Vacaciones.
1. El personal funcionario tendrá derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor.
2. A los efectos de lo previsto en este artículo, no se considerarán como hábiles los sábados, sin perjuicio de las
adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
3. Las condiciones y períodos de disfrute de las vacaciones deberán garantizar las necesidades de prestación
del servicio público, fijándose en cada caso las mismas previa negociación con la representación de personal.

Artículo 165. Jornada de trabajo.
Ordenación del tiempo de trabajo.
1. La jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el personal empleado público debe permanecer en el
trabajo a disposición de la entidad correspondiente y en el ejercicio de su actividad y de sus funciones.
2. Las administraciones públicas vascas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de su
personal, previa negociación colectiva al efecto. La jornada de trabajo fijará su duración total anual y la
distribución de la misma. En todo caso, esta distribución deberá garantizar el tiempo de descanso
correspondiente a vacaciones y a permisos por asuntos particulares que corresponda al personal empleado
público.
3. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. Reglamentariamente, se regulará la
jornada a tiempo parcial, así como la posibilidad de desempeñar parcialmente el trabajo desde el domicilio de
la persona empleada pública mediante la aplicación de instrumentos telemáticos.
4. La jornada del personal laboral se regirá por lo previsto en este artículo y por la legislación laboral que sea
de aplicación.

CAPÍTULO II Código ético y de conducta del personal empleado público vasco

Artículo 166. Principios generales que inspiran el código ético y de conducta del personal empleado 
público vasco.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Estatuto Básico del Empleado Público en relación con el código de
conducta y los principios éticos y de conducta a observar por el personal funcionario, laboral y estatutario del
sector público, y de conformidad con la regla de que los valores y principios éticos corresponden a cada
institución y no a cada uno de los colectivos humanos que prestan servicio en su seno, en el ejercicio de sus
funciones, el personal empleado público vasco respetará los mismos principios generales que rigen el código
de conducta de los cargos públicos del sector público vasco, según lo dispuesto en la Ley 1/2014, de 26 de junio,
Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
2. De conformidad con lo dispuesto en el punto anterior, la actuación profesional del personal empleado
público vasco se llevará a cabo desde el respeto a los principios de integridad y transparencia y con plena
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observancia de los principios de conducta individual, de calidad institucional y de relación con la ciudadanía
recogidos en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 1/2014, de 26 de junio, Reguladora del Código de Conducta y de los
Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
3. El Gobierno Vasco, a propuesta de la Inspección General de Personal y Servicios, aprobará un código de
conducta para el personal empleado público del sector público de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Euskadi, que desarrollará los principios citados en el punto anterior e incluirá un sistema de
seguimiento y evaluación encaminado a garantizar su observancia real y efectiva.
4. Las administraciones públicas vascas aprobarán un código ético y de conducta para su personal en
desarrollo de los principios establecidos en los apartados anteriores.

CAPÍTULO III Responsabilidad y régimen de incompatibilidades

Artículo 167. Responsabilidad del personal empleado público vasco.
Las personas empleadas públicas son responsables de la buena gestión de los servicios encomendados, todo
ello sin perjuicio de la responsabilidad que corresponde a sus superiores jerárquicos, a los que en todo
momento deberán dar cuenta de las anomalías que hubieran observado en el servicio.

Artículo 168. Responsabilidad patrimonial.
Las administraciones públicas, cuando hubieren indemnizado a las personas lesionadas, se dirigirán de oficio
contra sus autoridades y su personal empleado público causantes de daños por dolo, culpa o negligencia
graves, por el incorrecto funcionamiento de los servicios públicos, mediante la instrucción del
correspondiente expediente, y previa audiencia de la persona interesada.

Artículo 169. Responsabilidad penal.
La responsabilidad penal, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirán de acuerdo con lo
establecido en la legislación correspondiente.

Artículo 170. Responsabilidad disciplinaria.
La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo dispuesto
en el título XII de esta ley.

Artículo 171. Régimen de incompatibilidades.
1. El personal empleado público vendrá obligado a observar estrictamente el régimen de incompatibilidades
establecido en la legislación vigente, y las administraciones públicas vascas, a la exigencia de su cumplimiento.
2. El desempeño de cualquier actividad en el sector público o privado requerirá, en todo caso, la previa y
expresa evaluación y, en su caso, la correspondiente autorización de compatibilidad, que únicamente se
otorgará en los supuestos previstos en la vigente legislación y conforme al procedimiento que
reglamentariamente se determine.

TÍTULO XII Régimen disciplinario

CAPÍTULO I Disposiciones generales y principios del régimen disciplinario

Artículo 172. Ámbito de aplicación.
1. Este título y las normas reglamentarias que lo desarrollen se aplicarán al personal funcionario y al personal
directivo público profesional.
2. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá por lo dispuesto en la normativa básica del empleo
público y en lo no previsto en él, por la legislación laboral, por los convenios colectivos que suscriban las
diferentes administraciones públicas y por las previsiones contenidas en este título.

Artículo 173. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
Responsabilidad disciplinaria.
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1. Las administraciones públicas vascas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su
servicio cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o
penal que pueda derivarse de tales conductas.
2. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
responsabilidad penal, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal.
3. Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.
4. El personal funcionario que induzca a otras personas a la realización de actos o conductas constitutivos de
falta disciplinaria incurrirá en la misma responsabilidad que éstas.
5. Igualmente, incurrirá en responsabilidad el personal funcionario que encubriere las faltas consumadas muy
graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o la ciudadanía.
6. Al personal funcionario que en virtud de lo previsto en esta ley se encuentre desempeñando puestos de
trabajo en otras administraciones públicas vascas le será de aplicación el régimen disciplinario de la
administración de destino mientras mantenga su relación funcionarial con la misma, con excepción de la
sanción de separación definitiva del servicio, que deberá ser acordada por el órgano competente de la
administración de procedencia.

Artículo 174. Principios del régimen disciplinario.
Los principios del régimen disciplinario serán los siguientes:

a) Principio de legalidad y de tipicidad de faltas y sanciones:
1. El personal funcionario únicamente puede ser sancionado por las acciones u omisiones tipificadas como
faltas en esta ley o en otras leyes.
2. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones en los
tipos de infracciones o sanciones establecidas en esta ley, sin alterar su naturaleza y límites.
3. Las normas definidoras de las infracciones y de las sanciones no son susceptibles de aplicación analógica. b)
Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables a la persona presunta infractora. c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación
de las infracciones y sanciones como a su aplicación. d) Principio de culpabilidad. e) Principio de presunción
de inocencia y derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa. f) Principio de non bis in
idem, cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Artículo 175. Extinción de la responsabilidad disciplinaria y prescripción de faltas y sanciones.
1. La responsabilidad disciplinaria se extingue por alguna de las siguientes causas:

a) Cumplimiento de la sanción.
b) Fallecimiento.
c) Prescripción de la falta o sanción.

2. Las faltas muy graves prescribirán a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, a los seis meses. El
plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubiere cometido o, cuando se trate de
falta continuada, desde el cese de su comisión.
3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescriben a los tres años; las impuestas por faltas graves, a
los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a
contarse desde la firmeza en vía administrativa de la resolución sancionadora.

Artículo 176. Anotación y cancelación de sanciones disciplinarias.
1. Las sanciones disciplinarias, una vez sean firmes, se anotarán en el expediente personal de la persona
funcionaria. Las anotaciones se cancelarán de oficio o a instancia de parte, conforme a los siguientes períodos,
computados desde el cumplimiento de la sanción:

a) Un año para las sanciones impuestas por faltas leves.
b) Dos años para las sanciones impuestas por faltas graves.
c) Tres años para las sanciones impuestas por faltas muy graves.
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2. En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las anotaciones canceladas.

CAPÍTULO II Infracciones disciplinarias

Artículo 177. Tipificación de infracciones.
1. Constituye falta disciplinaria la acción u omisión que conlleve el incumplimiento de cualquiera de las
obligaciones o deberes tipificados en este capítulo, en otras leyes o, en su caso, en los reglamentos de
desarrollo.
2. Las faltas disciplinarias se clasifican en:

a) Muy graves.
b) Graves.
c) Leves.

Artículo 178. Faltas muy graves.
Son faltas muy graves:
a) El incumplimiento del deber de respeto al ordenamiento jurídico vigente, en el ejercicio de funciones
públicas.
b) Cualquier actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o
convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, sexo, o
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
c) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual, así como el acoso moral, sexual o por razón de sexo.
d) El incumplimiento de las órdenes o instrucciones del personal responsable o directivo referidas al
desempeño del puesto de trabajo, cuando no sean constitutivas de falta grave.
e) Aceptar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que se ofrezca en función de su
condición de persona funcionaria y que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, cuando no
sea constitutivo de falta grave y sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
f) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo de las tareas o funciones que la persona empleada
pública tiene encomendadas, siempre que esta circunstancia revista notoria gravedad.
g) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a la
ciudadanía.
h) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función.
i) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por ley o clasificados como tales, que sea
causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
j) El incumplimiento del deber de guardar secreto respecto de los datos e informaciones que conozcan en el
ejercicio de sus funciones desempeñadas en el órgano al que se refiere el artículo 24 de la Ley 1/2014, de 26 de
junio, Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos, y en el
Registro de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales, establecido en la legislación en materia de
incompatibilidades de los cargos públicos.
k) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o de las funciones
encomendadas.
l) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales de
cualquier naturaleza y ámbito.
m) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del ordenamiento jurídico.
n) La prevalencia de la condición de persona empleada pública para obtener un beneficio indebido para sí o
para otra persona. ñ) La obstaculización del ejercicio de libertades públicas y de derechos sindicales.
o) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga, así como la
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participación en huelgas de quienes lo tengan prohibido por ley.
p) La realización de actos limitativos de la libertad de expresión, de pensamiento, ideas y opiniones.
q) La comisión de una falta grave cuando en un período de un año hubiera sido objeto de sanción por otras dos
faltas graves.
r) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad.
s) La incomparecencia injustificada a las comisiones de investigación del Parlamento Vasco, de las Juntas
Generales o, en su caso, de alguna de las cámaras de las Cortes Generales.
t) La falta injustificada de colaboración con el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
u) El acoso laboral.
v) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga, así como a impedir la
asistencia al puesto de trabajo de quienes no quieran ejercer el derecho de huelga.
w) El incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, cuando se deriven
riesgos o daños para el propio personal funcionario o terceras personas.
x) La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la normativa sobre contratos del sector
público, cuando mediare, al menos, negligencia grave.
y) La realización dentro de la jornada laboral, de manera reiterada o con ánimo de lucro, de otro tipo de
actividades personales o profesionales.
z) Causar daños muy graves por negligencia o mala fe en el patrimonio de la administración pública en la que
desempeña sus funciones la persona empleada pública. Aa) Causar daños graves para terceros, ya sean
personas o bienes, por la inobservancia de medidas de seguridad y prevención de riesgos laborales. Bb)
Aquellas otras conductas que las leyes califiquen como falta muy grave.

Artículo 179. Faltas graves.
Son faltas graves:
a) El incumplimiento de las órdenes o instrucciones del personal responsable y/o directivo referidas al
desempeño del puesto de trabajo, cuando no sean constitutivas de falta muy grave.
b) La falta grave de consideración, atención o respeto a la ciudadanía en su trato con el personal empleado
público, así como no facilitar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos o el cumplimiento de sus deberes.
c) Causar, por negligencia o mala fe, graves daños en los bienes y documentos de la Administración pública o
adoptar conductas que no velen por su conservación.
d) Utilizar de forma reiterada indebidamente los medios, incluidos los telemáticos, que la Administración
pública ha puesto a su disposición para el cumplimiento de las funciones propias del puesto de trabajo
asignado.
e) Aceptar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que se ofrezca en función de su
condición de persona funcionaria y que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, cuando no
sea constitutivo de falta muy grave y sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
f) El incumplimiento del deber de discreción profesional y de reserva respecto de los asuntos que conozcan
por razón del puesto de trabajo cuando causen perjuicio a la Administración o se utilicen en provecho propio.
g) La tolerancia de las personas responsables de la unidad o del personal directivo público ante la comisión de
faltas por el personal subordinado.
h) La emisión de informes y la formulación de propuestas manifiestamente ilegales, cuando causen perjuicio a
la Administración o a la ciudadanía y no constituyan falta muy grave.
i) La falta grave de atención y respeto hacia el personal responsable, subordinado, directivo o hacia el resto de
personal empleado público.
j) El incumplimiento de las disposiciones en materia de incompatibilidades, cuando no constituyan falta muy
grave.
k) La falta de diligencia en el desempeño de sus tareas y la falta de rendimiento que afecte al normal
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funcionamiento de los servicios y no constituya falta muy grave.
l) El abuso de autoridad en el ejercicio del puesto de trabajo.
m) La intervención en un procedimiento administrativo cuando existan causas de abstención legalmente
establecidas, salvo que sea constitutivo de falta muy grave.
n) El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo que suponga un mínimo de diez horas al mes
natural. A tal efecto, se entiende por mes natural el período comprendido desde el primer día hasta el último
de cada uno de los doce meses que integran el año. ñ) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas
de control horario o a impedir que sean detectados los incumplimientos horarios.
o) La tercera falta injustificada de asistencia en un período de tres meses, cuando las dos anteriores hubieran
sido objeto de sanción por falta leve.
p) El incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, cuando no constituya
falta muy grave.
q) El incumplimiento de las normas sobre bajas por enfermedad o accidente.
r) La simulación de enfermedad o accidente cuando comporte ausencia del trabajo.
s) La ausencia injustificada del puesto de trabajo durante la jornada laboral.
t) Emplear o autorizar para usos particulares medios o recursos de carácter oficial o facilitarlos a terceros,
salvo que por su escasa entidad constituya falta leve.
u) La falta de asistencia reiterada, sin causa justificada, a los programas de formación que estén inscritos,
siempre que estos se desarrollen en horario laboral.
v) La negativa no motivada a participar como miembro de la junta electoral en las elecciones a representantes
de personal.
w) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función, cuando no constituya falta muy grave.
x) La emisión de informes sobre asuntos de servicio que, sin faltar abiertamente a la verdad, desnaturalicen la
misma valiéndose de términos ambiguos, confusos o tendenciosos, o la alteren mediante inexactitudes,
cuando desvirtuarla tenga por objeto la obtención de un beneficio propio o ajeno, o cause perjuicio a la
Administración o a la ciudadanía.

Artículo 180. Faltas leves.
Son faltas leves:
a) La falta de consideración, atención o respeto a la ciudadanía, a las personas superiores jerárquicas,
compañeras o subordinadas, cuando no sea constitutiva de falta grave.
b) No proporcionar a la ciudadanía la información debida, siempre que sea de la competencia de la unidad en
la que presta sus funciones.
c) Causar daños en los bienes y documentos de la Administración pública y no velar con la diligencia debida
por su conservación, cuando tales conductas no sean constitutivas de faltas graves.
d) Utilizar indebidamente los medios telemáticos que la Administración pública ha puesto a su disposición
para el cumplimiento de sus funciones, cuando ello no constituya falta grave.
e) Ausentarse injustificadamente del puesto de trabajo durante la jornada laboral, cuando no sea constitutiva
de falta grave.
f) No cumplimentar las encuestas que sobre los puestos de trabajo y sus funciones les sean remitidas por la
Administración pública con el fin de racionalizar sus estructuras.
g) Incumplir de forma injustificada el horario de trabajo, cuando no suponga falta grave.
h) La falta de asistencia injustificada de un día.
i) La falta de cuidado o la negligencia en el ejercicio de sus funciones y en el cumplimiento de sus tareas
cuando tales conductas no sean constitutivas de falta grave.
j) Cualquier incumplimiento de los deberes y obligaciones de los empleados públicos, así como de los
principios éticos o de conducta, siempre que no sea calificado como falta grave o muy grave.
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Artículo 181. Criterios para la calificación de las faltas.
1. La tipificación de los hechos susceptibles de ser calificados como falta se llevará a efecto atendiendo a las
siguientes circunstancias:

a) El grado en el que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de la
ciudadanía.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

2. Las administraciones públicas vascas podrán establecer reglamentariamente la ordenación de la aplicación
práctica de dichos criterios.

CAPÍTULO III Sanciones disciplinarias

Artículo 182. Tipos de sanciones.
Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) Separación del servicio del personal funcionario, que en el caso del personal interino comportará la
revocación de su nombramiento y la baja definitiva de las bolsas de trabajo.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo
contrato de trabajo, sea fijo, por tiempo indefinido o temporal, con funciones similares a las que desempeñaba.
c) Revocación del nombramiento del personal funcionario interino o extinción del contrato laboral temporal
con baja del derecho a ser llamado de las bolsas de trabajo durante el tiempo establecido en la sanción
impuesta.
d) Suspensión firme de las funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de seis años. La suspensión firme de funciones conllevará en todo caso la pérdida de la totalidad de
las retribuciones durante el período correspondiente al cumplimiento de la sanción impuesta.
e) Traslado forzoso, con o sin cambio de centro orgánico, por el período que en cada caso se establezca. Dicho
traslado forzoso podrá conllevar, en su caso, el cambio de localidad del centro de trabajo al que sea destinado
el empleado público afectado.
f) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
g) Apercibimiento.
h) Obligación de realizar programas o cursos de formación sobre ética pública.

Artículo 183.
Sanciones que pueden imponerse según el tipo de infracción.
1. Por la comisión de faltas muy graves podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio del personal funcionario, que en el caso del personal funcionario interino
comportará la revocación de su nombramiento y, en su caso, la baja definitiva de las bolsas de trabajo.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo
contrato de trabajo, sea fijo, por tiempo indefinido o temporal, con funciones similares a las que
desempeñaba.
c) Revocación del nombramiento del personal funcionario interino o extinción del contrato laboral
temporal, con baja del derecho a ser llamado de bolsas de trabajo por un período entre dos años y un día y
seis años.
d) Suspensión firme de funciones por un período entre dos años y un día y seis años.
e) Traslado forzoso a otro puesto y destino, con o sin cambio de centro orgánico o localidad, por un período
como mínimo de un año y un día y máximo de tres años.
f) La pérdida de un nivel de desarrollo profesional ya acreditado.
g) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, con la suspensión de los efectos
económicos del último grado alcanzado de desarrollo profesional o, en su caso, de un grado personal, o en
la promoción o movilidad voluntaria, en la forma que reglamentariamente se determine, y con un máximo
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de cinco años.
2. Por la comisión de faltas graves podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) La suspensión firme de funciones por un período entre treinta y un días y dos años.
b) Revocación del nombramiento en el caso del personal funcionario interino o extinción del contrato
laboral temporal y suspensión del derecho a ser nombrado personal funcionario interino o laboral
temporal por un período idéntico al previsto en la letra anterior.
c) Traslado forzoso a otro puesto y destino, con o sin cambio de centro orgánico, por el período máximo de
un año.
d) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria, en la
forma en que reglamentariamente se determine, y con un máximo de dos años.

3. Por la comisión de faltas leves podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) La suspensión de funciones y retribuciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, por un
período de uno a treinta días.
b) El apercibimiento, en función de la afectación a la imagen pública de la Administración.
c) La obligación de realizar programas o cursos de formación sobre ética pública y de cualquier otro
contenido relacionado con la naturaleza de la infracción cometida.

4. El personal funcionario que haya sido sancionado con traslado forzoso con cambio de centro orgánico no
podrá obtener nuevo destino por ningún procedimiento en el centro orgánico del que fue trasladado por un
período desde un año y hasta tres años. Dicho plazo se computará desde el momento en que se efectuó el
traslado.
5. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.

Artículo 184. Criterios para la graduación de las sanciones.
Para graduar el alcance de cada sanción, se tendrán en cuenta los siguientes criterios:
a) El grado de intencionalidad, descuido o negligencia que revele la conducta.
b) El grado de participación en la comisión o en la omisión.
c) La gravedad de los daños causados al interés público.
d) La reiteración o reincidencia. Hay reiteración cuando, al cometer la falta disciplinaria, la persona
responsable ya ha sido sancionada por otra falta, ya sea de mayor, igual o inferior gravedad, por resolución
firme. Hay reincidencia cuando, al cometer la falta disciplinaria, la persona responsable ya ha sido sancionada
por una falta de la misma naturaleza por resolución firme. En ningún caso pueden computarse a efectos de
reiteración o reincidencia los antecedentes cancelados o que debieran serlo.
e) La intensidad de la falta de respeto a las ciudadanas o ciudadanos o al resto del personal empleado público.

CAPÍTULO IV Procedimiento disciplinario

Artículo 185. Normas generales del procedimiento disciplinario.
1. No podrá imponerse ninguna sanción por la comisión de faltas graves o muy graves sino mediante el
procedimiento previamente establecido y con todas las garantías que se prevén en esta ley y en las normas de
desarrollo. El órgano competente para incoar el procedimiento podrá acordar previamente la realización de
una información reservada.
2. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por un procedimiento sumario y simplificado,
con audiencia de la persona interesada, que se regulará reglamentariamente. Dicho procedimiento no podrá
exceder de un mes desde que se inició.
3. Por medio de decreto del Gobierno Vasco se aprobará el reglamento que regule el procedimiento
disciplinario, que deberá atender en todo caso a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con
pleno respeto a los derechos y garantías de defensa de la persona presuntamente responsable.
4. Las administraciones forales, locales y la Universidad del País Vasco podrán adaptar las previsiones
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recogidas en el reglamento citado en el apartado anterior a sus propias peculiaridades organizativas.
5. En los procedimientos disciplinarios que tengan por objeto faltas muy graves y graves quedará establecido,
en todo caso, la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos
distintos. Su duración no podrá exceder de seis meses.
6. Se practicarán de oficio o a solicitud de la persona interesada las pruebas que sean adecuadas para la
determinación de los hechos. La inadmisión de las pruebas propuestas se efectuará mediante resolución
motivada.
7. De la incoación de los expedientes disciplinarios, así como de su resolución, deberá darse cuenta a los
órganos de representación del personal.
8. Las sanciones disciplinarias se ejecutarán conforme a los términos de la resolución y en el plazo máximo de
tres meses. Ello no obstante, el órgano sancionador podrá acordar, previa conformidad de la persona
interesada, la suspensión temporal de su ejecución por un período de tiempo que no exceda del legalmente
establecido para su prescripción.

Artículo 186. Medidas provisionales.
1. En los procedimientos para la imposición de sanciones graves y muy graves, podrán adoptarse las medidas
de carácter provisional que el órgano competente para la instrucción del procedimiento estime necesarias
para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer. La adopción de dichas medidas exigirá la
correspondiente resolución motivada.
2. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente disciplinario no podrá
exceder de seis meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable a la persona interesada.
3. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento judicial, y
se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por el órgano
judicial que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses, no supondrá la pérdida del puesto de trabajo.
4. El personal funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las
retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hija o hijo a su cargo.
5. Cuando la suspensión provisional se eleve a firme, la persona funcionaria deberá devolver lo percibido
durante el tiempo de duración de aquella. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción
firme, la Administración deberá restituirle la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos.
6. El tiempo de permanencia en suspensión provisional será tenido en cuenta para el cumplimiento de la
suspensión firme.
7. Cuando la suspensión no sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de
servicio activo, y se deberá acordar la inmediata reincorporación de la persona funcionaria a su puesto de
trabajo, con reconocimiento de todos los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de
suspensión.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.
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1. El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo constituye una falta grave cuando suponga, como 
mínimo, el siguiente número de horas en el mes natural:

A) Ocho horas.

B) Doce horas.

C) Quince horas.

D) Diez horas.

2. Las anotaciones de las sanciones disciplinarias impuestas por faltas graves se cancelarán, computado el 
plazo desde el cumplimiento de la sanción, a los:

A) Seis meses.

B) Un año.

C) Dos años.

D) Tres años.

3. El personal funcionario que induzca a otras personas a realizar actos o conductas constitutivos de falta 
disciplinaria:

A) Incurrirá en la misma responsabilidad que las personas inducidas.

B) Solo responderá si la falta cometida tiene carácter muy grave.

C) Incurrirá en responsabilidad únicamente cuando exista daño grave para la Administración.

D) Quedará sujeto exclusivamente a responsabilidad patrimonial o penal.

4. La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo 
dispuesto en:

A) El título VIII de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco.

B) La normativa general sobre incompatibilidades del personal empleado público.

C) Los convenios colectivos aplicables en cada Administración pública.

D) El título XII de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco.

5. Las personas empleadas públicas vascas, en relación con la gestión de los servicios encomendados, deben:

A) Responder únicamente de las anomalías que hayan sido comunicadas por sus superiores jerárquicos.

B) Asumir en exclusiva la responsabilidad de la gestión del servicio, incluso cuando corresponda a sus 
superiores jerárquicos.

C) Responder de la buena gestión, sin perjuicio de la responsabilidad de sus superiores, y comunicarles las 
anomalías observadas.

D) Dar cuenta de las anomalías observadas únicamente cuando puedan afectar al funcionamiento general del 
servicio.

6. La jornada de trabajo del personal empleado público podrá prestarse:

A) Exclusivamente a tiempo completo.

B) Exclusivamente a tiempo parcial.

C) A tiempo completo o a tiempo parcial.

D) A tiempo completo, salvo para el personal laboral, que podrá prestarla a tiempo parcial.

7. A efectos del cómputo de las vacaciones del personal funcionario, no se consideran días hábiles:

A) Los domingos, sin perjuicio de las adaptaciones horarias especiales.

B) Los días festivos, sin perjuicio de las necesidades del servicio público.

C) Los viernes, cuando coincidan con períodos de horario especial.

D) Los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones para horarios especiales.
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8. La participación institucional del personal empleado público vasco se reconoce en relación con:

A) La determinación de las condiciones de trabajo.

B) La aprobación de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma.

C) La provisión y adjudicación de los puestos de trabajo.

D) El ejercicio de la potestad disciplinaria sobre el personal.

9. El personal empleado público vasco tiene derecho a ser informado por sus jefes inmediatos:

A) Únicamente de las funciones concretas que deba desempeñar en su puesto de trabajo.

B) De la organización general de la Administración, sin incluir la dependencia jerárquica de su unidad.

C) Por los órganos superiores, sobre sus atribuciones y responsabilidades, con exclusión del funcionamiento de 
la unidad.

D) De los fines, organización y funcionamiento de la unidad administrativa, especialmente de su dependencia 
jerárquica y de sus atribuciones, deberes y responsabilidades.

10. A efectos de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco, se entiende por pago indebido el 
realizado:

A) Por cualquier cantidad abonada a una persona empleada pública que no figure expresamente en la nómina 
correspondiente.

B) Por error material, aritmético o de hecho, a favor de quien no tenga derecho de cobro o por cuantía superior 
a la reconocida.

C) Exclusivamente por error aritmético, cuando la persona perceptora carezca de toda relación jurídica con la 
Administración.

D) Por cualquier pago cuya cuantía sea inferior a la consignada en el acto o documento que reconoció el 
derecho de la persona acreedora.

SOLUCIONES 1 D · 2 C · 3 A · 4 D · 5 C · 6 C · 7 D · 8 A · 9 D · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Ley 10/1982, de 24 de noviembre, Básica de normalización del uso del 
Euskera.

Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del 
Euskera

LNL-PV · BOE-A-2012-5539 · arts. 1 a 30 — 30 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
El uso del euskera y el castellano se ajustará en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco,
a lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones que en desarrollo de esta Ley dicten el Parlamento y el
Gobierno Vascos.

Artículo 2.
La lengua propia del País Vasco es el euskera.

Artículo 3.
Las lenguas oficiales en la Comunidad Autónoma del País Vasco son el euskera y el castellano.

Artículo 4.
Los poderes públicos velarán y adoptarán las medidas oportunas para que nadie sea discriminado por razón de
la lengua en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO ÚNICO De los derechos de los ciudadanos y deberes de los poderes públicos en materia l

Artículo 5.
1. Todos los ciudadanos del País Vasco tienen derecho a conocer y usar las lenguas oficiales, tanto oralmente
como por escrito.
2. Se reconocen a los ciudadanos del País Vasco los siguientes derechos lingüísticos fundamentales:

a) Derecho a relacionarse en euskera o en castellano oralmente y/o por escrito con la Administración y con
cualquier Organismo o Entidad radicado en la Comunidad Autónoma.
b) Derecho a recibir la enseñanza en ambas lenguas oficiales.
c) Derecho a recibir en euskera publicaciones periódicas, programaciones de radio y televisión y de otros
medios de comunicación.
d) Derecho a desarrollar actividades profesionales, laborales, políticas y sindicales en euskera.
e) Derecho a expresarse en euskera en cualquier reunión.

3. Los poderes públicos garantizarán el ejercicio de estos derechos, en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, a fin de que sean efectivos y reales.

TÍTULO SEGUNDO De las actuaciones de los poderes públicos

CAPÍTULO PRIMERO Del uso del euskera en la Administración Pública dentro del ámbito territorial
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Artículo 6.
1. Se reconoce a todos los ciudadanos el derecho a usar tanto el euskera como el castellano en sus relaciones
con la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, y a ser atendidos en la
lengua oficial que elijan. A tal efecto se adoptarán las medidas oportunas y se arbitrarán los medios necesarios
para garantizar de forma progresiva el ejercicio de este derecho.
2. En los expedientes o procedimientos en los que intervenga más de una persona, los poderes públicos
utilizarán aquella lengua que establezcan de mutuo acuerdo las partes que concurran. En caso de no haber
acuerdo se utilizará la que disponga la persona que haya promovido el expediente o procedimiento, sin
perjuicio del derecho de las partes a ser informadas en la lengua que deseen.
Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado por la Sentencia del TC 169/1983, de 29 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Artículo 7.
1. La inscripción de documentos en los registros públicos dependientes de la Comunidad Autónoma, ya sean
del Gobierno Vasco, Entes Autónomos del mismo, Administraciones Forales, Administración Local, u otros, se
hará en la lengua oficial en que aparezcan extendidos.
2. En los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma, el Gobierno Vasco promoverá, de
acuerdo con los órganos competentes, la normalización del uso del euskera.
3. A efectos de exhibición y/o expedición de certificaciones, se garantizará la traducción a cualquiera de las
lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 8.
1. Toda disposición normativa o resolución oficial que emane de los poderes públicos sitos en la Comunidad
Autónoma del País Vasco deberá estar redactada en forma bilingüe a efectos de publicidad oficial. La
incorporación de la perspectiva de normalización del uso del euskera en el procedimiento de elaboración de
disposiciones de carácter general que se elaboren en el Gobierno Vasco se realizará mediante la emisión de un
informe preceptivo de asesoramiento, en el que se propondrán medidas dirigidas a la normalización del uso
del euskera en el ámbito objetivo de la disposición que se tramite. Asimismo, se emitirá un pronunciamiento
respecto a la adecuación a la normativa vigente en materia lingüística, sin perjuicio de las funciones que
puedan corresponder a otros órganos informantes 2. Todo acto en el que intervengan los poderes públicos
sitos en la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como las notificaciones y comunicaciones
administrativas, deberán ir redactados en forma bilingüe, salvo que los interesados privados elijan
expresamente la utilización de una de las lenguas oficiales de a Comunidad Autónoma.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley 6/2022, de 30 de junio. Ref. BOE-A-2022-12588#df

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 3 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-T-1986-17827 .

Artículo 9.
1. En sus relaciones con la Administración de Justicia, todo ciudadano podrá utilizar la lengua oficial de su
elección, sin que se le pueda exigir traducción alguna.
2. Los escritos y documentos presentados en euskera, así como las actuaciones judiciales, serán totalmente
válidas y eficaces.
3. El Gobierno Vasco promoverá, de acuerdo con los órganos correspondientes, la normalización del uso del
euskera en la Administración de Justicia en el País Vasco.

Artículo 10.
1. La nomenclatura oficial de los territorios, municipios, entidades de población, accidentes geográficos, vías
urbanas y, en general, los topónimos de la Comunidad Autónoma Vasca, será establecida por el Gobierno, los
Órganos Forales de los Territorios Históricos o las Corporaciones Locales en el ámbito de sus respectivas
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competencias, respetando en todo caso la originaria euskaldun, romance o castellana con la grafía académica
propia de cada lengua. En caso de conflicto entre las Corporaciones Locales y el Gobierno Vasco sobre las
nomenclaturas oficiales reservadas en el párrafo anterior, el Gobierno Vasco resolverá, previa consulta a la
Real Academia de la Lengua Vasca.
2. Las señales e indicadores de tráfico instalados en la vía pública, estarán redactados en forma bilingüe
respetando en todo caso las normas internacionales y las exigencias de inteligibilidad y seguridad de los
usuarios.
3. En caso de que estas nomenclaturas sean sensiblemente distintas, ambas tendrán consideración oficial,
entre otros, a los efectos de su señalización viaria.

Artículo 11.
En todos los servicios de transporte público con origen en el País Vasco, los impresos, los avisos y las
comunicaciones al público se harán en euskera y en castellano.

Artículo 12.
1. (Nulo)
2. Asimismo, creará el servicio oficial de traductores, que estará a disposición de los ciudadanos y entidades
Públicas de la Comunidad Autónoma, con el fin de garantizar la exactitud y equivalencia jurídica de las
traducciones.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 1 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-T-1986-17827 .

Artículo 13.
Los impresos o modelos oficiales que hayan de utilizarse por los poderes públicos en la Comunidad Autónoma
del País Vasco, deberán estar redactados en forma bilingüe.

Artículo 14.
1. A fin de hacer efectivos los derechos reconocidos en el Artículo 6.º de la presente Ley, los poderes Públicos
adoptarán las medidas tendentes a la progresiva euskaldunización del personal afecto a la Administración
Pública en la Comunidad Autónoma del País Vasco.
2. Los poderes públicos determinarán las plazas para las que es preceptivo el conocimiento de ambas lenguas.
3. En las pruebas selectivas que se realicen para el acceso a las demás plazas de la Administración en el ámbito
territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se considerará, entre otros méritos, el nivel de
conocimiento de las lenguas oficiales, cuya ponderación la realizará la Administración para cada nivel
profesional.

CAPÍTULO SEGUNDO Del uso del euskera en la enseñanza

Artículo 15.
Se reconoce a todo alumno el derecho de recibir la enseñanza tanto en euskera como en castellano en los
diversos niveles educativos. A tal efecto, el Parlamento y el Gobierno adoptarán las medidas oportunas
tendentes a la generalización progresiva del bilingüismo en el sistema educativo de la Comunidad Autónoma
del País Vasco.

Artículo 16.
1. En las enseñanzas que se desarrollen hasta el inicio de los estudios universitarios, será obligatoria la
enseñanza de la lengua oficial que no haya sido elegida por el padre o tutor, o, en su caso, el alumno, para
recibir sus enseñanzas.
2. No obstante, el Gobierno regulará los modelos lingüísticos a impartir en cada centro teniendo en cuenta la
voluntad de los padres o tutores y la situación socio-lingüística de la zona.
3. Los centros privados subvencionados con fondos públicos que impartan enseñanzas regladas tomando
como base una lengua no oficial en la Comunidad, impartirán como asignaturas obligatorias el euskera y el
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castellano.

Artículo 17.
El Gobierno adoptará aquellas medidas encaminadas a garantizar al alumnado la posibilidad real, en igualdad
de condiciones, de poseer un conocimiento práctico suficiente de ambas lenguas oficiales al finalizar los
estudios de enseñanza obligatoria y asegurará el uso ambiental del euskera, haciendo del mismo un vehículo
de expresión normal, tanto en las actividades internas como externas y en las actuaciones y documentos
administrativos.

Artículo 18.
Los planes de estudio se adecuarán a los objetivos propuestos en los artículos 15, 16 y 17.

Artículo 19.
Las Escuelas Universitarias de Formación del Profesorado, adaptarán sus planes de estudio para conseguir la
total capacitación en euskera y castellano de los docentes, de acuerdo con las exigencias de su especialidad.

Artículo 20.
1. El Gobierno, a fin de hacer efectivo el derecho a la enseñanza en euskera, establecerá los medios tendentes a
una progresiva euskaldunización del profesorado.
2. Asimismo, determinará las plazas o unidades docentes para las que será preceptivo el conocimiento del
euskera, a fin de dar cumplimiento a lo previsto en los artículos 15 y 16 de la presente Ley.

Artículo 21.
Los alumnos que hayan iniciado sus estudios de E.G.B. fuera de la Comunidad Autónoma del País Vasco, o
aquellos que justifiquen debidamente su residencia no habitual en la Comunidad Autónoma, podrán ser
eximidos de la enseñanza del euskera según el procedimiento que se establezca a tal efecto.

CAPÍTULO TERCERO Del uso del euskera en los medios de comunicación social

Artículo 22.
Se reconoce a todos los ciudadanos el derecho a ser informados por los medios de comunicación social tanto
en euskera como en castellano. A tal efecto, el Gobierno adoptará las medidas conducentes a aumentar la
presencia del euskera en los medios de comunicación social, tendiendo a la equiparación progresiva en el uso
de ambas lenguas oficiales.

Artículo 23.
El Gobierno promoverá el empleo preferente del euskera en los medios de comunicación de la Comunidad
Autónoma, a fin de garantizar la equiparación de ambas lenguas establecida en el artículo anterior.

Artículo 24.
El Gobierno impulsará la normalización lingüística en los centros emisores de RTVE a fin de asegurar una
adecuada presencia del euskera como lengua propia del País Vasco.

Artículo 25.
El Gobierno, a fin de garantizar de forma progresiva el derecho reconocido en el artículo 22, adoptará las
medidas encaminadas a la promoción y protección del uso del euskera potenciando en todo caso su difusión y
posibilidades de utilización efectivas en: La radiodifusión. La prensa y publicaciones. La cinematografía.
Teatro y espectáculos. Medios de reproducción de imagen y sonido. A tal efecto se desarrollará el oportuno
título dentro de las leyes que contemplen y regulen los anteriores puntos.

CAPÍTULO CUARTO Del uso social y otros aspectos institucionales del euskera

Artículo 26.
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Los poderes públicos vascos tomarán las medidas oportunas y los medios necesarios tendentes a fomentar el
uso del euskera en todos los ámbitos de la vida social, a fin de posibilitar a los ciudadanos el desenvolvimiento
en dicha lengua en las diversas actividades mercantiles, culturales, asociativas, deportivas, religiosas y
cualesquiera otras.

Artículo 27.
1. Los poderes públicos vascos fomentarán el uso del euskera en la publicidad.
2. Asimismo, impulsarán el uso ambiental del euskera y su empleo en la rotulación de todo tipo de entidades
mercantiles, recreativas, culturales y asociativas de carácter no oficial.

Artículo 28.
El Gobierno promoverá la enseñanza del euskera para adultos y la alfabetización de la población vasco-
parlante mediante la creación de un Ente Público a tal efecto. Mediante ley del Parlamento Vasco se regulará la
normativa correspondiente.

Artículo 29.
El Gobierno, con el fin de facilitar la tarea de normalización del uso del euskera, creará un órgano de
encuentro, que tendrá por objeto estudiar, canalizar y coordinar los esfuerzos y las actividades de las diversas
Instituciones, en lo referente a la aplicación y desarrollo de esta Ley.

CAPÍTULO QUINTO Del uso del euskera como lengua escrita oficial

Artículo 30.
El Gobierno velará por la unificación y normalización del euskera en su condición de lengua escrita oficial
común en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, sin perjuicio del respeto a los
diversos dialectos, parte esencial del patrimonio cultural del País Vasco, en las zonas en que son hablados.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. ¿Cuál de las siguientes materias queda sometida a lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, 
básica de normalización del uso del Euskera, y en las disposiciones dictadas en su desarrollo?

A) El uso del euskera y del castellano

B) La enseñanza impartida exclusivamente en castellano

C) La organización interna de las Administraciones públicas vascas

D) El reconocimiento de las lenguas oficiales de los territorios limítrofes

2. Las disposiciones dictadas en desarrollo de la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización 
del uso del Euskera, corresponden a:

A) Las Cortes Generales y el Gobierno de la Nación, conjuntamente.

B) El Parlamento y el Gobierno Vascos.

C) Las Diputaciones Forales y los Ayuntamientos del País Vasco.

D) El Parlamento Vasco y el Gobierno de la Nación, conjuntamente.
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3. En relación con los derechos lingüísticos fundamentales reconocidos a los ciudadanos del País Vasco, 
señale la opción CORRECTA:

A) Derecho a expresarse en euskera únicamente en las reuniones de carácter político o sindical

B) Derecho a expresarse en euskera en cualquier reunión cuando también se utilice el castellano

C) Derecho a expresarse en euskera solo en las reuniones convocadas por los poderes públicos

D) Derecho a expresarse en euskera en cualquier reunión

4. El régimen jurídico del uso del euskera y el castellano se determina por lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 
24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera, y por:

A) Las disposiciones generales que regulen exclusivamente el uso del castellano

B) Las demás disposiciones que se dicten en desarrollo de dicha ley

C) Las normas que aprueben únicamente las entidades locales vascas

D) Las disposiciones estatales que sustituyan el contenido de dicha ley

5. El uso del euskera y el castellano en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco se 
ajustará:

A) Únicamente a las disposiciones que dicte el Gobierno Vasco en materia de normalización lingüística.

B) A lo dispuesto en la legislación estatal y en las disposiciones que dicten las entidades locales vascas.

C) Exclusivamente a lo establecido en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del 
Euskera.

D) A lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera, y demás 
disposiciones que en desarrollo de esta Ley dicten el Parlamento y el Gobierno Vascos.

6. Todos los ciudadanos del País Vasco tienen derecho a conocer y usar las lenguas oficiales:

A) Tanto oralmente como por escrito

B) Exclusivamente de forma oral

C) Únicamente en euskera y por escrito

D) Solo en castellano y ante las Administraciones públicas

7. Las disposiciones que se dicten en desarrollo de la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de 
normalización del uso del Euskera, corresponderán a:

A) Las Cortes Generales y el Gobierno del Estado

B) Las diputaciones forales y los ayuntamientos vascos

C) El Gobierno del Estado y el Parlamento Europeo

D) El Parlamento y el Gobierno Vascos

8. En sus relaciones con la Administración de Justicia, al ciudadano que utilice una lengua oficial de su 
elección:

A) Se le podrá exigir traducción cuando la actuación tenga carácter escrito

B) No se le podrá exigir traducción alguna

C) Se le podrá exigir traducción si la lengua elegida es el euskera

D) Se le podrá exigir traducción cuando intervenga una autoridad judicial

9. El ejercicio de los derechos lingüísticos reconocidos a los ciudadanos del País Vasco será garantizado por 
los poderes públicos:

A) En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, para que sean efectivos y reales

B) Únicamente en las relaciones escritas con la Administración de la Comunidad Autónoma

C) Solo respecto del derecho a recibir la enseñanza en ambas lenguas oficiales

D) En todo el territorio del Estado, aunque no resulten efectivos en la práctica
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10. En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, el uso del euskera y el castellano se 
ajustará:

A) Exclusivamente a lo dispuesto por la legislación estatal y las ordenanzas municipales.

B) A las disposiciones que dicten las instituciones europeas y los órganos forales en desarrollo de la normativa 
lingüística.

C) Únicamente a lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del 
Euskera, sin atender a otras disposiciones.

D) A lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera, y en las 
demás disposiciones que dicten el Parlamento y el Gobierno Vascos en desarrollo de dicha ley.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 D · 4 B · 5 D · 6 A · 7 D · 8 B · 9 A · 10 D

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales: Capítulo I: Objeto, 
ámbito de aplicación y definiciones. Capítulo III: Derechos y 

obligaciones.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 1 a 4 · arts. 14 a 29 — 20 incluidos

CAPÍTULO I Objeto, ámbito de aplicación y definiciones

Artículo 1. Normativa sobre prevención de riesgos laborales.
La normativa sobre prevención de riesgos laborales está constituida por la presente Ley, sus disposiciones de
desarrollo o complementarias y cuantas otras normas, legales o convencionales, contengan prescripciones
relativas a la adopción de medidas preventivas en el ámbito laboral o susceptibles de producirlas en dicho
ámbito.

Artículo 2. Objeto y carácter de la norma.
1. La presente Ley tiene por objeto promover la seguridad y la salud de los trabajadores mediante la aplicación
de medidas y el desarrollo de las actividades necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. A
tales efectos, esta Ley establece los principios generales relativos a la prevención de los riesgos profesionales
para la protección de la seguridad y de la salud, la eliminación o disminución de los riesgos derivados del
trabajo, la información, la consulta, la participación equilibrada y la formación de los trabajadores en materia
preventiva, en los términos señalados en la presente disposición. Para el cumplimiento de dichos fines, la
presente Ley regula las actuaciones a desarrollar por las Administraciones públicas, así como por los
empresarios, los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas.
2. Las disposiciones de carácter laboral contenidas en esta Ley y en sus normas reglamentarias tendrán en
todo caso el carácter de Derecho necesario mínimo indisponible, pudiendo ser mejoradas y desarrolladas en
los convenios colectivos.

Artículo 3. Ambito de aplicación.
1. Esta Ley y sus normas de desarrollo serán de aplicación tanto en el ámbito de las relaciones laborales
reguladas en el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, como en el de las relaciones de
carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de las Administraciones Públicas, con las
peculiaridades que, en este caso, se contemplan en la presente Ley o en sus normas de desarrollo. Ello sin
perjuicio del cumplimiento de las obligaciones específicas que se establecen para fabricantes, importadores y
suministradores, y de los derechos y obligaciones que puedan derivarse para los trabajadores autónomos.
Igualmente serán aplicables a las sociedades cooperativas, constituidas de acuerdo con la legislación que les
sea de aplicación, en las que existan socios cuya actividad consista en la prestación de un trabajo personal, con
las peculiaridades derivadas de su normativa específica. Cuando en la presente Ley se haga referencia a
trabajadores y empresarios, se entenderán también comprendidos en estos términos, respectivamente, de una
parte, el personal con relación de carácter administrativo o estatutario y la Administración pública para la que
presta servicios, en los términos expresados en la disposición adicional tercera de esta Ley, y, de otra, los
socios de las cooperativas a que se refiere el párrafo anterior y las sociedades cooperativas para las que prestan
sus servicios.
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2. La presente Ley no será de aplicación en aquellas actividades cuyas particularidades lo impidan en el ámbito
de las funciones públicas de: –Policía, seguridad y resguardo aduanero. –Servicios operativos de protección
civil y peritaje forense en los casos de grave riesgo, catástrofe y calamidad pública. –Fuerzas Armadas y
actividades militares de la Guardia Civil. No obstante, esta Ley inspirará la normativa específica que se dicte
para regular la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores que prestan sus servicios en las
indicadas actividades.
3. En los centros y establecimientos militares será de aplicación lo dispuesto en la presente Ley, con las
particularidades previstas en su normativa específica. En los establecimientos penitenciarios, se adaptarán a la
presente Ley aquellas actividades cuyas características justifiquen una regulación especial, lo que se llevará a
efecto en los términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en
la determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos.
4. (Suprimido).
Se suprime el apartado 4 por el art. 1.1 del Real Decreto-ley 16/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14680#ap Se modifican los apartados 1
y 2 por la disposición final 2.1 de la Ley 31/2006, de 18 de octubre. Ref. BOE-A-2006-18204

Artículo 4. Definiciones.
A efectos de la presente Ley y de las normas que la desarrollen:

1.º Se entenderá por «prevención» el conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las
fases de actividad de la empresa con el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo.
2.º Se entenderá como «riesgo laboral» la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño
derivado del trabajo. Para calificar un riesgo desde el punto de vista de su gravedad, se valorarán
conjuntamente la probabilidad de que se produzca el daño y la severidad del mismo.
3.º Se considerarán como «daños derivados del trabajo» las enfermedades, patologías o lesiones sufridas
con motivo u ocasión del trabajo.
4.º Se entenderá como «riesgo laboral grave e inminente» aquel que resulte probable racionalmente que se
materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave para la salud de los trabajadores. En el
caso de exposición a agentes susceptibles de causar daños graves a la salud de los trabajadores, se
considerará que existe un riesgo grave e inminente cuando sea probable racionalmente que se materialice
en un futuro inmediato una exposición a dichos agentes de la que puedan derivarse daños graves para la
salud, aun cuando éstos no se manifiesten de forma inmediata.
5.º Se entenderán como procesos, actividades, operaciones, equipos o productos «potencialmente
peligrosos» aquellos que, en ausencia de medidas preventivas específicas, originen riesgos para la
seguridad y la salud de los trabajadores que los desarrollan o utilizan.
6.º Se entenderá como «equipo de trabajo» cualquier máquina, aparato, instrumento o instalación utilizada
en el trabajo.
7.º Se entenderá como «condición de trabajo» cualquier característica del mismo que pueda tener una
influencia significativa en la generación de riesgos para la seguridad y la salud del trabajador. Quedan
específicamente incluidas en esta definición:

a) Las características generales de los locales, instalaciones, equipos, productos y demás útiles existentes en el
centro de trabajo.
b) La naturaleza de los agentes físicos, químicos y biológicos presentes en el ambiente de trabajo y sus
correspondientes intensidades, concentraciones o niveles de presencia.
c) Los procedimientos para la utilización de los agentes citados anteriormente que influyan en la generación
de los riesgos mencionados.
d) Todas aquellas otras características del trabajo, incluidas las relativas a su organización y ordenación, que
influyan en la magnitud de los riesgos a que esté expuesto el trabajador. 8.º Se entenderá por «equipo de
protección individual» cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja
de uno o varios riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier
complemento o accesorio destinado a tal fin.
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CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
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h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 16. Plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de los riesgos y planificación de la 
actividad preventiva 1.
La prevención de riesgos laborales deberá integrarse en el sistema general de gestión de la empresa, tanto en
el conjunto de sus actividades como en todos los niveles jerárquicos de ésta, a través de la implantación y
aplicación de un plan de prevención de riesgos laborales a que se refiere el párrafo siguiente. Este plan de
prevención de riesgos laborales deberá incluir la estructura organizativa, las responsabilidades, las funciones,
las prácticas, los procedimientos, los procesos y los recursos necesarios para realizar la acción de prevención
de riesgos en la empresa, en los términos que reglamentariamente se establezcan. 2. Los instrumentos
esenciales para la gestión y aplicación del plan de prevención de riesgos, que podrán ser llevados a cabo por
fases de forma programada, son la evaluación de riesgos laborales y la planificación de la actividad preventiva
a que se refieren los párrafos siguientes:
a) El empresario deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y salud de los
trabajadores, teniendo en cuenta, con carácter general, la naturaleza de la actividad, las características de los
puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos. Igual evaluación deberá hacerse
con ocasión de la elección de los equipos de trabajo, de las sustancias o preparados químicos y del
acondicionamiento de los lugares de trabajo. La evaluación inicial tendrá en cuenta aquellas otras actuaciones
que deban desarrollarse de conformidad con lo dispuesto en la normativa sobre protección de riesgos
específicos y actividades de especial peligrosidad. La evaluación será actualizada cuando cambien las
condiciones de trabajo y, en todo caso, se someterá a consideración y se revisará, si fuera necesario, con
ocasión de los daños para la salud que se hayan producido. Cuando el resultado de la evaluación lo hiciera
necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los
trabajadores en la prestación de sus servicios, para detectar situaciones potencialmente peligrosas.
b) Si los resultados de la evaluación prevista en el párrafo a) pusieran de manifiesto situaciones de riesgo, el
empresario realizará aquellas actividades preventivas necesarias para eliminar o reducir y controlar tales
riesgos. Dichas actividades serán objeto de planificación por el empresario, incluyendo para cada actividad
preventiva el plazo para llevarla a cabo, la designación de responsables y los recursos humanos y materiales
necesarios para su ejecución. El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades
preventivas incluidas en la planificación, efectuando para ello un seguimiento continuo de la misma. Las
actividades de prevención deberán ser modificadas cuando se aprecie por el empresario, como consecuencia
de los controles periódicos previstos en el párrafo a) anterior, su inadecuación a los fines de protección
requeridos. 2 bis. Las empresas, en atención al número de trabajadores y a la naturaleza y peligrosidad de las
actividades realizadas, podrán realizar el plan de prevención de riesgos laborales, la evaluación de riesgos y la
planificación de la actividad preventiva de forma simplificada, siempre que ello no suponga una reducción del
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nivel de protección de la seguridad y salud de los trabajadores y en los términos que reglamentariamente se
determinen. 3. Cuando se haya producido un daño para la salud de los trabajadores o cuando, con ocasión de
la vigilancia de la salud prevista en el artículo 22, aparezcan indicios de que las medidas de prevención
resultan insuficientes, el empresario llevará a cabo una investigación al respecto, a fin de detectar las causas
de estos hechos.
Se añade el apartado 2 bis por el art. 8.2 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se modifica el título y los apartados 1 y 2 por el art. 2.2 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 18. Información, consulta y participación de los trabajadores.
1. A fin de dar cumplimiento al deber de protección establecido en la presente Ley, el empresario adoptará las
medidas adecuadas para que los trabajadores reciban todas las informaciones necesarias en relación con:

a) Los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo, tanto aquellos que afecten a la
empresa en su conjunto como a cada tipo de puesto de trabajo o función.
b) Las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a los riesgos señalados en el apartado
anterior.
c) Las medidas adoptadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la presente Ley. En las
empresas que cuenten con representantes de los trabajadores, la información a que se refiere el presente
apartado se facilitará por el empresario a los trabajadores a través de dichos representantes; no obstante,
deberá informarse directamente a cada trabajador de los riesgos específicos que afecten a su puesto de
trabajo o función y de las medidas de protección y prevención aplicables a dichos riesgos.

2. El empresario deberá consultar a los trabajadores, y permitir su participación, en el marco de todas las
cuestiones que afecten a la seguridad y a la salud en el trabajo, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo
V de la presente Ley. Los trabajadores tendrán derecho a efectuar propuestas al empresario, así como a los
órganos de participación y representación previstos en el capítulo V de esta Ley, dirigidas a la mejora de los
niveles de protección de la seguridad y la salud en la empresa.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 91

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

Artículo 20. Medidas de emergencia.
El empresario, teniendo en cuenta el tamaño y la actividad de la empresa, así como la posible presencia de
personas ajenas a la misma, deberá analizar las posibles situaciones de emergencia y adoptar las medidas
necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores,
designando para ello al personal encargado de poner en práctica estas medidas y comprobando
periódicamente, en su caso, su correcto funcionamiento. El citado personal deberá poseer la formación
necesaria, ser suficiente en número y disponer del material adecuado, en función de las circunstancias antes
señaladas. Para la aplicación de las medidas adoptadas, el empresario deberá organizar las relaciones que sean
necesarias con servicios externos a la empresa, en particular en materia de primeros auxilios, asistencia
médica de urgencia, salvamento y lucha contra incendios, de forma que quede garantizada la rapidez y eficacia
de las mismas.

Artículo 21. Riesgo grave e inminente.
1. Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su
trabajo, el empresario estará obligado a:

a) Informar lo antes posible a todos los trabajadores afectados acerca de la existencia de dicho riesgo y de
las medidas adoptadas o que, en su caso, deban adoptarse en materia de protección.
b) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato
el lugar de trabajo. En este supuesto no podrá exigirse a los trabajadores que reanuden su actividad
mientras persista el peligro, salvo excepción debidamente justificada por razones de seguridad y
determinada reglamentariamente.
c) Disponer lo necesario para que el trabajador que no pudiera ponerse en contacto con su superior
jerárquico, ante una situación de peligro grave e inminente para su seguridad, la de otros trabajadores o la
de terceros a la empresa, esté en condiciones, habida cuenta de sus conocimientos y de los medios técnicos
puestos a su disposición, de adoptar las medidas necesarias para evitar las consecuencias de dicho peligro.

2. De acuerdo con lo previsto en el apartado 1 del artículo 14 de la presente Ley, el trabajador tendrá derecho a
interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o su salud.
3. Cuando en el caso a que se refiere el apartado 1 de este artículo el empresario no adopte o no permita la
adopción de las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores, los
representantes legales de éstos podrán acordar, por mayoría de sus miembros, la paralización de la actividad
de los trabajadores afectados por dicho riesgo. Tal acuerdo será comunicado de inmediato a la empresa y a la
autoridad laboral, la cual, en el plazo de veinticuatro horas, anulará o ratificará la paralización acordada. El
acuerdo a que se refiere el párrafo anterior podrá ser adoptado por decisión mayoritaria de los Delegados de
Prevención cuando no resulte posible reunir con la urgencia requerida al órgano de representación del
personal.
4. Los trabajadores o sus representantes no podrán sufrir perjuicio alguno derivado de la adopción de las
medidas a que se refieren los apartados anteriores, a menos que hubieran obrado de mala fe o cometido
negligencia grave.

Artículo 22. Vigilancia de la salud.
1. El empresario garantizará a los trabajadores a su servicio la vigilancia periódica de su estado de salud en
función de los riesgos inherentes al trabajo. Esta vigilancia sólo podrá llevarse a cabo cuando el trabajador
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preste su consentimiento. De este carácter voluntario sólo se exceptuarán, previo informe de los
representantes de los trabajadores, los supuestos en los que la realización de los reconocimientos sea
imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre la salud de los trabajadores o para
verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro para el mismo, para los demás
trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa o cuando así esté establecido en una
disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad. En
todo caso se deberá optar por la realización de aquellos reconocimientos o pruebas que causen las menores
molestias al trabajador y que sean proporcionales al riesgo.
2. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo respetando siempre el
derecho a la intimidad y a la dignidad de la persona del trabajador y la confidencialidad de toda la información
relacionada con su estado de salud.
3. Los resultados de la vigilancia a que se refiere el apartado anterior serán comunicados a los trabajadores
afectados.
4. Los datos relativos a la vigilancia de la salud de los trabajadores no podrán ser usados con fines
discriminatorios ni en perjuicio del trabajador. El acceso a la información médica de carácter personal se
limitará al personal médico y a las autoridades sanitarias que lleven a cabo la vigilancia de la salud de los
trabajadores, sin que pueda facilitarse al empresario o a otras personas sin consentimiento expreso del
trabajador. No obstante lo anterior, el empresario y las personas u órganos con responsabilidades en materia
de prevención serán informados de las conclusiones que se deriven de los reconocimientos efectuados en
relación con la aptitud del trabajador para el desempeño del puesto de trabajo o con la necesidad de introducir
o mejorar las medidas de protección y prevención, a fin de que puedan desarrollar correctamente sus
funciones en materia preventiva.
5. En los supuestos en que la naturaleza de los riesgos inherentes al trabajo lo haga necesario, el derecho de los
trabajadores a la vigilancia periódica de su estado de salud deberá ser prolongado más allá de la finalización de
la relación laboral, en los términos que reglamentariamente se determinen.
6. Las medidas de vigilancia y control de la salud de los trabajadores se llevarán a cabo por personal sanitario
con competencia técnica, formación y capacidad acreditada.

Artículo 23. Documentación.
1. El empresario deberá elaborar y conservar a disposición de la autoridad laboral la siguiente documentación
relativa a las obligaciones establecidas en los artículos anteriores:

a) Plan de prevención de riesgos laborales, conforme a lo previsto en el apartado 1 del artículo 16 de esta
ley.
b) Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles
periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores, de acuerdo con lo dispuesto
en el párrafo a) del apartado 2 del artículo 16 de esta ley.
c) Planificación de la actividad preventiva, incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y,
en su caso, material de protección que deba utilizarse, de conformidad con el párrafo b) del apartado 2 del
artículo 16 de esta ley.
d) Práctica de los controles del estado de salud de los trabajadores previstos en el artículo 22 de esta Ley y
conclusiones obtenidas de los mismos en los términos recogidos en el último párrafo del apartado 4 del
citado artículo.
e) Relación de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que hayan causado al trabajador una
incapacidad laboral superior a un día de trabajo. En estos casos el empresario realizará, además, la
notificación a que se refiere el apartado 3 del presente artículo.

2. En el momento de cesación de su actividad, las empresas deberán remitir a la autoridad laboral la
documentación señalada en el apartado anterior.
3. El empresario estará obligado a notificar por escrito a la autoridad laboral los daños para la salud de los
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trabajadores a su servicio que se hubieran producido con motivo del desarrollo de su trabajo, conforme al
procedimiento que se determine reglamentariamente.
4. La documentación a que se hace referencia en el presente artículo deberá también ser puesta a disposición
de las autoridades sanitarias al objeto de que éstas puedan cumplir con lo dispuesto en el artículo 10 de la
presente Ley y en el artículo 21 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Se modifican las letras a),
b) y c) del apartado 1 por el art. 2.3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales.
1. Cuando en un mismo centro de trabajo desarrollen actividades trabajadores de dos o más empresas, éstas
deberán cooperar en la aplicación de la normativa sobre prevención de riesgos laborales. A tal fin,
establecerán los medios de coordinación que sean necesarios en cuanto a la protección y prevención de
riesgos laborales y la información sobre los mismos a sus respectivos trabajadores, en los términos previstos
en el apartado 1 del artículo 18 de esta Ley.
2. El empresario titular del centro de trabajo adoptará las medidas necesarias para que aquellos otros
empresarios que desarrollen actividades en su centro de trabajo reciban la información y las instrucciones
adecuadas, en relación con los riesgos existentes en el centro de trabajo y con las medidas de protección y
prevención correspondientes, así como sobre las medidas de emergencia a aplicar, para su traslado a sus
respectivos trabajadores.
3. Las empresas que contraten o subcontraten con otras la realización de obras o servicios correspondientes a
la propia actividad de aquéllas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo deberán vigilar el
cumplimiento por dichos contratistas y subcontratistas de la normativa de prevención de riesgos laborales.
4. Las obligaciones consignadas en el último párrafo del apartado 1 del artículo 41 de esta Ley serán también
de aplicación, respecto de las operaciones contratadas, en los supuestos en que los trabajadores de la empresa
contratista o subcontratista no presten servicios en los centros de trabajo de la empresa principal, siempre que
tales trabajadores deban operar con maquinaria, equipos, productos, materias primas o útiles proporcionados
por la empresa principal.
5. Los deberes de cooperación y de información e instrucción recogidos en los apartados 1 y 2 serán de
aplicación respecto de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en dichos centros de trabajo.
6. Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente.
Se añade el apartado 6 por el art. 3 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861

Artículo 25. Protección de trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos.
1. El empresario garantizará de manera específica la protección de los trabajadores que, por sus propias
características personales o estado biológico conocido, incluidos aquellos que tengan reconocida la situación
de discapacidad física, psíquica o sensorial, sean especialmente sensibles a los riesgos derivados del trabajo. A
tal fin, deberá tener en cuenta dichos aspectos en las evaluaciones de los riesgos y, en función de éstas,
adoptará las medidas preventivas y de protección necesarias. Los trabajadores no serán empleados en aquellos
puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, estado biológico o por su discapacidad
física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, puedan ellos, los demás trabajadores u otras personas
relacionadas con la empresa ponerse en situación de peligro o, en general, cuando se encuentren
manifiestamente en estados o situaciones transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los
respectivos puestos de trabajo.
2. Igualmente, el empresario deberá tener en cuenta en las evaluaciones los factores de riesgo que puedan
incidir en la función de procreación de los trabajadores y trabajadoras, en particular por la exposición a
agentes físicos, químicos y biológicos que puedan ejercer efectos mutagénicos o de toxicidad para la
procreación, tanto en los aspectos de la fertilidad, como del desarrollo de la descendencia, con objeto de
adoptar las medidas preventivas necesarias.

Artículo 26. Protección de la maternidad.
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1. La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la
determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de
embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir
negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un
riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una
posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las
medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o
del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no
realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos.
2. Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal
adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la
trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la
Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura
de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista
facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y
compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los
trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos. El cambio de puesto o
función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de
movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su
reincorporación al anterior puesto. En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo
anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto
no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de
retribuciones de su puesto de origen.
3. Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse
por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del
contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores,
durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la
imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.
4. Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia
natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo
certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la
Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del
médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá,
asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo
durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto
de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número 3 de este artículo.
5. Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para
la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y
justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.
Se modifica el párrafo primero del apartado 2 y el apartado 4 por la disposición adicional 12.2 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. Ref.
BOE-A-2007-6115 Se modifca por el art. 10 de la Ley 39/1999, de 5 de noviembre. Ref. BOE-A-1999-21568

Artículo 27. Protección de los menores.
1. Antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de dieciocho años, y previamente a cualquier
modificación importante de sus condiciones de trabajo, el empresario deberá efectuar una evaluación de los
puestos de trabajo a desempeñar por los mismos, a fin de determinar la naturaleza, el grado y la duración de
su exposición, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico al respecto, a agentes,
procesos o condiciones de trabajo que puedan poner en peligro la seguridad o la salud de estos trabajadores. A
tal fin, la evaluación tendrá especialmente en cuenta los riesgos específicos para la seguridad, la salud y el
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desarrollo de los jóvenes derivados de su falta de experiencia, de su inmadurez para evaluar los riesgos
existentes o potenciales y de su desarrollo todavía incompleto. En todo caso, el empresario informará a dichos
jóvenes y a sus padres o tutores que hayan intervenido en la contratación, conforme a lo dispuesto en la letra
b) del artículo 7 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores aprobado por el Real Decreto
legislativo 1/1995, de 24 de marzo, de los posibles riesgos y de todas las medidas adoptadas para la protección
de su seguridad y salud.
2. Teniendo en cuenta los factores anteriormente señalados, el Gobierno establecerá las limitaciones a la
contratación de jóvenes menores de dieciocho años en trabajos que presenten riesgos específicos.

Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo 
temporal.
1. Los trabajadores con relaciones de trabajo temporales o de duración determinada, así como los contratados
por empresas de trabajo temporal, deberán disfrutar del mismo nivel de protección en materia de seguridad y
salud que los restantes trabajadores de la empresa en la que prestan sus servicios. La existencia de una
relación de trabajo de las señaladas en el párrafo anterior no justificará en ningún caso una diferencia de trato
por lo que respecta a las condiciones de trabajo, en lo relativo a cualquiera de los aspectos de la protección de
la seguridad y la salud de los trabajadores. La presente Ley y sus disposiciones de desarrollo se aplicarán
plenamente a las relaciones de trabajo señaladas en los párrafos anteriores.
2. El empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que, con carácter previo al inicio de su
actividad, los trabajadores a que se refiere el apartado anterior reciban información acerca de los riesgos a los
que vayan a estar expuestos, en particular en lo relativo a la necesidad de cualificaciones o aptitudes
profesionales determinadas, la exigencia de controles médicos especiales o la existencia de riesgos específicos
del puesto de trabajo a cubrir, así como sobre las medidas de protección y prevención frente a los mismos.
Dichos trabajadores recibirán, en todo caso, una formación suficiente y adecuada a las características del
puesto de trabajo a cubrir, teniendo en cuenta su cualificación y experiencia profesional y los riesgos a los que
vayan a estar expuestos.
3. Los trabajadores a que se refiere el presente artículo tendrán derecho a una vigilancia periódica de su estado
de salud, en los términos establecidos en el artículo 22 de esta Ley y en sus normas de desarrollo.
4. El empresario deberá informar a los trabajadores designados para ocuparse de las actividades de protección
y prevención o, en su caso, al servicio de prevención previsto en el artículo 31 de esta Ley de la incorporación
de los trabajadores a que se refiere el presente artículo, en la medida necesaria para que puedan desarrollar de
forma adecuada sus funciones respecto de todos los trabajadores de la empresa.
5. En las relaciones de trabajo a través de empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable
de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud
de los trabajadores. Corresponderá, además, a la empresa usuaria el cumplimiento de las obligaciones en
materia de información previstas en los apartados 2 y 4 del presente artículo. La empresa de trabajo temporal
será responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia de la salud que se
establecen en los apartados 2 y 3 de este artículo. A tal fin, y sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior,
la empresa usuaria deberá informar a la empresa de trabajo temporal, y ésta a los trabajadores afectados,
antes de la adscripción de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a
desempeñar y de las cualificaciones requeridas. La empresa usuaria deberá informar a los representantes de
los trabajadores en la misma de la adscripción de los trabajadores puestos a disposición por la empresa de
trabajo temporal. Dichos trabajadores podrán dirigirse a estos representantes en el ejercicio de los derechos
reconocidos en la presente Ley.

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
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de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. La Ley 31/1995 define riesgo laboral como:

A) La posibilidad de que un trabajador sufra un accidente laboral en el trabajo

B) La posibilidad de que un trabajador sufra una lesión corporal en el trabajo

C) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. ¿Quién está obligado a llevar a cabo las acciones establecidas por la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales?

A) Las Administraciones públicas

B) Los trabajadores y sus respectivas organizaciones representativas

C) Los empresarios

D) Todas las respuestas son correctas
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3. Forma parte del derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el 
trabajo según el artículo 14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre (señale la incorrecta):

A) Formación en materia preventiva

B) Derecho de información

C) Derecho de huelga

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. En relación con la protección de la maternidad, el artículo 26 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales 
establece:

A) La prohibición del trabajo nocturno directamente.

B) No menciona el trabajo nocturno en ningún caso.

C) Suprime el trabajo nocturno para la trabajadora si resulta necesario.

D) Elimina el trabajo nocturno y los turnos.

5. La formación en prevención de riesgos, siempre que sea posible, debe impartirse:

A) Siempre fuera de la jornada

B) La ley no dice nada al respecto

C) Siempre que sea posible dentro de la jornada de trabajo

D) Dependerá del tipo de trabajo

6. Según el artículo 21 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, cuando los 
trabajadores estén o puedan estar expuestos a un riesgo grave e inminente con ocasión de su trabajo, el 
empresario estará obligado

A) Adoptar las medidas y dar las instrucciones necesarias para que, en caso de peligro grave, inminente e 
inevitable, los trabajadores puedan interrumpir su actividad y, si fuera necesario, abandonar de inmediato el 
lugar de trabajo.

B) Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, 
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los que 
desarrollen su actividad.

C) No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o que se 
instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga lugar.

D) Informar de inmediato a su superior jerárquico directo o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de 
cualquier situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de 
los trabajadores.

7. A efectos de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, Ley 31/1995, de 8 de noviembre, se entiende por 
riesgo laboral:

A) El conjunto de actividades o medidas adoptadas o previstas en todas las fases de actividad de la empresa con 
el fin de evitar o disminuir los riesgos derivados del trabajo

B) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo, valorando 
conjuntamente para calificarlo desde el punto de vista de la gravedad, la probabilidad de que se produzca el 
daño y la severidad del mismo

C) Cualquier equipo destinado a ser llevado o sujetado por el trabajador para que le proteja de uno o varios 
riesgos que puedan amenazar su seguridad o su salud en el trabajo, así como cualquier complemento o 
accesorio destinado a tal fin

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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8. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en su artículo 15, establece los 
principios de la acción preventiva (Señalar la opción de respuesta incorrecta):

A) Evitar los riesgos.

B) Adaptar el trabajo a la persona, así como la elección del equipo y los métodos de trabajo.

C) Evaluar los riesgos que no se pueden evitar.

D) Adoptar medidas que antepongan la protección individual a la colectiva.

9. De conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de 
Riesgos Laborales define el “riesgo laboral grave e inminente” como:

A) La posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño en el trabajo dentro de las 48 horas siguientes 
a la detección del riesgo laboral.

B) Aquel daño producido y que supone un daño grave para la salud de los trabajadores y que se manifiesta 
dentro de las 48 horas siguientes a haberse producido.

C) El riesgo que se manifiesta solo en actividades industriales.

D) Aquel que resulte probable racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un 
daño grave para la salud de los trabajadores.

10. ¿Qué es el art. 15 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, es principio de la acción preventiva:

A) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.

B) Evaluar los edificios en acústica.

C) Evaluar la protección de actividades externas.

D) Evaluar la protección de actividades peligrosas.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 C · 4 C · 5 C · 6 A · 7 B · 8 D · 9 D · 10 A

Te quedan 150 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales: Título I. Disposiciones 

Generales. Título II. Principios de Protección de Datos. Título III. 
Derechos de las personas.

LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 1 a 18 — 18 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El derecho
fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.
b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.
2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.
b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.
c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
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regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.
2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.
3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las
medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
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profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
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afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
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ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
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Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. La LO 3/2018, de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales, establece en su 
artículo 13, que el derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en:

A) El Decreto (UE) 2016/679

B) El Reglamento (UE) 2016/679

C) El Tratado (UE) 2016/679

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos 
digitales tiene por objeto:

A) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones.

B) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía de conformidad con el mandamiento que establece el 
artículo 18.4 de la Constitución.

C) Las respuestas a y b son correctas.

D) Las respuestas a y b son incorrectas.

3. Según el artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente 
podrá fundarse en su consentimiento:

A) Cuando sea mayor de dieciséis años.

B) Cuando sea mayor de quince años.

C) Cuando sea mayor de catorce años.

D) Cuando sea mayor de trece años.

4. En relación con la protección de datos de los que disponen las administraciones públicas, ¿cuál de los 
enunciados siguientes es correcto?

A) Las administraciones pueden comunicarse los datos personales de los interesados, incluso sin su 
consentimiento, si esto es necesario para asegurar el interés público.

B) El consentimiento del interesado es siempre necesario para el tratamiento de datos.

C) Las administraciones públicas no asumen responsabilidades por la difusión de los datos personales que 
obran en su poder.

D) La normativa de protección de datos no es aplicable a las administraciones públicas.
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5. Conforme a la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, los herederos de la persona fallecida cuando la persona fallecida hubiera prohibido 
expresamente el acceso a sus datos:

A) No pueden acceder a ningún dato.

B) Pueden acceder a los datos de carácter patrimonial.

C) Pueden acceder a los datos personales en el supuesto de que estén autorizados a dicho acceso por el 
responsable o encargado del tratamiento.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

6. Según el artículo 4.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales y conforme establece el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, los 
datos:

A) Serán inexactos si hubiesen sido obtenidos por el responsable del tratamiento.

B) Serán exactos y, si fuere necesario, actualizados.

C) Serán para una pluralidad de finalidades requiriendo el consentimiento general para su tratamiento.

D) Personales de un menor sólo podrán ser tratados si el menor que consiente es menor de 14 años.

7. Con respecto a la regulación que la LO 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales hace respecto del consentimiento de los menores de edad, señale la 
respuesta correcta:

A) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de dieciséis años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia 
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

B) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia 
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

C) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá concederse por los titulares 
de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el 
consentimiento para el tratamiento

D) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de quince años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de 
los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

8. En qué título de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y Garantía de 
los Derechos Digitales, se desarrollan los principios de protección de datos:

A) Título II

B) Título IV

C) Título I

D) Título III
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9. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad, según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, únicamente podrá 
fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de:

A) 13 años.

B) 14 años.

C) 15 años.

D) 16 años.

10. La norma legal reguladora de la protección de datos personales es:

A) La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
digitales.

B) Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal

C) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 C · 4 A · 5 B · 6 B · 7 B · 8 A · 9 B · 10 A

Te quedan 122 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el 
Texto refundido de la Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres y 

Vidas Libres de Violencia Machista contra las Mujeres.

Decreto Legislativo 1/2023, texto refundido de la Ley para la Igualdad de 
Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia Machista contra las 
Mujeres (País Vasco)

Igualdad-PV · BOE-A-2023-9168 · arts. 1 a 83 — 83 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto.
La presente ley tiene por objeto establecer los principios generales que han de presidir la actuación de los
poderes públicos en materia de igualdad de mujeres y hombres, así como regular un conjunto de medidas
dirigidas a promover y garantizar la igualdad de oportunidades y trato de mujeres y hombres en todos los
ámbitos de la vida y, en particular, a promover el empoderamiento de las mujeres, su autonomía y el
fortalecimiento de su posición social, económica y política al objeto de eliminar la desigualdad estructural y
todas las formas de discriminación por razón de sexo, incluida la violencia machista contra las mujeres. Todo
ello con el fin último de lograr una sociedad igualitaria y libre de violencia machista en la que todas las
personas sean libres, tanto en el ámbito público como en el privado, para desarrollar sus capacidades
personales y tomar decisiones sin las limitaciones impuestas por los roles tradicionales en función del género,
y en la que se tengan en cuenta, valoren y potencien por igual las distintas conductas, aspiraciones y
necesidades de mujeres y hombres.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación a todas las administraciones públicas vascas, con las salvedades que a lo
largo de ella se establezcan.
2. Se considera Administración pública vasca, a los efectos de esta ley:

a) La Administración de la Comunidad Autónoma, sus organismos autónomos y los entes públicos
dependientes o vinculados a aquella.
b) La Administración foral, sus organismos autónomos y los entes públicos dependientes o vinculados a
aquella.
c) La Administración local, sus organismos autónomos y los entes públicos dependientes o vinculados a
aquella.

3. Los principios generales del artículo 3 y los artículos 17, 18.1, 18.2, 18.3, 18.5, 19.1, 19.4, 22, 23, 24, 25, 47.5,
52.3 y 53.1 son de aplicación a todos los poderes públicos vascos. A los efectos de esta ley, se considera poder
público vasco:

a) Todas las administraciones públicas vascas con sus respectivas administraciones institucionales y demás
entes instrumentales dependientes o adscritos a ellas.
b) Entes de naturaleza pública dotados de personalidad jurídica independiente y sin régimen de
adscripción que integren el sector público vasco y otros entes cuya norma de creación así lo determine
expresamente.
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c) Parlamento Vasco.
d) Juntas generales de los territorios históricos.
e) Ararteko.
f) Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
g) Universidad del País Vasco.

4. A las entidades privadas que suscriban contratos o convenios de colaboración con los poderes públicos
vascos o que estén participadas por estos o sean beneficiarias de ayudas o subvenciones concedidas por ellos
les será exigible durante el tiempo y materia sobre la que verse su relación con el poder público
correspondiente el cumplimiento de los principios generales del artículo 3 y de los artículos 17 y 19.4.
5. Los poderes públicos vascos, en los contratos, subvenciones, convenios u otro tipo de documentos a través
de los cuales se formalice la transferencia de fondos públicos con las entidades privadas referidas en el párrafo
anterior, incorporarán cláusulas para la igualdad que determinen el modo en que en cada caso se concretará el
cumplimiento de los referidos artículos. Su incumplimiento podrá dar lugar a la imposición de penalidades, a
la resolución de los correspondientes contratos o convenios o a la minoración o devolución de las cantidades
percibidas.
6. Asimismo, la presente ley se aplica al Sistema Universitario Vasco y al sector privado en los términos que a
lo largo de ella se establecen.

Artículo 3. Principios generales.
Los principios generales que deben regir y orientar la actuación de los poderes públicos vascos en materia de
igualdad de mujeres y hombres son los siguientes: la igualdad de trato; la igualdad de oportunidades; la
prevención y erradicación de la violencia machista contra las mujeres; el respeto a la diversidad y a la
diferencia; la integración de la perspectiva de género; la acción positiva; la eliminación de roles y estereotipos
en función del género; la integración de la perspectiva interseccional; el libre desarrollo de la identidad sexual
o de género, la orientación sexual, la autonomía corporal y la autodeterminación; la representación
equilibrada; la colaboración y coordinación e internacionalización; el empoderamiento de las mujeres; la
implicación de los hombres; la participación; la innovación, transparencia y rendición de cuentas; la
protección de los derechos lingüísticos y la promoción del uso del euskera.
1. Igualdad de trato. Se prohíbe toda discriminación basada en el sexo de las personas, tanto directa como
indirecta y cualquiera que sea la forma utilizada para ello. A los efectos de esta ley:

a) Existirá discriminación directa cuando una persona sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera
menos favorable que otra en situación análoga por razón de su sexo o de circunstancias directamente
relacionadas con el sexo, como el embarazo o la maternidad. Sin perjuicio de su posible tipificación como
delito, el acoso sexual y el acoso por razón de sexo tienen la consideración de discriminación directa por
razón de sexo.
b) Existirá discriminación indirecta cuando un acto jurídico, criterio o práctica aparentemente neutra
perjudique a una proporción sustancialmente mayor de personas de un mismo sexo, salvo que dicho acto
jurídico, criterio o práctica resulte adecuada y necesaria, y pueda justificarse con criterios objetivos que no
estén relacionados con el sexo.
c) No se considerarán constitutivas de discriminación por razón de sexo las medidas que, aunque planteen
un tratamiento diferente para las mujeres y los hombres, tienen una justificación objetiva y razonable,
entre las que se incluyen aquellas que se fundamentan en la acción positiva para las mujeres, en la
necesidad de una protección especial de los sexos por motivos biológicos, o en la promoción de la
incorporación de los hombres al trabajo doméstico y de cuidado de las personas y al trabajo a favor de la
igualdad de trato y oportunidades. Los poderes públicos vascos combatirán la discriminación múltiple y
garantizarán el ejercicio efectivo de los derechos fundamentales de aquellas mujeres o grupos de mujeres
en quienes concurran otros factores que puedan dar lugar a situaciones de discriminación como raza,
color, origen étnico o social, lengua, religión, cultura, opiniones políticas o de otro tipo, pertenencia a una
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minoría nacional, patrimonio, nacimiento, configuración familiar, discapacidad, edad, orientación sexual,
identidad sexual o de género, expresión de género, condición rural, situación migratoria, de refugiada, de
seropositividad, de monoparentalidad o cualquier otra condición o circunstancia personal, social o
administrativa.

2. Igualdad de oportunidades. Los poderes públicos vascos deben adoptar las medidas oportunas para
garantizar el ejercicio efectivo por parte de mujeres y hombres, en condiciones de igualdad, de los derechos
políticos, civiles, económicos, laborales, sociales, culturales, medioambientales y del resto de derechos
fundamentales que puedan ser reconocidos en las normas, incluido el control y acceso al poder y a los
recursos y beneficios económicos y sociales. A efectos de esta ley, la igualdad de oportunidades se ha de
entender referida no solo a las condiciones de partida o inicio en el acceso al poder y a los recursos y
beneficios, sino también a las condiciones para el ejercicio y control efectivo de aquellos. Asimismo, los
poderes públicos vascos garantizarán la accesibilidad universal, de modo que el ejercicio efectivo de los
derechos y el acceso a los recursos regulados en esta ley no se vea obstaculizado o impedido por la existencia
de barreras cuya eliminación se contemple en la legislación sobre la promoción de la accesibilidad. A tal fin,
adoptarán las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables en los recursos, servicios
y procedimientos de acuerdo con lo establecido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad y en otros tratados internacionales y normas aplicables sobre la materia.
3. Prevención, atención y erradicación de la violencia machista contra las mujeres. Los poderes públicos
vascos integrarán de forma transversal en sus políticas y acciones el objetivo de prevenir, atender y erradicar
la violencia machista contra las mujeres en sus diferentes formas, en tanto que manifestación más extrema de
la desigualdad entre mujeres y hombres. Asimismo, será una prioridad de los poderes públicos vascos la
atención integral, recuperación y reparación de las víctimas de la violencia machista contra las mujeres.
4. Respeto a la diversidad y a la diferencia. Los poderes públicos pondrán los medios necesarios para que el
proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las diferencias existentes entre
mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y necesidades, como la
diversidad y diferencias existentes dentro de los propios grupos de mujeres y de hombres.
5. Integración de la perspectiva de género. Los poderes públicos vascos han de incorporar la perspectiva de
género en todas sus políticas y acciones, de modo que establezcan en todas ellas el objetivo general de
eliminar las desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres. A efectos de esta ley, se entiende por
integración de la perspectiva de género la consideración sistemática de las diferentes situaciones, condiciones,
aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres, incorporando objetivos y actuaciones específicas dirigidas a
eliminar las desigualdades y promover la igualdad en todas las políticas y acciones, a todos los niveles y en
todas sus fases de planificación, ejecución y evaluación.
6. Acción positiva. Para promover la consecución de la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres, los
poderes públicos deben adoptar medidas específicas y temporales destinadas a eliminar o reducir las
desigualdades de hecho por razón de sexo existentes en los diferentes ámbitos de la vida.
7. Eliminación de roles y estereotipos en función del género. Los poderes públicos vascos deben promover la
eliminación de los roles sociales y estereotipos en función del género sobre los que se asienta la desigualdad
entre mujeres y hombres y según los cuales se asigna a las mujeres la responsabilidad del ámbito de lo
doméstico y a los hombres la del ámbito público, con una muy desigual valoración y reconocimiento
económico y social. En particular, han de promover el reconocimiento del trabajo doméstico y de cuidado
como un elemento central de las políticas públicas. Asimismo, para hacer frente a la segregación horizontal
que se produce en el ámbito del empleo, abordarán la valoración desigual de los trabajos.
8. Integración de la perspectiva interseccional. Los poderes públicos vascos han de promover un enfoque
interseccional en sus políticas públicas, lo que, a los efectos de esta ley, supone tener en cuenta cómo el sexo o
el género se interrelacionan e interaccionan con el resto de los factores referidos en el último apartado del
artículo 3.1 en múltiples y, a menudo, simultáneos niveles, cómo se generan identidades solapadas e
intersecadas, así como diferentes e interrelacionadas situaciones y ejes de poder y opresión.
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9. Libre desarrollo de la identidad sexual o de género, la orientación sexual, la autonomía corporal y la
autodeterminación. Para promover la consecución de la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres, los
poderes públicos deben, por un lado, adoptar las medidas necesarias para erradicar de todos los ámbitos de la
vida las discriminaciones relacionadas con la identidad sexual o de género y la orientación sexual, así como,
por otro lado, desarrollar las políticas públicas necesarias que aseguren la autonomía corporal y la
autodeterminación de todas las personas, en particular las mujeres y, en especial, el ejercicio de sus derechos
sexuales y reproductivos, desde una perspectiva integral y multidisciplinar.
10. Representación equilibrada. Los poderes públicos vascos han de adoptar las medidas oportunas para
lograr una presencia equilibrada de mujeres y hombres con capacitación, competencia y preparación
adecuadas en los distintos ámbitos de toma de decisiones. El principio de representación equilibrada se
aplicará en el nombramiento de jurados, tribunales de selección y demás órganos administrativos
pluripersonales, y en la designación de cargos públicos y de personas integrantes de los consejos de
administración de las sociedades públicas y de los órganos de gobierno de las entidades que integran el sector
público vasco. Por lo que respecta a los órganos pluripersonales, a los efectos de esta ley, se considera que
existe una representación equilibrada cuando en los órganos de más de cuatro miembros las personas de cada
sexo están representadas al menos al 40 %. En el resto, cuando personas de ambos sexos estén representadas.
Excepcionalmente, y con el informe favorable del órgano u organismo competente en materia de igualdad de
mujeres y hombres de la institución pública correspondiente, se podrá justificar la no aplicación del criterio
de representación equilibrada en los órganos pluripersonales en los siguientes casos:

a) Cuando se demuestre de forma objetiva que la presencia de personas de alguno de los dos sexos en el
sector o ámbito de referencia al que concierne el órgano en cuestión no alcanza el 40 %. En ese caso, se
deberá garantizar que en dicho órgano la presencia de las personas del sexo menos representado sea al
menos proporcional a su presencia en el referido sector o ámbito, salvo que concurra alguna de las
circunstancias señaladas en los apartados siguientes.
b) Cuando, existiendo una representación de mujeres superior al 60 % en el órgano, esa
sobrerrepresentación se considere acorde al objetivo de corregir la histórica situación de desigualdad que
han sufrido las mujeres, derivada de su infrarrepresentación en los ámbitos de toma de decisiones.
c) Cuando se demuestre de forma objetiva que no hay personas de un sexo determinado con competencia,
capacitación y preparación adecuadas para participar en el órgano en cuestión, o que, a pesar de haberlas,
no pueden hacerlo por motivos debidamente justificados.
d) Cuando se trate de órganos en los que la designación de sus integrantes se hace en función del cargo o
cuando esta designación sea realizada por varias instituciones u organizaciones. En este caso, el criterio de
representación equilibrada se deberá mantener por lo que respecta al grupo de personas designadas por
una misma institución, salvo que sea de aplicación alguno de los supuestos contemplados en los apartados
anteriores.

11. Colaboración, coordinación e internacionalización. Los poderes públicos vascos tienen la obligación de
colaborar y coordinar sus actuaciones en materia de igualdad de mujeres y hombres para que sus
intervenciones sean más eficaces y acordes con una utilización racional de los recursos. Asimismo, han de
promover la incorporación de la perspectiva de género en las políticas de cooperación para el desarrollo, así
como la internacionalización de las políticas de igualdad, a fin de captar e intercambiar conocimiento y
recursos y de posicionar de forma destacada al País Vasco en la acción internacional para dar cumplimiento al
objetivo global de la agenda internacional de desarrollo sostenible de lograr la igualdad entre los sexos y el
empoderamiento de las mujeres. Todo ello, como vía fundamental para hacer frente al problema universal de
la desigualdad de mujeres y hombres en un mundo globalizado.
12. Empoderamiento de las mujeres. Los poderes públicos vascos tienen que establecer las condiciones y
realizar las adaptaciones necesarias para favorecer el empoderamiento de las mujeres, considerando su
diversidad. A los efectos de esta ley, se considera empoderamiento de las mujeres el proceso que estas llevan a
cabo para la toma de conciencia individual y colectiva de la situación estructural de desigualdad y
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discriminación que sufren por el hecho de ser mujeres, y para la adquisición de la competencia, el poder y el
control que les permitan tomar decisiones estratégicas sobre sus propias vidas y transformar las estructuras e
instituciones que refuerzan y perpetúan la desigualdad y discriminación por razón de género en los distintos
ámbitos de la vida.
13. Implicación de los hombres. Los poderes públicos vascos deben promover, de forma trasversal y a través
de acciones específicas, la concienciación, responsabilidad, participación e implicación de los hombres a
favor de la igualdad y en contra de la violencia machista, así como el cuestionamiento y erradicación de las
masculinidades no igualitarias. Todo ello, como refuerzo y complemento del trabajo prioritario de
empoderamiento de las mujeres y como vía para el desarrollo humano de todas las personas y la consecución
de la justicia social y la igualdad.
14. Participación. Los poderes públicos vascos tienen que impulsar, en el desarrollo de las políticas públicas, la
participación e interlocución de los grupos feministas y de mujeres, de los agentes sociales y de la ciudadanía
en su conjunto, para favorecer un modelo de participación más democrático que dé mayor legitimidad a sus
aportaciones y facilite que estas tengan incidencia real. A tal fin adaptarán o crearán los oportunos espacios y
vías de participación, que garantizarán la accesibilidad universal.
15. Innovación, transparencia y rendición de cuentas. Los poderes públicos vascos deben fomentar la
innovación y la mejora continua de las políticas de igualdad y garantizar la transparencia y la rendición de
cuentas a la ciudadanía sobre cómo se contribuye a la igualdad de mujeres y hombres a través de los recursos
públicos.
16. Protección de los derechos lingüísticos y promoción del uso del euskera. Los poderes públicos vascos
deben garantizar el ejercicio de los derechos lingüísticos y la promoción del uso del euskera en el ámbito de la
igualdad de mujeres y hombres. A tal fin, en el desarrollo de las políticas de igualdad se asegurarán, entre
otras medidas, de que los servicios se presten en la lengua cooficial elegida por la persona interesada, de que
se garanticen los derechos lingüísticos en las actividades de formación, participación y sensibilización
dirigidas a la ciudadanía y de que se fomente el uso del euskera en las actividades dirigidas a las personas
trabajadoras y profesionales.

TÍTULO I Competencia, funciones, organización y financiación

CAPÍTULO I Competencias y funciones

Artículo 4. Distribución de competencias.
1. Corresponde a las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma de Euskadi la competencia legislativa,
la de desarrollo normativo y la acción directa en materia de igualdad de mujeres y hombres.
2. A los efectos de la presente ley, se considera acción directa la competencia de ejecución respecto a aquellas
funciones, programas o servicios que por su interés general o por sus específicas condiciones técnicas,
económicas o sociales tengan que ser prestados con carácter unitario en todo el territorio de la Comunidad
Autónoma de Euskadi.
3. Sin perjuicio de la acción directa de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, la ejecución de
las normas en materia de igualdad de mujeres y hombres corresponde a los órganos forales de los territorios
históricos y a la Administración local, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley y en la normativa que la
desarrolle.

Artículo 5. De la Administración de la Comunidad Autónoma.
La competencia de las instituciones comunes en materia de igualdad de mujeres y hombres se concreta, por lo
que respecta a la Administración de la Comunidad Autónoma, en las siguientes funciones:
a) Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la perspectiva de género
en su actividad administrativa.
b) Planificación y coordinación general, así como elaboración de normas y directrices generales en materia de
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igualdad de mujeres y hombres.
c) Diseño y ejecución de medidas de acción positiva y de programas y servicios que tengan que ser realizados
con carácter unitario para toda la Comunidad Autónoma de Euskadi.
d) Evaluación de las políticas de igualdad en el ámbito de Comunidad Autónoma de Euskadi y del grado de
cumplimiento de la presente ley.
e) Impulso de la colaboración entre las actuaciones de las diferentes administraciones públicas vascas en
materia de igualdad de mujeres y hombres.
f) Establecimiento de las condiciones mínimas básicas y comunes, por lo que respecta a sus funciones y a la
capacitación de su personal, de las diferentes entidades, órganos y unidades competentes en materia de
igualdad de mujeres y hombres.
g) Planificación y diseño de la metodología para adecuar las estadísticas al principio de igualdad, así como
adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la situación
diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención autonómica.
h) Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres que deban hacerse con
carácter unitario para toda la Comunidad Autónoma vasca y para toda Euskal Herria.
i) Realización de actividades de sensibilización sobre la situación de desigualdad de mujeres y hombres, y
sobre las medidas necesarias para promover la igualdad, cuando se hayan de realizar con carácter unitario
para toda la Comunidad Autónoma Vasca y para toda Euskal Herria.
j) Seguimiento de la normativa autonómica y su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad entre
mujeres y hombres.
k) Asistencia técnica especializada en materia de igualdad de mujeres y hombres a las entidades locales, al
resto de poderes públicos vascos y a la iniciativa privada.
l) Establecimiento de los requisitos y las condiciones mínimas básicas y comunes aplicables a la homologación
de entidades para prestación de servicios en materia de igualdad de mujeres y hombres.
m) Establecimiento de medidas de fomento a fin de dotar a las empresas y organizaciones de recursos
materiales, económicos y personales para el desarrollo de planes, programas y actividades dirigidas a la
consecución de la igualdad de mujeres y hombres.
n) Prestación de programas o servicios o establecimiento de recursos con el objetivo de promover el
empoderamiento de las mujeres, así como de garantizar el acceso a los derechos de las mujeres que enfrentan
discriminación múltiple, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter unitario para toda la
Comunidad. ñ) Establecimiento de recursos y servicios para la conciliación corresponsable de la vida
personal, laboral y familiar de mujeres y hombres, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter
unitario para toda la Comunidad.
o) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con asociaciones, con la iniciativa
privada y con organismos e instituciones de la Comunidad Autónoma y del resto de Euskal Herria, así como de
otras comunidades autónomas, del Estado y del ámbito internacional.
p) Investigación y detección de situaciones de discriminación por razón de sexo y adopción de medidas para
su erradicación.
q) Ejercicio de la potestad sancionadora.
r) Cualquier otra función incluida en la presente ley o que le sea encomendada en el ámbito de su competencia.

Artículo 6. De las Administraciones forales.
En materia de igualdad de mujeres y hombres y en el ámbito de sus respectivos territorios históricos,
corresponden a las administraciones forales las siguientes funciones:
a) Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la perspectiva de género
en su actividad administrativa.
b) Ejecución de medidas de acción positiva en su ámbito territorial.
c) Planificación en su ámbito territorial, dentro del marco de la planificación general del Gobierno de la
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Comunidad Autónoma del País Vasco, y elaboración de normas, instrucciones y directrices que concreten y
adecuen a su realidad territorial lo dispuesto en esta ley y en sus normas de desarrollo.
d) Adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la situación
diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención foral.
e) Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres en su ámbito territorial.
f) Realización, en su ámbito territorial, de actividades de sensibilización sobre la situación de desigualdad
entre mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la igualdad.
g) Seguimiento de la legislación foral y de su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad de mujeres y
hombres.
h) Establecimiento de medidas de fomento a fin de dotar a los ayuntamientos y demás entidades locales de
recursos materiales, económicos y personales para el desarrollo de programas y actividades dirigidas a la
consecución de la igualdad de mujeres y hombres.
i) Prestación de programas o servicios o establecimiento de recursos con el objetivo de promover el
empoderamiento de las mujeres, así como de garantizar el acceso a los derechos de las mujeres que enfrentan
discriminación múltiple, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter supramunicipal.
j) Establecimiento de recursos y servicios para favorecer la conciliación corresponsable de la vida personal,
laboral y familiar de mujeres y hombres, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter
supramunicipal.
k) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y privadas
que en razón de sus fines o funciones contribuyan en su ámbito territorial a la consecución de la igualdad de
mujeres y hombres.
l) Detección de situaciones de discriminación por razón de sexo que se produzcan en su territorio y adopción
de medidas para su erradicación.
m) Cualquier otra función que en el ámbito de su competencia se les pudiera encomendar.

Artículo 7. De la Administración local.
1. En materia de igualdad de mujeres y hombres, y a los fines de la presente ley, corresponden a los
ayuntamientos de la Comunidad Autónoma de Euskadi, individualmente o a través de las mancomunidades,
cuadrillas o agrupaciones de las que formen parte o que se constituyan a los fines de la presente ley, las
siguientes funciones:

a) Adecuación y creación de estructuras, programas y procedimientos para integrar la perspectiva de
género en su administración.
b) Ejecución de medidas de acción positiva en el ámbito local.
c) Planificación en el ámbito local, en el marco de la planificación general del Gobierno y de la
planificación territorial de las respectivas diputaciones forales, así como elaboración de normas,
instrucciones y directrices que concreten y adecuen a su realidad municipal lo dispuesto en esta ley y en
sus normas de desarrollo.
d) Adecuación y mantenimiento de estadísticas actualizadas que permitan un conocimiento de la situación
diferencial entre mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención local.
e) Realización de estudios e investigaciones sobre la situación de mujeres y hombres en el ámbito local.
f) Realización en el ámbito local de actividades de sensibilización sobre la situación de desigualdad entre
mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la igualdad.
g) Seguimiento de la normativa local y de su aplicación de acuerdo con el principio de igualdad de mujeres
y hombres.
h) Información y orientación a la ciudadanía, y en especial a las mujeres, sobre recursos y programas
relativos a la igualdad de mujeres y hombres y sobre programas o servicios dirigidos a garantizar el acceso
a los derechos de las mujeres que sufren discriminación múltiple.
i) Prestación de programas o servicios o establecimiento de recursos con el objetivo de promover el
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empoderamiento de las mujeres, como escuelas de empoderamiento, casas de mujeres, redes comunitarias
y supramunicipales u otros, así como de garantizar el acceso a los derechos de las mujeres que sufren
discriminación múltiple, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter municipal.
j) Establecimiento de recursos y servicios para la conciliación corresponsable de la vida personal, laboral y
familiar de mujeres y hombres, cuando por su naturaleza hayan de prestarse con carácter municipal.
k) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y
privadas que en razón de sus fines o funciones contribuyan en el ámbito local a la consecución de la
igualdad de mujeres y hombres.
l) Detección de situaciones de discriminación por razón de sexo que se produzcan en el ámbito local y
adopción de medidas para su erradicación.
m) Cualquier otra función que en el ámbito de su competencia se les pudiera encomendar.

2. Para facilitar el ejercicio efectivo de las funciones señaladas en el artículo 7.1 por parte de las
administraciones locales, estas contarán con la asistencia de la Administración de la Comunidad Autónoma y
de las correspondientes administraciones forales, especialmente aquellas con menor capacidad económica y
de gestión.
3. Los poderes públicos vascos facilitarán que las administraciones locales con menor capacidad económica y
de gestión puedan constituir mancomunidades, cuadrillas o agrupaciones para el ejercicio efectivo de las
funciones señaladas en el artículo 7.1.

Artículo 8. De la homologación de las entidades.
1. En aquellos casos en que sea necesario que las administraciones públicas vascas concierten con la iniciativa
privada la prestación de servicios en materia de igualdad de mujeres y hombres, las empresas y entidades de
consultoría que presten dichos servicios han de ser homologadas por la administración pública
correspondiente con carácter previo a su concertación.
2. El Gobierno Vasco fijará reglamentariamente los requisitos y las condiciones mínimas básicas y comunes
aplicables a la homologación de entidades privadas para la prestación de servicios en materia de igualdad de
mujeres y hombres, que atenderán, en cualquier caso, a criterios de calidad y eficacia del servicio.

CAPÍTULO II Organización, coordinación institucional y participación

Sección 1.ª Organismos de igualdad

Artículo 9. Administración de la Comunidad Autónoma.
Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer es el organismo encargado del impulso, asesoramiento, planificación y
evaluación de las políticas de igualdad de mujeres y hombres en el ámbito de la Comunidad Autónoma de
Euskadi, incluidas las relativas a la violencia machista contra las mujeres. Su régimen jurídico es el establecido
en su ley de creación.

Artículo 10. Administraciones forales, locales y otras instituciones públicas.
1. Las administraciones forales y locales, en el ámbito de sus competencias de autoorganización, han de
adecuar sus estructuras de modo que exista en cada una de ellas al menos una entidad, órgano o unidad
administrativa que se encargue del impulso, planificación, asesoramiento y evaluación de las políticas de
igualdad de mujeres y hombres en sus respectivos ámbitos territoriales de actuación, incluidas las relativas a
la violencia machista contra las mujeres.
2. Dichas entidades, órganos o unidades administrativas han de ejercer, en su ámbito territorial, al menos las
siguientes funciones:

a) Diseño de la planificación en materia de igualdad, así como de los correspondientes mecanismos de
seguimiento y evaluación, y elaboración de normas, instrucciones y directrices que concreten y adecuen a
sus respectivos ámbitos de intervención lo establecido en esta ley y en su normativa de desarrollo.
b) Diseño e impulso de medidas específicas de acción positiva.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 115

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



c) Impulso de la incorporación de la perspectiva de género en todas las políticas, programas y acciones de
su respectiva administración, a todos los niveles y en todas sus fases.
d) Asesoramiento y colaboración con los departamentos y demás entes y órganos dependientes de su
respectiva administración en materia de igualdad de mujeres y hombres.
e) Sensibilización a la ciudadanía residente en su ámbito territorial sobre la situación de desigualdad entre
mujeres y hombres y sobre las medidas necesarias para promover la igualdad, teniendo en cuenta las
situaciones de discriminación múltiple y el modo en que interseccionan los factores que generan dicha
discriminación.
f) Impulso y propuesta para la adaptación y creación por parte de su respectiva administración de
programas y servicios específicos dirigidos a garantizar el acceso a los derechos de las mujeres que
enfrentan discriminación múltiple.
g) Impulso y propuesta para la creación y adecuación de recursos y servicios tendentes a favorecer la
conciliación corresponsable de la vida personal, laboral y familiar de mujeres y hombres.
h) Detección de las posibles situaciones de discriminación existentes en su ámbito territorial y diseño e
impulso de medidas para su erradicación.
i) Establecimiento de relaciones y cauces de participación y colaboración con entidades públicas y privadas
que en razón de sus fines o funciones contribuyan a la consecución de la igualdad de mujeres y hombres.
j) Diagnóstico de las necesidades de formación en materia de igualdad de mujeres y hombres del personal
adscrito a su administración y propuesta del tipo de formación requerido en cada caso, así como los
criterios y prioridades de acceso a aquella.
k) Interlocución con entidades, órganos y unidades competentes en materia de igualdad de mujeres y
hombres, y en especial con Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer.
l) Cualesquiera otras incluidas en esta ley o que les sean encomendadas en el ámbito de su competencia.

3. Las estructuras administrativas referidas en los apartados anteriores deben tener personal suficiente y una
posición orgánica y una relación funcional adecuadas, así como una dotación presupuestaria suficiente para el
cumplimiento de sus fines y para poder garantizar que las políticas de igualdad se incorporan adecuadamente
dentro de las decisiones políticas.
4. Corresponde a las administraciones forales y locales, en el marco de sus competencias, la creación y
regulación de unidades administrativas de igualdad en sus respectivas organizaciones y departamentos.
5. Los consorcios, fundaciones y empresas participadas mayoritariamente con capital de las instituciones
públicas vascas que tengan más de 50 personas empleadas dispondrán de una estructura con personal
especializado responsable del desarrollo de las políticas de igualdad en su organización.
6. El Parlamento Vasco, las juntas generales, el Ararteko, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y la
Universidad del País Vasco, en el marco de sus competencias y considerando sus especificidades, dispondrán
de una estructura con personal especializado, recursos suficientes y una posición orgánica adecuada para el
desarrollo de las políticas de igualdad en su respectiva institución.

Sección 2.ª Unidades para la igualdad

Artículo 11. Unidades para la igualdad de mujeres y hombres.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de adecuar sus estructuras de modo que en cada uno de
sus departamentos exista, al menos, una dirección o unidad administrativa que se encargue del impulso,
coordinación y colaboración con las distintas direcciones y áreas del departamento y con los organismos
autónomos, entes públicos y órganos adscritos a él, para la ejecución de lo dispuesto en esta ley y en el plan
para la igualdad aprobado por el Gobierno Vasco. Dichas direcciones o unidades tendrán personal suficiente y
una posición orgánica y una relación funcional adecuadas, así como una dotación presupuestaria suficiente
para el cumplimiento de sus fines. Dichas direcciones o unidades se coordinarán en el marco de la Comisión
Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres prevista en el artículo 13.1 de esta ley.
2. Reglamentariamente se determinarán las funciones mínimas que habrán de ejercer las unidades
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administrativas referidas en el párrafo anterior.
3. Los organismos autónomos y demás entes públicos adscritos o vinculados a la Administración de la
Comunidad Autónoma que tengan más de 50 personas empleadas han de adecuar sus estructuras a fin de
disponer de unidades administrativas que se encarguen del impulso y coordinación de la ejecución de las
medidas previstas en esta ley y en el plan para la igualdad previsto en el párrafo 1 del artículo 16. Aquellos
organismos y entes públicos que cuenten con menos personas empleadas contarán con el asesoramiento de
las unidades para la igualdad de los correspondientes departamentos.

Sección 3.ª Órganos de coordinación

Artículo 12. Coordinación interinstitucional.
1. Se crea la Comisión Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres como órgano encargado de la
coordinación de las políticas y programas que, en materia de igualdad de mujeres y hombres, desarrollen la
Administración autonómica, la foral y la local. Dicha comisión estará presidida por la Directora de Emakunde.
2. La Comisión Interinstitucional para la Igualdad de Mujeres y Hombres se adscribe a Emakunde-Instituto
Vasco de la Mujer.
3. La composición, funciones, organización y régimen de funcionamiento de la Comisión Interinstitucional
para la Igualdad de Mujeres y Hombres serán los que se determinen reglamentariamente, y en ella deberán
estar representados a partes iguales Gobierno Vasco, diputaciones forales y ayuntamientos.

Artículo 13. Coordinación interdepartamental.
1. La Comisión Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres es el órgano de coordinación de las
actuaciones del Gobierno Vasco en materia de igualdad de mujeres y hombres, adscrito a Emakunde-Instituto
Vasco de la Mujer.
2. Sus funciones, composición, organización y régimen de funcionamiento serán las que se determinen
reglamentariamente.
3. Corresponde a las administraciones forales y locales, en el marco de sus competencias, establecer y regular
sus respectivas estructuras o espacios de coordinación interdepartamental.

Sección 4.ª Participación

Artículo 14. Participación.
Las administraciones públicas vascas dispondrán de órganos o cauces a través de los cuales se articule la
participación y colaboración referida en los artículos 5.o), 6.k), 7.1.k) y 27.5 de esta ley.

CAPÍTULO III Financiación

Artículo 15. Presupuestos.
1. Las administraciones públicas vascas han de integrar la perspectiva de género en sus presupuestos públicos,
en particular en su fase de diseño, con el fin de que sean sensibles a las diferentes necesidades de mujeres y
hombres y de que contribuyan a promover la igualdad y a eliminar las desigualdades en función del sexo. A tal
fin, deben establecer las correspondientes directrices para su realización, seguimiento y evaluación, así como
los oportunos procesos de capacitación.
2. Las administraciones autonómica, foral y local consignarán y especificarán anualmente en sus respectivos
presupuestos los recursos económicos necesarios para el ejercicio de las funciones y la ejecución de medidas
previstas en la presente ley.
3. La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi promoverá de forma activa y progresiva
que al menos el 1 % de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Euskadi se dedique al
desarrollo de políticas de igualdad de mujeres y hombres.

TÍTULO II Medidas para la integración de la perspectiva de género en la actuación de los podere
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CAPÍTULO I Planificación

Artículo 16. Planes para la igualdad de mujeres y hombres.
1. El Gobierno Vasco aprobará un plan general que recoja de forma coordinada y global las líneas de
intervención y directrices que deben orientar la actividad de los poderes públicos vascos en materia de
igualdad de mujeres y hombres. En la elaboración de dicho plan el Gobierno Vasco ha de posibilitar la
participación del resto de los poderes públicos vascos, de los grupos feministas y de mujeres, de otros agentes
sociales y de la ciudadanía en su conjunto. Asimismo, deben facilitar la presencia de colectivos u
organizaciones que representen los intereses de las mujeres referidas en el último apartado del artículo 3.1.
2. En el desarrollo de las mencionadas líneas de intervención y directrices del plan general previsto en el
párrafo 1, cada legislatura los departamentos del Gobierno Vasco elaborarán sus propios planes de actuación,
dotados de los necesarios recursos humanos, económicos y materiales para su efectiva implantación. Cada
departamento, en función de sus circunstancias y atendiendo a criterios de eficacia, determinará el modo de
coordinarse con sus organismos autónomos y entes públicos adscritos o vinculados, por lo que respecta a la
elaboración de dichos planes.
3. Las diputaciones forales y los ayuntamientos aprobarán planes para la igualdad, de acuerdo con las líneas
de intervención y directrices establecidas en la planificación general del Gobierno Vasco, y garantizarán,
mediante los recursos materiales, económicos y humanos necesarios, que en cada uno de sus departamentos,
organismos autónomos y otros entes públicos dependientes o vinculados se ejecuten de forma efectiva y
coordinada las medidas previstas en los mencionados planes y en esta ley. Los ayuntamientos podrán realizar
dichas actuaciones de manera individual o a través de las mancomunidades, cuadrillas o agrupaciones de las
que formen parte o constituyan a estos efectos, y contarán para ello con asistencia del Gobierno Vasco y de las
correspondientes diputaciones forales, especialmente los de menor capacidad económica y de gestión.
4. Los planes referidos en los párrafos 2 y 3 han de disponer, al menos, de:

a) Diagnóstico de situación.
b) Cauces para la participación en su elaboración de los agentes sociales, las asociaciones, colectivos y
personas expertas del ámbito del feminismo y de la igualdad de mujeres y hombres, en el caso de planes
dirigidos fundamentalmente a la ciudadanía.
c) Cauces para la participación de los departamentos o áreas implicadas, tanto a nivel técnico como político.
d) Presupuesto.
e) Calendario.
f) Objetivos, acciones y sistemas de implantación, seguimiento, evaluación y rendición de cuentas con sus
correspondientes indicadores.

5. Los objetivos, acciones e indicadores principales de los planes referidos en los párrafos anteriores y sus
correspondientes indicadores de evaluación se han de incorporar a los planes de carácter estratégico de las
respectivas administraciones públicas.
6. Antes de su aprobación, los planes referidos en los párrafos 2 y 3 han de ser informados por Emakunde-
Instituto Vasco de la Mujer en lo relativo a la adecuación de sus contendidos a lo previsto en esta ley y a las
líneas de intervención y directrices previstas en el plan general que el Gobierno Vasco ha de aprobar, según lo
dispuesto en el párrafo 1.
7. El Parlamento Vasco, las juntas generales, el Ararteko, el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y la
Universidad del País Vasco, en el marco de sus competencias y considerando sus especificidades, elaborarán
sus propios planes para la igualdad de mujeres y hombres dotados de los necesarios recursos humanos,
económicos y materiales.
8. Lo establecido en los párrafos anteriores se desarrollará sin perjuicio de la obligación de las
administraciones públicas de realizar y aplicar los planes de igualdad previstos en el Estatuto Básico del
Empleado Público.

CAPÍTULO II Estadísticas y estudios
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Artículo 17. Estadísticas y estudios.
1. Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta ley y que se garantice la integración de
modo efectivo de la perspectiva de género en su actividad ordinaria, los poderes públicos vascos, en sus
estudios, investigaciones, estadísticas o recogida de datos que realicen, deben:

a) Incluir sistemáticamente la variable sexo en las estadísticas, encuestas y recogida de datos que lleven a
cabo.
b) Establecer e incluir en las operaciones estadísticas nuevos indicadores que posibiliten un mejor
conocimiento de las diferencias en los valores, roles, situaciones, condiciones, aspiraciones y necesidades
de mujeres y hombres, su manifestación e interacción en la realidad que se vaya a analizar.
c) Diseñar e introducir los indicadores y mecanismos necesarios que permitan el conocimiento de la
incidencia de otras variables o factores cuya concurrencia resulta generadora de discriminación múltiple y
que se recogen en el último apartado del artículo 3.1 de esta ley.
d) Realizar muestras lo suficientemente amplias como para que las diversas variables incluidas puedan ser
explotadas y analizadas en función de la variable sexo.
e) Explotar y difundir los datos de que disponen de modo que se puedan conocer las diferentes situaciones,
condiciones, aspiraciones y necesidades de mujeres y hombres en los diferentes ámbitos de intervención.
f) Revisar y, en su caso, adecuar las definiciones estadísticas existentes con objeto de contribuir al
reconocimiento y valoración del trabajo de las mujeres y evitar la estereotipación negativa de determinados
colectivos de mujeres. Solo excepcionalmente, y mediante informe motivado y aprobado por el órgano
competente, podrá justificarse el incumplimiento de alguna de las obligaciones anteriormente
especificadas.

2. Se crea, en el seno de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, el Observatorio Vasco para la Igualdad de
Mujeres y Hombres, como un instrumento para disponer de una visión global y permanente de la situación y
evolución de la igualdad de mujeres y hombres en la Comunidad Autónoma de Euskadi, incluido lo relativo a la
violencia machista contra las mujeres, y que permita evaluar el impacto de las actuaciones realizadas por los
poderes públicos vascos en dicho ámbito.
3. El Observatorio colaborará con Eustat-Instituto Vasco de Estadística y con otros organismos y órganos
competentes en materia de estadísticas, estudios e investigaciones públicas, en el marco de sus respectivas
competencias.
4. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, organización y régimen de funcionamiento.

CAPÍTULO III Capacitación del personal

Artículo 18. Capacitación del personal de los poderes públicos vascos.
1. Los poderes públicos vascos han de adoptar las medidas necesarias para una formación básica, progresiva,
permanente y obligatoria en materia de igualdad de mujeres y hombres y perspectiva de género de todo su
personal, a fin de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta ley y que se garantice un conocimiento
práctico suficiente que permita la integración efectiva de la perspectiva de género en su actuación.
2. Al objeto de dar cumplimiento a lo establecido en el párrafo anterior, los poderes públicos vascos:

a) Elaborarán y ejecutarán los correspondientes planes de formación, teniendo en cuenta las competencias
necesarias en el ámbito de la igualdad de mujeres y hombres para cada una de las distintas tipologías de
puestos de trabajo existentes.
b) Realizarán actividades de formación y sensibilización para sus cargos públicos.

3. Los poderes públicos vascos deben integrar la perspectiva de género en la formación que no sea específica
sobre igualdad de mujeres y hombres, para lo cual analizarán sus respectivas ofertas formativas y realizarán
las adaptaciones correspondientes.
4. Asimismo, los poderes públicos vascos deben garantizar la experiencia y/o capacitación específica del
personal técnico que vaya a ocupar plazas entre cuyas funciones se incluyan impulsar y diseñar programas y
prestar asesoramiento técnico en materia de igualdad de mujeres y hombres, estableciendo requisitos
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específicos de conocimientos en dicha materia para el acceso a dichas plazas.
5. En los temarios de los procesos de selección para el acceso y la promoción en el empleo público y, en su
caso, en la provisión de puestos, los poderes públicos vascos han de incluir contenidos relativos al principio de
igualdad de mujeres y hombres y su aplicación al ámbito público en concreto al que se opte.
6. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promoverán la
aplicación de los acuerdos adoptados en el marco de la Comisión Interinstitucional para la Igualdad de
Mujeres y Hombres, dirigidos a la aplicación de estándares de calidad en las políticas públicas de igualdad, en
particular los relativos a las plazas del personal técnico de igualdad, por lo que respecta a su inclusión en las
relaciones de puestos de trabajo, al grupo de clasificación profesional, al tipo de dedicación y de jornada y a la
formación requerida.

CAPÍTULO IV Medidas para promover la igualdad en la normativa y actividad administrativa

Artículo 19. Normativa y actividad administrativa.
1. Los poderes públicos vascos han de tener en cuenta de manera activa el objetivo de la igualdad de mujeres y
hombres en la elaboración y aplicación de las normas y de los planes, programas y otros instrumentos de
formulación de políticas públicas, así como de los contratos, de los programas subvencionales y de los actos
administrativos.
2. Sin perjuicio de la competencia legislativa en materia de igualdad de mujeres y hombres de las instituciones
comunes de la Comunidad Autónoma, los órganos forales de los territorios históricos y la Administración local
elaborarán sus propias normas sobre dicha materia, que concreten y adapten a la realidad de los distintos
territorios históricos y municipios los mandatos genéricos recogidos en esta ley y en sus normas de desarrollo.
Todo ello, en ejercicio de sus competencias de ejecución en materia de igualdad de mujeres y hombres, de sus
potestades reglamentarias y de autoorganización, así como de sus competencias en otras materias sectoriales
afectadas por la igualdad de mujeres y hombres, por ser esta una materia transversal.
3. En la realización de la evaluación previa de impacto en función del género y la introducción de medidas
para eliminar desigualdades y promover la igualdad y demás actuaciones que se prevén en este capítulo, se ha
de tener en cuenta la influencia que, en las diferencias entre mujeres y hombres, tienen los factores
generadores de discriminación señalados en el último apartado del artículo 3.1.
4. Los poderes públicos vascos deben hacer un uso inclusivo y no sexista de todo tipo de lenguaje e imágenes
en los documentos y soportes que produzcan directamente o a través de terceras personas o entidades.

Artículo 20. Evaluación previa del impacto en función del género y medidas para eliminar desigualdades 
y promover la igualdad.
1. En el momento de acometer la elaboración de una norma, las administraciones públicas vascas, a través del
órgano administrativo que lo promueva, han de evaluar el impacto potencial de la propuesta en la situación de
las mujeres y en la de los hombres. Para ello, ha de analizar si la actividad proyectada en la norma puede tener
repercusiones positivas o adversas en el objetivo global de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres
y promover su igualdad.
2. En función de la evaluación de impacto realizada, en el proyecto de norma se han de incluir medidas
dirigidas a neutralizar su posible impacto negativo en la situación de las mujeres y hombres, así como a
reducir o eliminar las desigualdades detectadas y a promover la igualdad de sexos.
3. Las administraciones públicas vascas han de aprobar, a propuesta de su órgano u organismo competente en
materia de igualdad de mujeres y hombres, normas o directrices en las que se indiquen las pautas que se
deberán seguir para realizar la evaluación previa del impacto en función del género e incorporar medidas para
promover la igualdad, así como las normas que quedan excluidas de la necesidad de hacer la evaluación y el
resto de los trámites previstos en este artículo.
4. En la memoria del proyecto de norma se han de explicar detalladamente los trámites realizados en relación
con este artículo y los resultados de la misma.
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5. El órgano administrativo que promueva la norma habrá de hacer un seguimiento de la efectividad de las
medidas referidas en los párrafos anteriores incluidas en la norma de cara a la consecución del objetivo de
eliminar las desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres, de lo que dará cuenta al órgano u
organismo competente en materia de igualdad de mujeres y hombres de su respectiva administración.
6. Los proyectos de normas que se elaboren en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma han
de ser informados por Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, a efectos de verificar la correcta aplicación de lo
dispuesto en este artículo y, en su caso, realizar propuestas de mejora en tal sentido. En el caso de normas de
otras administraciones públicas, serán sus órganos competentes quienes establezcan el modo de garantizar la
correcta aplicación de lo establecido en este artículo.
7. Los planes que tengan naturaleza jurídica de disposiciones de carácter general, en particular los
territoriales y urbanísticos, deben ser objeto de evaluación previa de impacto en función del género e incluir
medidas para promover la igualdad. No obstante, por su especificidad, se determinará reglamentariamente la
forma de llevar a cabo dicho trámite.
8. Los actos administrativos no estarán sujetos a los trámites previstos en este artículo, salvo las convocatorias
de ofertas públicas de empleo y los concursos de traslados.
9. El Parlamento Vasco y las juntas generales han de adoptar las medidas oportunas para que,
respectivamente, en las proposiciones de ley y en las proposiciones de normas forales se evalúe su previsible
impacto en función del género y se incluyan medidas para promover la igualdad de mujeres y hombres.

Artículo 21. Procesos selectivos y jurados.
1. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas o actos administrativos que regulen
los procesos selectivos de acceso, provisión y promoción en el empleo público, incluidos los periodos de
prácticas, deben incluir:

a) Una cláusula por la que, en caso de existir igualdad de capacitación, se dé prioridad a las mujeres en
aquellos cuerpos, escalas, niveles y categorías de la Administración en los que la representación de estas
sea inferior al 40 %, salvo que concurran en el otro candidato motivos que, no siendo discriminatorios por
razón de sexo, justifiquen la no aplicación de la medida, como la pertenencia a otros colectivos con
especiales dificultades para el acceso y promoción en el empleo. Los órganos competentes en materia de
función pública de las correspondientes administraciones públicas han de disponer de estadísticas
adecuadas y actualizadas que posibiliten la aplicación de lo dispuesto en el apartado a) y establecer los
criterios para determinar el ámbito de referencia para el cálculo del porcentaje referido en el párrafo
anterior.
b) Una cláusula por la que se garantice en los tribunales de selección una representación equilibrada de
mujeres y hombres con capacitación, competencia y preparación adecuadas.
c) Previsiones para que en los baremos de méritos se valoren, a los efectos de experiencia profesional, el
tiempo durante el que las personas candidatas hayan permanecido en la situación de excedencia por
cuidado de familiares o por violencia de género, el tiempo atribuible a reducciones de jornada o permisos
que tengan por finalidad prevista proteger la maternidad y paternidad, o facilitar la conciliación
corresponsable de la vida personal, familiar y laboral, así como el tiempo en el que las empleadas públicas
hayan hecho uso de permisos por razón de violencia de género.
d) Medidas para que, en el desarrollo de los procesos de selección, provisión y promoción, se dispense la
debida protección a la maternidad, tanto en sus periodos prenatales como posnatales, tomando en
consideración la dificultad añadida de las familias monoparentales para la conciliación, con el fin de evitar
incurrir en situaciones de discriminación por razón de sexo. Así, en aquellos procesos en que se celebren
ejercicios o pruebas conforme al sistema de llamamiento único o tengan lugar otras actuaciones que
requieran la comparecencia de las personas candidatas, las situaciones de embarazo, parto o lactancia,
debidamente acreditadas, podrán constituir causa que justifique la modificación de las circunstancias de
tiempo o lugar de celebración del acto. La atención de las solicitudes de modificación llevará aparejadas las
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medidas organizativas necesarias y adecuadas para garantizar el principio de igualdad de concurrencia de
todas las personas candidatas.

2. Sin perjuicio de otras medidas que se consideren oportunas, las normas que vayan a regular los jurados
creados para la concesión de cualquier tipo de premio promovido o subvencionado por la Administración, así
como las que regulen órganos afines habilitados para la adquisición de fondos culturales y artísticos, deben
incluir una cláusula por la que se garantice en los tribunales de selección una representación equilibrada de
mujeres y hombres con capacitación, competencia y preparación adecuadas.
3. A los efectos de lo señalado en este artículo, se considera que existe una representación equilibrada cuando
en los tribunales, jurados u órganos afines de más de cuatro integrantes cada sexo está representado al menos
al 40 %. En el resto, cuando los dos sexos estén representados.

Artículo 22. Contratación pública.
1. Los poderes públicos vascos aplicarán el principio general relativo al deber preceptivo y transversal de
incorporar criterios sociales en el ámbito específico de la igualdad de mujeres y hombres. A tal efecto, deberán
incorporar la perspectiva de género en la contratación pública y, entre otras medidas, incluirán cláusulas para
la igualdad de mujeres y hombres entre los criterios de adjudicación y las condiciones especiales de ejecución,
considerando especialmente la situación de las mujeres en las que concurren los factores referidos en el
último apartado del artículo 3.1. Todo ello, salvo que objetivamente se justifique que el objeto del contrato no
guarda relación con la igualdad de mujeres y hombres, porque la prestación contractual no tiene impacto en la
situación de mujeres y hombres, y porque no es posible incorporar este tipo de cláusulas, de conformidad con
la normativa básica en materia de contratación pública.
2. Cuando la consideración de la perspectiva de género constituya una característica técnica del objeto del
contrato, se podrá incluir expresamente en la definición de dicho objeto una mención específica a la igualdad
de mujeres y hombres.
3. Los poderes públicos vascos excluirán del procedimiento de contratación a las personas físicas y jurídicas
que incurran en prohibición de contratar establecida por legislación básica del Estado, entre otros por no
cumplir con la obligación, en su caso, de contar con un plan de igualdad, o por delitos o sanciones firmes por
infracción muy grave en materia de igualdad de mujeres y hombres.
4. Si el objeto contractual requiere aptitudes específicas en materia de igualdad de mujeres y hombres, se
exigirá como requisito de solvencia técnica o profesional la concreta experiencia, conocimientos o formación
en materia de igualdad de mujeres y hombres, conforme a lo establecido en la normativa en materia de
contratación pública.
5. Salvo que objetivamente se justifique que el objeto del contrato no guarda relación con la igualdad de
mujeres y hombres en los términos previstos en el primer párrafo de este artículo, de conformidad con la
normativa básica en materia de contratación pública, los órganos de contratación incorporarán en los pliegos
de contratación:

a) Criterios de adjudicación para la igualdad de mujeres y hombres, cuya ponderación será al menos del 5
% del total del baremo.
b) Al menos una condición especial de ejecución relacionada con la igualdad de mujeres y hombres, más
allá de la de realizar un uso no sexista en todo tipo de lenguaje e imágenes.

6. Con el fin de favorecer la acreditación de sus condiciones de aptitud con relación a la igualdad de mujeres y
hombres, en el Registro de Personas Licitadoras y Empresas Clasificadas de la Comunidad Autónoma de
Euskadi se dará la opción de recoger información desglosada en función del sexo, al menos del número de:

a) Personas titulares de las personas jurídicas y personas que componen sus órganos de administración o
dirección.
b) Personas trabajadoras y su retribución media, distribuida por grupos profesionales, categorías
profesionales o puestos de trabajo iguales o de igual valor.

7. Se deberá verificar el cumplimiento efectivo de las cláusulas para la igualdad de mujeres y hombres
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establecidas en los pliegos y, a tal efecto:
a) La entidad contratista estará obligada al cumplimiento de todas las cláusulas en materia de igualdad
entre mujeres y hombres, así como a acreditar su correcta ejecución de manera efectiva, presentando la
documentación pertinente sin que medie requerimiento previo.
b) En los pliegos se especificarán las consecuencias derivadas del incumplimiento de las referidas
cláusulas, de acuerdo con lo previsto en la legislación sobre contratos del sector público.
c) La unidad encargada del seguimiento y ejecución del contrato deberá verificar la documentación
acreditativa relativa a la igualdad de mujeres y hombres. A estos efectos, podrá recabar asesoramiento del
órgano u organismo competente en materia de igualdad de mujeres y hombres de su respectiva institución.

Artículo 23. Subvenciones.
1. Los poderes públicos vascos, con carácter general, deben incorporar la perspectiva de género en las
subvenciones públicas e incluir en las bases o normas reguladoras medidas para promover la igualdad y
eliminar desigualdades entre mujeres y hombres entre los criterios de valoración y entre las obligaciones de
las personas físicas o jurídicas beneficiarias, salvo que mediante informe motivado se justifique que la
subvención afecta a un ámbito donde no existen desigualdades por razón de género o que, habiéndolas, la
subvención no tiene impacto en la situación de mujeres y hombres. Se dará traslado del informe al
correspondiente órgano u organismo competente en materia de igualdad de mujeres y hombres de su
respectiva institución, para recabar su parecer.
2. Los poderes públicos vascos no podrán conceder ningún tipo de ayuda o subvención a ninguna actividad
que sea discriminatoria por razón de sexo o por aquellos factores de discriminación múltiple contemplados en
el artículo 3.1, ni tampoco a aquellas personas físicas y jurídicas que hayan sido sancionadas administrativa o
penalmente por incurrir en discriminación por razón de sexo o por incumplimiento de la normativa en
materia de igualdad de mujeres y hombres, durante el período impuesto en la correspondiente sanción.
Tampoco podrán recibir ayudas o subvenciones las empresas que, debiendo tener un plan de igualdad vigente
según la normativa del Estado, no lo tengan, ni aquellas empresas de más de 50 personas trabajadoras que no
acrediten haber establecido medidas para prevenir y combatir el acoso sexual, el acoso por razón de sexo y las
violencias sexuales en los términos establecidos por la legislación del Estado en materia de igualdad de
mujeres y hombres.
3. Los poderes públicos vascos, en las bases o normas reguladoras de las subvenciones públicas, entre otras
cuestiones:

a) Señalarán entre los requisitos que deberán reunir las personas físicas o jurídicas concurrentes, siempre
que la igualdad de mujeres y hombres sea un aspecto relevante a la vista del objeto de la subvención, el
acreditar una trayectoria en materia de igualdad de mujeres y hombres; o que entre sus fines estatutarios,
finalidad social u objetivo fundacional figura la promoción de la igualdad; o bien que las personas que
ejecutarán el proyecto o actividad subvencionada poseen una formación específica en materia de igualdad
de mujeres y hombres.
b) Valorarán con al menos un 5 % del total del baremo de los criterios de valoración las acciones y políticas
en materia de igualdad de mujeres y hombres de las personas físicas o jurídicas concurrentes y/u otros
aspectos relacionados con la integración de la perspectiva de género en el proyecto que se presenta a la
subvención. Todo ello, salvo que objetivamente se justifique que dicho porcentaje es desproporcionado en
relación con el impacto de la subvención en la situación de mujeres y hombres.
c) Establecerán obligaciones en materia de igualdad de mujeres y hombres, más allá de la de realizar un
uso no sexista en todo tipo de lenguaje e imágenes, así como las consecuencias derivadas del
incumplimiento de las cláusulas para la igualdad de mujeres y hombres.
d) Con el fin de conocer su impacto en la situación de mujeres y hombres, exigirán a las entidades
beneficiarias que en las memorias justificativas del cumplimiento de las obligaciones impuestas en la
concesión de las subvenciones aporten información desglosada por sexo de las personas beneficiarias o
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usuarias finales del servicio prestado y de las personas titulares de la entidad y de su plantilla, así como de
la plantilla de la entidad que se haya contratado, en su caso, para la prestación del servicio objeto de la
subvención.

4. Todas las personas jurídicas beneficiarias de subvenciones públicas deberán acreditar el cumplimiento
efectivo de las cláusulas para la igualdad de mujeres y hombres, así como aportar y justificar la documentación
establecida para su verificación y someterse a las actuaciones de comprobación sobre dichos criterios sociales.
5. A los efectos de dar cumplimiento a la normativa del Estado, las administraciones públicas vascas, a la hora
de elaborar sus planes estratégicos de subvenciones, deberán analizar y justificar de forma objetiva y motivada
si en los ámbitos a los que se dirigen sus subvenciones existen desigualdades entre mujeres y hombres. A tal
fin, podrán recabar la opinión del órgano u organismo competente en materia de igualdad de mujeres y
hombres de su respectiva administración.

Artículo 24. Disposiciones comunes a contratación pública y subvenciones.
1. Los órganos promotores de las correspondientes subvenciones y contratos habrán de establecer indicadores
que permitan realizar la evaluación del grado de cumplimiento y efectividad de las medidas referidas en los
dos artículos anteriores.
2. Los poderes públicos vascos, cada cual por lo que respecta a su respectivo ámbito de actuación, podrán
aprobar normas o instrucciones en las que se den pautas para el cumplimiento efectivo de lo previsto en los
dos artículos anteriores.

Artículo 25. Planes sectoriales y de carácter estratégico.
1. Los poderes públicos vascos han de incluir la perspectiva de género en sus planes sectoriales y en los de
carácter estratégico, así como medidas para promover la igualdad y eliminar las desigualdades entre mujeres y
hombres, considerando especialmente la situación de las mujeres en las que concurren los factores referidos
en el último apartado del artículo 3.1. Todo ello, salvo que mediante informe motivado se justifique la no
pertinencia del plan respecto al género. El informe se enviará al correspondiente órgano u organismo
competente en materia de igualdad de mujeres y hombres, para recabar su parecer.
2. Con el fin de conocer su impacto en la situación de mujeres y hombres, los poderes públicos vascos deben
garantizar que en las memorias o evaluaciones de los planes sectoriales y de carácter estratégico se aporte
información desglosada por sexo de los indicadores de evaluación previstos y de las personas beneficiarias de
las medidas desarrolladas en el plan.
3. Las administraciones públicas vascas, a propuesta de su órgano u organismo competente en materia de
igualdad de mujeres y hombres, pueden aprobar normas o directrices en las que se indiquen las pautas que se
deberán seguir para la aplicación efectiva y el seguimiento de lo previsto en los párrafos anteriores.

TÍTULO III Medidas para promover la igualdad en diferentes áreas de intervención

CAPÍTULO I Participación sociopolítica

Artículo 26. Política.
1. Todos los poderes públicos vascos deben promover que en el nombramiento y designación de personas para
constituir o formar parte de sus órganos directivos y colegiados exista una presencia equilibrada de mujeres y
hombres con capacitación, competencia y preparación adecuada. A tal fin, adoptarán las medidas normativas
o de otra índole necesarias.
2. Los poderes públicos vascos velarán por que, a través de los medios de comunicación, se haga una cobertura
mediática no sexista, sin estereotipos de género, equitativa y equilibrada de quienes ejercen cargos políticos, a
fin de evitar que dicha cobertura pueda impactar negativamente sobre su representatividad y labor
institucional, así como sobre la confianza del electorado de cara a elegir personas candidatas de uno u otro
sexo.
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Artículo 27. Asociaciones y organizaciones.
1. Las administraciones públicas vascas han de promover que en los órganos de dirección de las asociaciones y
organizaciones profesionales, empresariales, de economía social, sindicales, políticas, culturales o de otra
índole exista una presencia equilibrada de mujeres y hombres, considerando la realidad de aquellas mujeres
en las que concurren los factores referidos en el último apartado del artículo 3.1. A tal fin, entre otras
actuaciones, podrán adecuar las subvenciones que les correspondan en función de la adopción de medidas
que posibiliten un incremento de la presencia de mujeres en aquellos órganos de dirección en los que estén
infrarrepresentadas.
2. Las administraciones públicas vascas no podrán dar ningún tipo de ayuda ni apoyo ni reconocimiento
alguno a las asociaciones y organizaciones que discriminen por razón de sexo en su proceso de admisión o en
su funcionamiento.
3. Las administraciones públicas vascas apoyarán a las asociaciones y organizaciones que lleven a cabo
actividades dirigidas a la consecución de los fines previstos en la presente ley y promoverán vías de
colaboración público-privada con dichas entidades, como las casas de las mujeres, a fin de favorecer el
empoderamiento de las mujeres y propiciar espacios para la detección de casos de violencia machista contra
las mujeres y el acompañamiento a las víctimas.
4. Las entidades sin ánimo de lucro que trabajen en el ámbito de la promoción de la igualdad de mujeres y
hombres podrán ser declaradas de utilidad pública, en los términos previstos en la legislación específica de
sus correspondientes formas jurídicas.
5. Las administraciones públicas vascas facilitarán mecanismos, tiempos, espacios, equipamientos y procesos
de capacitación accesibles y adecuados para garantizar el ejercicio de la participación ciudadana de las
mujeres, cualquiera que sea su situación administrativa, en el desarrollo de las políticas sociales, laborales,
económicas, culturales y medioambientales, considerando especialmente las necesidades de aquellas mujeres
en las que concurren los factores mencionados en el último apartado del artículo 3.1. Facilitarán también la
participación en dichas políticas del movimiento feminista, así como de las organizaciones sindicales y de otra
índole y de las asociaciones que tengan entre sus fines la promoción de la igualdad de mujeres y hombres.
Asimismo, articularán vías de interlocución efectiva de las mujeres ante las administraciones públicas vascas
en materia de igualdad de mujeres y hombres, creando entidades e impulsando modelos de cogobernanza,
entre otros.

CAPÍTULO II Cultura y medios de comunicación

Artículo 28. Actividades culturales.
1. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de adoptar las medidas
necesarias para evitar cualquier discriminación por razón de sexo y para promover un acceso y participación
equilibrada de mujeres y hombres en todas las actividades culturales que se desarrollen en el ámbito de la
Comunidad Autónoma de Euskadi. A los efectos de esta ley, se consideran actividades culturales, entre otras,
las artísticas, las festivas, las conmemorativas, las deportivas y las realizadas en el ámbito de la normalización
lingüística del euskera. Se prohíbe la organización y realización de actividades culturales en espacios públicos
en las que no se permita o se obstaculice la participación de las mujeres en condiciones de igualdad con los
hombres.
2. Las administraciones públicas vascas no podrán conceder ningún tipo de ayuda ni sus representantes
podrán participar en calidad de tales en ninguna actividad cultural que sea discriminatoria por razón de sexo o
que promueva el odio hacia las mujeres. Asimismo, se promoverá la participación en actividades que busquen
la igualdad entre mujeres y hombres y la superación de los estereotipos.
3. Las administraciones públicas vascas han de impulsar la elaboración y reconstrucción de la memoria social,
así como los procesos de memorialización, desde la visión de género. Además, han de promover políticas
culturales favorables a la igualdad, que hagan visibles las aportaciones de las mujeres al patrimonio y a la
cultura y contribuyan a superar estereotipos de género y prejuicios sexistas, así como fomentar la presencia de
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mujeres en exhibiciones y producciones artísticas y culturales en los ámbitos en que se encuentren
infrarrepresentadas. A tal fin, entre otras medidas, establecerán amplios espacios de participación y ayudas
públicas o adaptarán las ya existentes.
4. En particular, las administraciones públicas vascas han de promover que en los museos y centros de arte
financiados con fondos públicos:

a) Se integre la perspectiva de género en sus programas educativos, de visitas y de otra índole,
especialmente en aquellos dirigidos a la población infantil y juvenil.
b) Se integre la perspectiva de género en los protocolos y criterios de compra y en las líneas prioritarias de
adquisición de obras, así como en las políticas de exposiciones, de modo que se incrementen las
exposiciones de mujeres artistas y se logre una representación equilibrada de mujeres y hombres.
c) Se promueva la representación equilibrada en todas las estructuras de toma de decisiones, como
patronatos, comisiones artísticas, jurados y otras.

5. Las administraciones públicas vascas deben adoptar las medidas oportunas para garantizar la igualdad de
trato y oportunidades de mujeres y hombres con relación a la práctica de todas las modalidades deportivas,
tanto de ocio como de competición, en las prácticas y actividades que tengan lugar en la Comunidad
Autónoma de Euskadi.
6. Las administraciones públicas vascas fomentarán una elección no estereotipada de prácticas deportivas, así
como el patrocinio de actividades deportivas tanto de mujeres como de hombres en aquellas modalidades en
las que su respectiva participación sea minoritaria. Asimismo, garantizarán la existencia de ayudas destinadas
a modalidades deportivas practicadas mayoritariamente por mujeres y garantizarán la igualdad entre mujeres
y hombres en la concesión de premios y reconocimientos.

Artículo 29. Medios de comunicación social, publicidad y tecnologías de la información y comunicación.
1. Ningún medio de comunicación social, Internet y las redes sociales cuya actividad se encuentre sometida al
ámbito competencial de la Comunidad Autónoma de Euskadi pueden presentar a las personas como inferiores
o superiores en dignidad humana en función de su sexo, ni como meros objetos sexuales o productos de
enriquecimiento. Tampoco se pueden difundir contenidos que justifiquen, banalicen o inciten a la violencia
machista contra las mujeres.
2. Se prohíbe la realización, emisión y exhibición de publicidad que presente a las personas como inferiores o
superiores en dignidad humana en función de su sexo, o como meros objetos sexuales o productos de
enriquecimiento, así como la que justifique, banalice o incite a la violencia machista contra las mujeres.
3. Los medios de comunicación social, en la elaboración de sus programaciones, garantizarán la inclusión de
la perspectiva de género e interseccional en los contenidos, además de hacer un uso no sexista del lenguaje y
garantizar una participación activa de las mujeres y una presencia equilibrada y una imagen plural de ambos
sexos, al margen de cánones de belleza y de estereotipos sexistas sobre las funciones que desempeñan en los
diferentes ámbitos de la vida, con especial incidencia en los contenidos dirigidos a la población infantil y
juvenil y desmontando los prejuicios y estereotipos asociados a las mujeres en las que concurren los factores
generadores de discriminación múltiple referidos en el apartado final del artículo 3.1.
4. Los medios de comunicación de titularidad pública de la Comunidad Autónoma apoyarán y darán un trato
preferente en el acceso a sus espacios publicitarios a las campañas institucionales que tengan el objetivo de
eliminar las desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres, y de prevenir la violencia machista
contra las mujeres en todas sus manifestaciones. A tales efectos, se establecerán, en su caso, los oportunos
mecanismos o acuerdos de colaboración institucional.
5. Las administraciones públicas vascas, los organismos autónomos y las demás entidades públicas
dependientes o vinculadas a aquellas han de contribuir a la difusión de las campañas institucionales referidas
en el párrafo anterior, en el ámbito de sus competencias, mediante la cesión de sus espacios o lugares tanto
interiores como exteriores destinados a publicidad.
6. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de eliminar las barreras
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existentes y adoptar las medidas necesarias para garantizar un acceso y uso igualitario de mujeres y hombres a
las tecnologías de la información y comunicación, así como para corregir las discriminaciones que se detecten
en función del sexo y de otros factores generadores de discriminación múltiple referidos en el artículo 3.1.
7. Asimismo, dichas administraciones deben promover, a través de la promoción de normas de
autorregulación o de otras fórmulas, la no existencia de contenidos sexistas y que atenten contra la dignidad
de las mujeres en Internet, en las redes sociales, en los videojuegos y en los sistemas informáticos.

Artículo 30. Órgano de asesoramiento y control de la publicidad y de los medios de comunicación.
En el Gobierno Vasco existirá un órgano encargado de asesorar y analizar la publicidad y los contenidos que se
transmiten a través de los medios de comunicación y de los soportes publicitarios al uso, a fin de erradicar
todo tipo de discriminación y estereotipación de las personas por razón de sexo. Asimismo, promoverá la
formación en este ámbito y velará por la existencia de códigos éticos referentes a los contenidos emitidos por
los medios de comunicación que, entre otros aspectos, aborden el tratamiento adecuado de los casos de
violencia machista contra las mujeres.

CAPÍTULO III Educación

Sección 1.ª Enseñanza no universitaria

Artículo 31. Coeducación.
Las políticas públicas educativas promoverán la coeducación, que a los efectos de esta ley se considera el
modelo educativo basado en el desarrollo integral de la persona al margen de los estereotipos y roles en
función del género, el rechazo de toda forma de discriminación y la garantía de una orientación académica y
profesional no sesgada por el género. Para ello, se potenciará la igualdad real de mujeres y hombres en todos
los niveles y etapas educativas, incluida la educación infantil, primaria, secundaria, bachillerato, formación
profesional y la enseñanza para personas adultas, y en todas sus dimensiones: curricular, organizativa y otras.

Artículo 32. Currículo.
1. La Administración educativa realizará proyectos coeducativos, a través de las medidas y recursos que sean
necesarios, e integrará en el diseño y desarrollo curricular de todas las áreas de conocimiento y disciplinas de
las diferentes etapas educativas los siguientes objetivos coeducativos:

a) La eliminación de los prejuicios, estereotipos y roles en función del género, construidos según los
patrones socioculturales de conducta asignados a mujeres y hombres, con el fin de garantizar, tanto para
las alumnas como para los alumnos, posibilidades de desarrollo personal integral.
b) La integración del saber de las mujeres y de la contribución social e histórica de las mujeres y del
feminismo al desarrollo de la humanidad, revisando y, en su caso, corrigiendo los contenidos que se
imparten.
c) La incorporación de conocimientos necesarios para que el alumnado se haga cargo de sus actuales y
futuras necesidades y responsabilidades relacionadas con el trabajo doméstico y de cuidado de las
personas. Se trabajará la importancia del cuidado de forma transversal.
d) La capacitación del alumnado y la remoción de los obstáculos existentes mejorando, entre otros, los
programas de orientación del alumnado en la selección de los estudios, para favorecer que la elección de
las opciones académicas se realice libre de condicionamientos basados en el género, de modo que se pueda
superar la infrarrepresentación de las mujeres en determinados sectores estratégicos de la formación
profesional, así como en ámbitos como la industria, la ciencia y la tecnología y la de los hombres en
ámbitos como las humanidades, la educación o la salud.
e) La prevención de la violencia machista contra las mujeres, a través del cuestionamiento de la
socialización de género binaria y mediante el aprendizaje de métodos no violentos para la resolución de
conflictos y de modelos de convivencia basados en la diversidad y en el respeto a las distintas formas de
relación y a la igualdad de derechos y oportunidades de mujeres y hombres.
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f) El respeto a la diversidad sexual y cualquier forma de relación, haciendo frente a los prejuicios
relacionados con la orientación y la identidad sexual y fomentando una sexualidad libre, positiva y
saludable, así como una educación sexual integral y sistemática, con una metodología adecuada a cada
edad.

2. Asimismo, la Administración educativa establecerá como principio básico la prevención de conductas
violentas, incluidos los abusos sexuales a menores, en todos los niveles educativos, y fijará asignaturas o
contenidos y tiempos específicos en todos los niveles educativos con relación al aprendizaje para la vida
cotidiana, integrando en la misma aspectos y contenidos relacionados con el ámbito doméstico y con el
cuidado de las personas, el conocimiento del funcionamiento de las relaciones personales y el fomento de
relaciones afectivo-sexuales saludables y positivas, el uso no sexista del lenguaje, el cuestionamiento del uso
del cuerpo de las mujeres como reclamo o producto de enriquecimiento, la identificación y prevención de
conductas machistas, incluidas las menos visibles, y el aprendizaje de métodos no violentos para la resolución
de conflictos y de modelos de convivencia basados en el respeto a la igualdad de sexos y a la diversidad.
3. La Administración educativa aprobará un plan general de coeducación en el que se recogerán de forma
general y coordinada las líneas de intervención y las directrices para orientar las actuaciones que han de
desarrollar los centros educativos de la Comunidad Autónoma de Euskadi con relación a la coeducación.
4. La Administración educativa velará por que los horarios y el calendario faciliten al máximo la conciliación
de la vida laboral, familiar y personal de las madres y padres del alumnado. Además, fomentará la
corresponsabilidad de los padres en el cuidado de sus hijos e hijas y su participación en la vida educativa y
asociativa de los centros escolares.

Artículo 33. Materiales didácticos.
1. Se prohíbe la realización, la difusión y la utilización en centros educativos de la Comunidad Autónoma de
libros de texto y materiales didácticos que presenten a las personas como inferiores o superiores en dignidad
humana en función de su sexo o como meros objetos sexuales, así como aquellos que justifiquen, banalicen o
inciten a la violencia machista contra las mujeres.
2. Los libros de texto y demás materiales didácticos que se utilicen en los centros educativos de la Comunidad
Autónoma de Euskadi han de integrar los objetivos coeducativos señalados en el artículo 32.1. Asimismo, han
de hacer un uso no sexista del lenguaje y en sus imágenes garantizar una presencia equilibrada y no
estereotipada de mujeres y hombres.

Artículo 34. Personas y estructuras.
1. Con el fin de integrar la perspectiva de género en su labor, los órganos correspondientes responsables de la
evaluación, investigación, innovación e inspección educativa, así como en todos los servicios de apoyo al
profesorado, dispondrán de personal con capacitación especializada en coeducación.
2. La Administración educativa garantizará en todos los centros educativos el nombramiento de profesorado
responsable de coeducación en los centros escolares y la correspondiente asignación horaria, en el horario
semanal del profesorado, para el trabajo y la formación en materia de coeducación. Asimismo, garantizará que
existan comisiones responsables del tema de la igualdad de mujeres y hombres, en las que participe la
comunidad educativa, y que se coordinarán, en su caso, con los órganos o unidades de igualdad de la
administración local correspondiente. También asegurará la existencia de representantes de igualdad con
formación adecuada en los órganos de máxima representación de dichos centros y la promoverá en los
consejos escolares, tanto de ámbito municipal como autonómico, a fin de que impulsen medidas para
promover la igualdad en el ámbito educativo.
3. La Administración educativa potenciará la presencia equilibrada de mujeres y hombres en la docencia en
las diferentes áreas de conocimiento y etapas educativas, así como en los órganos de dirección de los centros.
4. El profesorado estará obligado a poner en conocimiento de los órganos directivos de los centros los indicios
que les consten de violencia machista contra mujeres, niñas y niños.
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Artículo 35. Formación.
1. La Administración educativa pondrá en marcha planes de formación sobre coeducación dirigidos a
profesionales de la educación, que abarquen a todos los centros de enseñanza no universitaria y que incluyan
contenidos que faciliten identificar y afrontar de forma adecuada el abordaje de los diferentes tipos de
violencia machista contra mujeres, niñas y adolescentes.
2. A fin de que cada centro establezca las medidas oportunas para la puesta en marcha de dichos planes de
formación, la Administración educativa posibilitará las correspondientes adaptaciones horarias y
organizativas. Además, se establecerán mecanismos para atender al alumnado que pueda verse afectado por el
calendario y los horarios previstos en los citados planes.
3. La oferta de formación permanente dirigida a profesionales de la educación, tanto de forma individual
como a través de los centros, además de integrar la filosofía coeducativa de modo transversal en sus
contenidos, ha de incorporar cursos específicos en materia de coeducación.
4. La Administración educativa promoverá también la formación en coeducación del personal que integra la
Comunidad Escolar.
5. Asimismo, la Administración educativa, a través de las federaciones y asociaciones de padres y madres,
promoverá la sensibilización y formación de las familias en temas de coeducación.

Sección 2.ª Enseñanza universitaria

Artículo 36. Sistema Universitario Vasco.
1. Las universidades que integran el sistema universitario vasco promoverán la igualdad de oportunidades de
mujeres y hombres con relación a la carrera docente y el acceso a los ámbitos de toma de decisiones, y
fomentarán una participación equilibrada del alumnado en función del sexo en todas las disciplinas y áreas
del conocimiento.
2. Asimismo, velarán por que en la docencia y en los trabajos de investigación sobre las diferentes áreas de
conocimiento se integre la perspectiva de género, se haga un uso no sexista del lenguaje y se incorpore el
saber de las mujeres y su contribución social e histórica al desarrollo de la Humanidad.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma promoverá que las universidades del Sistema Universitario
Vasco impartan de manera estable formación especializada de agente de igualdad de mujeres y hombres, así
como que incorporen la perspectiva de género en todas sus disciplinas y áreas del conocimiento y, en
particular, que incorporen contenidos específicos sobre coeducación en la formación dirigida al profesorado
de la educación no universitaria y sobre igualdad y violencia machista contra las mujeres en aquellas carreras
vinculadas con profesionales que atienden a víctimas, así como en las relacionadas con la comunicación.
4. La Administración educativa, en sus convocatorias de apoyo a la formación y a la investigación, valorará
especialmente aquellos proyectos que:

a) Estén liderados por mujeres, en aquellas ramas de la investigación en las que estén infrarrepresentadas.
b) Tengan en los equipos de investigación una representación de, al menos, el 40 % de mujeres.
c) Contribuyan a la comprensión de las cuestiones relacionadas con la desigualdad de mujeres y hombres y
la relación de jerarquía entre los sexos.
d) Planteen medidas para eliminar las desigualdades y promover la igualdad de mujeres y hombres.
e) Aborden aspectos vinculados con la prevención y la atención a víctimas de la violencia machista contra
las mujeres que favorezcan la mejora de dicha atención y la formación de profesionales en dicho ámbito.

5. La Administración educativa establecerá subvenciones para apoyar la realización de proyectos que
fomenten la igualdad de mujeres y hombres en el ámbito del sistema universitario vasco.

CAPÍTULO IV Trabajo

Sección 1.ª Trabajo doméstico y de cuidado no remunerado

Artículo 37. Trabajo doméstico y personas cuidadas y cuidadoras.
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1. Las administraciones públicas vascas realizarán periódicamente estimaciones del valor económico del
trabajo doméstico y de cuidado no remunerado, incluido el cuidado de las personas, realizado en la
Comunidad Autónoma de Euskadi, e informarán a la sociedad vasca del resultado de dichas estimaciones con
el fin de dar a conocer su importancia económica y social.
2. Los poderes públicos vascos tendrán en cuenta el valor del trabajo doméstico y de cuidado no remunerado
en el diseño de sus presupuestos y de sus políticas económicas y sociales para favorecer la transformación
hacia un modelo económico y social que ponga el cuidado y la sostenibilidad de la vida en el centro.
3. Se fomentará el derecho de todas las personas a recibir cuidados, garantizando la promoción de la
autonomía de las personas atendidas y poniendo en marcha medidas que prioricen la no reproducción de
modelos de cuidados de base familiar sostenidos por mujeres.
4. Las personas cuidadoras no profesionales tienen derecho al ocio, al tiempo libre y al descanso. Con el fin de
hacerlo efectivo, en el marco del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia y del Sistema Vasco
de Servicios Sociales, las administraciones públicas vascas competentes, entre otras, han de llevar a cabo las
medidas siguientes:

a) Realizar ofertas formativas dirigidas a las personas cuidadoras familiares en función de las necesidades
detectadas en ellas.
b) Desarrollar programas de reposo y esparcimiento que incluyan alojamientos temporales para permitir el
descanso de quienes cuidan, considerando especialmente a quienes sostienen familias monoparentales o
asumen cargas familiares en solitario.
c) Apoyar iniciativas y fórmulas de apoyo mutuo entre particulares para el cuidado de personas.
d) Otro tipo de medidas y servicios de apoyo económico, técnico y psicosocial que sean necesarios para
atender las necesidades de las personas cuidadoras.

Artículo 38. Corresponsabilidad.
Los poderes públicos vascos han de promover la corresponsabilidad social del trabajo doméstico y de cuidado
no remunerado, entre otras medidas, a través de:
a) La adecuación de las estructuras del empleo y la transformación de la cultura y práctica empresarial que
incluya, entre otras, las medidas recogidas en el artículo 52 de esta ley.
b) La provisión universal y pública de cuidados que incluya, entre otras, las medidas recogidas en el artículo 53
de esta ley.
c) El fomento de la corresponsabilidad de los hombres en el trabajo doméstico y de cuidado y de la
generalización de la ética y práctica del cuidado como vía para el desarrollo y bienestar propio y ajeno, y para
la prevención, tanto de las desigualdades y la violencia machista contra las mujeres, como de las conductas de
riesgo nocivas para las personas y el entorno. Asimismo, los poderes públicos vascos adoptarán las medidas
oportunas para que las normas y actuaciones que promuevan la conciliación de la vida personal, familiar y
laboral incluyan medidas que promuevan la corresponsabilidad de los hombres.

Sección 2.ª Empleo

Artículo 39. Promoción de las condiciones.
Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de promover las condiciones
para que la igualdad de oportunidades y trato de mujeres y hombres sea real y efectiva, tanto en las
condiciones de acceso al trabajo por cuenta propia o ajena como en las condiciones de trabajo, formación,
promoción, retribución y extinción del contrato.

Artículo 40. Servicios de empleo.
1. Los servicios de empleo que intervienen en las diferentes fases del proceso de acompañamiento a la
inserción laboral no podrán tramitar ninguna oferta de empleo discriminatoria por razón de sexo.
2. A fin de adecuar los servicios de empleo al principio de igualdad de mujeres y hombres, las
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administraciones públicas vascas:
a) Formarán al personal propio de sus servicios de empleo y garantizarán la formación del personal de las
entidades colaboradoras sobre el modo de incorporar la perspectiva de género en cada fase del proceso
integral de acompañamiento a la inserción laboral, es decir, en información-orientación, formación,
intermediación, apoyo y seguimiento a la inserción y promoción empresarial y autoempleo, así como sobre
el modo de atender a las víctimas de la violencia machista contra las mujeres.
b) Promoverán que los servicios de empleo adopten medidas dirigidas a conseguir un aumento del número
de mujeres contratadas en profesiones en las que están subrepresentadas y con empleos de calidad,
considerando especialmente a aquellas mujeres en las que concurren los factores referidos en el último
apartado del artículo 3.1. Entre otras medidas, garantizarán la presencia equilibrada de las mujeres en los
programas de empleo que prevén contratos o ayudas económicas en sectores en los que están
infrarrepresentadas.
c) Incluirán la perspectiva de género en la formación profesional que gestionen directa o indirectamente.

Artículo 41. Acceso y condiciones de empleo.
Con el objetivo de favorecer el acceso y mejorar las condiciones de empleo de las mujeres, en particular de
aquellas en las que concurren los factores referidos en el último apartado del artículo 3.1, las administraciones
públicas vascas con competencia en la materia:
a) Incorporarán la perspectiva de género en las políticas activas de empleo, así como módulos específicos de
género en sus programas formativos.
b) Establecerán, en aquellas ayudas dirigidas a empresas que prevean medidas para el fomento de la
contratación, acciones positivas para contratar mujeres en aquellas profesiones y sectores en los que estén
infrarrepresentadas, en especial en los que sean considerados más estratégicos en la economía.
c) Desarrollarán programas de fomento de empleo estable y de calidad para mujeres y de apoyo a la
contratación de estas, que permitan, por un lado, elevar su cuota de participación en las diferentes
modalidades de contratación y, por otro, acabar con el empleo precario y la temporalidad, que tienen mayor
incidencia en las mujeres.
d) Priorizarán, en el acceso a las ayudas para la financiación de gastos de constitución, inversión en activos y
gastos generales de funcionamiento, las iniciativas empresariales promovidas mayoritariamente por mujeres,
en especial en aquellas profesiones y sectores en los que estén infrarrepresentadas y sean considerados más
estratégicos en la economía.
e) Fomentarán que las sociedades de garantía recíproca que cuenten con ayuda pública establezcan fondos
específicos destinados a favorecer la constitución o consolidación de iniciativas empresariales promovidas
mayoritariamente por mujeres.
f) Promoverán, en el marco de sus competencias, la mejora de las condiciones de empleo de los sectores
profesionales relacionados con la prestación de servicios de cuidados, en particular, el servicio del hogar
familiar, de modo que se cumplan las previsiones de los convenios de la Organización Internacional del
Trabajo relativos al empleo decente en dicho sector. Asimismo, la Administración de la Comunidad Autónoma,
en relación con el personal al servicio del hogar familiar, ofrecerá asesoramiento jurídico gratuito y fomentará
la intermediación laboral pública a fin de evitar situaciones de precariedad y vulneración de derechos.
g) Promoverán la mejora de las condiciones laborales del personal que trabaja en los sectores feminizados en
las instituciones públicas, limitando la subcontratación o, en su defecto, estableciendo cláusulas sociales en la
contratación pública que garanticen condiciones de trabajo y salariales homologables a las de las categorías
profesionales o actividades equivalentes en la administración pública.

Artículo 42. Planes de formación y gestión avanzada.
1. En las convocatorias públicas de concesión de ayudas a los planes de formación de las empresas se
priorizarán aquellas acciones formativas cuyo objetivo sea la igualdad de mujeres y hombres dentro de su
organización, así como aquellas que faciliten la promoción profesional de las mujeres.
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2. Asimismo, se han de establecer los mecanismos y servicios de apoyo necesarios para asegurar la
participación de las mujeres, en especial de aquellas en las que concurren los factores referidos en el último
apartado del artículo 3.1, en las diversas acciones formativas, tanto en el ámbito del autoempleo y la creación
de empresas como en el ámbito del trabajo por cuenta ajena. Sobre todo, en aquellas acciones formativas que
capacitan a las mujeres para acceder a puestos de trabajo y niveles en los que están infrarrepresentadas, en
particular a puestos directivos y a sectores con empleos de calidad.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma promoverá la incorporación de la perspectiva de género en
el ámbito de la calidad y la gestión avanzada.

Artículo 43. Planes y políticas de igualdad de mujeres y hombres.
1. Los consorcios, fundaciones y empresas participadas mayoritariamente con capital de las instituciones
públicas vascas en todo caso, así como las empresas privadas de más de 50 personas empleadas, en los
términos que establezca la normativa del Estado, elaborarán planes que incluyan medidas concretas y
efectivas dirigidas a promover la igualdad de mujeres y hombres en su funcionamiento interno y en su
actividad hacia el exterior, así como los oportunos mecanismos de seguimiento y evaluación.
2. La Administración de la Comunidad Autónoma, en los términos que reglamentariamente se determinen,
promoverá ayudas para la elaboración de diagnósticos y planes para la igualdad de mujeres y hombres, la
formación de los agentes sociales y otras personas que intervengan en la elaboración e implantación de dichos
planes y la contratación de personas expertas que asesoren en su elaboración. La regulación de estas ayudas
deberá tomar en consideración las circunstancias y necesidades específicas de las pequeñas y medianas
empresas. Asimismo, impulsará la creación de redes de colaboración entre empresas para el desarrollo de
políticas de igualdad.
3. Las administraciones públicas vascas, en el marco de las políticas de promoción económica y empleo en
cualquiera de los sectores productivos, promoverán, en los términos que reglamentariamente se determinen,
ayudas a las empresas para la ejecución de las medidas contenidas en los planes para la igualdad de mujeres y
hombres, en particular para aquellas que hayan sido reconocidas como entidades colaboradoras de acuerdo
con lo previsto en el artículo 45.
4. La Administración de la Comunidad Autónoma, en el marco de sus competencias y en colaboración con la
Inspección de Trabajo y Seguridad Social y otras instituciones implicadas, ha de impulsar la labor inspectora
con relación al control y erradicación de las discriminaciones por razón de sexo y promover que se desarrollen
planes, campañas y otras medidas para prevenir y combatir dicha discriminación en el ámbito laboral,
incluido el acoso sexual y por razón de sexo, y en particular, en sectores especialmente vulnerables.

Artículo 44. Discriminación retributiva.
En particular, por lo que respecta a la discriminación retributiva, se desarrollarán las siguientes medidas:
a) La Administración de la Comunidad Autónoma, a través de la Inspección de Trabajo, desarrollará planes y
campañas específicas contra la discriminación retributiva, habilitando para ello los recursos humanos,
económicos y materiales necesarios.
b) La Administración de la Comunidad Autónoma pondrá a disposición de las instituciones públicas, de las
empresas, de las organizaciones empresariales y sindicales y de la ciudadanía en su conjunto recursos para
combatir la discriminación retributiva y para garantizar el principio de igual retribución por trabajo de igual
valor; en particular, directrices, criterios y metodologías para una valoración, clasificación y evaluación de
puestos y una promoción profesional no sexista, así como un servicio de información y asesoramiento y de
canalización de quejas o denuncias.
c) En los términos que se determine reglamentariamente, las organizaciones que compongan el sector público
vasco deberán garantizar la transparencia en el ámbito retributivo, a través de libros de registro de
retribuciones u otras fórmulas que se consideren adecuadas, así como aplicar las directrices, criterios y
metodologías referidas en el apartado b) y, en su caso, realizar las auditorias salariales o retributivas
correspondientes.
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d) Por lo que respecta al sector privado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 2.4 y 2.5 de esta ley, es un
requisito para las empresas y organizaciones que contraten o reciban subvenciones del sector público vasco el
cumplir con el principio de transparencia e igualdad retributiva entre mujeres y hombres. A tal fin, los
poderes públicos vascos incluirán las cláusulas de igualdad correspondientes y establecerán los oportunos
sistemas de control salarial o retributivo. En caso de que se detecten indicios de discriminaciones retributivas,
se dará un plazo a las entidades para que lo justifiquen o corrijan y, en caso de que no lo hagan, recibirán la
penalidad o consecuencia que se determine en el marco del proceso contractual o subvencional
correspondiente, que podría incluir la pérdida de la subvención o resolución del contrato y la devolución de las
cantidades percibidas.
e) En el resto de las empresas pertenecientes al sector privado, las administraciones públicas vascas
fomentarán la transparencia retributiva y facilitarán que se apliquen las directrices, criterios y metodologías
mencionadas en el apartado b) y que se realicen autoevaluaciones y auditorías salariales o retributivas, sin
perjuicio de lo dispuesto en la legislación del Estado en la materia.

Artículo 45. Entidades colaboradoras.
Con la finalidad de incentivar las iniciativas que puedan surgir en el ámbito socio-laboral a favor de la igualdad
de oportunidades, el Gobierno Vasco puede reconocer como entidades colaboradoras en igualdad de mujeres y
hombres a aquellas entidades que desarrollen una política de igualdad en su organización, en las condiciones
que se determinen reglamentariamente. Las citadas condiciones exigirán, al menos, la elaboración de un
diagnóstico y un plan de actuación en materia de igualdad, así como un compromiso de ejecución de dicho
plan que habrá de incluir, entre otras, medidas dirigidas a garantizar la igualdad de trato de mujeres y hombres
en las condiciones laborales y por lo que respecta a la calidad del empleo.

Artículo 46. Negociación colectiva.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma, en la negociación colectiva con su personal, ha de plantear
medidas para promover la igualdad de mujeres y hombres en el ámbito del empleo público. Así mismo, ha de
fomentar el diálogo entre las y los interlocutores sociales a fin de que en la negociación colectiva referida al
sector privado se procure una presencia equilibrada de mujeres y hombres y se incorporen también este tipo
de medidas, en especial las dirigidas a eliminar la discriminación retributiva. Fomentará el diálogo
especialmente en los sectores feminizados y carentes de convenio colectivo.
2. La Administración de la Comunidad Autónoma, a través del Registro de Convenios Colectivos, ha de velar
para que estos no contengan cláusulas contrarias al principio de igualdad de mujeres y hombres, así como
para que hagan un uso no sexista del lenguaje e incorporen medidas específicas para prevenir y combatir el
acoso sexual o por razón de sexo.

Artículo 47. Seguridad y salud laboral.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma promoverá la incorporación de la perspectiva de género en
el ámbito de la seguridad y salud laboral. Para ello:

a) Considerará la variable sexo y otras variables que permitan un análisis de género tanto en los sistemas de
recogida y tratamiento de datos como en los estudios e investigaciones en materia de prevención de riesgos
laborales.
b) Impulsará acciones de sensibilización y formación dirigidas a agentes sociales y colectivos implicados en
la prevención de riesgos laborales sobre la incorporación de la perspectiva de género en materia de
seguridad y salud laboral.
c) Tendrá en cuenta las necesidades específicas de las mujeres relacionadas con sus características
anatómicas, fisiológicas y psicosociales en el diseño de políticas, estrategias y programas de seguridad y
salud, estableciendo las medidas necesarias para su adecuado abordaje.

2. Las administraciones públicas vascas considerarán, dentro de la protección, promoción y mejora de la salud
laboral, el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
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3. Sin perjuicio de su posible tipificación como delito, a efectos de esta ley, se considera acoso por razón de
sexo en el trabajo cualquier comportamiento verbal, no verbal o físico no deseado, que se produzca en el
ámbito o con ocasión de las relaciones de trabajo, dirigido contra una persona por razón de su sexo y con el
propósito o el efecto de atentar contra la dignidad de una persona o de crear un entorno intimidatorio, hostil,
degradante, humillante u ofensivo. Cuando dicho comportamiento sea de índole sexual se considera acoso
sexual.
4. El acoso sexual y el acoso por razón de sexo tendrán la consideración de falta disciplinaria muy grave para el
personal funcionario de las administraciones públicas vascas, de conformidad con lo previsto por el artículo
2.1 de la presente ley, en relación con el artículo 178.c) de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público
Vasco.
5. Los poderes públicos vascos actuarán de oficio ante denuncias de acoso sexual y acoso por razón de sexo.
Así mismo, han de poner en marcha políticas específicas dirigidas a su personal para prevenir y erradicar el
acoso en el trabajo. Dichas políticas, entre otras medidas, deben prever evaluaciones de riesgos psicosociales,
la adopción de medidas preventivas y la elaboración y aplicación de protocolos de actuación y la inclusión de
cláusulas en la contratación pública de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la presente ley.
6. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de garantizar a las víctimas de
acoso sexual y de acoso por razón de sexo el derecho a una atención integral, gratuita, accesible y de calidad
que responda a sus necesidades derivadas de dichas situaciones de violencia, de conformidad con lo
establecido en el capítulo VII de este título.

CAPÍTULO V Otros derechos sociales básicos

Artículo 48. Salud.
1. Las administraciones públicas vascas, en la formulación, desarrollo y evaluación de sus políticas, estrategias
y programas de salud, considerarán las distintas necesidades de mujeres y hombres y las medidas necesarias
para abordarlas adecuadamente, a los efectos de garantizar un igual derecho a la salud de las mujeres y
hombres. A tal fin, integrarán de forma activa en los objetivos y en las actuaciones de la política de salud el
principio de igualdad de trato y oportunidades y evitarán que, por sus diferencias biológicas o por los
estereotipos sociales asociados, se produzcan discriminaciones entre unas y otros. Asimismo, han de
promover, entre las personas profesionales y usuarias y los agentes sociales implicados en el sistema de salud,
el análisis, debate y concienciación en torno a las diferencias de mujeres y hombres relativas a dicho ámbito,
así como la formación de sus profesionales al respecto.
2. Las administraciones públicas vascas, a través de sus servicios de salud y de los órganos competentes en
cada caso, desarrollarán las siguientes actuaciones:

a) La adopción sistemática, dentro de las acciones de educación sanitaria, de iniciativas destinadas a
favorecer la promoción específica de la salud de las mujeres, así como a prevenir su discriminación.
b) El fomento de la investigación científica que atienda a las diferencias entre mujeres y hombres en
relación con la protección de su salud, especialmente en lo referido a la accesibilidad y al esfuerzo
diagnóstico y terapéutico, tanto en sus aspectos de ensayos clínicos como asistenciales.

3. Las administraciones públicas vascas han de cubrir las necesidades derivadas del ejercicio de los derechos
sexuales y reproductivos a través de medidas tanto preventivas como asistenciales, dirigidas, entre otros
aspectos, a:

a) Asegurar de forma integral la salud sexual y reproductiva, y favorecer el acceso a servicios de salud
sexual y reproductiva.
b) Facilitar la planificación sexual y evitar embarazos no planificados.
c) Garantizar las prestaciones de reproducción humana asistida admitidas, sin que puedan producirse
discriminaciones por razones de estado civil, de discapacidad, de orientación sexual o de procedencia.
d) Garantizar la prestación de la interrupción del embarazo, a través de los centros de la red sanitaria de
responsabilidad pública, según la normativa vigente.
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e) Promover la autonomía de las mujeres en el embarazo, el parto y la lactancia, así como su
empoderamiento en la toma de decisiones respecto a la anticoncepción, las medidas de prevención de las
enfermedades de transmisión sexual y otros aspectos relacionados con su salud sexual y reproductiva.
f) Prevenir y detectar enfermedades de transmisión sexual.
g) Prevenir y detectar la mutilación genital femenina, e informar a las personas afectadas, incluidas las
mujeres menores de edad, sobre la posibilidad, en su caso, de restaurar o mitigar, mediante mecanismos
sanitarios de intervención quirúrgica, los efectos de la mutilación practicada.
h) Se tendrá también en cuenta el papel de los hombres en el diseño, desarrollo y evaluación de las
medidas previstas en los apartados anteriores y se pondrán en marcha actuaciones específicamente
dirigidas a ellos que contribuyan a la igualdad de mujeres y hombres.

4. La Administración sanitaria, a la hora de diseñar los procesos asistenciales, debe adoptar medidas para
aliviar la carga de trabajo derivada del cuidado de personas con problemas de salud que se realiza en el ámbito
doméstico de forma no remunerada y mayoritariamente por mujeres.

Artículo 49. Inclusión social.
1. Las administraciones públicas vascas, a través de un abordaje integral, preventivo, integrado, centrado en
las personas, interdisciplinar y coordinado, adoptarán las medidas necesarias para contrarrestar la mayor
incidencia de la pobreza y la exclusión social en las mujeres. Y ello, por una parte, a través de la integración de
la perspectiva de género en los diferentes programas sectoriales dirigidos a garantizar a todas las personas el
disfrute de los derechos sociales básicos y, por otra, mediante el diseño de programas específicos para grupos
de mujeres en las que concurren los factores referidos en el último apartado del artículo 3.1 de esta ley.
2. Las administraciones públicas vascas tendrán en cuenta las necesidades específicas de las familias
monoparentales en el diseño e implantación de sus políticas y programas y promoverán las medidas de índole
jurídica y económica necesarias para mejorar las condiciones de las personas que se encuentran por tal
circunstancia en una situación de precariedad económica o social. A tal fin, adoptarán medidas para
garantizar el pago de pensiones compensatorias y alimenticias, establecerán complementos para las
pensiones de viudedad más bajas, proporcionarán asistencia personal a las madres con discapacidad que la
necesiten, adaptarán los baremos o condiciones de acceso a los recursos públicos y otro tipo de acciones para
prevenir y corregir la mayor incidencia de la pobreza y la exclusión entre las personas integrantes de este tipo
de familias y sus mayores dificultades para la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
3. Las administraciones públicas vascas velarán por el bienestar y la protección social de las mujeres de la
tercera edad y fomentarán su participación en la vida política, económica, social y cultural.
4. La Administración de la Comunidad Autónoma elaborará un plan de actuación en materia de prostitución y
trata de seres humanos con fines de explotación sexual, en colaboración con el resto de las administraciones y
los grupos sociales que trabajan en dicho ámbito.
5. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus respectivas competencias y desde un enfoque
intercultural y de derechos humanos, promoverán la igualdad real y efectiva de las mujeres de origen
extranjero, migradas o de otra nacionalidad, así como de las mujeres gitanas, y removerán los obstáculos
adicionales a los que se enfrentan, relacionados, entre otros, con la participación, el acceso a los recursos y los
estereotipos y roles asignados.
6. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus competencias, establecerán medidas para dar
respuesta a las situaciones, condiciones y necesidades de las mujeres con discapacidad, desde un enfoque de
accesibilidad universal y que promueva su participación activa y plena en la sociedad.
7. Las administraciones públicas vascas adoptarán las medidas que estén en el marco de sus competencias
para dar respuesta a las situaciones, condiciones y necesidades específicas de las mujeres presas.
8. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus competencias, establecerán medidas para dar
respuesta a las situaciones, condiciones y necesidades de las mujeres sin hogar y en situación de exclusión
social grave, desde enfoques centrados en la persona y orientados a la vivienda.
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9. Las administraciones públicas vascas garantizarán cauces de participación adecuados para las asociaciones
de mujeres representativas de los intereses de los colectivos mencionados en los párrafos anteriores en la
elaboración, seguimiento y evaluación de las medidas previstas en este artículo. Deberán, a su vez, diseñar
estrategias de sensibilización ciudadana para hacer frente a los prejuicios y estereotipos sobre los que se
asienta la discriminación social y las violencias a las que se enfrentan.

Artículo 50. Medio ambiente, ordenación del territorio, urbanismo, vivienda, transporte y medio rural.
1. Los poderes públicos vascos arbitrarán los medios necesarios para garantizar que se integre la perspectiva
de género en el diseño, ejecución y evaluación de sus políticas, normas, planes y programas en materia de
ordenación del territorio, urbanismo, transporte y vivienda, considerando, entre otras, cuestiones como:

a) El fomento del conocimiento de las diferentes necesidades de mujeres y hombres en cuanto a la
movilidad y la utilización de espacios, infraestructuras y servicios relacionados con las políticas de
vivienda, transporte y urbanismo, incrementando y mejorando a tal fin los diagnósticos y estudios, así
como la disponibilidad de datos estadísticos desagregados por sexo e indicadores específicos relativos a la
igualdad de mujeres y hombres en dichos sectores.
b) El fomento de espacios seguros para garantizar una vida libre de violencia machista contra las mujeres.
c) La promoción de espacios y territorios socialmente cohesionados que contribuyan a mejorar la calidad
de vida de mujeres y hombres y que favorezcan un acceso a los servicios e infraestructuras en condiciones
de igualdad, teniendo en cuenta especialmente la situación de las mujeres en las que concurren los
factores referidos en el último apartado del artículo 3.1.
d) El favorecimiento de la realización del trabajo doméstico y de cuidado de las personas y la conciliación
corresponsable de la vida personal, familiar y laboral y, en general, la consideración de las necesidades
generadas en el ámbito productivo y reproductivo con el objetivo de facilitar la sostenibilidad de la vida.
e) El fomento de la formación en igualdad dirigida a profesionales del sector.
f) El fomento de la transparencia y de una mayor visibilidad y participación de las mujeres en el diseño y
ejecución de las citadas políticas y programas; en particular, de aquellas mujeres en las que concurren los
factores referidos en el último apartado del artículo 3.1.

2. Asimismo, los poderes públicos vascos, en el marco de sus competencias en materia de medio ambiente,
entre otras medidas:

a) Fomentarán el estudio y conocimiento sobre las diferentes realidades de mujeres y hombres en relación
con la gestión, conservación y uso de los recursos naturales y con la ordenación y protección del paisaje, e
incrementarán y mejorarán la información estadística disponible desagregada por sexo y los indicadores
relacionados con la igualdad de mujeres y hombres en lo que concierne a las políticas de gestión del medio
ambiente.
b) Integrarán la perspectiva de género en la educación medioambiental.
c) Incentivarán el empleo y el autoempleo de calidad de las mujeres en los sectores emergentes vinculados
con el medio ambiente.
d) Integrarán el enfoque de género en la investigación, el análisis, el diseño y la puesta en marcha de
estrategias de mitigación y adaptación al cambio climático, así como en la toma de decisiones políticas y
técnicas, y visibilizarán los distintos impactos de este fenómeno.
e) Fomentarán la formación en igualdad dirigida a profesionales del sector.
f) Promoverán la transparencia y una mayor visibilidad y participación de las mujeres en el diseño y
ejecución de las citadas políticas y programas; en particular, de aquellas mujeres en las que concurren los
factores referidos en el último apartado del artículo 3.1.

3. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus respectivas competencias, promoverán las
condiciones para garantizar la igualdad real y efectiva de mujeres y hombres en el medio rural y removerán los
obstáculos adicionales a los que las mujeres se enfrentan, relacionados, entre otros, con la participación, el
acceso a los recursos y con los estereotipos y roles asignados.
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4. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus competencias, promoverán el reconocimiento de
la contribución de las mujeres del ámbito pesquero y agrario a la soberanía alimentaria y al sostenimiento de
la vida y del planeta. Asimismo, adoptarán las medidas para garantizar su derecho a la igualdad real y efectiva
y para remover los obstáculos adicionales a los que se enfrentan, relacionados, entre otros, con la
participación, el acceso a los recursos y con los estereotipos y roles asignados.

CAPÍTULO VI Conciliación corresponsable de la vida personal, familiar y laboral

Artículo 51. Conciliación corresponsable.
A los efectos de esta ley, la conciliación corresponsable se refiere al conjunto de medidas dirigidas a buscar un
justo equilibrio a la hora de dar respuesta a las obligaciones y necesidades personales, familiares y
profesionales, que promuevan que todos los agentes implicados y en, particular, los hombres, las instituciones
públicas y las empresas asuman la parte de trabajo doméstico y de cuidado necesaria para evitar que recaiga
fundamentalmente en las mujeres la responsabilidad de dicho trabajo y se corrija su desigual distribución
actual, que está en la base de la situación estructural de desigualdad y discriminación que sufren las mujeres
en los diferentes ámbitos de la vida. En este sentido, las administraciones públicas vascas han de facilitar la
conciliación de la vida personal, familiar y laboral a través del fomento de la corresponsabilidad de los
hombres en el trabajo doméstico y de cuidado no remunerado, de la adecuación de las estructuras del empleo
a las obligaciones y necesidades de la vida personal y familiar, de la provisión universal y pública de cuidados,
de prestaciones económicas y medidas fiscales, así como de cualquier otra medida que se considere adecuada
a tal fin.

Artículo 52. Adecuación de las estructuras del empleo y transformación de la cultura y práctica 
empresarial.
1. Las normas reguladoras de las condiciones de trabajo del personal de las administraciones públicas deben
incluir medidas para la flexibilización y reordenación del tiempo y de los espacios de trabajo, sin perjuicio de
la calidad del empleo y de los derechos de las trabajadoras y trabajadores y de la prestación del servicio
público, así como otro tipo de medidas dirigidas a facilitar un cambio organizacional y una transformación de
la cultura y práctica empresarial que promueva la igualdad de mujeres y hombres, la conciliación de la vida
personal, familiar y laboral, y la corresponsabilidad de los hombres en el trabajo doméstico y de cuidado.
2. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, promoverán que las empresas
flexibilicen y reordenen el tiempo y los espacios de trabajo, así como que adopten otro tipo de medidas
dirigidas a facilitar un cambio organizacional y una transformación de la cultura y práctica empresarial que
promueva la igualdad de mujeres y hombres, la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y la
corresponsabilidad de los hombres en el trabajo doméstico y de cuidado.
3. Los poderes públicos vascos han de garantizar para su personal permisos iguales e intransferibles en caso
de nacimiento, adopción y acogimiento para ambos progenitores y promover, en el marco de sus
competencias, la aplicación de dichos permisos en el sector privado.
4. La Administración de la Comunidad Autónoma otorgará ayudas a los trabajadores y trabajadoras que se
acojan a excedencias, permisos y reducciones de jornada para atender a las necesidades domésticas y del
cuidado de hijas e hijos y de personas dependientes. Las normas que regulen las citadas ayudas han de prever
medidas dirigidas a facilitar la reincorporación de las personas que se acojan a ellas, así como a evitar que
resulten perjudicadas en su desarrollo profesional y en las futuras pensiones que les pudieran corresponder
por su desempeño laboral.
5. Para todos los párrafos anteriores, las medidas necesarias para su puesta en marcha se elaborarán junto con
las personas representantes de las personas trabajadoras.

Artículo 53. Provisión universal y pública de cuidados.
1. Los poderes públicos vascos han de promover la provisión universal y pública de cuidados a través del
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Sistema Vasco de Servicios Sociales y de servicios asequibles, flexibles, de calidad y de fácil acceso para
atender las necesidades de cuidado de las personas que no pueden valerse por sí mismas para realizar
actividades de la vida cotidiana por carecer de autonomía funcional suficiente. Todo ello se realizará
garantizando unas condiciones laborales dignas en el sector de los cuidados profesionales.
2. La Administración de la Comunidad Autónoma, en colaboración con el resto de administraciones
competentes, ha de poner los medios necesarios para garantizar la existencia de servicios de atención
educativa y asistencial a la infancia, que cubran las necesidades de cada zona o comarca en las edades previas
a la escolarización y que oferten horarios y calendarios amplios y flexibles.
3. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, han de establecer los recursos
necesarios para garantizar el óptimo funcionamiento del Sistema de Promoción de la Autonomía y Atención de
la Dependencia, de modo que se dé respuesta adecuada a las necesidades de atención y a la demanda de
cuidados existente.
4. La Administración educativa, en colaboración con el resto de administraciones competentes, ha de
garantizar la existencia de un servicio completo de comedores escolares en todas las etapas educativas en
función de la demanda.
5. Las administraciones públicas vascas han de poner los medios necesarios a fin de que a lo largo de la
escolaridad infantil y primaria exista una atención complementaria, de carácter extracurricular, al horario y
calendario escolar preestablecido, de modo que se facilite la conciliación corresponsable de la vida personal,
familiar y profesional de mujeres y hombres.
6. Las administraciones públicas vascas, en sus convocatorias de ayudas dirigidas a servicios de atención
educativa y asistencial a la infancia, centros de día, residencias y demás centros y programas dirigidos a la
atención de personas dependientes, han de dar preferencia a aquellos que, cumpliendo el resto de criterios de
calidad, dispongan de horarios y calendarios amplios y flexibles.
7. Las administraciones públicas vascas han de fomentar la creación de bolsas o servicios de cuidado
profesional, de calidad y con garantía de derechos laborales de las personas profesionales, para el cuidado de
menores de 14 años u otras personas que puedan requerir cuidados, así como la creación y el mantenimiento
de empresas cuyo objeto sea la prestación de servicios dirigidos a favorecer la conciliación corresponsable de
la vida personal, familiar y laboral de mujeres y hombres.

CAPÍTULO VII Violencia machista contra las mujeres

Sección 1.ª Marco general de intervención

Artículo 54. Definición, tipología y principios.
1. Los poderes públicos vascos deben garantizar una vida libre de violencia machista contra las mujeres.
2. La violencia machista contra las mujeres es una violación de los derechos humanos, un problema social y de
salud pública de primer orden y una manifestación de las desiguales relaciones de poder y de la
discriminación contra las mujeres que desempeña, además, la función social de perpetuar las desigualdades
estructurales que existen en función del género. Abarca toda violencia que se ejerza contra las mujeres,
incluidas las niñas y adolescentes y las mujeres transexuales, por el hecho de ser mujeres, o que les afecte de
forma desproporcionada, tanto en el ámbito público como en el privado. La violencia se puede ejercer tanto
por acción como por omisión, y los medios para ejercerla pueden ser físicos, psicológicos o económicos,
incluidas las amenazas, intimidaciones y coacciones, que tengan como resultado un daño, sufrimiento o
perjuicio físico, sexual, psicológico, social, socioeconómico o patrimonial.
3. Constituyen violencia machista contra las mujeres la violencia en la pareja o expareja, la intrafamiliar, la
violencia sexual, el feminicidio, la trata de mujeres y niñas, la explotación sexual, la mutilación genital
femenina, los matrimonios forzosos y otras prácticas tradicionales perjudiciales, la coacción o privación
arbitraria de libertad, la tortura, la violencia institucional, el acoso, la violencia política de género, la violencia
digital y en redes sociales, la obstétrica, la vulneración de los derechos sexuales y reproductivos, así como
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cualquier otra forma de violencia que lesione o sea susceptible de lesionar la dignidad, la integridad o la
libertad de las mujeres y niñas que se halle prevista en los tratados internacionales, en el Código Penal español
o en la normativa estatal o autonómica. Todo ello, independientemente de que se produzcan en cualquier
ámbito público o privado, lo que incluye, pero no se limita a, los ámbitos familiar, laboral, educativo, sanitario,
deportivo y comunitario, los medios de comunicación, los espacios de ocio y festivos y el entorno virtual.
4. Se considera asimismo violencia machista contra las mujeres la violencia ejercida contra las personas que
apoyan a las víctimas, así como la ejercida contra su entorno cercano o afectivo, especialmente contra los hijos
e hijas u otros familiares, con la voluntad de afligir a la mujer.
5. Reglamentariamente se determinarán las condiciones para el acceso a los distintos derechos y servicios, sin
que se pueda hacer depender la prestación de servicios de la voluntad de las víctimas de emprender acciones
legales ni de testimoniar contra la persona autora de delito, salvo en aquellos servicios dirigidos al ejercicio de
acciones judiciales.
6. Las políticas que tengan por objeto prevenir, hacer frente, reparar y erradicar la violencia machista contra
las mujeres deben estar enmarcadas en las políticas de igualdad, y los órganos competentes en materia de
igualdad de mujeres y hombres de las distintas administraciones públicas vascas, cada cual en su respectivo
ámbito de competencia, deben ejercer un papel de liderazgo y coordinación general, sin perjuicio de los
liderazgos y las coordinaciones más específicas que correspondan a los órganos responsables de los distintos
sistemas y políticas sectoriales concernidas.
7. Junto con los principios generales recogidos en el artículo 3 de esta ley, los principios rectores que rigen la
respuesta institucional ante la violencia machista contra las mujeres son los siguientes:

a) Respeto, protección y promoción de los derechos humanos, desde un enfoque de género y feminista, lo
que, a los efectos de esta ley, supone una intervención fundamentada en la comprensión de las relaciones
de género, en el empoderamiento de las mujeres y en poner los derechos de las víctimas en el centro de
todas las medidas, para evitar la victimización secundaria, protegiendo su intimidad, imagen y vida
privada, garantizando su consentimiento activo en sus relaciones con las instituciones públicas implicadas
y estableciendo al mismo tiempo los procedimientos adecuados para el tratamiento de datos personales.
b) Enfoque sistémico, integral e integrado, de modo que se parta de la base de que la violencia machista
contra las mujeres es un problema estructural y multidimensional, y que las necesidades de las víctimas
son múltiples y todas ellas se deben tomar en consideración en el marco de una intervención pública
multisectorial coordinada.
c) La diligencia debida y rendición de cuentas, de manera que se dé cumplimiento a las obligaciones
internacionales en materia de prevención, protección, asistencia, persecución del victimario y reparación
de la víctima de la violencia machista contra las mujeres y se establezcan mecanismos de rendición de
cuentas para casos de falta de diligencia.
d) El interés superior de las niñas, niños y adolescentes, de modo que se investiguen y atiendan las formas
específicas de violencia que les afectan y que se adapten los sistemas de prevención, detección, protección
y atención a sus necesidades específicas. Los poderes públicos vascos tomarán las medidas necesarias para
impedir que planteamientos teóricos o criterios sin aval científico que presuman interferencia o
manipulación adulta, como el llamado síndrome de alienación parental, puedan ser tomados en
consideración.

Sección 2.ª Investigación, sensibilización, prevención y formación

Artículo 55. Investigación y recogida, comunicación y difusión de datos.
1. Las administraciones públicas vascas han de promover la investigación sobre las causas, las características,
las dificultades para identificar el problema y las consecuencias y su impacto en la salud y en el ejercicio de los
derechos en todos los ámbitos de la vida, de las diferentes formas de violencia machista contra las mujeres y,
en particular, de las ejercidas contra las niñas, así como sobre la eficacia e idoneidad de las medidas aplicadas
para su erradicación y para reparar sus efectos.
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2. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de realizar o apoyar encuestas periódicas de prospección
de toda la población y estudios sobre las distintas manifestaciones de la violencia machista contra las mujeres
para conocer su magnitud y prevalencia, considerando los factores generadores de discriminación múltiple
referidos en el último apartado del artículo 3.1, e integrando la perspectiva interseccional.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma debe garantizar que en las encuestas de salud y de servicios
sociales se incluyen indicadores relativos a la violencia machista contra las mujeres.
4. La Administración de la Comunidad Autónoma, en el marco de los acuerdos de colaboración referidos en el
artículo 66.1 de esta ley, impulsará la implantación de un sistema electrónico de información compartida de
casos de las diferentes manifestaciones de la violencia machista contra las mujeres, en coordinación con los
sistemas que existan en el ámbito sanitario, educativo, policial, judicial, laboral y social. Todos ellos han de
ajustarse a lo dispuesto en la legislación sobre protección de datos personales y a los criterios establecidos por
los organismos europeos e internacionales en la materia.
5. La Administración de la Comunidad Autónoma, a través de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer y en
colaboración con las instituciones implicadas, ha de realizar periódicamente evaluaciones de la
disponibilidad, accesibilidad y calidad de los recursos y programas existentes en la Comunidad Autónoma de
Euskadi en materia de violencia machista contra las mujeres, que permita disponer de un mapa actualizado de
recursos de atención, que sirva para establecer las coberturas asistenciales necesarias; identificar los grupos
de mujeres que no acceden o tienen dificultades para acceder a ellos, conocer el grado de satisfacción de las
usuarias e identificar aquellas necesidades no cubiertas, y formular objetivos de mejora.
6. A los efectos del cumplimiento de lo señalado en los dos párrafos anteriores, el resto de administraciones
públicas vascas deben facilitar la información disponible con relación a los recursos y servicios que de ellas
dependan a Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, quien ha de dar cuenta periódicamente al Parlamento
Vasco de los referidos datos estadísticos y evaluaciones, así como proceder a su difusión pública.
7. Asimismo, Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer ha de hacer llegar la información requerida al órgano
competente para su remisión al Grupo de Personas Expertas en la lucha contra la violencia contra la mujer y la
violencia doméstica del Consejo de Europa (GREVIO).

Artículo 56. Sensibilización y prevención.
1. Habida cuenta de que la violencia machista contra las mujeres es una de las manifestaciones más dañinas y
visibles de la desigualdad entre mujeres y hombres, para su prevención las administraciones públicas vascas
deben promover y aplicar de manera efectiva todas las medidas para la igualdad y para el empoderamiento de
las mujeres previstas en esta ley y en el resto de la normativa vigente y, en particular, las referidas al ámbito de
la educación y al fomento de la coeducación y al ámbito de los medios de comunicación.
2. Sin perjuicio del resto de medidas preventivas previstas a lo largo de la presente ley, las administraciones
públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, de forma coordinada y con el objetivo de promover la
igualdad y prevenir y eliminar la violencia machista contra las mujeres, han de realizar campañas de
sensibilización para promover los cambios en los modos de comportamiento socioculturales de las mujeres y
los hombres, a fin de erradicar prejuicios, costumbres, tradiciones y prácticas basadas en la idea de
inferioridad y subordinación de las mujeres o en un papel estereotipado de las mujeres y de los hombres.
Asimismo, deben llevar a cabo programas y actuaciones con el fin de abordar la desigualdad de género,
incluidas actividades de sensibilización y formación, dirigidas específicamente a las mujeres para reforzar su
autonomía, concienciación feminista y empoderamiento, y a los hombres para la deconstrucción de las
masculinidades machistas y violentas, de modo que se conviertan en agentes activos a favor de la igualdad y en
contra de la violencia machista. Se fomentarán especialmente aquellos programas y actuaciones de
promoción de la infancia y la juventud que den voz y favorezcan el empoderamiento de las niñas y de las
chicas y la implicación de los niños y los chicos en la igualdad. Asimismo, se promoverán programas dirigidos
a las mujeres mayores y a aquellas en las que concurran los factores generadores de discriminación múltiple
referidos en el último apartado del artículo 3.1 de esta ley.
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3. Las administraciones públicas vascas han de adoptar medidas de prevención para, de un lado, detectar
situaciones de riesgo en que se encuentren las víctimas y potenciales víctimas de la violencia machista contra
las mujeres, y de otro, poner a disposición de la ciudadanía, en especial de las mujeres, y de forma ágil y
accesible, la información básica sobre sus derechos y los recursos disponibles en la Comunidad Autónoma de
Euskadi para la asistencia integral a víctimas.
4. Asimismo, las administraciones públicas vascas deben garantizar la existencia de programas, tanto para
menores como para adultos, dirigidos a enseñar a quienes ejercen la violencia machista contra las mujeres a
adoptar un comportamiento no violento en las relaciones interpersonales para prevenir nuevas violencias y
cambiar los esquemas de comportamientos violentos, así como garantizar la existencia de programas de
reeducación dirigidos a prevenir la reincidencia de los autores de estos delitos.

Artículo 57. Formación.
1. Cada una de las administraciones públicas vascas debe garantizar la formación inicial y continua obligatoria
para todo su personal dedicado al diseño de políticas y programas y a la detección, atención y protección de
las víctimas de la violencia machista contra las mujeres. A tales efectos, los órganos competentes en materia
de formación del personal de las administraciones públicas vascas, en colaboración con los correspondientes
organismos y órganos competentes en materia de igualdad de mujeres y hombres, deben realizar diagnósticos,
que se actualizarán periódicamente, sobre las necesidades de formación de su personal a fin de que la
formación se ajuste a las necesidades de sus diferentes profesionales.
2. La Administración de la Comunidad Autónoma, a través de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, ha de
promover instrumentos formativos y espacios de intercambio para profesionales de los diferentes sectores a
fin de favorecer un aprendizaje común y una visión compartida en la intervención contra la violencia machista
hacia las mujeres, donde prime como horizonte y eje de intervención el empoderamiento de las víctimas.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma contribuirá, en la medida de sus competencias, a la
formación, en materia de violencia machista contra las mujeres, de la judicatura, de la fiscalía, del personal de
la Administración de Justicia, incluido el de instituciones penitenciarias y el de los centros de menores, y
demás operadores jurídicos.
4. Las administraciones públicas vascas han de garantizar la formación adecuada de las personas que trabajan
en el ámbito de la infancia y de la juventud para la detección y atención de las formas específicas de violencia
machista contra las mujeres que afectan a las personas en dichas edades, en particular, la violencia sexual en
el ámbito familiar o en los entornos cercanos, y las violencias que se producen en ámbitos como el deporte, el
ocio, los centros educativos e institucionales y el digital.
5. Las administraciones públicas vascas han de favorecer también la formación de profesionales de entidades
privadas que trabajen en el ámbito de la prevención y eliminación de la violencia machista contra las mujeres,
así como en el de la asistencia y apoyo a sus víctimas y en el de la prevención de la reincidencia de los autores
de dichos delitos.
6. Las administraciones públicas vascas exigirán como requisito la formación en materia de igualdad y
erradicación de la violencia machista para el desempeño de puestos de trabajo y la prestación de servicios
específicos para víctimas de violencia machista contra las mujeres.
7. Las formaciones referidas en los párrafos anteriores se deben desarrollar desde un enfoque de derechos
humanos, de género y feminista, y desde una perspectiva interseccional.

Sección 3.ª Detección, atención, coordinación y reparación

Artículo 58. Medidas generales para la detección, atención, coordinación y reparación.
1. Las administraciones públicas vascas han de asegurar que las actuaciones referidas a la detección, atención
y reparación en el ámbito de la violencia machista contra las mujeres se realicen evitando la revictimización y
poniendo los derechos de las víctimas y su empoderamiento en el centro de todas las medidas, prestando
especial atención al proceso de transición de víctima a superviviente, y, en particular, los de aquellas que se
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encuentran en una mayor situación de vulnerabilidad por concurrir algunos de los factores generadores de
discriminación múltiple referidos en el último apartado del artículo 3.1 de esta ley.
2. Las administraciones públicas vascas, en el marco de sus competencias, deben asegurar el derecho que toda
víctima de violencia machista contra las mujeres tiene a una atención prioritaria, integral, gratuita, accesible y
de calidad, prestada por profesionales con capacitación específica y adaptada a sus necesidades derivadas de o
relacionadas con la situación de violencia, sin discriminación alguna, con independencia de su situación
personal, social o administrativa y de su grado de implicación o colaboración con el procedimiento judicial. A
tal fin, se velará por una gestión integrada y coordinada de los correspondientes expedientes en los términos
que se determine reglamentariamente, garantizando el consentimiento informado activo de las víctimas y, al
mismo tiempo, la agilidad procedimental necesaria en el tratamiento de los datos personales.
3. Este derecho incluye el acceso equitativo a una información y orientación adecuada y accesible, expresada
en una lengua comprensible y de forma clara para todas las víctimas sobre sus derechos y los recursos
existentes, la atención a su salud física y mental, así como la atención a sus necesidades de seguridad,
económicas, de alojamiento temporal seguro, de vivienda, educativas y sociales en los términos previstos en
esta ley y en sus normas de desarrollo.
4. Las administraciones públicas vascas han de considerar a las víctimas de violencia machista contra las
mujeres como un colectivo de atención preferente y prioritaria en el acceso a las plazas y servicios públicos y
concertados que se consideren idóneos en el proceso de atención.
5. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, deben incluir en los planes
estratégicos del sistema educativo, sanitario, policial, judicial, laboral y social el objetivo prioritario de la
eliminación de la violencia machista contra las mujeres y de la atención adecuada a sus víctimas,
considerando su dimensión estructural.
6. Las administraciones públicas vascas, en el ámbito de sus competencias, deben asegurar que las
profesionales y los profesionales del ámbito educativo, sanitario, policial, judicial, laboral y social actúan de
forma proactiva y coordinada para detectar casos no explicitados de violencia machista contra las mujeres y
encauzarlos adecuadamente. A tal fin, han de garantizar la existencia y aplicación de protocolos, elaborados de
forma coordinada entre las instituciones implicadas, que incluyan los indicadores y pautas de actuación
correspondientes.
7. Las administraciones públicas vascas deben garantizar que las profesionales y los profesionales de los
diferentes ámbitos implicados disponen del tiempo suficiente, de los recursos formativos y de apoyo y de los
espacios adecuados para la atención a las víctimas de la violencia machista contra las mujeres, así como de
criterios para valorar la situación de riesgo en la que se encuentran las víctimas, elaborados de forma
coordinada entre las instituciones implicadas y sin perjuicio de los sistemas de valoración del riesgo existentes
en el ámbito policial.
8. Las administraciones públicas vascas fomentarán procesos grupales en la recuperación, empoderamiento y
fortalecimiento de las mujeres y promoverán la comunicación y el trabajo comunitario en materia de violencia
machista contra las mujeres junto con las asociaciones de mujeres a favor de la igualdad, grupos feministas,
escuelas de empoderamiento y las casas de las mujeres.

Artículo 59. Atención sanitaria.
1. El Sistema Sanitario de Euskadi garantizará a las víctimas de cualquier tipo de violencia machista contra las
mujeres el ejercicio de su derecho, reconocido normativamente, a la protección de la salud y a la atención
sanitaria, que incluirá la detección de situaciones de violencia y el seguimiento de la evolución de su estado
hasta su total restablecimiento, en lo concerniente a la sintomatología o las secuelas derivadas de la violencia
sufrida, independientemente de su situación administrativa.
2. El Sistema Público de Salud garantizará una atención específica y especializada a las mujeres víctimas de
violencia machista, especialmente a aquellas en las que concurra enfermedad mental, trastornos de
personalidad y adicciones.
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3. El Sistema Sanitario de Euskadi garantizará la atención psicológica especializada a todas las víctimas de la
violencia machista contra las mujeres desde un abordaje sociosanitario y con enfoque de género.
4. El Sistema Sanitario de Euskadi pondrá los medios para que en todos los servicios de urgencias hospitalarias
exista personal especializado al objeto de que a las víctimas de violaciones o de otras violencias sexuales se les
realice un reconocimiento médico y médico-forense adecuado, se les dispense un apoyo vinculado al
traumatismo y se les oriente y derive a los recursos correspondientes. El personal forense se deberá personar
en dichos servicios hospitalarios, independientemente de la inicial voluntad de la víctima de emprender
acciones legales contra el autor del delito. Para todo ello, en caso de ser necesario, se adaptarán los protocolos
existentes en el marco de los acuerdos interinstitucionales referidos en el artículo 66. Se deberá garantizar el
acceso universal a todos esos espacios, estructuras y recursos.

Artículo 60. Atención social.
1. Las administraciones públicas que integran el Sistema Vasco de Servicios Sociales, de acuerdo con el
régimen competencial previsto en la legislación sobre servicios sociales, han de garantizar a todas las víctimas
de la violencia machista contra las mujeres la prestación de los servicios incluidos en el catálogo y en la
cartera de prestaciones y servicios de dicho sistema, en función de sus necesidades y con carácter inmediato,
independientemente de su situación administrativa. A tal fin, llevarán a cabo las medidas normativas y de otra
índole necesarias.
2. En particular, garantizarán los servicios de información y atención a distancia, por vía telefónica y
telemática, accesible las 24 horas y todos los días del año; la atención de urgencia; la acogida, a corto, medio y
largo plazo; el asesoramiento sociojurídico; la atención psicosocial y psicológica; la intervención
socioeducativa y el acompañamiento social. Asimismo, adoptarán las medidas necesarias para asegurar que
las víctimas de la violencia machista contra las mujeres sean atendidas con carácter prioritario en el resto de
servicios de la cartera de prestaciones y servicios del Sistema Vasco de Servicios Sociales.
3. Las administraciones forales y la Administración de la Comunidad Autónoma, a través de las prestaciones y
servicios de la cartera y, en su caso, mediante otras prestaciones y servicios de carácter experimental,
garantizarán la existencia de:

a) Servicios de atención especializada a las niñas y adolescentes que sufren en primera persona la violencia
machista contra las mujeres, así como a las niñas, niños y adolescentes y otras personas a su cargo que
estén expuestas a un entorno en que se ejerce dicha violencia. Se reforzará el apoyo y la asistencia a hijas e
hijos de víctimas mortales, debido a su especial situación de vulnerabilidad, y se adoptarán y aplicarán
protocolos para estos casos.
b) Medidas para la seguridad y el apoyo social y psicológico de familiares y amistades del entorno íntimo de
las víctimas de la violencia machista contra las mujeres, cuando así lo demanden.

4. Las administraciones públicas vascas competentes garantizarán que las prestaciones y los servicios del
Sistema Vasco de Servicios Sociales, dirigidos a toda la población y específicos, de los que puedan ser
destinatarias las víctimas de la violencia machista, conformen un continuo de atención que sea coherente con
el enfoque universal y comunitario definido en la legislación sobre servicios sociales, mediante la adopción de
medidas que refuercen el carácter preventivo, integral, personalizado, próximo, participativo y
descentralizado de la atención.
5. Las administraciones públicas vascas, cada cual, en su ámbito de competencia, promoverán espacios de
coordinación entre los órganos competentes en el ámbito de los servicios sociales y en el ámbito de la igualdad
de mujeres y hombres, a fin de facilitar la definición conjunta de los modelos de atención, la inclusión de la
perspectiva de género en la intervención y la generación de mecanismos estables de cooperación que
favorezcan la mejora de la atención.

Artículo 61. Prestaciones económicas.
1. Las víctimas de la violencia machista contra las mujeres quedan exentas de la aplicación del límite mínimo
de edad previsto legalmente para la percepción de la renta de garantía de ingresos. Las personas que tengan
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que abandonar su domicilio habitual y se integren en el de otras personas como consecuencia de una
situación de violencia machista contra las mujeres tienen derecho a percibir la renta de garantía de ingresos,
tanto si quienes las acogen son familiares como si no, siempre que cumplan el resto de los requisitos exigidos
para su percepción.
2. Asimismo, y a efectos de promover su autonomía económica y facilitar su vuelta a la vida normalizada, las
víctimas de la violencia machista contra las mujeres que estén acogidas en pisos o centros de acogida
temporal, siempre que cumplan el resto de los requisitos exigidos para su obtención, tienen derecho a percibir
la renta de garantía de ingresos, aun cuando su manutención básica sea cubierta por dichos pisos o centros.
3. Los servicios sociales dispondrán de una partida presupuestaria destinada a prestaciones económicas de
urgencia que tengan como objeto hacer frente de una manera inmediata a las necesidades básicas de
supervivencia de las víctimas de la violencia machista contra las mujeres, mientras se tramita la concesión del
resto de prestaciones económicas a las que puedan tener derecho.
4. Además de las prestaciones económicas de carácter general a las que tengan acceso, respecto de las cuales
tendrán la consideración de colectivo preferente, las administraciones públicas vascas han de garantizar a las
víctimas de la violencia machista contra las mujeres el acceso a las siguientes ayudas económicas específicas,
para lo cual, en su caso, adecuarán las normas y prestaciones relativas al Sistema Vasco de Servicios Sociales y
al Sistema Vasco de Garantía de Ingresos e Inclusión Social:

a) Ayudas de pago único para víctimas que acrediten insuficiencia de recursos económicos y unas
especiales dificultades para obtener empleo, en el marco de la legislación estatal básica de aplicación.
b) Ayuda económica para los hijos e hijas huérfanas de víctimas mortales de la violencia machista contra
las mujeres.
c) Ayudas extraordinarias para paliar situaciones de necesidad personal que sean evaluables y verificables,
siempre que se haya observado por los órganos competentes la inexistencia o insuficiencia del montante de
las ayudas ordinarias previstas.

Artículo 62. Vivienda, inserción sociolaboral y ámbito educativo.
1. Las administraciones públicas vascas han de garantizar que en el acceso a las viviendas financiadas con
fondos públicos se dará prioridad a las víctimas que enfrentan cualquier manifestación de violencia machista
contra las mujeres y estén en situación de precariedad económica debido a la violencia o cuando el acceso a
una vivienda sea necesario para su recuperación. A tal fin, se coordinarán entre sí y establecerán exenciones
de requisitos, reservas, adjudicaciones directas u otro tipo de medidas que se concretarán a través del
oportuno desarrollo reglamentario, en el que se tendrán en cuenta las necesidades de accesibilidad para las
víctimas con discapacidad y las necesidades de adaptación de la vivienda para mujeres mayores de 65 años.
2. En las condiciones que se determinen reglamentariamente, las víctimas de violencia machista contra las
mujeres tendrán un trato preferente en los recursos públicos para la orientación sociolaboral. También lo
tendrán para el acceso a los cursos de formación para el empleo que se ajusten a su perfil y que se financien
total o parcialmente con fondos de las administraciones públicas vascas, para lo cual se establecerán cupos u
otro tipo de medidas.
3. Las administraciones públicas vascas han de promover la contratación laboral de las víctimas de violencia
machista contra las mujeres, así como su constitución como trabajadoras autónomas o como socias
cooperativistas, en las condiciones que se determinen reglamentariamente.
4. En las condiciones que se determinen reglamentariamente, las administraciones públicas vascas han de
considerar como un colectivo preferente en el acceso a plazas de residencias públicas a las víctimas de la
violencia machista contra las mujeres con discapacidad o que sean mayores de 65 años y se encuentren en
situación de precariedad económica y así lo soliciten.
5. La Administración educativa ha de garantizar que las víctimas de la violencia machista contra las mujeres
tendrán un trato preferente en el acceso, aun cuando sea temporal, a las escuelas infantiles financiadas total o
parcialmente con fondos de las administraciones públicas vascas, así como en el acceso a becas y otras ayudas
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y servicios que existan en el ámbito educativo.
6. Asimismo, la Administración educativa ha de asegurar una adecuada transición y una correcta
escolarización en los casos en los que las hijas e hijos de las víctimas tengan que ser reubicados y escolarizados
en un centro escolar distinto al que asistían cuando convivían en el entorno violento.
7. A los efectos de lo referido en los cuatro párrafos anteriores, se habrán de tener en cuenta sus posibles
necesidades específicas como, en su caso, las relacionadas con la conciliación de la vida personal, familiar y
profesional.

Artículo 63. Atención policial.
La Administración de la Comunidad Autónoma y las administraciones locales de los municipios vascos han de
garantizar, a través del Sistema de Seguridad Pública de Euskadi, que se presta a las víctimas de la violencia
machista contra las mujeres una atención prioritaria, eficaz y de calidad, para lo cual, entre otras medidas,
han de:
a) Garantizar un servicio de urgencias, por vía telefónica y telemática, accesible las 24 horas y todos los días
del año, que facilite protección policial y ayuda inmediata a las víctimas. Este servicio estará gestionado para
todo el territorio autonómico por el departamento del Gobierno Vasco competente en materia de protección
ciudadana.
b) Facilitar a las víctimas, en una lengua comprensible y de forma clara, información sobre sus derechos, los
recursos disponibles y las consecuencias de la interposición de la denuncia.
c) Asegurar la coordinación y la colaboración entre los diferentes cuerpos policiales, así como entre estos y el
resto de servicios de atención, incluidos los servicios sociales de base, de modo que intercambien información
que asegure la adecuada atención a las víctimas y que se eviten actuaciones que representen un incremento de
la victimización, en concreto la duplicación o repetición de las intervenciones.
d) Disponer de sistemas de valoración del riesgo que faciliten que en cada caso concreto el resto de servicios
de atención intervinientes puedan conocer el nivel de riesgo y las medidas de protección establecidas y, en su
caso, aportar información que a tal fin pudiera ser de utilidad.
e) Habilitar en las dependencias policiales espacios físicos adecuados, que garanticen la confidencialidad y la
separación completa entre la víctima y el victimario, y que estén especialmente diseñados con base en las
necesidades de las víctimas o acompañantes menores de edad.
f) Garantizar la plena accesibilidad para todas las víctimas, adaptándose a las necesidades específicas en cada
situación y poniendo en marcha los recursos necesarios para facilitar la interposición de la denuncia a las
víctimas con algún tipo de discapacidad y a las residentes en zonas rurales de difícil acceso, incluida la
posibilidad de interponer la denuncia en el lugar donde se encuentren, sin necesidad de desplazarse a
dependencias policiales en caso de necesidad.
g) Actualizar periódicamente los protocolos policiales para la investigación, actuación y valoración del riesgo
ante los casos de violencia machista contra las mujeres, en todas sus manifestaciones, considerando la
perspectiva de género y la interseccionalidad y consultando a personas expertas, a las víctimas y a las
organizaciones de mujeres que trabajen con ellas.
h) Disponer las medidas de protección que se consideren necesarias en función del resultado de la valoración
del riesgo, incluso en aquellos casos en que la víctima decida no interponer denuncia y en los que, como
consecuencia de una resolución judicial, se produzca el archivo del caso, siempre que se siga apreciando la
existencia de riesgo de violencia.

Artículo 64. Acceso a la justicia.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de garantizar una atención prioritaria, eficaz y de calidad
a las víctimas, mediante:

a) Una dotación y capacitación adecuadas de los servicios de atención a la víctima, de los equipos
psicosociales de los juzgados y del Centro de Coordinación de Violencia contra la Mujer.
b) Un servicio de acompañamiento especializado a las víctimas en el ámbito judicial.
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c) La reducción de los tiempos de espera y la adopción de medidas para la seguridad y preservar la
intimidad de las víctimas en las dependencias judiciales y la no confrontación con el investigado acusado,
así como para atención adecuada de las personas acompañantes menores de edad, tales como la
habilitación o adaptación de espacios y el establecimiento de equipamientos físicos y tecnológicos
adecuados en los juzgados de violencia contra la mujer y en otros órganos jurisdiccionales en los que se
dilucidan casos de violencia machista contra las mujeres.
d) La disposición de los medios personales y materiales necesarios para que las unidades de valoración
forense integral de los juzgados y tribunales de la Comunidad Autónoma de Euskadi puedan realizar su
labor de forma efectiva, incluidas las pruebas periciales psicológicas siempre que se estimen necesarias
para poder acreditar la existencia y la gravedad de la violencia ejercida.
e) La articulación de los medios necesarios para garantizar que las víctimas sean informadas de la salida de
prisión del autor del delito, sea esta de forma temporal o definitiva.

2. La Administración de la Comunidad Autónoma ha de garantizar:
a) La disponibilidad de los turnos de guardia de asistencia letrada a las víctimas, de modo que se asegure
que haya, las 24 horas del día, al menos un letrado o letrada de guardia por partido judicial con
especialización en violencia machista contra las mujeres.
b) El derecho a una asistencia letrada inmediata, especializada, única, gratuita e integral a las víctimas de
violencia machista contra las mujeres prestada por letrados y letradas con una adecuada formación inicial
y continua obligatoria y especializada, y que incluya el ejercicio de acción acusatoria en los procesos
penales y la solicitud de medidas provisionales previas a la demanda civil de separación, nulidad o
divorcio, o cautelares en el caso de uniones de hecho.
c) La existencia de cauces efectivos de seguimiento y rendición de cuentas.
d) La adaptación o flexibilización de los sistemas de comunicación y de acceso a la información jurídica a
fin de evitar la situación de vulnerabilidad de las personas con discapacidad en estos contextos.

Artículo 65. Derecho a la reparación.
1. A los efectos de hacer efectivo, en el marco de las competencias de la Comunidad Autónoma de Euskadi, el
derecho a la reparación reconocido en el Convenio de Estambul a las víctimas de violencia machista contra las
mujeres, y sin perjuicio de que toda la asistencia prestada en estos casos debe realizarse desde un enfoque
reparador, los poderes públicos vascos desarrollarán las siguientes acciones:

a) La Administración de la Comunidad Autónoma adoptará medidas de apoyo o ayuda económica a las
víctimas para supuestos de impago de indemnizaciones derivadas del delito establecidas por resolución
judicial.
b) Medidas encaminadas al reconocimiento y difusión de la verdad, mediante acciones públicas de rechazo
a la violencia y dando reconocimiento, protagonismo y voz a las víctimas y a las organizaciones de defensa
de sus derechos e intereses, teniendo presente la perspectiva de transición de víctima a superviviente.
c) Medidas para evitar la repetición del delito, poniendo la atención en quien ha causado el daño y en la
implicación social y comunitaria.
d) Medidas dirigidas a la completa recuperación, a través de los correspondientes recursos públicos de
atención.

2. A través de las normas y actuaciones correspondientes se desarrollarán las acciones referidas en este
artículo, en cuya elaboración se escuchará a las víctimas y se les concederá protagonismo, en particular, para
identificar las vías de reparación que consideren más adecuadas.

Artículo 66. Coordinación interinstitucional.
1. La Administración de la Comunidad Autónoma, a través de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, ha de
impulsar la actualización de los acuerdos de colaboración interinstitucional con el resto de administraciones
públicas vascas con competencias en la materia, a fin de favorecer una detección temprana y una actuación
coordinada y eficaz ante los casos de violencia machista contra las mujeres y garantizar una asistencia integral
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y de calidad a sus víctimas. Asimismo, se han de promover fórmulas de colaboración con las restantes
instituciones con competencia en la materia.
2. En dichos acuerdos de colaboración se han de fijar unas pautas o protocolos de actuación homogéneos para
toda la Comunidad dirigidos a profesionales que intervienen en estos casos. También se preverán en los
acuerdos mecanismos para el seguimiento y evaluación del cumplimiento de los compromisos adquiridos por
las partes, incluidas vías para que se puedan canalizar y dar adecuada respuesta a las quejas y sugerencias que
se planteen para la mejora de la respuesta institucional en estos casos.
3. Las administraciones forales y locales promoverán que en su ámbito territorial se adopten acuerdos de
colaboración y protocolos de actuación que desarrollen, concreten y adecuen a sus respectivas realidades los
acuerdos y protocolos referidos en los dos párrafos anteriores, en los que han de participar de manera
proactiva todos los sistemas de atención implicados.

CAPÍTULO VIII Defensa del principio de igualdad y no discriminación por razón de sexo en el sec

Sección 1.ª Adscripción, funciones, límites y deber de colaboración

Artículo 67. Adscripción.
Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer es la institución a la que le corresponde la defensa de las ciudadanas y
ciudadanos ante situaciones de discriminación por razón de sexo y de promoción del cumplimiento del
principio de igualdad de trato de mujeres y hombres en la Comunidad Autónoma de Euskadi.

Artículo 68. Funciones.
Para el cumplimiento de lo previsto en el artículo anterior, Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer ejercerá las
siguientes funciones:
a) Practicar investigaciones, tanto de oficio como a instancia de parte, para el esclarecimiento de posibles
situaciones de discriminación directa o indirecta por razón de sexo relativas al sector privado.
b) Facilitar vías de negociación y dirigir recomendaciones a personas físicas y jurídicas con el fin de corregir
situaciones o prácticas discriminatorias por razón de sexo que se produzcan en el sector privado, y hacer un
seguimiento del cumplimiento de las mencionadas recomendaciones.
c) Prestar asesoramiento a las ciudadanas y ciudadanos ante posibles situaciones de discriminación por razón
de sexo que se produzcan en el sector privado.
d) Servir de cauce para facilitar la resolución de los casos de acoso sexual y acoso por razón de sexo.
e) Difundir las actividades que realiza y sus investigaciones, así como elaborar informes y dictámenes de
conformidad con lo dispuesto en esta ley.
f) Colaborar con la autoridad laboral en orden al seguimiento del cumplimiento de la normativa laboral
antidiscriminatoria en materia de igualdad de mujeres y hombres.

Artículo 69. Límites.
1. Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer no ha de entrar en el examen individual de las quejas referidas al
ámbito de la intimidad de las personas ni en el de aquellas sobre las que haya recaído sentencia firme o estén
pendientes de resolución judicial. Asimismo, debe suspender la actuación si, iniciada esta, se interpusiera por
la persona interesada demanda o recurso ante los tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional.
2. Los actos de investigación deben estar directamente relacionados con las posibles conductas o hechos
discriminatorios, sin que puedan realizarse más que los estrictamente necesarios para el esclarecimiento de
aquellos.
3. En cualquier caso, las investigaciones que realice se han de verificar dentro de la más estricta reserva, sin
perjuicio de las consideraciones que estime oportuno incluir en sus informes.

Artículo 70. Deber de colaboración.
Todas las personas físicas y jurídicas sometidas a investigación tienen el deber de facilitar la labor de
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Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, aportando en un plazo razonable los datos, documentos, informes o
aclaraciones que, siendo necesarias para el esclarecimiento de los hechos, les sean solicitadas, y facilitando,
previo aviso, el acceso a sus dependencias, salvo que estas coincidan con su domicilio, en cuyo caso deberá
obtenerse su expreso consentimiento.

Sección 2.ª Funcionamiento. Procedimiento de investigación

Artículo 71. Iniciación.
1. Cualquier persona o grupo de personas que se considere discriminada por razón de sexo, o quienes
legítimamente les representen, pueden presentar una queja ante Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer.
2. Las asociaciones, organizaciones y otras personas jurídicas que tengan entre sus fines velar por el
cumplimiento del principio de igualdad de trato de mujeres y hombres están legitimadas para iniciar y tomar
parte en el procedimiento en nombre o en apoyo de la persona que se considere discriminada cuando cuenten
con su autorización.
3. No puede constituir impedimento para dirigirse a Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer la nacionalidad, la
residencia, la edad o la incapacidad legal de la persona afectada.
4. La queja se debe presentar por escrito u oralmente y, en todo caso, ha de motivarse.
5. Con anterioridad al inicio del procedimiento, Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer podrá abrir un período
de información o actuaciones previas con el fin de conocer las circunstancias del caso concreto y resolver
sobre su admisibilidad.
6. Las quejas no serán admitidas cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se carezca de legitimación activa, conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 de este artículo.
b) Haya transcurrido el plazo de un año desde que cesó la conducta o los hechos susceptibles de motivar la
queja.
c) No se identifique quién formula la queja.
d) Exista mala fe o un uso abusivo del procedimiento. En estos casos, si existen indicios de criminalidad se
han de poner en conocimiento de la autoridad judicial competente.
e) Sea manifiestamente infundada o no se aporten los datos que se soliciten.
f) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer.
g) No esté relacionada con el ámbito de competencia de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer. Se han de
remitir a la institución del Ararteko o a la del Defensor del Pueblo las quejas relacionadas con sus
respectivos ámbitos de competencia.

7. En caso de que Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer considere que no procede la tramitación de la queja,
se lo debe notificar a la persona interesada mediante escrito motivado, informándola, en su caso, sobre las
instituciones competentes para el conocimiento del caso.

Artículo 72. Instrucción.
1. Admitida a trámite la queja, se ha de proceder a practicar las diligencias de investigación necesarias para el
esclarecimiento de los hechos.
2. En esta fase del procedimiento se dará audiencia a la persona contra quien se ha presentado la queja.

Artículo 73. Finalización.
1. El procedimiento finalizará de alguna de las siguientes formas:

a) Por resolución que ponga fin al procedimiento.
b) Por desistimiento o renuncia de la persona que haya formulado la queja, siempre y cuando no suponga
un perjuicio a terceras personas.
c) Por caducidad, en los procedimientos iniciados a solicitud de la persona interesada, cuando se produzca
su paralización por causa imputable a esta. Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer le advertirá de que,
transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que la
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persona requerida realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, Emakunde-Instituto
Vasco de la Mujer acordará el archivo de las actuaciones y lo notificará a la persona interesada.

2. La resolución que ponga fin al procedimiento ha de dar cuenta del resultado de las investigaciones. En ella
pueden proponerse a las partes las medidas de conciliación que se consideren oportunas con el fin de
erradicar situaciones o prácticas discriminatorias o que puedan obstaculizar la igualdad de oportunidades de
mujeres y hombres. A tal fin, también pueden dirigirse recomendaciones a la persona contra quien se formula
la queja. En ningún caso podrá revocar, anular o sancionar actos discriminatorios.
3. Cuando la persona contra quien va dirigida la queja incumpla las recomendaciones realizadas por
Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer, esta facilitará a la persona afectada información de cara a tramitar sus
reclamaciones por discriminación ante otras instancias administrativas o judiciales.
4. Si en el curso de las investigaciones aparecieran indicios racionales de criminalidad, Emakunde-Instituto
Vasco de la Mujer los debe poner en conocimiento del Ministerio Fiscal.

Sección 3.ª Informes y dictámenes

Artículo 74. Informe anual.
1. Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer ha de elaborar un informe anual en el que se recojan la relación de
las investigaciones llevadas a cabo y cualesquiera otras cuestiones que se consideren de interés.
2. El informe se ha presentar ante el Parlamento Vasco.

Artículo 75. Dictámenes.
Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer es el órgano competente para emitir los dictámenes previstos en el
párrafo 3 del artículo 95 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social.

TÍTULO IV Infracciones y sanciones

Artículo 76. Responsabilidad.
La responsabilidad administrativa por infracciones cometidas en materia de igualdad de mujeres y hombres
se imputa a la persona física o jurídica que cometa las acciones y omisiones tipificadas en este capítulo, sin
perjuicio de las responsabilidades civiles, penales o de otro orden que puedan concurrir.

Artículo 77. Infracciones.
1. Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.
2. Se considera infracción leve dificultar o negarse parcialmente a la acción investigadora de Emakunde-
Instituto Vasco de la Mujer.
3. Se considera infracción grave:

a) Obstruir o negarse absolutamente a la acción investigadora de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer en
materia de discriminación.
b) Contravenir las obligaciones y prohibiciones establecidas en los artículos 29.1, 29.2 y 33.1 de la presente
ley.
c) Reincidir en la comisión de al menos dos infracciones leves.

4. Tiene el carácter de infracción muy grave la reincidencia en la comisión de, al menos, dos infracciones
graves.

Artículo 78. Reincidencia.
A los efectos de la presente ley, existe reincidencia cuando las personas responsables de las infracciones
cometan en el término de dos años más de una infracción de la misma naturaleza y así haya sido declarado
por resolución firme.

Artículo 79. Sanciones.
1. Las infracciones leves son sancionadas con apercibimiento y/o multa de hasta 3.000 euros.
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2. Las infracciones graves son sancionadas con multa de hasta 18.000 euros y/o con la prohibición de acceder a
cualquier tipo de ayuda pública de las administraciones públicas vascas por un período comprendido entre
uno y tres años.
3. Las infracciones muy graves son sancionadas con multa de hasta 90.000 euros y/o con la prohibición de
contratar y acceder a cualquier tipo de ayuda pública de las administraciones públicas vascas por un período
comprendido entre tres y cinco años.

Artículo 80. Graduación de las sanciones.
Para la determinación de la cuantía de las multas y la aplicación de las demás sanciones, el órgano competente
ha de atender a los siguientes criterios de graduación:
a) La naturaleza de los perjuicios causados.
b) La existencia de intencionalidad o reiteración.
c) La subsanación por parte de la persona infractora de los defectos que dieron lugar a la iniciación del
procedimiento con anterioridad a que recaiga resolución en la instancia.

Artículo 81. Régimen de prescripciones.
1. Las infracciones administrativas en las materias previstas en la presente ley prescribirán: las muy graves, a
los dos años; las graves, a los doce meses, y las leves, a los seis meses, todos ellos contados a partir de la
comisión del hecho infractor.
2. El plazo de prescripción de las sanciones impuestas al amparo de la presente ley será el siguiente: en las
muy graves, un año; en las graves, seis meses, y en las leves, tres meses, todos ellos contados a partir del día
siguiente a aquel en el que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la sanción.

Artículo 82. Competencia.
Las autoridades competentes para imponer sanciones por infracciones previstas por la presente ley serán:
a) La Directora o Director de Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer para la imposición de sanciones por
infracciones leves.
b) El Consejo de Gobierno para la imposición de sanciones por infracciones graves y muy graves.

Artículo 83. Procedimiento sancionador.
El procedimiento sancionador se ha de ajustar a los principios establecidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre,
de Régimen Jurídico del Sector Público, y en la Ley 2/1998, de 20 de febrero, de la Potestad Sancionadora de las
Administraciones Públicas de la Comunidad Autónoma de Euskadi, o legislación que la sustituya.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. Las administraciones públicas vascas dispondrán de órganos o cauces a través de los cuales se articule

A) La coordinación exclusivamente entre los órganos de la Administración autonómica

B) La participación y colaboración previstas legalmente

C) La consulta únicamente de las asociaciones de mujeres

D) La cooperación exclusivamente entre las administraciones públicas vascas
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2. Las administraciones públicas vascas, en relación con el trabajo doméstico y de cuidado no remunerado, 
deben

A) Realizar una única estimación del valor económico del trabajo doméstico y de cuidado no remunerado 
desarrollado en Euskadi.

B) Realizar periódicamente estimaciones de su valor económico e informar a la sociedad vasca de sus 
resultados.

C) Realizar estimaciones exclusivamente del cuidado de personas dependientes e informar de sus resultados al 
Parlamento Vasco.

D) Realizar anualmente estimaciones del trabajo doméstico remunerado e informar de sus resultados a las 
personas cuidadoras familiares.

3. El Observatorio Vasco para la Igualdad de Mujeres y Hombres se crea en el seno de:

A) El Instituto Vasco de Estadística

B) El Departamento del Gobierno Vasco competente en materia de igualdad

C) Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer

D) El Parlamento Vasco

4. La formación profesional gestionada directa o indirectamente por las administraciones públicas vascas

A) Se limitará a los sectores profesionales en los que las mujeres estén infrarrepresentadas.

B) Priorizará exclusivamente la contratación de mujeres en empleos de calidad.

C) Se orientará únicamente a la atención de las víctimas de la violencia machista contra las mujeres.

D) Incluirá la perspectiva de género.

5. ¿Qué actos administrativos estarán sujetos a la evaluación previa del impacto en función del género y a las 
demás actuaciones previstas para las normas, con carácter excepcional?

A) Los actos administrativos que afecten exclusivamente a mujeres

B) Los actos administrativos dictados por la Administración de la Comunidad Autónoma

C) Los actos administrativos que desarrollen disposiciones de carácter general

D) Las convocatorias de ofertas públicas de empleo y los concursos de traslados

6. Entre las funciones de la Administración de la Comunidad Autónoma en materia de igualdad de mujeres y 
hombres se encuentra:

A) La aprobación de las ordenanzas municipales en materia de igualdad de mujeres y hombres.

B) La resolución de todos los recursos administrativos en materia de igualdad de mujeres y hombres.

C) El ejercicio de la potestad sancionadora.

D) La gestión exclusiva de los servicios de igualdad de las entidades locales.

7. En relación con las medidas aplicables a la contratación pública y a las subvenciones, señale la afirmación 
correcta.

A) Los órganos promotores podrán establecer indicadores para valorar únicamente la existencia de las medidas 
aplicables.

B) Los poderes públicos vascos deberán aprobar normas o instrucciones comunes para todos los ámbitos de 
actuación.

C) Los órganos promotores habrán de establecer indicadores para evaluar el grado de cumplimiento y 
efectividad de las medidas aplicables.

D) Los poderes públicos vascos establecerán directamente los indicadores de evaluación de todas las 
subvenciones y contratos.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 151

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. ¿Qué institución tiene atribuida en la Comunidad Autónoma de Euskadi la defensa ante situaciones de 
discriminación por razón de sexo y la promoción del cumplimiento del principio de igualdad de trato de 
mujeres y hombres?

A) Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer.

B) El Parlamento Vasco.

C) El Ararteko.

D) La Administración General del Estado.

9. Las administraciones públicas vascas, respecto de las asociaciones y organizaciones que discriminen por 
razón de sexo en su proceso de admisión o en su funcionamiento:

A) Podrán concederles ayudas, aunque no podrán otorgarles reconocimiento institucional.

B) No podrán darles ningún tipo de ayuda, apoyo ni reconocimiento alguno.

C) Solo podrán negarles subvenciones cuando discriminen en su proceso de admisión.

D) Deberán retirarles únicamente el apoyo cuando discriminen en su funcionamiento.

10. ¿Qué organismo se encarga del impulso, asesoramiento, planificación y evaluación de las políticas de 
igualdad de mujeres y hombres en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Euskadi?

A) La Comisión Interdepartamental para la Igualdad de Mujeres y Hombres

B) Emakunde-Instituto Vasco de la Mujer

C) El departamento competente en materia de igualdad del Gobierno Vasco

D) El Consejo Vasco de Participación de las Mujeres

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 C · 4 D · 5 D · 6 C · 7 C · 8 A · 9 B · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 152

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 11

La contratación administrativa. Objeto y ámbito de aplicación. 
Delimitación de los tipos contractuales. Prohibiciones de contratar.

Ley 9/2017 contratos del sector público

LCSP · BOE-A-2017-12902 · arts. 1 a 3 · arts. 12 a 18 · arts. 71 a 73 — 13 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO I Objeto y ámbito de aplicación de la Ley

Sección 1.ª Objeto y ámbito de aplicación

Artículo 1. Objeto y finalidad.
1. La presente Ley tiene por objeto regular la contratación del sector público, a fin de garantizar que la misma
se ajusta a los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los
procedimientos, y no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores; y de asegurar, en conexión con el
objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto, y el principio de integridad, una eficiente utilización
de los fondos destinados a la realización de obras, la adquisición de bienes y la contratación de servicios
mediante la exigencia de la definición previa de las necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre
competencia y la selección de la oferta económicamente más ventajosa.
2. Es igualmente objeto de esta Ley la regulación del régimen jurídico aplicable a los efectos, cumplimiento y
extinción de los contratos administrativos, en atención a los fines institucionales de carácter público que a
través de los mismos se tratan de realizar.
3. En toda contratación pública se incorporarán de manera transversal y preceptiva criterios sociales y
medioambientales siempre que guarde relación con el objeto del contrato, en la convicción de que su
inclusión proporciona una mejor relación calidad-precio en la prestación contractual, así como una mayor y
mejor eficiencia en la utilización de los fondos públicos. Igualmente se facilitará el acceso a la contratación
pública de las pequeñas y medianas empresas, así como de las empresas de economía social.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Son contratos del sector público y, en consecuencia, están sometidos a la presente Ley en la forma y
términos previstos en la misma, los contratos onerosos, cualquiera que sea su naturaleza jurídica, que
celebren las entidades enumeradas en el artículo 3. Se entenderá que un contrato tiene carácter oneroso en los
casos en que el contratista obtenga algún tipo de beneficio económico, ya sea de forma directa o indirecta.
2. Están también sujetos a la presente Ley, en los términos que en ella se señalan, los contratos
subvencionados por entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores que celebren otras
personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos en el artículo 23 relativo a los contratos subvencionados
sujetos a una regulación armonizada.
3. La aplicación de esta Ley a los contratos que celebren las Comunidades Autónomas y las entidades que
integran la Administración Local, o los organismos dependientes de las mismas, así como a los contratos
subvencionados por cualquiera de estas entidades, se efectuará en los términos previstos en la Disposición
final primera de la presente Ley relativa a los títulos competenciales.
4. A los efectos de identificar las prestaciones que son objeto de los contratos regulados en esta Ley, se utilizará
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el «Vocabulario común de contratos públicos», aprobado por el Reglamento (CE) n.º 2195/2002 del Parlamento
Europeo y del Consejo de 5 de noviembre de 2002, por el que se aprueba el Vocabulario común de contratos
públicos (CPV), o normativa comunitaria que le sustituya.

Artículo 3. Ámbito subjetivo.
1. A los efectos de esta Ley, se considera que forman parte del sector público las siguientes entidades:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas, las
Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla y las Entidades que integran la Administración Local.
b) Las Entidades Gestoras y los Servicios Comunes de la Seguridad Social.
c) Los Organismos Autónomos, las Universidades Públicas y las autoridades administrativas
independientes.
d) Los consorcios dotados de personalidad jurídica propia a los que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la legislación de régimen local, así como los consorcios
regulados por la legislación aduanera.
e) Las fundaciones públicas. A efectos de esta Ley, se entenderá por fundaciones públicas aquellas que
reúnan alguno de los siguientes requisitos:

1.º Que se constituyan de forma inicial, con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una o
varias entidades integradas en el sector público, o bien reciban dicha aportación con posterioridad a su
constitución.
2.º Que el patrimonio de la fundación esté integrado en más de un 50 por ciento por bienes o derechos
aportados o cedidos por sujetos integrantes del sector público con carácter permanente.
3.º Que la mayoría de derechos de voto en su patronato corresponda a representantes del sector público.

f) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
g) Las Entidades Públicas Empresariales a las que se refiere la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen
Jurídico del Sector Público, y cualesquiera entidades de derecho público con personalidad jurídica propia
vinculadas a un sujeto que pertenezca al sector público o dependientes del mismo.
h) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de entidades de
las mencionadas en las letras a), b), c), d), e), g) y h) del presente apartado sea superior al 50 por 100, o en
los casos en que sin superar ese porcentaje, se encuentre respecto de las referidas entidades en el supuesto
previsto en el artículo 5 del texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, aprobado por Real Decreto
Legislativo 4/2015, de 23 de octubre.
i) Los fondos sin personalidad jurídica.
j) Cualesquiera entidades con personalidad jurídica propia, que hayan sido creadas específicamente para
satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o
varios sujetos pertenecientes al sector público financien mayoritariamente su actividad, controlen su
gestión, o nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de administración, dirección o
vigilancia.
k) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.
l) A los efectos de esta Ley, se entiende que también forman parte del sector público las Diputaciones
Forales y las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco en lo que respecta a su actividad
de contratación.

2. Dentro del sector público, y a los efectos de esta Ley, tendrán la consideración de Administraciones Públicas
las siguientes entidades:

a) Las mencionadas en las letras a), b), c), y l) del apartado primero del presente artículo.
b) Los consorcios y otras entidades de derecho público, en las que dándose las circunstancias establecidas
en la letra d) del apartado siguiente para poder ser considerados poder adjudicador y estando vinculados a
una o varias Administraciones Públicas o dependientes de las mismas, no se financien mayoritariamente
con ingresos de mercado. Se entiende que se financian mayoritariamente con ingresos de mercado cuando
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tengan la consideración de productor de mercado de conformidad con el Sistema Europeo de Cuentas.
3. Se considerarán poderes adjudicadores, a efectos de esta Ley, las siguientes entidades:

a) Las Administraciones Públicas.
b) Las fundaciones públicas.
c) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.
d) Todas las demás entidades con personalidad jurídica propia distintas de las expresadas en las letras
anteriores que hayan sido creadas específicamente para satisfacer necesidades de interés general que no
tengan carácter industrial o mercantil, siempre que uno o varios sujetos que deban considerarse poder
adjudicador de acuerdo con los criterios de este apartado 3, bien financien mayoritariamente su actividad;
bien controlen su gestión; o bien nombren a más de la mitad de los miembros de su órgano de
administración, dirección o vigilancia.
e) Las asociaciones constituidas por las entidades mencionadas en las letras anteriores.

4. Los partidos políticos, en el sentido definido en el artículo 1 de la Ley Orgánica 8/2007, de Financiación de
los Partidos Políticos; así como las organizaciones sindicales reguladas en la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de
agosto, de Libertad Sindical, y las organizaciones empresariales y asociaciones profesionales a las que se
refiere la Ley 19/1977, de 1 de abril, sobre regulación del derecho de asociación sindical, además de las
fundaciones y asociaciones vinculadas a cualquiera de ellos, cuando cumplan los requisitos para ser poder
adjudicador de acuerdo con la letra d) del apartado 3 del presente artículo, y respecto de los contratos sujetos a
regulación armonizada deberán actuar conforme a los principios de publicidad, concurrencia, transparencia,
igualdad y no discriminación sin perjuicio del respeto a la autonomía de la voluntad y de la confidencialidad
cuando sea procedente. Los sujetos obligados deberán aprobar unas instrucciones internas en materia de
contratación que se adecuarán a lo previsto en el párrafo anterior y a la normativa comunitaria, y que deberán
ser informadas antes de su aprobación por el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. Estas
instrucciones deberán publicarse en sus respectivas páginas web.
5. Asimismo, quedarán sujetos a esta Ley las Corporaciones de derecho público cuando cumplan los requisitos
para ser poder adjudicador de acuerdo con el apartado tercero, letra d) del presente artículo.

CAPÍTULO II Contratos del sector público

Sección 1.ª Delimitación de los tipos contractuales

Artículo 12. Calificación de los contratos.
1. Los contratos de obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministro y servicios que celebren las
entidades pertenecientes al sector público se calificarán de acuerdo con las normas contenidas en la presente
sección.
2. Los restantes contratos del sector público se calificarán según las normas de derecho administrativo o de
derecho privado que les sean de aplicación.

Artículo 13. Contrato de obras.
1. Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la realización de
alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.
b) La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del
sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra.

2. Por «obra» se entenderá el resultado de un conjunto de trabajos de construcción o de ingeniería civil,
destinado a cumplir por sí mismo una función económica o técnica, que tenga por objeto un bien inmueble.
También se considerará «obra» la realización de trabajos que modifiquen la forma o sustancia del terreno o de
su vuelo, o de mejora del medio físico o natural.
3. Los contratos de obras se referirán a una obra completa, entendiendo por esta la susceptible de ser
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entregada al uso general o al servicio correspondiente, sin perjuicio de las ampliaciones de que
posteriormente pueda ser objeto y comprenderá todos y cada uno de los elementos que sean precisos para la
utilización de la obra. No obstante lo anterior, podrán contratarse obras definidas mediante proyectos
independientes relativos a cada una de las partes de una obra completa, siempre que estas sean susceptibles
de utilización independiente, en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser sustancialmente
definidas y preceda autorización administrativa del órgano de contratación que funde la conveniencia de la
referida contratación. Se podrán celebrar contratos de obras sin referirse a una obra completa en los
supuestos previstos en el apartado 4 del artículo 30 de la presente Ley cuando la responsabilidad de la obra
completa corresponda a la Administración por tratarse de un supuesto de ejecución de obras por la propia
Administración Pública.

Artículo 14. Contrato de concesión de obras.
1. La concesión de obras es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de
las prestaciones a que se refiere el artículo anterior, incluidas las de restauración y reparación de
construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el
que la contraprestación a favor de aquel consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra en el
sentido del apartado cuarto siguiente, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
2. El contrato podrá comprender, además, el siguiente contenido:

a) La adecuación, reforma y modernización de la obra para adaptarla a las características técnicas y
funcionales requeridas para la correcta prestación de los servicios o la realización de las actividades
económicas a las que sirve de soporte material.
b) Las actuaciones de reposición y gran reparación que sean exigibles en relación con los elementos que ha
de reunir cada una de las obras para mantenerse apta a fin de que los servicios y actividades a los que
aquellas sirven puedan ser desarrollados adecuadamente de acuerdo con las exigencias económicas y las
demandas sociales.

3. El contrato de concesión de obras podrá también prever que el concesionario esté obligado a proyectar,
ejecutar, conservar, reponer y reparar aquellas obras que sean accesorias o estén vinculadas con la principal y
que sean necesarias para que esta cumpla la finalidad determinante de su construcción y que permitan su
mejor funcionamiento y explotación, así como a efectuar las actuaciones ambientales relacionadas con las
mismas que en ellos se prevean. En el supuesto de que las obras vinculadas o accesorias puedan ser objeto de
explotación o aprovechamiento económico, estos corresponderán al concesionario conjuntamente con la
explotación de la obra principal, en la forma determinada por los pliegos respectivos.
4. El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el apartado primero de este artículo, deberá implicar
la transferencia al concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras abarcando el
riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por riesgo de demanda el que se debe a la
demanda real de las obras o servicios objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las
obras o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de los servicios no se ajuste a
la demanda. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no esté garantizado
que, en condiciones normales de funcionamiento, el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a
cubrir los costes en que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto
de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario debe suponer una exposición real a las
incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el
concesionario no es meramente nominal o desdeñable.

Artículo 15. Contrato de concesión de servicios.
1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud uno o varios poderes adjudicadores
encomiendan a título oneroso a una o varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya
prestación sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida bien por el derecho a
explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho derecho acompañado del de percibir un precio.
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2. El derecho de explotación de los servicios implicará la transferencia al concesionario del riesgo operacional,
en los términos señalados en el apartado cuarto del artículo anterior.

Artículo 16. Contrato de suministro.
1. Son contratos de suministro los que tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el
arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) del apartado 3 de este artículo respecto de los contratos que
tengan por objeto programas de ordenador, no tendrán la consideración de contrato de suministro los
contratos relativos a propiedades incorporales o valores negociables.
3. En todo caso, se considerarán contratos de suministro los siguientes:

a) Aquellos en los que el empresario se obligue a entregar una pluralidad de bienes de forma sucesiva y por
precio unitario sin que la cuantía total se defina con exactitud al tiempo de celebrar el contrato, por estar
subordinadas las entregas a las necesidades del adquirente.
b) Los que tengan por objeto la adquisición y el arrendamiento de equipos y sistemas de
telecomunicaciones o para el tratamiento de la información, sus dispositivos y programas, y la cesión del
derecho de uso de estos últimos, en cualquiera de sus modalidades de puesta a disposición, a excepción de
los contratos de adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida, que se considerarán
contratos de servicios.
c) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante, aun
cuando esta se obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales precisos.
d) Los que tengan por objeto la adquisición de energía primaria o energía transformada.

Artículo 17. Contrato de servicios.
Son contratos de servicios aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o suministro, incluyendo aquellos en
que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva y por precio unitario. No podrán ser
objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos.

Artículo 18. Contratos mixtos.
1. Se entenderá por contrato mixto aquel que contenga prestaciones correspondientes a otro u otros de distinta
clase. Únicamente podrán celebrarse contratos mixtos en las condiciones establecidas en el artículo 34.2 de la
presente Ley. El régimen jurídico de la preparación y adjudicación de los contratos mixtos se determinará de
conformidad con lo establecido en este artículo; y el de sus efectos, cumplimiento y extinción se determinará
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 122.2. Para la determinación de las normas que regirán la
adjudicación de los contratos mixtos cuyo objeto contenga prestaciones de varios contratos regulados en esta
Ley, se estará a las siguientes reglas:

a) Cuando un contrato mixto comprenda prestaciones propias de dos o más contratos de obras, suministros
o servicios se atenderá al carácter de la prestación principal. En el caso de los contratos mixtos que
comprendan en parte servicios especiales del anexo IV, y en parte otros servicios, o en el caso de los
contratos mixtos compuestos en parte por servicios y en parte por suministros, el objeto principal se
determinará en función de cuál sea el mayor de los valores estimados de los respectivos servicios o
suministros.
b) Cuando el contrato mixto contenga prestaciones de los contratos de obras, suministros o servicios, por
una parte, y contratos de concesiones de obra o concesiones de servicios, de otra, se actuará del siguiente
modo:

1.º Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
2.º Si las distintas prestaciones son separables y se decide adjudicar un contrato único, se aplicarán las
normas relativas a los contratos de obras, suministros o servicios cuando el valor estimado de las
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prestaciones correspondientes a estos contratos supere las cuantías establecidas en los artículos 20, 21 y
22 de la presente Ley, respectivamente. En otro caso, se aplicarán las normas relativas a los contratos de
concesión de obras y concesión de servicios.

2. Cuando el contrato mixto contemple prestaciones de contratos regulados en esta Ley con prestaciones de
otros contratos distintos de los regulados en la misma, para determinar las normas aplicables a su
adjudicación se atenderá a las siguientes reglas:

a) Si las distintas prestaciones no son separables se atenderá al carácter de la prestación principal.
b) Si las prestaciones son separables y se decide celebrar un único contrato, se aplicará lo dispuesto en esta
Ley.

3. No obstante lo establecido en el apartado 1, en los casos en que un elemento del contrato mixto sea una obra
y esta supere los 50.000 euros, deberá elaborarse un proyecto y tramitarse de conformidad con los artículos
231 y siguientes de la presente Ley. En el supuesto de que el contrato mixto contenga elementos de una
concesión de obras o de una concesión de servicios, deberá acompañarse del correspondiente estudio de
viabilidad y, en su caso, del anteproyecto de construcción y explotación de las obras previstos en los artículos
247, 248 y 285 de la presente Ley.

LIBRO PRIMERO Configuración general de la contratación del sector público y elementos estructur

TÍTULO II Partes en el contrato

CAPÍTULO II Capacidad y solvencia del empresario

Sección 1.ª Aptitud para contratar con el sector público

Artículo 71. Prohibiciones de contratar.
1. No podrán contratar con las entidades previstas en el artículo 3 de la presente Ley con los efectos
establecidos en el artículo 73, las personas en quienes concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, constitución o integración
de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, financiación ilegal de los partidos políticos, trata
de seres humanos, corrupción en los negocios, tráfico de influencias, cohecho, fraudes, delitos contra la
Hacienda Pública y la Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, prevaricación,
malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo de capitales, delitos relativos a la
ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el medio ambiente, o a la
pena de inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio. La prohibición
de contratar alcanzará a las personas jurídicas que sean declaradas penalmente responsables, y a aquellas
cuyos administradores o representantes, lo sean de hecho o de derecho, vigente su cargo o representación
y hasta su cese, se encontraran en la situación mencionada en este apartado.
b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia profesional que ponga en
entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de falseamiento de la competencia, de integración
laboral y de igualdad de oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, o de
extranjería, de conformidad con lo establecido en la normativa vigente; o por infracción muy grave en
materia medioambiental de conformidad con lo establecido en la normativa vigente, o por infracción muy
grave en materia laboral o social, de acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley sobre
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de
agosto, así como por la infracción grave prevista en el artículo 22.2 del citado texto; o por las infracciones
muy graves previstas en la Ley 2/2023, de 20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que
informen sobre infracciones normativas y de lucha contra la corrupción; o por infracción grave o muy
grave en materia de igualdad de trato y no discriminación por razón de orientación e identidad sexual,
expresión de género o características sexuales, cuando se acuerde la prohibición en los términos previstos
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en la Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de
los derechos de las personas LGTBI.
c) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas insolventes en cualquier
procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que en este haya adquirido eficacia un convenio o se
haya iniciado un expediente de acuerdo extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber
sido inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya concluido el período de
inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.
d) No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de Seguridad Social
impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que reglamentariamente se determinen; o en el
caso de empresas de 50 o más trabajadores, no cumplir el requisito de que al menos el 2 por ciento de sus
empleados sean trabajadores con discapacidad, de conformidad con el artículo 42 del Real Decreto
legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, en las condiciones que
reglamentariamente se determinen; o en el caso de empresas de 50 o más trabajadores, no cumplir con la
obligación de contar con un plan de igualdad conforme a lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Orgánica
3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y que deberán inscribir en el
Registro laboral correspondiente. En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la
Seguridad Social, se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el mismo cuando las
deudas estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado su suspensión con ocasión de la impugnación
de tales deudas. La acreditación del cumplimiento de la cuota de reserva de puestos de trabajo del 2 por
ciento para personas con discapacidad y de la obligación de contar con un plan de igualdad a que se refiere
el primer párrafo de esta letra se hará mediante la presentación de la declaración responsable a que se
refiere el artículo 140. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, el Consejo de Ministros, mediante
Real Decreto, podrá establecer una forma alternativa de acreditación que, en todo caso, será bien mediante
certificación del órgano administrativo correspondiente, con vigencia mínima de seis meses, o bien
mediante certificación del correspondiente Registro de Licitadores, en los casos en que dicha circunstancia
figure inscrita en el mismo.
e) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable a que se refiere el artículo 140 o al
facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y solvencia, o haber incumplido, por causa que le
sea imputable, la obligación de comunicar la información prevista en el artículo 82.4 y en el artículo 343.1.
f) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción administrativa firme, con
arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003,
de 17 de diciembre, General Tributaria. La presente causa de prohibición de contratar dejará de aplicarse
cuando el órgano de contratación, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 72.1, compruebe que la
empresa ha cumplido sus obligaciones de pago o celebrado un acuerdo vinculante con vistas al pago de las
cantidades adeudadas, incluidos en su caso los intereses acumulados o las multas impuestas.
g) Estar incursa la persona física o los administradores de la persona jurídica en alguno de los supuestos de
la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio del alto cargo de la Administración General del
Estado o las respectivas normas de las Comunidades Autónomas, de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de
Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas o tratarse de cualquiera de los
cargos electivos regulados en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, en los
términos establecidos en la misma. La prohibición alcanzará a las personas jurídicas en cuyo capital
participen, en los términos y cuantías establecidas en la legislación citada, el personal y los altos cargos a
que se refiere el párrafo anterior, así como los cargos electos al servicio de las mismas. La prohibición se
extiende igualmente, en ambos casos, a los cónyuges, personas vinculadas con análoga relación de
convivencia afectiva, ascendientes y descendientes, así como a parientes en segundo grado por
consanguineidad o afinidad de las personas a que se refieren los párrafos anteriores, cuando se produzca
conflicto de intereses con el titular del órgano de contratación o los titulares de los órganos en que se
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hubiere delegado la facultad para contratar o los que ejerzan la sustitución del primero.
h) Haber contratado a personas respecto de las que se haya publicado en el «Boletín Oficial del Estado» el
incumplimiento a que se refiere el artículo 15.1 de la Ley 3/2015, de 30 de marzo, reguladora del ejercicio
del alto cargo de la Administración General del Estado o en las respectivas normas de las Comunidades
Autónomas, por haber pasado a prestar servicios en empresas o sociedades privadas directamente
relacionadas con las competencias del cargo desempeñado durante los dos años siguientes a la fecha de
cese en el mismo. La prohibición de contratar se mantendrá durante el tiempo que permanezca dentro de
la organización de la empresa la persona contratada con el límite máximo de dos años a contar desde el
cese como alto cargo.

2. Además de las previstas en el apartado anterior, son circunstancias que impedirán a los empresarios
contratar con las entidades comprendidas en el artículo 3 de la presente Ley, en las condiciones establecidas
en el artículo 73 las siguientes:

a) Haber retirado indebidamente su proposición o candidatura en un procedimiento de adjudicación, o
haber imposibilitado la adjudicación del contrato a su favor por no cumplimentar lo establecido en el
apartado 2 del artículo 150 dentro del plazo señalado mediando dolo, culpa o negligencia.
b) Haber dejado de formalizar el contrato, que ha sido adjudicado a su favor, en los plazos previstos en el
artículo 153 por causa imputable al adjudicatario.
c) Haber incumplido las cláusulas que son esenciales en el contrato, incluyendo las condiciones especiales
de ejecución establecidas de acuerdo con lo señalado en el artículo 202, cuando dicho incumplimiento
hubiese sido definido en los pliegos o en el contrato como infracción grave, concurriendo dolo, culpa o
negligencia en el empresario, y siempre que haya dado lugar a la imposición de penalidades o a la
indemnización de daños y perjuicios.
d) Haber dado lugar, por causa de la que hubiesen sido declarados culpables, a la resolución firme de
cualquier contrato celebrado con una entidad de las comprendidas en el artículo 3 de la presente Ley. La
prohibición alcanzará a las empresas cuyo contrato hubiere quedado resuelto por incumplimiento culpable
del contratista de las obligaciones que los pliegos hubieren calificados como esenciales de acuerdo con lo
previsto en el artículo 211.1.f).

3. Las prohibiciones de contratar afectarán también a aquellas empresas de las que, por razón de las personas
que las rigen o de otras circunstancias, pueda presumirse que son continuación o que derivan, por
transformación, fusión o sucesión, de otras empresas en las que hubiesen concurrido aquellas. Se modifica el
primer párrafo del apartado 1.d) por la disposición final 2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2024-15936#df-2 Se modifica la letra b) del apartado 1 por la disposición final 7.1 de la Ley 11/2023, de 8 de
mayo. Ref. BOE-A-2023-11022#df-7 Se modifica la letra b) del apartado 1 por la disposición final 17.1 de la Ley
4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-17 Se modifica la letra b) del apartado 1 por la disposición
final 6 de la Ley 2/2023, de 20 de febrero. Ref. BOE-A-2023-4513#df-6 Se modifica el párrafo primero de la letra
d) del apartado 1 por la disposición final 27.3 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-
A-2022-22128#df-27 Se modifica la letra d) del apartado 2 por el art. 5.3 del Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de
octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a5 Téngase en cuenta para su aplicación la disposición transitoria tercera del
citado Real Decreto-ley.

Artículo 72. Apreciación de la prohibición de contratar.
Competencia y procedimiento.
1. Las prohibiciones de contratar relativas a las circunstancias contenidas en las letras c), d), f), g) y h) del
apartado 1 del artículo anterior, se apreciarán directamente por los órganos de contratación, subsistiendo
mientras concurran las circunstancias que en cada caso las determinan.
2. La prohibición de contratar por las causas previstas en las letras a) y b) del apartado 1 del artículo anterior
se apreciará directamente por los órganos de contratación, cuando la sentencia o la resolución administrativa
se hubiera pronunciado expresamente sobre su alcance y duración, subsistiendo durante el plazo señalado en
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las mismas. En el caso de que la sentencia o la resolución administrativa no contengan pronunciamiento sobre
el alcance o duración de la prohibición de contratar; en los casos de la letra e) del apartado primero del
artículo anterior; y en los supuestos contemplados en el apartado segundo, también del artículo anterior, el
alcance y duración de la prohibición deberá determinarse mediante procedimiento instruido al efecto, de
conformidad con lo dispuesto en este artículo.
3. La competencia para fijar la duración y alcance de la prohibición de contratar en el caso de las letras a) y b)
del apartado 1 del artículo anterior, en los casos en que no figure en la correspondiente sentencia o resolución,
y la competencia para la declaración de la prohibición de contratar en el caso de la letra e) del apartado
primero del artículo anterior respecto de la obligación de comunicar la información prevista en el artículo 82.4
y en el artículo 343, corresponderá al Ministro de Hacienda y Función Pública previa propuesta de la Junta
Consultiva de Contratación Pública del Estado, o a los órganos que resulten competentes en el ámbito de las
Comunidades Autónomas en el caso de la letra e) citada. A efectos de poder dar cumplimiento a lo establecido
en el párrafo anterior, el órgano judicial o administrativo del que emane la sentencia o resolución
administrativa deberá remitir de oficio testimonio de aquella o copia de esta a la Junta Consultiva de
Contratación Pública del Estado, sin perjuicio de que por parte de este órgano, de tener conocimiento de su
existencia y no habiendo recibido el citado testimonio de la sentencia o copia de la resolución administrativa,
pueda solicitarlos al órgano del que emanaron. En los supuestos previstos en la letra e) del apartado 1 del
artículo anterior referido a casos en que se hubiera incurrido en falsedad al efectuar la declaración
responsable a que se refiere el artículo 140, o al facilitar cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y
solvencia, y en los supuestos previstos en el apartado segundo del artículo 71, la declaración de la prohibición
de contratar corresponderá al órgano de contratación.
4. La competencia para la declaración de la prohibición de contratar en los casos en que la entidad contratante
no tenga el carácter de Administración Pública corresponderá al titular del departamento, presidente o
director del organismo al que esté adscrita o del que dependa la entidad contratante o al que corresponda su
tutela o control. Si la entidad contratante estuviera vinculada a más de una Administración, será competente el
órgano correspondiente de la que ostente el control o participación mayoritaria. Téngase en cuenta que se
declara que el apartado 4 no es conforme con el orden constitucional de competencias, en los términos del
fundamento jurídico 6 G) c), por la Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 5. Cuando
conforme a lo señalado en este artículo, sea necesaria una declaración previa sobre la concurrencia de la
prohibición, el alcance y duración de esta se determinarán siguiendo el procedimiento que en las normas de
desarrollo de esta Ley se establezca. No procederá, sin embargo, declarar la prohibición de contratar cuando,
en sede del trámite de audiencia del procedimiento correspondiente, la persona incursa en la causa de
prohibición acredite el pago o compromiso de pago de las multas e indemnizaciones fijadas por sentencia o
resolución administrativa de las que derive la causa de prohibición de contratar, siempre y cuando las citadas
personas hayan sido declaradas responsables del pago de la misma en la citada sentencia o resolución, y la
adopción de medidas técnicas, organizativas y de personal apropiadas para evitar la comisión de futuras
infracciones administrativas, entre las que quedará incluido el acogerse al programa de clemencia en materia
de falseamiento de la competencia. Este párrafo no resultará de aplicación cuando resulte aplicable la causa
de prohibición de contratar a que se refiere el artículo 71.1, letra a). La prohibición de contratar, así declarada,
podrá ser revisada en cualquier momento de su vigencia, cuando la persona que haya sido declarada en
situación de prohibición de contratar acredite el cumplimiento de los extremos a que se refiere el párrafo
anterior. El órgano competente para conocer de la citada revisión será el mismo que dictó la resolución de
declaración de prohibición de contratar. 6. En los casos en que por sentencia penal firme así se prevea, la
duración de la prohibición de contratar será la prevista en la misma. En los casos en los que esta no haya
establecido plazo, esa duración no podrá exceder de cinco años desde la fecha de la condena por sentencia
firme. En el resto de los supuestos, el plazo de duración no podrá exceder de tres años, para cuyo cómputo se
estará a lo establecido en el apartado tercero del artículo 73. 7. En el caso de la letra a) del apartado 1 del
artículo anterior, el procedimiento, de ser necesario, no podrá iniciarse una vez transcurrido el plazo previsto
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para la prescripción de la correspondiente pena, y en el caso de la letra b) del apartado 2 del mismo artículo, si
hubiesen transcurrido más de tres meses desde que se produjo la adjudicación. En los restantes supuestos
previstos en dicho artículo, el procedimiento para la declaración de la prohibición de contratar no podrá
iniciarse si hubiesen transcurrido más de tres años contados a partir de las siguientes fechas:

a) Desde la firmeza de la resolución sancionadora, en el caso de la causa prevista en la letra b) del apartado
1 del artículo anterior;
b) Desde la fecha en que se hubieran facilitado los datos falsos o desde aquella en que hubiera debido
comunicarse la correspondiente información, en los casos previstos en la letra e) del apartado 1 del
artículo anterior;
c) Desde la fecha en que fuese firme la resolución del contrato, en el caso previsto en la letra d) del
apartado 2 del artículo anterior;
d) En los casos previstos en la letra a) del apartado 2 del artículo anterior, desde la fecha en que se hubiese
procedido a la adjudicación del contrato, si la causa es la retirada indebida de proposiciones o
candidaturas; o desde la fecha en que hubiese debido procederse a la adjudicación, si la prohibición se
fundamenta en el incumplimiento de lo establecido en el apartado segundo del artículo 150;
e) Desde que la entidad contratante tuvo conocimiento del incumplimiento de las condiciones especiales de
ejecución del contrato en los casos previstos en la letra c) del apartado segundo del artículo 71.

Se declara que el apartado 4 no es conforme con el orden constitucional de competencias, en los términos del fundamento jurídico 6 G) c), por la
Sentencia del TC 68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614

Artículo 73. Efectos de la declaración de la prohibición de contratar.
1. En los supuestos en que se den las circunstancias establecidas en el apartado segundo del artículo 71 y en la
letra e) del apartado primero del mismo artículo en lo referente a haber incurrido en falsedad al efectuar la
declaración responsable del artículo 140 o al facilitar otros datos relativos a su capacidad y solvencia, la
prohibición de contratar afectará al ámbito del órgano de contratación competente para su declaración. Dicha
prohibición se podrá extender al correspondiente sector público en el que se integre el órgano de
contratación. En el caso del sector público estatal, la extensión de efectos corresponderá al Ministro de
Hacienda y Función Pública, previa propuesta de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. En
los supuestos en que, de conformidad con lo establecido en el primer párrafo del apartado tercero del artículo
anterior respecto a la letra e) del apartado primero del artículo 71, la competencia para la declaración de la
prohibición de contratar corresponda a los órganos que resulten competentes en el ámbito de las
Comunidades Autónomas, la citada prohibición de contratar afectará a todos los órganos de contratación del
correspondiente sector público. Excepcionalmente, y siempre que previamente se hayan extendido al
correspondiente sector público territorial, los efectos de las prohibiciones de contratar a las que se refieren los
párrafos anteriores se podrán extender al conjunto del sector público. Dicha extensión de efectos a todo el
sector público se realizará por el Ministro de Hacienda y Función Pública, previa propuesta de la Junta
Consultiva de Contratación Pública del Estado, y a solicitud de la Comunidad Autónoma o Entidad Local
correspondiente en los casos en que la prohibición de contratar provenga de tales ámbitos. En los casos en que
la competencia para declarar la prohibición de contratar corresponda al Ministro de Hacienda y Función
Pública, la misma producirá efectos en todo el sector público.
2. Todas las prohibiciones de contratar, salvo aquellas en que se den alguna de las circunstancias previstas en
las letras c), d), g) y h) del apartado primero del artículo 71, una vez adoptada la resolución correspondiente, se
comunicará sin dilación para su inscripción al Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del
Sector Público o el equivalente en el ámbito de las Comunidades Autónomas, en función del ámbito de la
prohibición de contratar y del órgano que la haya declarado. Los órganos de contratación del ámbito de las
Comunidades Autónomas, de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla o de las entidades locales situadas en
su territorio notificarán la prohibición de contratar a los Registros de Licitadores de las Comunidades
Autónomas correspondientes, o si no existieran, al Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del
Sector Público. La inscripción de la prohibición de contratar en el Registro de Licitadores correspondiente
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caducará pasados 3 meses desde que termine su duración, debiendo procederse de oficio a su cancelación en
dicho Registro tras el citado plazo.
3. Las prohibiciones de contratar contempladas en las letras a) y b) del apartado primero del artículo 71
producirán efectos desde la fecha en que devinieron firmes la sentencia o la resolución administrativa en los
casos en que aquella o esta se hubieran pronunciado sobre el alcance y la duración de la prohibición. En el
resto de supuestos, los efectos se producirán desde la fecha de inscripción en el registro correspondiente. No
obstante lo anterior, en los supuestos previstos en las letras a) y b) del apartado primero del artículo 71 en los
casos en que los efectos de la prohibición de contratar se produzcan desde la inscripción en el
correspondiente registro, podrán adoptarse, en su caso, por parte del órgano competente para resolver el
procedimiento de determinación del alcance y duración de la prohibición, de oficio, o a instancia de parte, las
medidas provisionales que estime oportunas para asegurar la eficacia de la resolución que pudiera adoptarse.
4. Las prohibiciones de contratar cuya causa fuera la prevista en la letra f) del apartado primero del artículo
71, producirán efectos respecto de las Administraciones Públicas que se establezcan en la resolución
sancionadora que las impuso, desde la fecha en que esta devino firme.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. Se considerarán poderes adjudicadores:

A) Las Administraciones Públicas y las fundaciones públicas

B) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social

C) Las dos respuestas anteriores son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Con base en lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, cuál de los 
siguientes NO tiene consideración de poder adjudicador:

A) Las Administraciones Públicas.

B) Las fundaciones públicas.

C) Las Mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

D) Las asociaciones inscritas en el Registro Nacional de Asociaciones.

3. De conformidad con la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP), ¿es posible 
contratar conjuntamente la redacción de proyecto y ejecución de la obra del edificio?

A) Sí, de conformidad con el artículo 13 de la LCSP.

B) No, de conformidad con el artículo 13 de la LCSP.

C) Sí, de conformidad con el artículo 26 de la LCSP.

D) No, de conformidad con el artículo 26 de la LCSP.

4. Entre las modalidades de contratos de la Ley de Contratos del Sector Público no se incluye; Respuestas:

A) El contrato de obras.

B) El contrato de suministros.

C) La concesión de obras públicas.

D) El contrato de gestión de servicios públicos.

Temario en formato ley · Técnico/a Servicios Sociales (Parte I: Parte General) · Ayuntamiento de 163

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



5. Entre los principios señalados en el art. 1.1 Ley 9/2017 LCSP, no se encuentra el principio de:

A) Transparencia

B) Igualdad de trato

C) Prudencia

D) Integridad

6. ¿Qué regulación resulta aplicable a los contratos de fabricación?

A) Las normas generales y especiales del contrato de obras.

B) Las normas generales y especiales del contrato de suministro.

C) Las normas generales y especiales del contrato de obras, salvo las relativas a su publicidad y procedimiento 
de adjudicación, que se acomodarán, en todo caso, al contrato de suministro.

D) Las normas generales y especiales del contrato de suministro, salvo las relativas a su publicidad y 
procedimiento de adjudicación, que se acomodarán, en todo caso, al contrato de obras.

7. ¿Qué tipos de contratos se regulan en la Ley de Contratos del Sector Público?

A) Obras, gestión de servicios públicos, consultoría y asistencia y servicios, y concesión de obras públicas

B) Obras, concesiones de obras públicas, gestión de servicios públicos, suministro, servicios, y de colaboración 
entre el sector público y el sector privado

C) De servicios, suministros y asistencia y servicios.

D) Obras, concesión de obras, concesión de servicios, suministros, servicios y mixtos

8. ¿En qué momento y por qué importe se realizará la retención de crédito adicional para la certificación final 
de la obra?

A) Al inicio del expediente de contratación se efectuará una retención adicional de crédito del 10% del importe 
de licitación,

B) En el momento de la adjudicación se efectuará una retención adicional de crédito del 10% del importe de 
ésta.

C) En el momento de la formalización del contrato se efectuará una retención adicional de crédito del 10% del 
importe comprometido en el ejercicio corriente.

D) Transcurridos tres meses desde la recepción de las obras se efectuará una retención adicional del 10% del 
importe de la obra que se reciba.

9. Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, no se incluyen dentro del sector público:

A) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.

B) Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social.

C) Las entidades de economía social.

D) Las entidades de Derecho Público vinculadas o pertenecientes a las Administraciones.

10. Según lo establecido en el artículo 16 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, 
por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (en adelante LCSP), NO se consideran contratos de 
suministro:

A) Los que tengan por objeto el arrendamiento de equipos y sistemas de telecomunicaciones.

B) La adquisición de programas de ordenador desarrollados a medida.

C) Los de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan de ser entregadas por el empresario deban ser 
elaboradas con arreglo a características peculiares fijadas previamente por la entidad contratante.

D) El arrendamiento financiero de un bien mueble.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 A · 4 D · 5 C · 6 C · 7 D · 8 B · 9 C · 10 B
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Te quedan 118 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 12

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. Personal al 
servicio de las Administraciones Públicas Vascas. Derechos, deberes, 

código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
empleado público vasco.

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco

LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 26 a 30 · arts. 161 a 171 — 16 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las administraciones públicas vascas

CAPÍTULO I Personal al servicio de las administraciones públicas vascas. personal funcionario y

Artículo 26. Clases de personal empleado público.
1. Es personal empleado público el que ejerce funciones profesionales retribuidas en puestos de trabajo de las
administraciones públicas vascas.
2. El personal empleado público, en función de las peculiaridades de su régimen jurídico, se encuadra en las
siguientes clases:

a) Personal funcionario de carrera.
b) Personal funcionario interino.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 27. Personal funcionario de carrera.
Es personal funcionario de carrera el que, en virtud de nombramiento legal, desempeña servicios
profesionales retribuidos de carácter permanente, y se encuentra vinculado a las administraciones públicas
vascas por una relación estatutaria regulada por el derecho público.

Artículo 28. Personal funcionario interino.
1. Es personal funcionario interino el que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, es
nombrado para el desempeño de funciones reservadas a personal funcionario de carrera cuando se dé alguna
de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de carrera.
b) La sustitución transitoria de la persona que desempeñe el puesto de trabajo, bien como titular de la plaza
bien como funcionario interino.
c) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un período de doce meses,
contados a partir del momento en que se produzcan dichas causas.
d) En el supuesto de reducción de jornada, de acciones formativas del personal funcionario u otros
supuestos de ausencia parcial.
e) La ejecución de programas de carácter temporal, conforme a lo siguiente:
1) Los órganos de gobierno de las administraciones públicas vascas podrán aprobar la ejecución de
programas de carácter temporal, siempre que las tareas vinculadas a dichos programas no puedan ser
atendidas por el personal existente y se trate de actividades no habituales o del lanzamiento de nuevas
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actividades no estructurales de la Administración.
2) Con carácter general, la duración de los programas de carácter temporal no podrá exceder de tres años,
prorrogable, en caso de necesidad justificada, hasta un máximo de otro año. La prórroga requerirá informe
previo favorable de los departamentos u organismos competentes en materia de hacienda y empleo público
de la administración correspondiente y audiencia a la representación de personal. Superado el plazo de
cuarenta y ocho meses, no será posible aprobar un nuevo programa con idénticas o similares funciones.

2. El cese del personal funcionario interino se producirá cuando desaparezcan las circunstancias que
motivaron su nombramiento o transcurran los plazos previstos en el apartado anterior, y, en todo caso, en los
siguientes supuestos:

a) Por la finalización de programas temporales, en el momento que estos finalicen, y, en cualquier caso, a
los cuarenta y ocho meses como máximo de producirse su nombramiento.
b) Por el reingreso o la reasignación de personal funcionario de carrera sin derecho a reserva de puesto de
trabajo.
c) Por la provisión reglamentaria del puesto de trabajo por medio de la oferta de empleo público o de
alguno de los procedimientos de movilidad del personal funcionario legalmente establecidos. En el
supuesto de la letra a) del apartado 1 de este artículo, las plazas vacantes desempeñadas por personal
funcionario interino deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se
produce el nombramiento o, si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortización.
d) Por la amortización del puesto de trabajo.
e) Desaparición de las razones de necesidad y urgencia; la adscripción provisional de funcionario de
carrera, y el incumplimiento sobrevenido de los requisitos del desempeño del puesto.

3. El cese del personal interino se producirá asimismo por las mismas causas que para la pérdida de la
condición de personal funcionario de carrera.
4. Al personal funcionario interino le será aplicable, en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición y
en los términos previstos en esta ley, el régimen general del personal funcionario de carrera.

Artículo 29. Personal laboral.
1. Es personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas el que en virtud de contrato de
trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la
legislación laboral, desempeña puestos de trabajo o plazas dotadas presupuestariamente.
2. El personal laboral, en función de la duración del contrato, podrá tener la condición de fijo, por tiempo
indefinido a consecuencia de sentencia o temporal.
3. La selección del personal laboral fijo y temporal se hará de acuerdo con los sistemas previstos en esta ley,
respetando en todo caso los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como los de
publicidad y de libre concurrencia.
4. La contratación del personal laboral temporal y su cese se regirá por la legislación laboral aplicable a cada
modalidad contractual.
5. El personal laboral de carácter directivo se encontrará sometido a la relación laboral de carácter especial de
alta dirección y será designado atendiendo a los principios establecidos en esta ley. Asimismo, le será de
aplicación lo dispuesto en esta ley en materia de evaluación del desempeño, de retribuciones variables y de
determinación de las condiciones de empleo del personal directivo público profesional.
6. Al personal que adquiera la condición de personal laboral por tiempo indefinido, en cumplimiento de
sentencia judicial, se le aplicarán las previsiones contenidas en la disposición adicional vigesimoctava de esta
ley.

CAPÍTULO II Personal de confianza y asesoramiento especial

Artículo 30. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, realiza
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exclusivamente funciones calificadas de modo expreso como de confianza o asesoramiento especial, siendo
retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. El personal eventual no podrá desempeñar funciones directivas ni ejecutivas, ni tampoco las reservadas a
personal funcionario o laboral, en el seno de las administraciones públicas vascas.
3. Únicamente las personas que ocupen el puesto de lehendakari, diputado o diputada general, alcalde o
alcaldesa, vicelehendakari, consejero o consejera y diputado o diputada foral, presidente o presidenta del
Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y rector o rectora de la Universidad del País Vasco podrán designar
personal eventual. El Gobierno Vasco y los órganos de gobierno de las diputaciones forales y de los
ayuntamientos determinarán en cada caso el número máximo de personal eventual y su adscripción orgánica,
de acuerdo con lo previsto en su propia normativa y atendiendo al principio de economía del gasto público.
4. Los puestos de trabajo del personal eventual, así como sus retribuciones, se recogerán en las relaciones de
puestos de trabajo o en los instrumentos de ordenación similares y se publicarán en el «Boletín Oficial del País
Vasco» o, en su caso, en el boletín oficial del territorio histórico correspondiente.
5. El nombramiento y el cese del personal eventual serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se
produzca el de la autoridad a la que preste su función de confianza o de asesoramiento.
6. La condición de personal eventual no será mérito para acceder al empleo público ni para la promoción
interna.
7. Al personal eventual, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, le será aplicable el régimen
general del personal funcionario de carrera.

TÍTULO XI Derechos, deberes, código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
per

CAPÍTULO I Derechos del personal empleado público vasco. Permisos, vacaciones y régimen de jorn

Artículo 161. Derechos individuales del personal empleado público vasco.
El personal empleado público vasco tiene los siguientes derechos de carácter individual:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) A ser informado por sus jefes inmediatos de los fines, organización y funcionamiento de la unidad
administrativa correspondiente y, en especial, de su dependencia jerárquica y de las atribuciones, deberes y
responsabilidades que le incumben.
c) Al desempeño efectivo de las funciones y de las tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.
d) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna en los términos establecidos en esta ley.
e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
f) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, identidad de género, propia imagen y dignidad en el trabajo.
i) A la atención y protección frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.
j) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual,
religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o
social.
k) A acogerse a medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
l) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
m) A la protección y privacidad de los datos de carácter personal de los empleados públicos.
n) A las vacaciones, descansos y permisos. ñ) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en
las normas aplicables.
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o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que le sea de aplicación.
p) A las prestaciones de asistencia sanitaria y de acción social que correspondan.
q) A la libre asociación profesional.
r) A la defensa jurídica y protección por parte de la Administración pública en los procedimientos que se sigan
ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.
s) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
t) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
u) A la adaptación de los puestos de trabajo en condiciones de accesibilidad universal, incorporando las
adaptaciones necesarias para que las personas empleadas públicas con discapacidad puedan desarrollar sus
funciones.

Artículo 162. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
El personal empleado público vasco tendrá los siguientes derechos individuales ejercidos colectivamente:
a) Derecho de libertad sindical.
b) Derecho a la negociación colectiva.
c) Derecho a la participación institucional en la determinación de las condiciones de trabajo.
d) Derecho de huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
e) Derecho de reunión.
f) Derecho al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada
caso.

Artículo 163. Permisos del personal empleado público vasco.
1. El personal empleado público dispondrá de los permisos regulados en la legislación básica de empleo
público, en las leyes y reglamentos aplicables, así como los que se prevean, en su caso, en los instrumentos de
negociación colectiva.
2. Al personal funcionario de carrera o interino de las administraciones públicas vascas que sea nombrado
personal funcionario en prácticas en cualquier otra administración pública, incluida o no en el ámbito de
aplicación de esta ley, se le concederá un permiso sin retribución durante el tiempo que dure el curso selectivo
o el período de prácticas, sin perjuicio de las retribuciones que tenga derecho a percibir con cargo a la
administración en la que aspire ingresar, de acuerdo con la normativa aplicable en dicha administración.
3. Al personal laboral le serán de aplicación los permisos que se prevén en la legislación laboral, en los
convenios colectivos y, en su caso, los previstos en la legislación básica de empleo público.
4. Las condiciones y períodos de disfrute de los permisos deberán garantizar las necesidades de prestación del
servicio público.

Artículo 164. Vacaciones.
1. El personal funcionario tendrá derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor.
2. A los efectos de lo previsto en este artículo, no se considerarán como hábiles los sábados, sin perjuicio de las
adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
3. Las condiciones y períodos de disfrute de las vacaciones deberán garantizar las necesidades de prestación
del servicio público, fijándose en cada caso las mismas previa negociación con la representación de personal.

Artículo 165. Jornada de trabajo.
Ordenación del tiempo de trabajo.
1. La jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el personal empleado público debe permanecer en el
trabajo a disposición de la entidad correspondiente y en el ejercicio de su actividad y de sus funciones.
2. Las administraciones públicas vascas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de su
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personal, previa negociación colectiva al efecto. La jornada de trabajo fijará su duración total anual y la
distribución de la misma. En todo caso, esta distribución deberá garantizar el tiempo de descanso
correspondiente a vacaciones y a permisos por asuntos particulares que corresponda al personal empleado
público.
3. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. Reglamentariamente, se regulará la
jornada a tiempo parcial, así como la posibilidad de desempeñar parcialmente el trabajo desde el domicilio de
la persona empleada pública mediante la aplicación de instrumentos telemáticos.
4. La jornada del personal laboral se regirá por lo previsto en este artículo y por la legislación laboral que sea
de aplicación.

CAPÍTULO II Código ético y de conducta del personal empleado público vasco

Artículo 166. Principios generales que inspiran el código ético y de conducta del personal empleado 
público vasco.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Estatuto Básico del Empleado Público en relación con el código de
conducta y los principios éticos y de conducta a observar por el personal funcionario, laboral y estatutario del
sector público, y de conformidad con la regla de que los valores y principios éticos corresponden a cada
institución y no a cada uno de los colectivos humanos que prestan servicio en su seno, en el ejercicio de sus
funciones, el personal empleado público vasco respetará los mismos principios generales que rigen el código
de conducta de los cargos públicos del sector público vasco, según lo dispuesto en la Ley 1/2014, de 26 de junio,
Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
2. De conformidad con lo dispuesto en el punto anterior, la actuación profesional del personal empleado
público vasco se llevará a cabo desde el respeto a los principios de integridad y transparencia y con plena
observancia de los principios de conducta individual, de calidad institucional y de relación con la ciudadanía
recogidos en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 1/2014, de 26 de junio, Reguladora del Código de Conducta y de los
Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
3. El Gobierno Vasco, a propuesta de la Inspección General de Personal y Servicios, aprobará un código de
conducta para el personal empleado público del sector público de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Euskadi, que desarrollará los principios citados en el punto anterior e incluirá un sistema de
seguimiento y evaluación encaminado a garantizar su observancia real y efectiva.
4. Las administraciones públicas vascas aprobarán un código ético y de conducta para su personal en
desarrollo de los principios establecidos en los apartados anteriores.

CAPÍTULO III Responsabilidad y régimen de incompatibilidades

Artículo 167. Responsabilidad del personal empleado público vasco.
Las personas empleadas públicas son responsables de la buena gestión de los servicios encomendados, todo
ello sin perjuicio de la responsabilidad que corresponde a sus superiores jerárquicos, a los que en todo
momento deberán dar cuenta de las anomalías que hubieran observado en el servicio.

Artículo 168. Responsabilidad patrimonial.
Las administraciones públicas, cuando hubieren indemnizado a las personas lesionadas, se dirigirán de oficio
contra sus autoridades y su personal empleado público causantes de daños por dolo, culpa o negligencia
graves, por el incorrecto funcionamiento de los servicios públicos, mediante la instrucción del
correspondiente expediente, y previa audiencia de la persona interesada.

Artículo 169. Responsabilidad penal.
La responsabilidad penal, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirán de acuerdo con lo
establecido en la legislación correspondiente.

Artículo 170. Responsabilidad disciplinaria.
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La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo dispuesto
en el título XII de esta ley.

Artículo 171. Régimen de incompatibilidades.
1. El personal empleado público vendrá obligado a observar estrictamente el régimen de incompatibilidades
establecido en la legislación vigente, y las administraciones públicas vascas, a la exigencia de su cumplimiento.
2. El desempeño de cualquier actividad en el sector público o privado requerirá, en todo caso, la previa y
expresa evaluación y, en su caso, la correspondiente autorización de compatibilidad, que únicamente se
otorgará en los supuestos previstos en la vigente legislación y conforme al procedimiento que
reglamentariamente se determine.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 12
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo 
dispuesto en:

A) El título VIII de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco.

B) La normativa general sobre incompatibilidades del personal empleado público.

C) Los convenios colectivos aplicables en cada Administración pública.

D) El título XII de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco.

2. Al personal laboral de las administraciones públicas vascas le serán de aplicación los permisos previstos:

A) Exclusivamente en la legislación laboral aplicable, con exclusión de los convenios colectivos.

B) En la legislación laboral, en los convenios colectivos y, en su caso, en la legislación básica de empleo público.

C) Únicamente en la legislación básica de empleo público y en los reglamentos de cada Administración.

D) En las leyes y reglamentos aplicables, con exclusión de la legislación laboral y de los convenios colectivos.

3. La obligación de dar cuenta de las anomalías observadas en el servicio por parte de las personas empleadas 
públicas vascas debe cumplirse:

A) Únicamente cuando las anomalías afecten a la continuidad del servicio.

B) Al finalizar el periodo de desempeño del puesto correspondiente.

C) Cuando exista un requerimiento previo del superior jerárquico.

D) En todo momento en que se hayan observado anomalías en el servicio.

4. Entre los derechos individuales ejercidos colectivamente por el personal empleado público vasco se 
encuentra el derecho a:

A) La promoción interna automática.

B) La carrera profesional horizontal.

C) La inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.

D) El planteamiento de conflictos colectivos de trabajo.
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5. La actuación profesional del personal empleado público vasco se llevará a cabo:

A) Desde el respeto exclusivo al principio de transparencia y a los principios de conducta individual.

B) Desde el respeto a los principios de integridad y transparencia y con plena observancia de los principios de 
conducta individual, de calidad institucional y de relación con la ciudadanía.

C) Desde la observancia únicamente de los principios de calidad institucional y de relación con la ciudadanía.

D) Desde el respeto a los principios de imparcialidad y eficacia y con observancia de los principios de dirección 
pública y coordinación administrativa.

6. La selección del personal laboral fijo y temporal de las administraciones públicas vascas se realizará 
respetando, en todo caso, los principios de:

A) Antigüedad, experiencia profesional, publicidad y libre designación.

B) Igualdad, mérito, capacidad y nombramiento discrecional.

C) Publicidad, libre concurrencia, confianza legítima y jerarquía.

D) Igualdad, mérito, capacidad, publicidad y libre concurrencia.

7. Cuando el tiempo de servicio del personal funcionario durante el año natural haya sido inferior al año 
completo, el derecho a vacaciones retribuidas será de:

A) Los días hábiles que correspondan proporcionalmente al tiempo de servicio prestado.

B) Veintidós días hábiles en todo caso, con independencia del tiempo de servicio.

C) Los días naturales que correspondan proporcionalmente al tiempo de servicio prestado.

D) La mitad de veintidós días hábiles cuando el servicio prestado sea inferior a un año.

8. La responsabilidad penal y la responsabilidad civil derivada del delito se exigirán:

A) De acuerdo únicamente con la normativa de empleo público aplicable.

B) De acuerdo con lo establecido en la legislación correspondiente.

C) Con arreglo al procedimiento administrativo disciplinario ordinario.

D) Exclusivamente mediante resolución del órgano superior competente.

9. Las condiciones y períodos de disfrute de los permisos del personal empleado público vasco deberán:

A) Garantizar que todos los permisos se disfruten de forma continuada.

B) Garantizar las necesidades de prestación del servicio público.

C) Quedar determinados exclusivamente por los instrumentos de negociación colectiva.

D) Disfrutarse siempre con derecho a la totalidad de las retribuciones.

10. La responsabilidad de las personas empleadas públicas vascas por la buena gestión de los servicios 
encomendados se entiende:

A) Sin perjuicio únicamente de la responsabilidad disciplinaria que pudiera corresponderles.

B) Sin perjuicio de la responsabilidad que corresponda a sus superiores jerárquicos.

C) Con carácter subsidiario respecto de la responsabilidad de sus superiores jerárquicos.

D) Excluida cuando exista responsabilidad atribuible a sus superiores jerárquicos.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 D · 4 D · 5 B · 6 D · 7 A · 8 B · 9 B · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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